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Con notas sobre el derecho espafiol ; doctrinu de los ptagmáticbs, eo 
lo que se TelKionan con dicho código, y con los acuerdos y prác- 
tica de los triboDales SDpremo y superiores sobre viúios casos, 
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OOBERNADOB G£F£ SUPERIOR POLÍTICO INTERINO DE LA 

PROVINCIA DE CARABOBO. 

HAGO saber: Que los Sres, Dr. Pedro Pablo del 
CctstiUo y Julián Vi$o se han presentado ante mi redo' 
mando el derecho exclusivo para piMicar y vender una 
obra de supropiedadj cuyo titulo han depositado y es 
como sigue: código de procedimiento ilustrado; y que 
habiendo prestado d juramento requerido^ los pongo por la 
presente en posesión del privüejio que concede la ley de 19 
de Abril de 1839 sobre propiedad de las producciones litera- 
rias, teniendo derecho exclusivo de imprimirla; pudiendo 
ellos solos publicar y vender, y distribuir dicha obra por el 
tiempo que les permite el articulo IPdela citada ley. 

Dado y firmado de mi mamo, sellado y refrenden por 
él Secretario de este Gobierno en Valencia á primero de 
Marzo de 1850. 

• 

El Secretario. — Fernando pineda. 
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AJDVIlQIBIHá MI&IiUBM. 



La obra que damos al püblic<^es de tal naturaleza que 
por SI sola se recomienda. Bastará tener en consideración la 
gran'copia de práctica de los tribunales supremo y superiores, 
que contiene, y lo que ha de facilitar la prontitud y acierto en 
el despacho de los casos ocurrentes del procedimiento judicial, 
para palpar la utilidad que o&ecerá á los que tengan que ha- 
cer con negocios del foro, y confesar el aprecio con que todos 
deben apresurarse á poseerla. Ella, por otra parte, da á co- 
nocer las leyes, y las doctrinas de muchos pragmáticos de , ra- 
ro mérito, alto costo, y dificil adquisición, referentes á dichos ca- 
sos, y que solo poseen por tanto aquellos á quienes sus medios 
de fortuna les han permitido comprarlos; por manera que para 
la generalidad vendrá á servir ademas como de una pequeña 
biblioteca de jurisprudencia teórico-práctica. 

Creemos no habernos engañado al pensar que con su for- 
mación proporcionaiiamos un bien á nuestros conciudadanos* 
Muy lejos, sin embargo, estamos de juzgar que hajramos he- 
cho una obra cabal; pero sí aseguramos que el aprecio que eila 
merezca al público, nos servirá de poderoso estímulo para con- 
tinuar consagrando nuestras vigilias á su aumento, mejora y 
perfección. 
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TITULO PRZMIIRO. 



SE toa TiUMires ordinabios del rroceoimiento en el nncio civil. 



leí primera. 

De las partes. 

■ 

Art 1 P En el juicio civil tanto el demandante como el de- 
mandado, deben ser personas lejítimas; y podrán presentarse por 
medio de apoderados que los representen. 

Art. 2 P El apoderado judioial podrá constituirse por una 
carta poder dada por ante uno de los jueces parroquiales, 6 ^or 
ante el secretario del tribunal en que se intentó la demanda en la 

forma siguiente: ** N. de N. vecino de mayor de veinte y uu 

años,' confiere su poder á N. de N. para^que lo represente y sos- 
tenga sus derechos ante el tribunal ó tribunales competentes en 
todas sus causas ó negocios judiciales, o en tal negocio señalado, 
sin limitación alguna, (o reservándose la facultad de transigir) ó su- 
jetándole á las instrucciones que le comunique privadamente en 
lo que no sea opuesto á las leyes.) Eljuez o secretario que suscribe 
certifica que conoce al poderdante, y que este acto ha pasado en su 
presencia." El lugar y la fecha en letras. N. de N. juez ó secreta- 
rio. N. de N. poderdante, (a) 



(a) 1. Ningnna prohibición legal existe para que los poderes que hayan de 
iservir en asuntos judiciales sean otor^:ados ante los Registradores, seVun se 
deduce del contexto mismo de este artículo, que usa de ténr inos permisiVoa 
y DO preceptivos. E. E. de 15 de Noviembre de 1843— G. de V Bdme- 
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Art 3 P Si el que otorga el poder lo hace eomo represen- 
tante de otro, deberá presentar al juez 6 secretario el documento 
que lejitime su representación, y se copiar^ y certificará & conti- 
nuación por el mismo juez 6 secretario. 

Art 49 Si el poder ha sido otorgado en pais extranjero, 
debe tener las formalidades que se exijan en dicho pais, y venir 
ademas legalizado por un majistrado del lugar donde se haya otor- 
gado, y traducirse al castellano por un intérprete jurado, (a) 

Art 5 P Cuando el apoderado tenga que hacer uso del po- 
der fuera del cantón en que fué otorgado, deberá hacerlo rejistrar 
en la oficina del rejistrador respectivo, y este pondrá en él la nota, 
correspondiente con su firma y sello, (b) 

$. único Mientras se establecen las oficinas de anotación y 
rejistro, este se hará por los secretarios de los tribunales en un li- 
bro destinado al efecto, que se conservará en su archivo. 

Art. 6 9 No son personas lejítimas para estar en juicio las 
mujeres casadas, los menores de veinte y un ofios, (c)los mentecatos 

ro663. 

2^ £1 menor de veinticinco afios no pnede constituir procurador para enjui- 
ciar, sin consentimiento de su curador, j si sin él lo constituyere, aunque 
valdrá lo hecho en su utilidad, no oponiéndose excepción de este defecto, si 
se opusiere, no valdrá por el contrario lo hecho en su utiUdad ni en su dafio, 
como lo dice lal^S;^ tit. 5 ? P. 3 <« 7 Gregorio López glos. 2?*. Curia part 
Ifi ^ 10. núm. 16. (Véase la nota 1 f^ al articulo 6 ? de esta ley). 

(a) Deben admitirse dichos poderes estando comprobados- en la forma y 
Gon arreglo á las leyes establecidas en el pais en donde se otorgan. Acuerdo 
de la Corte Suprema de 81 de Octubre de 1837.--G. de V. núm. ^ 708. 

(b) Presentado judicialmente un poder en el cantón donde ñié otorgado, 
si hajr necesidad de hacer uso de él en otro, debe observarse lo dispuesto en 
el inciso 6 ?% art. 11 de la ley de 1838 sobre registro; pero cuando haya de obrar 
desde el principio fuera del cantón en que se otorga, debe llenarse el requi- 
sito de este articulo 5. ^ Autoüe la Corte Superior del tercer distrito de 15 de 
Marzo de 1888 en la causa de Manuel G. ArríUaga sobre reclamo de ima casa 
del Estado. 

(c) 1 P' Los de veintiún años cumplidos 6 están bajo la patria potestad, ó en 
cúratela, 6 ñiera de usa y otra. En los dos primeros casos podrán estar en 
juicio solo como personeros de otro; pero no en negocios propios, por cuanto 
no pudiendo contratar sin la autorización de su padre 6 guardador, tampoco 
podrán obligarse judicialmente, ni por tanto hacer firme ni valedero lo que 
ejecuten. Asi se deduce de lo dispositivo de las leyes 1 ?* tít 8, y 12, tit. 22. 
P. 3 ? en su caso penúltimo, y de la necesidad de poner en armcmía oon di- 
chas leyes la facultad que este articulo conoede & los de veintiún afios para 
presentarse enjuicio, de manera que no vengan á tierra por sola esta disposi- 
ción todas las leyes y doctrinas que tienen por privilegiado objetó salvar á. los 
menores de los peijuicioí á que están expuestos por la imperfección de su 
edad. En el último caso, esto es, cuando están fuera asi de la patria potestad 
como de la cúratela, podrán hacerlo tanto por si como por otro, conservando, 
cuando lo hagan por sí, el beneficio de la restitución in iiUegnm que las leyes 
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6 dementes, los pródigos declarados tales por «1 tribunal, y los 

siervos, (a) 

Art. 7 9 £1 menor de veinte y nn años, el demente y el pró- 
digo declarado (b) serán representados enjuicio por sus guardado- 
res (c) ó en negocios determinados por los apoderados que estos 

conceden á los menores de 25 allos. 

A lo expuesto do se opone, como á primera vista parece, el artíeolo 
' sigaiente al disponer que el menor de 21 afios sea representado en jnicio por 
su guardador, ó en negocios determinados por el apcnlerado que este constitu- 
ya; de donde pudiera inferirse que por el solo hecho de tener 21 aflos puede 
cualquierapresentarsepor si; pues la mente del lejislador no ha podida ser 
otra que la de que el menor de dicha edad en nixigun caso pueda presentarse 
en juicio fin guardador, nombrándosele, sino lo tiene, un carador ad Hiem pa- 
ra reclamar cualesquiera derechos. . 

2^ La Constitución y las leyes del procedimiento no derogan las leyes de 
Partida que hablan del remedio de la restitución de los menores, aunque se 
conceda a los de 21 aflos comparecer en juicio, pues asi como no puede en- 
tenderse que por este articulo y el siguiente un mayor de 21 afios y menor de 
26 pueda salir de la cúratela por el solo hecho de llegar á aquella edad, tam- 
poco puede decirse que dichos artículos hayan derogado las leyes especiales 
sobre restitución ni sus efectos. Sentencia de la Corte Superior del tercer dis- 
trito de 18 de Agosto de 1843 en la causa de Jos^ Gregorio Simancas con V^ 
eente Ortega sobre retracto de la venta de una posesión detierra8.rr-SenteBcia 
de la misma de 6 de Mayo de 1849 en la excepción de ilejitimidad de persona 
opuesta por Femando Montero á Facunda del Carmen Herrera sobre mitad de 
una casa y sus alquileres. 

(a) Sin embargo délo dispositivo de este articulo, el siervo puede compa- 
recer en juicio, aun sin poder, demandando las cosas que tuviere de su sefltof , 
cuando otro se las embargare, 6 le desapodesare de eUas, no estando el. sefior 
en el lugar. También puede demandar la muerte de su sefior, cuando no lo 
ha^m sus parientes ni otro alguno. Ley 9. tít. 2* P P. 8 ?* . Algunos opinan 
que el siervo debe prestar para el ejercicio del primer acto la caución de rato; 
pero otros la juzgan innecesaria; y esta última opinión se tiene por mas 
equitativa y conforme al espíritu de la predicha ley, que no exije tal caución, 
como asi lo dice Greg. Lop. en la glos. 1 9" 

(b) Según la Curia part. 1 ^ <^ 10 núm. 8, al mudo y al sordo, aunque 
sean mayores de 25 afios, se les ha de proveer de curador para litigar, nom- 
forándosdo elJuez. En. apoyo de esta doctrina está la glos 1?*, al fin, de 
Greg. Lop. á la ley 18, tit. 16. P. 6 ^ en cuya glosa, refiriéndose á esta 
parte de la ley, et aun á los que fuesen mayores, sependo locos et desmemoriados, 
dice: ^^Tamblen se da curador á los sordos y á los mudos, y á los que pade- 
cen una enfermedad perpetua." 

(c) 1 ?> Si el menor no tíene guardador se le ha de dar un curador ad Utem, y 
f, lo mismo se ha de hacer con el mudo, sordo, 6 el que adolezca de alguna 

enfermedad perpetua ( glos citada ) prodigo y demente, aunque sean ma- 
yores, pues de otra suerte no vale lo hecho en dafio de los menores, aunque 
sí k) que resulte en su utilidad, según las leyes 11 tit. 2 P , 1 5^ , al fin, tit. 
89,yl2, yaal fin, tít. 22. P. 8* —Curia part. lf*$10, núm. S.—Pero en 
virtud de la autorización que la ley da hoy á los de 21 afios para compare- 
cer en jnicio, esto deberá, ya entenderse respecto de los de dicha edad y 
menores de 25 años , para el caso de representar en negocios propios, conformo 
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4 TIT. I. LEY. I. 

constituyan, (a) £1 siervo (b) lo será por su señor ó el apoiierado de 
este, excepto en las causas de libertad ó de sevicia en que podrá 
presentarse por sí asistido del funcionario público que la ley de- 
signe; y la muger casada por su marido, 6 la persona que lo repre- 
sente, (c) 

Art. 8 ? La mujer casada puede presentarse en juicio con el 
consentimiento de su marido, (d) ó con la autorización del 

í - 

á la opinión qne dejamos emitida en la nota 1 «> al articulo 6 9 de esta 
ley. ElJuez puede nombrar curador á los menores de 14 años, siendo va- 
rones, y de doce, siendo hembras; mas cuando son mayores de esta edad, 
ellos lo han de hacer, y el Juez discernirle el eargo con fianza, pudiendo 
este apremiarlos^ y nombrárselo en caso de no querer hacerlo. Leyes 12 y 18, 
tít 16. P. 6?»— Curia part.l.* §10 núm. 8. 

2?^ Los menores que no tengan curador, pueden celebrar contratos, 
por sí solos, y quedan obligados á su cumplimiento natural y civilmente, gozan- 
do en sus casos de restitución, aunque no tienen la libre administración de sus 
bienes; y por esto no pueden enaguar los raices sin licencia del juez competen- 
te, quien no debe concederla sino habiendo justa causa con arreglo á las 
leyes. No es obligatorio á un menor que no tiene curador, nombrarlo pa- 
ra que autorice sus con<a*at9s, bastándole licencia judicial, aunque si el menor 
lo es de' 21 años, como no es persona lejitima paraestar enjuicio, debe ele- 
jirmí curador que á su nombre pida la licencia judicial, y promueva lo demás. 
Auto de la Corte Superior del tercer distrito de 28 de Junio de 1842 en el ex- 
pediente en que José Miguel Alvares solicitó licencia judicial para enagenar 
mía hacienda. 

8^ Aunque los casados, menores de 21 años, gozan por la Oonstituciflsi fte 
los derechos de ciudadano, necesitan de curador ad ¿tímenlas causas civiles, 
sin que obste que el marido á la edad de 18 años por la ley 14, tít. 1 9 lib. 6 9 
de la Recopilación pueda administrar sus bienes y los de su mujer menor. 
8enteneia de la Corte Superior del tereer distrito de 18 de Agosto de 1848 en 
la causa de José Gregorio Simancas con Vicente Ortega sobre retracto de la 
venta de una posesión de tierras. 

Ía) Véase la nota 1 ? al artículo 6 P . 
b) Este por razón de libertad no solo puede parecer en juicio por sí, sino tam- 
bién representado por sus parientes, ú otro cualquier extraño sin poder. Ley 
4* tít. 5P P. 8*— Curia part. 1?» § 10, núm. 17. No obsta á la doctrina 
anterior la asistencia del funcionario público que preceptúa este artículo, 
pues, establecida en íkvor del siervo, es mas un deber por lo que hace á dicho 
ñmcionario, que una limitación á la personalidad que la ley de Partida da 
al siervo por sí solo para tales actos, bien obre en nombre propio, ó bien en el 
de alguno de sus parientes, como se d^uce del auto de la Corte. Superior del 
tercer distrito de 31 de Julio de 1846 en la causado Claudio García reclaman- 
do la libertad de su hijo Francisco de las Llagas, en cuyo auto se resolvió, que 
el padre pueda representar á su hijo, sin poder, aunque sea siervo, sin que se 
oponga que deba ser asistido por el Sindico. 

(c) Mas no ella por él sin poder. Cm-ia part. 1 S* ^10, núm. 30. 

(d)^ Este consentimiento deberá en nuestra opinión constar, de un po- 
der, ó de otro acto público semejante; pero en manera alguna de un acto 
privado. También, según la mas común opinión de los autores, deberá ser 
expreso y no tácito, Curia part. 1?» ^10, núm 9. Tapia, nota al lib. II., tit. 
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juez (a) euando el marido esté imposibilitado, (b) 6 rehu*^ sin jus- 
ticia dicha autorización. 

Art. 9 9 No puede el hijo parecer en juicio civil contra sus 
ascendientes, ó su padre adoptivo, (c) sino en los casos siguientes: 
1 P Para pedir alimentos: 2 9 Para pedir sus bienes adventicio* 
con arreglo & las leyes: 3 9 En lo perteneciente al peculio cas- 
trense, ó casi castrense: 4 9 Por sevicia del padre. 

Art. 10. Ninguno puede ser compelido h comparecer en jui- 
cio como demandante, sino en los casos de jactancia ó retardo per- 
judicial conforme á lo que se dispone en este código. 

Art. 11. Podrán presentarse en juicio sin poder el padre, 6 la 
madre ¿(n defecto de este, por su hijo lejítimo, adoptivo, ó natural 
reconoció, y viceversa, el hijo por sus padres si tuviere veintiún 
años cumplidos: un socio por su consocio en los negocios de la 
compañía: un heredero por sus coherederos en las causas oríjina- 
das por la herencia; y el albacea de una testamentaría por la mis- 
ma; pero deben acreditar su personalidad si la parte contraria lo 
exige, (d) 



4Peap.29,núm. 10. 

(a) La muger casada puede sin licencia del Jues ni de su marido pedir en 
juicio contra este la dote, si conoce que la disipa ó desfalca, y viene á pobreza 

Sor su colpa, bien que cuando el deterioro ó menoscabo no procede de culpa 
el marido, se le admite la demanda, especialmente si este tiene otros acreecb- 
res. También puede hacerlo en la forma dicha por razón de alimentos^ divor- 
cio ú otras acciones civiles y criminales que tenga contra él. Curia part. 1 ^ 
§ 10, núm. 10. Tapia, lib. II ? tit. 4 p cap. 29. núm. 10 y lib. HI 9 tít. n P cap. 
I P ndm. 24. Igualmente puede presentarse enjuicio sin la previa licencia del 
Biarído, cuando este se halla en destierro ó encarcelado, para que se le alce el- 
primero, ó se le saque de la prisión. (Véase la materia de acusación por lo que 
hace á loe casos en que la mujer casada puede comparecer en inicio acusando sin 
previa licencia del marido, en la ley única 1 13. sobre procedimiento criminal.) 

(b) Bsto es, cuando el marido está ausente, no esperándose de próximo su 
venioa, según la ley 15 9* tit. 1 9 lib. 10 de la Nov. Recopilación, para lo cual basta 
que la ausencia sea solo del pueblo en que se ha de litigar, auncyae no lo sea del 
territorio del Juez. Y lo mismo debe entenderse cuando el marido es mudo ó 
ííirioso, aunque esté presente, pues en cnanto á esto es tenido por ausente. 
Curia, part. 1 ?» ^ 10, núm. 10. 

(c) 1 ^ Bsto se entiende mientras esté el hijo bajo la patria potestad, 
pues fuera de ella, puede hacerlo siempre que no resulte inikmia ni pena coiv 
poral. Curia part. 1* ^ 10 núm. 4 .<=> — Ley 3 « ütJ29 P. 3 «, y 11. y 12. tit. 17. 
P. 4* 

2 ^ £1 hijo de &milia no puede parecer en juicio, como actor 6 reo, en causa 
que hubiere de ventilar con un extrafio, sin licencia de su padre, á míenos que 
sea sobre el peculio castrense 6 cuasi castr^ise, ó el padre estuvie^ ñiera de la 
provincia de su residencia, y aquel Aiere mayor de veinte y cinco afios. Curia 
part. 1S«, ^10, núm. 7P, leyes 2. tit. 69 y 7 tit. 29 P. 3* 

(d) Todos estos según la ley 10 tit. 5. ® P. 3. ^ deben pintar la fianza de 
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Ari 12. Así mismo podrá cualquiera comparecer tíii poder 
defendiendo al demandado, si diere caución de que el demandado 
estará á las resultas del pleito, (a) 

Art. 13. El Estado, las iglesias y demás comunidades y cor- 
poraciones estarán en juicio por los administradores, procuradores 
▼icarios 4 otros que los representen, (b) 



LEY SEGUNDA '' A ' 

/ 
De la demanda y emplazamiento. \ 

Art. 1 ? Todo el que intente una demanda civil (c) cuyo Ínteres 



ratOy siempre que se les exija antes de la contestación de la demanda, y no des- 
pués. Ademas, debe observarse que aunque los dichos pueden representar sin 
poder, solo es en aquellos casos en que baste el general, y no se requiera el espe- 
cial, y no siendo contra la voluntad del que se representa. Curia part. 1. ^ ^ 10 
núm. 30. £n consecuencia, y como es muy posible que alg:una de dichas per- 
sonas se presentase enjuicio sin previa anuencia y consentimiento de aquel á ^ 

quien por este articulo está autorizado para representar, y que este se negara á 
cumplir lo aliado, con lo cual se haría ineficaz la sentencia en sus bienes pro- 
pios, para evitar que así quede expuesto el resultado del juicio, será convenien- 
te, y k> aoonsejamoB, que en todos los casos de la naturaleza del que nos ocupa, 
se exija, y se Imga prestar la referida fianza. 

[a] l.« Leyes 10 y 27 tit.o 6.© P. 3.« 

2. ^ Véase ejecución de la sentencia, art. 2. ^ , por lo que hace á la obli- 
gación que afecta en esta parte al caucionero y al procurador. 

8.^ Se ha admitido en la Corte Superior del tercer distrito el que se preste 
TOS y caución pcHT el demandado, estando la cansa en segunda instancia. Auto 
de dicha Corte de 26 de Febrero de 1844 en la causa de José María Palacios con 
Ignacio Pulido por injurias. 

rb] 1.* Leyl3tít« 2.<=> P. a* 

2. * Los administradores de rentas municipales son los que legítimamente 

Sueden representar en juicio alas respectivas Diputaciones provinciales en las 
emuidas que aa propongan contra ellas, mientras no nombren un defensor es- 
pecial; de la miaba manera que aquellos son los autorizados para cobiar judi- 
cialmente las cantidades que se adeuden al Tesoro municipal, y son los que ten- 
drían que contestar la reconvención ó contra-demanda que se propusiera por 
las personas que demandaren. Acuerdo de la Corte Suprema de 8 de Setiembre 
de 1844. 

8. <^ Por el articulo 31 de la ley de 1 7 de Mayo de 1841 el Banco Nacional debía 
ser representado enjuicio por cualquiera de sus directores; y aunque dicha ley '» 

ha sido derogada por la de 23 de Marzo de 1860 mandando cesar las operaciones 
de didio establecimiento, la disposición del expresado art. 31 no puede menos 
que considerarse vigente para todo reclamo activo ó pasivo que pueda originar- 
se por consecuencia de sus operaciones anteriores. 

[c] 1. ^ Antes de entablarse la acción principal competente, suele hacerse uso 
de ciertas acciones preparatorias, tales como la acción adexMbendiim y la intenro« 



^ 
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en 8tt aoeton priaoipal exceda de cien pesos, deberá proponerla 



gatoria. 

La acción ad eíchibendum fué conocida entre los romanos con ese nombre, 
y en la legislación española se llamo también exMJbitoria^ 6 mas bien, preparaioriaf 
que consiste en que el demandante pida al juez que ordene al demandado exhiba 
aquella cosa que pretende. Esta acción puede intentarla el que pide la cosa co- 
mo suya: el que pretende que le está empeñada: el que tiene algún otro dere- 
cho en ella: el legatario á quien facultó el heredero para elejir entre muchas 
cosas la que mejor le {pareciere; el que reclama alguna cosa que otro hamúdo á 
la suya: el heredero 6 legatario que pide el testamento; y en fin todo aquel que 
tenga algún interés en la cosa, cuya exhibición se solicita. LL. 16 y 17tit.2? 
P. 3¿^ Si el poseedor oculta 6 destruye maliciosamente la cosa que se pide, 
queda obligado apagar los perjuicios que jure el solicitante. Ley. 19tit. 2PP. 
8 9^ ;y las leyes romanas sentaban por regla general que aquel que por dolo deja 
deposeer, debe ser condenado como si poseyese, porque el dolo, en este caso, 
se tiene por posesión. LL. 131, 150, 157, y 191 ? de div. re^. jur. 

2:^ ÍÁ interrogatoria es otra acción que nace de la equidad, yes una ac- 
ción personal por la cual el actor compele al reo á responder sebre ciertas {^-e- 
guntasque le hace, y que son necesarias para continuar el pleito, ley 1 * tít. 10, 
P. 3 ? Un caso práctico de esta acción se presenta en el que quiere entablar eje- 
cución por alguna cantidad que se le debe en yirtud de un documento que no 
ax)areje ejecución, con el fln de que, siendo reconocido, la apareje. 

3. * Coma lo fruís importante en todo jaido es la acción qwR se intenta, creemos 
útü la siguiente enymeradon de las mas conocidas en derecho\ con adver- 
tencia de que annque en él Ubdo se ¡la de expresar el derecho y acción qvje 
se entabla, no es menester mte se exprese por su nombre, conforme se dedtux 
delA ley4í>iU,2,^P. B^^ylo sienta la Cwriapwrt, 1. * ^ 11 núm.^alfin. 

ACCIÓN en general. Trata de eUa la ley l.« tít. 2. P. 3.* 

Acción reivindicatoría. L. 2. t. 3. P. 3. 

Acción publlciana en la cosa. L. 13. 1. 11. P. 8. 

Acción enfiteuticaría útil. L. pen. t. 8. P. 5. 

Acción confesoría y negatoria. L.L.2.y 12. t. 31. P. 3. 

Acción del daño de los cuadrúpedos. L. 22. t. 1& P. 7. 

Acción de lo que se derrama, arroja ó vierte. L. 25. t. 16 P. 7. 

Acción de deslindar los términos comunes. L. fin t. 15. P. 6. 

Acción ^ dividir la herencia, t. 15. P. 6. 

Acción de dividir la cosa común. L. 1. t. 15. P: 6. 

Acdon á exhibir. L. 16. t. 2. P. 3. ^ 

Acción interrc^toria. L. 1. t. 10. P. 3. Z 

Acción de lo dado por causa no verificada. L. 48. t. 14. P. 6. 

Acción para repetir lo dado por causa torpe ó injusta. L. 47. y sig. t. 14 

P. 5. 
Acción para repetir lo dado indebidamente. L. 28. t. 14. P. 5. 
Acción para repetir la cosa hurtada. L. 20 t. 14. P. 7. 
Acdon por ley para pedir lo que una nueva ley establece sin prescribir 

acción. L. 8. t. 14. P. 8. 
Acción triticiaria. tít. 2. P. 5. 
' Acción del dioero constituido. L. 3. t. 11. P. 5. 
Acci<m de comodato directa y contraria. L. 3. t. 2. P. 5. 
Acción exercitoria. L. 26. t. 8. P. 5. 
Acci<»i de la ley Rodia; de lo que se arroja al mar. L. 3. t, 0. P, 5. 
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ante el juzgado cantonal, presentando su escrito al respectivo JHez 



Acción institoria. L. 7. t. 1. P: 5. 

Acción de lo convertido en utilidad propia. L. L. 27 y 28. t. 12. P. 6. 

Acción qitodjiíssu L. 6. t. 1. P. 6. 

Acción de depósito directa y contraria, t. 6. P. 8. 

Acdon de mandato directa y contraria. L. 12. t. 12. P. 6. 

Acción de compañía. 1. 10. P. 5. 

Atdon de compra y venta, t. 6. P. b. 

Acción de locación y conducción, esto es, procedida de arrendamiento. 

t.8. P.6. 
Acción que resulta por las palabras y por los hechos. L. 6. t. 9. P. 7. 
Acción serviana. L. 6. t. 8. P. 6. 
Acción cuasi serviana ó hipotecaria. L. 9. t. 12. P. 6. 
Acción edilicia, redhibitoria. L. 66. t. 6 P. 6. 
Acción de sustracción de cosas, hecha por uno de los consortea. L. 5. 

t. 2. P. 3. 
Acción de tutela directa, y de la útil. L. 6. t. 11. P. 8. 
Acción áeH daño temido. L. 10 t. 32. P. 3. 
Acción del agua, y de rechazat la llovediza. L. 13. t. 32. P. 3. 
Acción contra los publícanos. L. 8. t. 7. P. 6. y L. 6. t. 10. P. 7. 
Acción Pauliana. L. 7. y sig. t. 16. P. 6. ' 

Acción llamada en latín de tigno juncto. esto es, de viga unida á un i 

edificio. L. 16 t. 14. P. 7. » » j 

Acción contra aquel á quien se dio la libertad en el testamento, sihur- I 

tase algo de la herencia. i 

Acción de hurto contra los marineros, taberneros y mesoneros. L. 7. 

t. 14. P. 7. 
Acción de daño, si la familia hiciese hurto. L. 4. t. 18. P. 7. 
Acción de los árboles furtivamente cortados. L. fin. t. 16. P. 7. 
Acción de los bienes arrebatados por fuerza, y de la turba. L. 1. t, 18 

P. 7. 
Acción contra el daño 6 hurto cometido en incendio, mina, naufrajio 

estacada 6 nave expugnada. L. 10. t. 9. P. 6. 
Acción contra el que toma alguna cosa de la herencia atm no acepta- 

tada. L. 21 1. 14. P. 7. 
Acción contra el que quita los mojones. L. fin. t. 14. P. 7, 
Acción estimatoria. 6 cuanti minoris. L.L. 64 y 66 tit. 5. P. 5. y 2 y 8. 

tit. 1. lib. 11 de la Nov. Recop. 
Acción noxal que nace de los delitos de los siervos, LL. 4. t. 13 y 6, al 

fin, 1. 16, part 7. 
Acción de tutela directa y contraría. L. 21, al fin. 1. 16. P. 4. 
Acción popular. 

Acción en pro y en contra de los herederos: puede empezar por ellos. 
Acción. Los litigantes no la transfieran en los poderosos. L. 8. t. 6. P. 8. ^ 

Acción si se pida lo cierto. -- 

Acción para pedir lo que se prometió dar en cierto lugar. 
Acción de la prenda directa y contraría. L. 21. 1. 13. P. 6. 
4. * Ademas de las acciones enunciadas hay otras nacidas del derecho roma- 
no, y que no se apoyan en disposiciones de la legislación esnaflola, al mismo 
tiempo que es útil su conocimiento en la práctica, por lo cual Juzgamos conve- 
niente hacer una breve esplicacion de ellas. 

£1 padre y el amo se obligan por los hechos lícitos del hijo 6 del esclavo. 
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de parroquia. ' 



Aquellos se obligan en virtud de contrato: 1. ® cuando mandan al hijo o al esda 
vo celebrarlo: 2 y cuando les encargan la dirección de algún negocio: 3 P cuau- 
do les dan peculio para que negocien: 4 9 cuando lo que adquieren se convierte 
en utilidad del padre ó del amo. En el primer caso nace la acción qtiodjussu; en 
el seguudola exercUoria é insütoria-. en el tercero la tríbvioria y (k pecuUo-^ j en el 
cuarto la de in rem verso. 

Las acciones qtu}djilssu, institoria é in rem verso tienen leyes españolas que 
lasesplican, y pueden verse en la enumeración anterior que tenemos hecha. 

La eocercüoria se da al que contrajo con el patrón de una nave en razón 
de las cosas concernientes á ella, para que el dueño de la nave pague lo que se 
debe en virtud del contrato celebrado con el patrón. 

La t/rítmtoria se llama asi de tribuendo que en este caso significa distrihvir. 
Entre los romanos el padre hacia de majistrado doméstico^ y asi cuando el hijo 
de familia negociaba con el peculio profecticio, y quebraba por haber contraído 
muchas deudas, y los acreedores pedian lo que este les debia, el padre podía re- 
partir el peculio á prorata. Pero si el padre hacia dolosamente una repartición 
injusta, prefiriendo un acreedor á otro de mejor derecho, el pretor daba á los 
acreedores del h^jo la acción tribiUoria contra el padre, para obligarle á que hi- 
ciese del peculio una distribución mas arreglada. Hoy no está en uso dicha 
>accion, ni tiene aplicación alguna en nuestro sistema legal, pues el juez es el 
que hace la graduación de los créditos. 

La áefecuMo. Cuando el hijo de familia 6 el siervo contrataban sin mandato 
del padre o amo, no se concedía acción contra estos, á no ser que el hijo o el es- 
clavo tuviesen peculio profecticio; en cuyo caso el pretor daba acción de pecuUo 
k los que habían contraído con el siervo 6 hijo de familia, contra el duefio ó el 
padre para que pagase hasta donde alcanzara el peculio. 

La acción de pawperie se da cuando una bestia mansa hizo daño contra su 
natural instinto y sin ser instigada. 

La acción de jMzs^ jMeoriMTt se da cuando la bestia hizo daño en las cosas 
ágenos por hechos naturales. 

La acción edüícía cuando -etdaflo proviene de una bestia de las qne se lla- 
man fieras, como león, tigre &>. 

Entre los romAuos asi estaban clasificadas las acciones que resultan de los 
daños causados por los cuadrúpedos 6 bestias; pero por nuestro derecho el da- 
ño ocasionado por un cuadrúpedo, sea por hecho contrario á su natural mai)se- 
dumbre, sea por un hecho propio de su naturaleza, se r^fMira por medio de una 
acción contra cualquier poseedor del animal que dañó sin ser irritado ni insti- 
gado, para que ó resarza el daño causado, ó entregue la bestia. LL. 22 y 24 tit. ^ 
16. P. 7.* 

Guando el animal causa el daño instigado por alguno, se da contra el insti- 
gador la acción de la ley aquilia. Ley 22 al fin tit ^ 15. P. 7. ^ 

Acción it^ de cúratela. Llámase útil, por no nacer inmediatamente de las 
palabras de la ley, sino deducida por interpretación, de los jurisconsultos. En 
sus efectos es igual á la que proviene de la tutela. 

Acción stíbsidioHa de tuíeia contra los jueces. Se da contra el juez para obli- 
earle á resarcir todos los daños ocasionados por su descuido en la recepción de 
w fianza que deben prestar los tutores ó curadores, en el caso de que dichos 
tutores ó curadores, 6 sus fiadores, estén insolventes para responder al pupilo ó 
m^ior. 

Acción llamada condición sin causa. Siempre que alguno dé una cosa, no 
por causa futura ni torpe, ni por índebito, pero sin embargo otro la posea sin 
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Art. 2 9 También se propondrá ante el juzgado eantonaUy 
en la misma forma, toda demanda sobre divorcio de los hetero- 
doxos. ' 



causa legitima, puede repetirla el primero, Intentando esta cMidldon, la cual 
podemos decir que es una acción personal que correspendb & aquel cuyos bie- 
nes posee otro sin justo motivo, para compeler á este detentador á que los res* 
tituya. 

5. <* Es regla Jeneral que debe proponerse por escrito toda demanda que no ten- 
ga sefialado peculiarmente un procedimiento serbal como los juicios ae injurias 
y los atribuidos á. los jueces de paz y á los alcaldes [jueces de parroquia ] cuan- 
do conocen por si solos, y con el simple canu^ter de tales, Aeuerdo de la Corte su- 
prema de 25 de Febrero de 1845. 

6.^ En la demanda debe designarse bien la cosa que se pide, pues puede él 
juez desecharla, á menos que sea en aquellos casos en que puede ponerse de- 
manda general, como son los especificados en las leyes 15 y 26 tit. 2. <^P. 39* 

7. * En un libelo pueden intentarse juntamente varias acciones diversas, no 
siendo contrarias, pues siéndolo, el demandante debe elejir una, y elijiéndola, no 
puede volver á la otra, por quedar renunciada. Curia, part 1 5^ ^ 11 núm. 8, L. 
7, tit, 10 P. 8i« 

8. <^ Cuando la acción que se intenta es personal, es necesario espresar en el 
libelo la causa de que procede, si es de préstamo &>; pero cuando es real, no 
hay tal necesidad, aunquees conveniente espresarla. Curia, part, 1 ?> ^ 11. núm. 7 

9. °^ Intentada una demanda con un carácter cualquiera, y decidido en todos 
sus grados que no es lejitima tal representación, no puede continuarse la mis- 
ma con otro carácter, sino que debe entablarse de nuevo la demanda, llenan^ 
dose los requisitoslegalespara el caso. Auto de la Corte superior del tercer dis- 
trito de 22 de Diciembre de 1849 en la demanda propuesta por Ramón Duran- 
degui contra Joaquín Bevefon por cobro de pesos, 

10. ^ El demandante puede arrepentirse de la demanda y demás actos, y mu- 
dar su acción antes de la contestación, pero no después de ella, por el cuasi 
contrato que restüta, L, 2i« tit. 10. P. 8-* —Curia part, 1 « ^ 14, núm. 5. Así, pues, 
reclamada una cantidad por razón de compraventa, por ejemplo, y contestada la 
demanda, no podrá decirse que es por razón de mutuo que se debe, y se hace 
dicho reclamo, pues esto variaría la naturaleza 6 esencia de la acción, 

« Pero si podrán hacerse, aun después de la contestación y hasta la sen- 
tencia, aquellas enmiendas ó ampliaciones que en nada varían la cualidad de 
la acción propuesta. Pérez instituciones imperiales, Ub, 4 tit, 6P " Hasta 
cuando & Asi pues, si el que demanda una suma, por ejemplo, dijere antes 
de la sentencia haber hallado que la ^ue se le debe es menor que la demanda- 
da, y limitare en consecuencia su petición, será oido, y le aprovechará, salvo 
que dicha limitación fuere maliciosa, como si habiendo reclamado mas de lo 
que ^ le debe, y opuéstosele la excepción de víjua petición, quisiere reducir su 
acción á lo puramente debido para salvarse de la responsabilidad y penas en 
que incurren los que piden mstMe lo que se les debe, pues en tal caso es indu- 
dable que no deberá ser oido, 

11. ^ Cuando U narrativa del libelo está en contradicción con la conclusión, 
que es la parte dominante, debe estarse á esta con preferencia á aquella según 
varios autores, y con especialidad el Conde de la Callada en el ^ 13 cap, 8 par li* 
d© sus instituciones prácticas. De donde se sigue, como una consecuencia pre- 
cisa, que cuando no hay ninguna duda entre dichas partes de la demanda, cuan- 
do no existe colisión alguna, cuando la narrativa y la conclusión están en per- 
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Art. 3 ^ El escrito ó libelo de demanda podrá ser entregado 
f B cualquier dia y hora al Secretario del juzgado cantonal, y se 
expresará en él, con todas sus letras, el nombre y apellido del de- 
mandante, el carácter con que se presenta, el nombre y apellidp 
del demandado, su domicilio* ó residencia, y el objeto de la de« 
manda con las razones 5 fundamentos de ella, (a) 

Art. 4. ^ £1 Secretario, al recibir el libelo y los documentos 
que se presentaren, formará un cuaderno que encabezará con el 
número que le corresponda, una breve indicación de la causa y el 
nombre y apellido de las partes, y al fín, el año en guarismos. 

s Art. 5. ® De la petición ó libelo sacará el Secretario una copia 
ó tantas copias cuantas partes demandadas aparezcan en él, certi- 
ficando al pié su exactitud; . y en seguida se pondrá la orden de 
comparecencia que firmará el juez. 

Art. 6. ® £1 Secretario pondrá en el expediente una nota en 
que conste est^ diligencia, estampando el nombre del oficial á 
quien haya cometido la oitacion, la fecha en que se mandó hacer» 
y el dia y hora señalados. 

Art 7. ® La copia ó copias que se han dicho serán entregadas 
por el oficial encargado de la citación (b) dentro de tercero dia á la 



fecta armonía, deben fijar ambas el punto de la cuestión; sin que finalmente, 
como lo expresa el mismo Conde de la Cañada en el ^ 14 del lug-ar citado, el 
juez que conoce de la causa haya de estar tan escrupulosamente ligado á las 
palabras de la conclusión de la demanda, que no pueda suplir algunas para re- 
ducir el Juicio útilmente en beneficio de las partes, atendida la verdad de lo 
que solicitan y prueban. De acuerdo con esta doctrina está muy esplicita y ter- 
minante la ley 2 t. 161ib. 11 de la Nov. Recop. 

12. * Debe usarse de la cláusula; " Y pido justicia " porque con ella se implo- 
ra el oficio del Juez, y se puede condenar de oficio, aunque la parte no lo pida, 
Acebedo in proera. t. 2-® lib. áP Becop. núm. 12. 

13. ^ Deben protestarse las costas^ porque no haciéndolo, no se puede conde- 
nar en las hechas antes de la contestación, aunque si en las posteriores. Curia 
part. 1 ^ ^ 11 núm. 16. 

14. * Debe jtvrarse de malicia pAn excluir la presunción en contra; y se>ba da 
hacer en cualesquiera demandas, acusaciones, denunciaciones, excepciones, 
oposiciones y oUas peticiones semejantes. Curia lug. clt. núm. 17. 



(a) LL. 14 y 40. tit. 2. P. 3. 
[b]l. - 



« £n negocios civiles la citación no debe hacerce en dias feriados, ni de 
noche, sin especial habilitación con justa causa, lo cual se observa para evitar 
. nulidades y controversias. Tapia lib. 3. ® t. 2. *^ cap. 6. núm. 16. — L. 33. t. 2. P. 3. 

¥ 2. ^ Sin embargo de que la ley 2. 1. 16. lib. 11, de la Nov. Recop. dice: que se 

puede dar sentencia en los pleitos civiles y criminales, probada y sabida kt ver- 
dad, aunque ñilte alguna de las solemnidades del orden de los juicios, no se 
comprende en ellas la citación, que es de derecho natural y positivo, y que es 
el fundamento del orden de todo enjuiciamiento. Curia part. 1 "^ ^ 12. núm. 2. 
3. "^ La citación debe hacerse á todos aquellos que están interesados como 
pricc'pales en el pleito, y aun conviene hacerla á todos los que lo estcn, aun- 

c 
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persona ó personas demandadas^ si estuvieren en el lugar en que 
resida el juez. En el caso de no encontrarse en su casa la persona 
demandada, se le entregará la copia dicha en donde quiera que se 
le encuentre, como no sea en actual ejercicio de alguna función 
publica ó en el templo; y se le exigirá recibo, que en todo caso 
podrá suplirlo por la declaración de dos testigos que presencien 
la entrega. Si no se encontrare á la persona demandada^ el oficial 
encargado de la citación, dará cuenta al tribunal inmediatamente, 
y el juez dispondrá lo conveniente para la averiguación de la exis- 
tencia y paradero d<íl demandado. 

Art. b. ® El demandado será siempre citado ante el tribunal 
de su domicilio si el contrato ú obligación no determina el lugar 
del juicio, ó ante el tribunal del lugar donde se celebró el contrato 
si se encontrare allí. Si hay dos 6 mas demandados en una misma 
causa, ante el tribunal del domicilio de uno de ellos, á elección 
del demandante. Y si el demandado no tiene domicilio conocido, 
en cualquier punto donde se encuentre, probándose esta circuns- 
.tancia breve y sumariamente, (a) 

Art. 9. ® En causas de herencia: (b) 1 9 sobre demanda entre 
coherederos hasta la partición inclusive; 2 9 sobre demandas que 
intenten los acreedores antes déla partición; y 3 9 sobre deman- 
das relativas á las disposiciones testamentarias hasta el juicio de- 
finitivo, se emplazará al demandado ante el tribunal de su domici- 
lio ó del territorio en que estuvieren todos ó la mayor parte de los 
bienes de la herencia, á elección del demandante. 

Art. 10. En materia de fiadores ó garantías y en cualquiera 
demanda accesoria, conocerá el tribunal donde esté pendiente la 
causa principal. 

Art. 11. No hallándose el demandado en el lugar en que re- 
sida el juez, se remitirá con oficio la copia del libelo de demanda 
auno délos jueces del lugar en que se encuentre el demandado, 
para que dentro de tres dias después de recibida, practique la ci- 
tación, y dé cuenta del resultado. 



que sea secnndariamente. Curia lug. cit- núm. 3. 

4. «* Cuando el demandado se oculta, ó elude la citación, la copia de que ha- 
bla este artículo, puede fijarse á la puerta principal de la casa de aquel, y d© 
este modo queda citado, segim se deduce claramente de la sentencia de la Cor- 
te Sup. del 3er distrito de 8 de Febrero de 1889 en la demanda del procurador 
municipal del cantón Valencia con Josefa Romero sobre libertad de dos esclavos. 

[al L. 82. t. 2. P. 3. 

[bj En las causas de herencia son demandados legítimos los herederos; 
y sí estos se hallaren ausentes, ó no los hubiere, el juez debe nombrar curador y 
defensor de los bienes, con previa información, L. 12. t. 4; F. 3. 
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Art. 12. Si el demandado estuviere ausente de la República^ 
la citación se hará á su apoderado genéralo especial: y no tenién- 
dole, ó bien si nadie ha comparecido por él dándola caución que se 
permite por la ley anterior, el juez le nombrará defensor, (a) el cual 
X será pagado de los bienes del ausente, conforme á lo que determi* 

Be el tribunal, oyendo la opinión de dos inteligentes. 

Art. 13. EÍ Estado será citado en la persona y domicilio del 
Tesorero ó Administrador respectivo: los establecimientos públi- 
cos, las iglesias, concejos municipales y otras corporaciones en la 
persona y domicilio de los curas, procuradores municipales* admi- 
nistradores, ú otros que las representen legítimamente. 

Art. 14. El oficial encargado de la citación entregará al juez 
el recibo del citado, ó jurará con los testigos de la citación haber- 
la hecho, expresando el dia, hora y lugar en que se hizo; y el Se- 
cretario lo hará constar en el mismo acto en el expediente original 
á presencia del mismo juez. En los casos en que la citación se ha- 
ga por un juez distinto, se agregará la contestación de este, ó ,el 
aviso de haberla practicado, en el cual deberá expresarse también 
^ el dia, hora y lugar en que se hizo. 
I Art. 15. En la reunión de las partes para la contestación y 

conciliación, si esta no tuviere efecto, se nombrarán los asociados 

^__^^_ I ■ ■ - — ■ — 1 . 11 1. _ i n ^^ — 

[a] 1. * También se nombra defensor á aquel cuyo paradero no se sepa, pro- 
bándose esta circunstancia con información sumaria, pues aunque este artículo 
es solo referente al ausente de la República, la práctica lo ha hecho extensivo 
al caso presente; sobre Jo cual recordamos haberse dado una providencia de esta 
especie por el juez de 1. * instancia del !«»" circuito de Caracas, Ldo. Sr. Miguel 
M. de las Casas, en pleito seguido contra un Sr. Castillo de Barquisimeto, ha- 
biendo sido el defensor el Sr. Dr. Nicolás Milano; sin poder fijar el año, ni de- 
mas circunstancias, por carecer de dichos datos. 

2. ** Por auto de 12 de Febrero de 1849, expedido por el tribunal de 1. * ins- 
tancia del ler circuito de Carabobo en la demanda propuesta por José Berenguer 
y compafíia contra José Leisiaga por cobro de pesos, se ordeno que la citación 
se hiciera por la imprenta, con la prevención de que se le nombraría defensor, 
como ausente de la República, en caso de que no compareciera. La Corte Sup, 
del Ser distrito en 12 de Mayo del mismo afío confirmó el auto de 1. <* instan- 
cia, fundándose en que el art. 7 de esta ley ordena que los jueces dispongan lo 
conveniente para averiguar la existencia y paradero del demandado; y es racio- 
nal que después que se hayan tomado esas medidas, y no se sepa el paradero, 
se le tenga como ausente de la República. 

8. ^ El desempeño del encargo de defensor de ausente es de oficio necesario, 
y por tanto excluye toda temeridad, cualesquiera que sean las acciones ó 
excepciones que juzgue deber intentar para la defensa de los derechos que le es- 
. tan encomendados; tanto mas cuanto que al mismo tiempo que no puede reci- 
bir datos ni instrucciones de su defendido, está sujeto á responsabilidad por 
cualquiera omisión culpable en la defensa. Auto de la Corte Sup, del 3er dis- 
trito de 6 de Octubre de 1849 en la causa entre Juana Fernández y Miguel 
Borras sobre los bienes que quedaron á la muerte de Francisco Borras. 
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'•¿^«gWec.da en 1« ley orgtoic de lríbun.le«. 

cantón ÍaeJ¿„lL"L'17eÍHÍ"- '"'*'^'*^""' '«'«'**»'** « *» 
ofrecido* las pfrteBadrtK'^^^^^^^ y '>«y»« 

d« al pié de laxistas Spécüví'aT'^"'' *''''"'^' *™"" 

M»t8, 6 man¡^.to~ i^t ^ [ *"'' " "^ "««""* «^ •» formada de sa 

lt« impedimento' p.í:Z^Tfe I 0"?,»° 0^^^^ ' T "'^ '*'"■ 
•e hallen en ©«tP ..itim^ -• i • ^*"«a- ^-^uando ambas partes 

Mnas, y cada^'arte éTerirC;*»' juez formará una liíta de seis per- 
por la suerte cKeK,,^'.!f1f ;""*'* *""«' decidiéndose 
Tos que fuer^rnomb^dt i^ ' t.l'^^,''?' P""«~ '» «'««'í'"»- 
weptar el nombSnto baWa S,.,h^^''*' ^'"^' '*'*° obligados & 
da í los fondos nacional no ZTÍ*f *** «"««cnta pesos aplica- 

" «t" Tri"»'»''»' ^^^^^^^^^^ '^"" ^^' -"■ 

dimeíS le|.l t- "nS^r SdVs-'s^^t^^ í^% '"'^- 
la sesión en que debe verse la cau«r v ^!: "^^"^^'^^rán otros en 

tiempo absolutamente neces^a- ^e lostomb,ÍÍ^^ ^^^ '' 
ran al tribunal. ^ ^ nombrados concur- 

Art. 19. Si no concurrieren las partes & la vista de la causa 
y faltaren también los asociados, 6 algííno de ellos, por impedren: 
to ó excusa legal, el juez nombrará por sí solo nuevos asociados 6 
el que falte; pero si hubiere asistido alguna de las partes, suplirá el 
juez al ausente presentando la lista para la elección que debe ha- 
cer la que esto presente. El juez suple también al ausente en la 
elección que & este correspondia hacer entre las personas de la lis- 
ta presentada por su contrarío. 

Art. 20. Cuando por no asistir los asociados el día sefialad<» 
deje de verse la causa, y ellos no justificaren ante el juez de par- 
roquia haber tenido impedimento legal para su inasistencia, paga-^ 
rán & cada parte diez pesos por indemnización, y de igual suma de 
multa aplicados al tesoro público. 

Art. 21. Los asociados podrán ser recusados Conforme á la 
ley de recusaciones. 

Art. 22. Reunidos los asociados para la vista y sentencia de 

ras iiilíSTS"^®'*""^*** «í que no se agreguen al expediente las listas respecti- 
22 de Enero d/iS2o''l^,''®'^®°«- Sentencia de la Corte Sup. del 3er distrito de 
tro Joaquín M Camní It^^ ^^^ ^^^o- Santiago González de Escanden con- 
i«. ^ampo por injurias escritas. 
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la eaufla principal, como también para librar los autos que tengan 
fuerza de definitivos y para los decisivos de los prejudiciales, án« 
tes de examinar el expediente, jurarán desempeñar su encargo 
con imparcialidad y rectitud. ^»^ 

Art. 23. Al juez de parroquia corresponde hacer ejecutar las 
sentencias que diere el juzgado cantonal. 

Art 24. En las apelaciones de las sentencias que pronuncien 
los jueces de parroquia ó de paz, en causas que no excedan de cien 
pesos, conocerá el juzgado cantonal constituido conforme á la ley, 
observando las reglas establecidas para el conocimiento en segun- 
da -instancia, con solo la diferencia de que el señalamiento de dia 
Sara -sentencia no podrá ser para antes de dos dias, ni para después 
e cuatro, y de que la sentencia se pondrá á continuación del es- 
pediente original que debe haber remitido el juez de quien se 
apela. 

LEY TERCERA. 

DE LA CONTESTACIÓN Y CONCILIACIÓN. 

Art. 1 P El demandado, su poderista, 6 el defensor de au- 
sentes, en sus casos, así como también el demandante al venci- 
miento de un término perentorio, que será el de seis dias desde la 
citación, y el de la distancia, comparecerán en el tribunal á la hora 
que el juez haya designado para la contestación, (a) bien haciéndose 
esta verbalmente, ó bien por escrito firmado en que exprese termi- 
nantemente si contradice la demanda en todo ó en parte por ex- 
cepciones perentorias que tenga y manifieste, 6 si conviene en 
ella absolutamente, ó con limitaciones que haga. 

Art 2 P Si el demandado conviniere en todo lo que se le 
exije en el libelo de demanda, quedará esta terminada, y así se 
expresará en una acta que firmarán el juez, el secretario y las par- 
tesw 

Art. 3 P Si á la contestación de la demanda se acompaña- 
ren documentos, y para instruirse de ellos pidiere el demandante 
que se difiera el acto, se diferirá desde luego para uno de los tres 
dias siguientes. 

Art 4 P Llegada la oportunidad de terminarse el acto de con- 
testación de una demanda contradicha por el demandado en al- 



[á] La contestación de la demanda es la raiz y principio del pleito. L. 8. t. 
10. P. 3. £lla es esencial en el juicio, y sin ella no puede darse sentencia definí* 
tiva, á no ser en caso de contnmacia. 
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gmi punto, é insistiendo el demandante en su pretensión respec« 
tiva, el juez invitará 6 ambas partes h la conciliación, interesando 
aquellas consideraciones que puedan inclinar k este partido, pero 
sin manifestar ningu^^ opinión sobre la justicia ó injusticia de la 
demanda: si se lograre la conciliación, (a) se expresarán con claridad 
y sencillez sus términos en una acta que firmen el juez, el secre« 
tario y las partes; y no habiendo conciliación, se hará constar así 
con igual formalidad, declarando el juez la causa en estado de re- 
cibida á prueba, ** si versare sobre hechos, " ó bien en estado de 
pronunciamiento de sentencia dentro de los seis dias siguientes, 
^* sin mas actuación," si consistiere en algún punto de mero dere- 
cho. 

^ único. La conciliación, lo mismo que la conformidad del 
demandado con los términos de la demanda, tiene fuerza de cosa 
juzgada, y deberá ejecutarse de la manera establecida en la ley 
única título 6-P sobre ejcctrcion de la sentencia. 

Art. 5 9 Puede el demandado hacer reconvención 6 mutua 
petición (b) en su contestación á la demanda y no después; y se con- 
cederá el término de seis dias para que sobre la reconvención con- 
teste el demandante. £1 procedimiento será uno mismo, debiendo 
las partes probar lo que les convenga sobre la reconvención en el 
término en que prueben sobre la demanda; y la sentencia abra- 
zará ambas cosas. Sin embargo, cuando no se hiciere la recon- 
vención al acto de la contestación de la demanda, podrá intentar 
el demandado separadamente las acciones que con respecto al de- 
mandante le competan. 



[a] En ningún caso se exigirá como necesaria esta formalidad en las deman- 
das fiscales, conforme al art. 6. L. XI. t 7. *^ de este código. * 

[b] 1. ** Está obligado el actor á responder á la reconvención por ante el 
mismo tribunal ante quien demando, aunque sea incompetente para él en ra- 
zón de domicilio ú otra alguna, pues ambas causas han de tratarse á un mismo 
tiempo. LL. 4. t. 1 ® , y 32 t. 2. P. 3. Pero si la contrademanda versare sobre 
una cuantía mayor que la de que puede conocer el juez ante quien se propon- 
ga, solo será admisible hasta la cuantía en que sea competente. Tampoco es 
admisible la contraderaanda en las instancias ejecutivas, en cuanto á impedir se 
libre el mandamiento de ejecución, porque, como dice el Conde de la Canadá jui- 
cio civ. part. 1. * cap. 6. ® númos 41, 42 y 43, la reconvención no es excepción, ni 

defensa, sino una acción formal y diversa de la que contiene lá demanda ó instan- \ 

cia ejecutiva; pero tendrá lugar si se usa de la reconvención como compensación, <^ 

probándose la obligación de que nace con instrumento auténtico, ó con reconoci- 
miento, ó confesión, ó que nace de cosa juzgada, que es lo que se practicay observa. 

2. * No puede intentarse contrademanda ni pedirse compensación por lo qu© 
Bétlebe al erario, 6 á los fondos públicos de los pueblos para necesidades có- _ 
muñes. L. 26. t. 14. P. 5. y R. E. de 18 de Mayo de 1848. G, de V. 919. 

3, * Véase la nota al art. 11, ley 1. ^ tít. 7; * de este Código. 

* ' ' .t,?^/./ic/r/ M^-M^^ Curtuf^ft ¿f/ /ia4i^ 
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Art. 6 9 En Ibs casos de sanean] ien|oj(¿) se pedirá la citación 
del que deba sanear el contrato en el acto ;ae )b contestación de la 
demanda, y el juez mandará practicar es(ía dilijeiicia inmediata- 
mente; pero no se suspenderá el curso de, la cania sino cuando 
conste expresamente la obligación de sanear^por documento autén* 
tico que se haya -producido, ó se deduzca de él naturalmente por 
derecho, sin perjuicio siempre de lo que con audiencia del citado 
deba determinarse. 

Art. 7 9 La citación de saneamiento, cuando se haya sus- 
pendido el curso de la causa con arreglo al artículo anterior, se 
hará para comparecer en er término de la distancia y tres dias 
mas. Si el citado pidiere que lo sea también otra persona, pro- 
duciendo documento que haga se suspenda el curso de la causa, 
según el misjtno artículo anteriof, se practicará la citación desde^ 
luego; y así cuantas ocurran, con tal que el término de la suspen- 
sión de la causa por todas las peticiones de estejénero no exceda 
nunca de sesenta dias. Pasado este tiempo continuará el proce- 
dimiento, sin perjuicio de hacerse efectiva la responsabilidad de 
cualesquiera otros que deban también sanear, y sean demandados 
para ello en juicio separado. 

Art. 8 9 Compareciendo el citado de saneamiento hasta un 
día antes del designado para hacerse relación de la causa, haya o 
no habido suspensión del curso de la demanda, podrá oponer las 
excepciones dilatorias que le competan, y promover las pruebas 
que á bien tenga dentro de veinte dias que, ademas de los nece- 
sarios para la decisión de la incidencia, se le concederán si hubie- 
se concluido el término probatorio, ó se le completarán si los 
dias que quedan de este fueren menos de veinte. Hasta no ven- 



a/^ 



4. * Aunque la compensación no se puede oponer, estando la. causa en 
grado de apelación, puede oponerse en la ejecución de la sentencia. Greg. Lop. 
glos. 6. ** á la ley 20 1. 14. P. 5. — Curia part. l.<« § 15. núm. 9. 

[a] 1.* La ley 82. t. 5. P. 6. sobre el tiempo para pedir la citación de sa- 
neamiento, está derogada por este artículo, que flja precisamente para ello el ac- 
to de la contestación de la demanda; bastando que el poseedor 6 comprador de 
la cosa demandada pida la citación al tribunal, para que tenga expedita su ac- 
ción para reclamar el saneamiento del contrato, en caso de ser vencido en el jui- 
<áo, sin que pueda perjudicarle que la citación no se haya hecho, ó que no ha- 
ya constancia de ello. Acuerdo de la Corte Suprema de 21 de Setiembre de 
1844. 

2. ^ Si la citación al vendedor no se ha hecho, la sentencia que se diere no 
le peijudica, y puede en consecuencia proponer nueva demanda contra el re- 
damante de la cosa vendida, pues es evidente que las sentencias no perjudican al 
que no ha intervenidoxomo parte en el juicio, 6 que no* ha podido hacer valer 
,en él sus derechos, Acuerdo citado. 
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cerse el lapso . probatij^io concedido al citado de saneamiento, no 
. se determinará la etusñp & fin de que la sentencia comprenda á to- 
das las partes. I 

Art. 9. ® Si .hay^dÁ>s 6 mas demandados, no correrá el tér-* 
mino para la contestación de la demlmda hasta que sea citado el 
último, y puedan reunirse los mismos demandadoe y hacer su de<^ 
fensa en común, aunque cada uno tendrá facultad de hacer la suya 
por superado del modo que mas le convenga. 

Art. 10. Por el fallecimiento de la persona emplazada se ha 
rá nuevo emplazamiento á sus herederos, y entretanto se suspen 
derála actuación. 

Art. 11. De los documentos producidos con el libelo de de 
manda y en la contestación se permitirá á las partes tomar estrac- 
tos y copias simples en la secretaría deh tribunal, á presencia del 
secretario. 

Art 12. Faltando el demandado al emplazamiento para la con« 
testación déla demanda, se le impondrá la multa de seis pesos, y el 
acto quedará diferido para el sexto dia á la misma hora. Si enton- 
ces también faltare, se le tendrá por confeso, en cuanto no sea 
contraria á derecho la petición del demandante, si nada probare 
que le favorezca en el término probatorio: (a) siendo el demandante 
quien faltare, se le impondrá también la multa de seis pesos, y se 
recibirá su contestación al demandado, ó bien su oposición de ex* 
cepciones dilatorias; y siempre continuará la causa hasta su con* 
clusion, como si la parte ausente hubiese comparecido. Y faltando 
á un tiempo el demandante y el demandado en cualquiera de laa 
oportunidades expresadas, se impondrá á cada cual la multa de seis 
pesos, y se suspenderá el procedimiento hasta que vuelva el deman* 
dan te á solicitar la citación del demandado. -^ 



[a] 1. ^ £sta»confesion se Waiüa ficta en derecho, y admite prueba en contra* 
rio, como lo indica este articulo, y lo expresa la L. 1. ^ t. 6- lib. 11 de la 
Nov. Recop. Si el demandado fuere menor, puede pedir restitución contra esta 
confesión ficta, como puede hacerlo contra la verdadera. Curia part 1. ** ^14 
núm. 9. 

2. ^ La declaratoria de confeso debe hacerse en el mismo acto en que debió 
tener lugar la contestación de la demanda, y no lo tuvo, pues como asentó la Cor* 
te Sup. del 2. ® distrito, ( hoy primero del centro, ) en auto de 21 de Setiem^* 
bre de 1843, en negocio de Manuel Marcano y Encamación Argos, si el Juex 
guardase silencio en el articulo sobre declararle por confeso, no por eso loesti^ 
ría menos, porque existe escrito en la ley el fallo que al fin habia 
de pronunciar, sin poder ser otro: anticipándolo, ó mas bien, haciéndolo en la 
oportunidad que la niisma ley establece, á saber, luego que debió tener, y no 
turo lugar, la contestación de la demanda, no hace verdaderamente otra cota 
que apercibir al renuente con la pena de confeso, para el caso ^dc no probar 
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Art 13. No se impoudrá pena alguna cuando la parte acredi* 
te causa auficiente (a) ajuicio del juez por no haber comparecido por; 
sí ó. por medio de apoderado; y el juicio se diferirá por el tiempo 
que ei mismo juez considere necesario. > 



, LEY CUARTA. y 

DE LAS PRUEBAS Y SU TERMINO. 

Art. 1. ® El mismo dia, y por el mismo hecho de haberse 
contestado la demanda, y «quedada sin efecto la contítliacionX se 
abre el término probatorio (b) sin necesidad de decreto ni provi- 
dencia alguna del juez. Este término para todas las pruebas que 
hayan de instruirse en el lugar del juicio, es de treinta dias; y pa- 
ra las que hayan de evacuarse fuera, el de la distancia de ida y 
vuelta, ademas de dichos treinta dias. 



lo contrario de la confesión fleta, por no querer hacerlo. 

3. * Hecha la declaratoria de confeso, ea indudahle que aquel a quien per- 
judique, podrá solicitar la revocatoria de ella antes de quedar ejecutoriada, ale- 
gando haber estado legítimainente impedido; y si no lo lograre, podrá apelar. 
Dedúcese lo expuesto del dicho auto de 21 de Setiembre de 1843 en que refirién- 
dose la superioridad á posiciones, cuya materia trató enlazada con la que nos 
ocupa, y bajo los mismos principios, terminantemente así lo establece. 

4. * Apoyado en la L. 2. t. 7. P. 3, sienta Tapia en su Manual de práctica 
forense, que no se puede declarar por contumaz al que deja de comparecer pov 
no estar bajo la jurisdicción .del juez que manda citarle, aunque si se le pue- 
de obligar á que comparezca á exponer su excepción de fuero. 

[a] Si el demandado prueba justa causa, como enfermedad, ocupación ú otras 
semejantes, para no haber comparecido á contestar, queda insubsistente la de- 
claratoria de la confesión fleta. L. 2. t. 7. P. 3. • 

(b') 1. ** La prueba es de dos maneras, plena y semiplena. La plena es la que 
loaniflesta sin dejar duda la verdad de ia cosa controvertida: la semiplena es 
la que por si no demuestra con claridad el hecho, dejando duda. 

2. * El actor es el qué debe probar sobre -el hecho ó cosa que negare el reo, 
pues el que afirma es quien debe probar, y no quien niega. Pero eso 
se entiende, cuando la negación no envuelva una afirmación, como seria: 1. ^ 
si alguno objetase á otf o que no puede ser juez ó testigo: 2. ^ si alguno pide 
por un testamento la herencia, y otro lo contradice, diciendo que el testador no 
estaba en su^ntefo juicio: 3 ^ , si cuando un marido muere^ los herederos pi- 
dieren á su viuda dineroso prendas, y ella dijere que no eran de su marido, 
»ino suyas; y otros casos semejantes. L. 2. t. 14. P. 3. 

8. «• La presunción que uno tiene á su favor, echa sobre el adversario la car- 
ga de hacerla prueba. Curia part. l.«*§ 17. Biim. 2. 
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Art. 2. ^ No se concederá el término para hacer pruebas 
fuera del territorio de la República si no se solicitare en el mismo 
acto de la contestación de la demanda, y concuiieren ademas las cir« 
cunstancias siguientes: 1. ^ Que los hechos esenciales para la cali- 
ficación del derecho de las partes, ó alguno de ellos, hayan ocurrí- 
do en el lugkr donde se intente hacer la prueba: 2. ^ Que las per- 
sonas que se pretenda examinar en país extrangero, como testi- 
gos del hecho ó para el reconocimiento de cartas o documentos, 
conste por las mismas cartas ó documentos, ó por otro género de 
prueba, que residen fuera del territorio de la República; y 3. * Que 
pretendiéndose hacer uso de documentos que existan en archivos 
y oficinas, 6 en poder de alguna persona particular, se manifieste 
cuales sean los archivos ú oficinas á que quiera ocurrir el interesa- 
do, ó el nombre y apellido de la persona en el último caso., (a) 

Art. 3. ® Si la parte contraria se opusiese á la concesión del 
término para hacer pruebas en pais extrangero, el juez oirá los in- 
formes yerbales délas dos parte»- dentro de veinticuatro horas, y 



4. ^ Las pruebas deben cefiirse al asunto sobre que se litiga, sin que puedan 
admitirse las no pertinentes. LL. 7. t 14. P. 8, y 6. 1. 10. lib. 11. do la Nov. 
Becop.— Auto de la Corte del 3er dist. ® de 80 de Julio de 1841 en el litis 
seguido entre Juan Sandoval y Juan Páez sobre cumplimiento de un contrato 
de venta — Bien que tal disposición está clara en las leyes citadas, tiene en la 
práctica multitud de dificultades nacidas de qne no es fácil al juez decidir de 
pronto si un articulo 6 pregunta es 6 no conducente, y solo podría hacerto acer- 
tadamente presentándose con notoriedad y evidencia la inconducencia de la 
prueba. Foresta razón, rara vez usan los jueces de la facultad o arbitrio de 
excluir las preguntas que se proponen, reservando su examen y juicio para el 
tiempo de la sentencia definitiva, con la cláusula general y saludable de admi- 
tirlas en cuanto sean pertinentes. £1 Conde de la Cafiada, juicio civil, part. 1. * 
Cap. 8. núm. 1. ^al fin. 

5. ^ Las providencias sobre denegación de prueb-is son apelables por sn natu- 
raleza, cuando estas se refieren á puntos de hecho, como deben referirse; pero 
no lo son cuando versan sobre cuestiones de puro derecho. Auto de la corte del 
8er dist. de 20 de Noviembre de 1846 en la causa contra Francisco Barrios por 
conspiración. 

6. * Durante el término probatorio nada se puede hacer sino la prueba, y si se 
introduce algún artículo perjudicial que es indispensable decidir previamente, 
debe quedar en suspenso el término desde la presentación del pedimento del 
incidente hasta la determinación. L. 2. 1. 16. P. 8. 

[a] No es necesario que concurran conjuntamente, y á un tiempo, las tres cir- 
cunstancias que establece este articulo, sino que basta que existiet cualquiera de 
ellas separadamente de las otras; y la prueba de dichas circunstancias debe Ue* 
varse preparada para el mismo acto de la contestación, pues fuera de él no ea 
admisible. Asi se deduce del auto de 14 de Junio de 1850 pronunciado por la 
Corte superior del segundo distrito del Centro en articulo sobre admisión de 
una prueba ultramarina formado por el apoderado de Juan Manuel Travieso 
en el litis con Belén Mnjica por cobro de pesos que estale hacia. 



TIT. I. LEY IV 21 

en el tnidmo acto dará su i^esolucion: (a) de esta decisión no se oirá 
recurso para el superior sino en un solo efecto. Si no se reclamare 
, contra la concesión del término dentro de veinticuatro horas de 
acordada, no tendrá lugar después, bajo ningún pretexto esta re- 
clamación. 

Art 4 ® Si el litigante que hubiere solicitado el término para 
hacer pruebas en pais extrangero, no practicare las diligencias 
para que le fué concedido, ó de lo actuado resultare que fué mali- 
ciosa BU solicitud, con objeto de alargar el juicio, se le impon- 
drá una multa equivalente á la tercera parte del valor de lo que 
se litigue, que se aplicará á la parte contraria por indemnización 
de ios perjuicios que hubiere sufrido con esta dilación; y cuando 
no sea conocido este valor, la de una cantidad que no baje de cien 
pesos, ni exceda de mi), con el mismo destino. 

Art. 5. ® En los quince dias primeros del término probatorio (b) 
cada una de las partes presentará su interrogatorio para las decla- 
raciones de los testigos: una lista de los test¡gos(c) de que piensa va- 
lerse; y otra ,de l6s documentos de que quiera hacer uso. To- 
do esto se pondrá de manifíesto en la secretaría á todos los inte- 
resados en el pleito, y se les darán las copias que pidieren; y no se 
admitirá otro interrogatorio, ni se examinarán otros testigos, ni se 
recibirán otros documentos después de dichos quince dias. Se ex- 
ceptúan los documentos auténticos, los cuales pueden producirse 
en todo tiempo, antes de la sentencia en primera instancia. 

Art. 6. ® Los medios de prueba que se admiten en los juicios 
civiles son: 1. ® La confesión judicial ó posiciones, y la confesión 
extrajudicial comprobada en juicio: 2. ® Los documentos públicos 
y privados: 3. ® El juicio de expertos: 4. ® El reconocimiento judi- 
cial ó vista ocular: 6, ® Las informaciones de testigos: 6. ® El ju- 
ramento. 



(a) No debe olvidarse que siendo las veinte y cuatro horas que sefiala este artí- 
culo, solo para oir el Juez los informes de las partes, y resolver lo conveniente, 
no es dado á estas hacer en dicho lapso ninguna pnieba, confonne á lo expues- 
to en la nota (a) del artículo anterior. 

(b) Cuando por enfermedad ó excusa de los jueces, avenida de ríos, au- 
sencia, enfermedad ó renuencia de los testigos, ú otros motivos semejantes no 
imputables a las partes, no puedan evacuarse las pruebas, no debe seguírseles 
ningún peijuicio. Art. ® 5.® ley única, t. 11, do este Código, y acuerdo de la 
Corte Suprema de 17 de Octubre de 1837. 

(c) Los actuarios pueden ser presentados, como testigos, para el exclareci- 
miento de algún hecho comprendido en el acto autorizado con aquel carácter; 
y examinados en su calidad de testigos, prodr^n ser repreguntados por la par- 
te contraria confomie al art 36 de esta ley. Auto de la Corte superior del 3er 
dist. de 13 de Octubre de 1849, 



22 TIT. I LEY IV 

De las posiciones ó confesión judicial^ y de la confesioii 

extrajudicial. 

Art. T ^ Todo el que fuere parte en el pleito (a) e^tá obliga- ' 
do á contestar bajo juramento las posiciones que la otra parte le ' 
haga en el tribunal. Tanto la pregunta como la contestación debe 
ser verbal; y la confesión (b) que así hiciere la parte públicamente 
contra sí misma, hará plena prueba sin necesidad de otra. 



(a) 1. * Las partes de un pleito son los interesados en sus resultas, y es á es- 
toe a quienes la ley impone el deber de contestar posiciones sobre los puntos 
controvertidos, haciendo confesiones que tienen toda la fuerza de una proban- 
za suficiente para decidir. Ha visto el tribunal que í^ ha gestionado en el jui- 
cio como a¡>oderado; pero ha tenido presente que la simple autorización para 
representar en un pleito, no comprende la facultad de prestar la confesión ju- 
dicial, ó de evacuar posiciones, para cuyo acto se requiere necesariamente un 
poder especial, según las leyes 1.* t. 13. P. 3, y 2. t. 9. lib, 11 delaNov. Re-- 
cepilacion. Auto de la Corte Suprema de 11. de Febrero de 1845 en él litis del r- 
General León F. Cordero con Francisco Goicocchoa sobre una servidumbre. 

2. •* No puede obligarse al que solicita las pofsiciones á que se conforme con 

í quole sean absueltas por el apoderado de la contraparte, aunque tí^nga poder" 

especial para ello. Auto de la Corte Sup. del 2. ^ dist. del Centro de 6 do Junio 

Sde 1860 fn la espera solicitada por Juan José Páez. ' 

3. ^ El marido, como representante legítimo de su mujer, está obligado y i 
plenamente autorizado para representarla en juicio en todos y cada uno de , 
los actos en que ella debiese figurar; y representándola como tal, pueden exi- 
mírsele posiciones sobre hechos suyos propios- Auto de la Corte Sup. del 2. ® 
dist. del Centro de 24 de Setiembre de 1850 en la causa seguida entre Lesmes 
y María del Carmen Linares contra Alejandra Linares por cobro de pesos. — 
Esto mismp tiene lugar respecto de cualquier apoderado en cuanto á hechos 
que haya ejecutado con este carácter. 

(b) i.* La confesión judicial hace plena probanza. L. 2. 1. 13. P. 3. 

2. * Cuando alguna de las partes se perjura á eabiénda.s. si es el actor, pierdo 
la causa, y si el reo, es tenido por confeso. LL. 1 y 2 1. 9 lib. 11 de la Nov. Re- 
cop. 

3. * Contra la confesión verdadera ño es admisible ningima prueba. L. 4. t. 9. 
lib. 11 de la Nov. Rccop. — Lo expuesto se entiende en lo civil; pero en lo cri- 
minal, no obstante la fuerza que tiene la confesión para cc»ndenar por ella al reo; 
se le admite prueba eti contra, como se dirá circunstanciadamente en el tít. 13 
del procedimiento criminal. 

4. * La confesión judicial, para que surta efecto positivo, es preciso que no 
contenga error de hecho; pero el error debe protarse antes que sea dadp 
juicio acabado sobre aquel pleito. L. 5. t. Í3- P. 3. 

5. * Puede añadirse á la confesión alguna circunstancia que modifique ó des- 
truya la intención del que presenta las posiciones, como sucedería si pregunta- 
do alguno: como es cierto que ha recibido tal cantidad, respondiese que si, 
pero que había sido en pago de una deuda anterior; y entonces debe pro- 
bar el contrario que esto es falso, para que pueda librarse sentencia ó eje- 
cución contra el absolvente. En este caso se llama la confesión individ'ua, cva- 
li/i<:ada, según Tapia lib. 8 t. 2. cap. X. núm. 12, ó indivisible, porque la circuns- 
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Art. 8. ® No se admitirán en las posiciones preguntas que no 
sean pertinentes k la cuestión, ni respuestas ambiguas ni evasivas. 
Estas deben ser directas y categóricas, confesando ó negando la 
parte cada pregunta. Se tendrá por confesa aquella que no res- 
ponda de una manera terminante, ó que citada al efecto (a) no con- 
curriere al tribunal. 

Art. 9. ® Las posiciones se harán en cualquier tiempo desde el 
V dia de la contestación, antes ó después de ella (b) hast5 el día de 

tancia añadida es inseparable del hecho interrogado. Mas cuando esta 
circunstancia es separable del hecho, y no lo hace variar de naturaleza, 
se llama la confesión dividua 6 divisible, y tiene; toda la fuerza de una confe- 
sión absoluta ó simple, ámenos que el preguntado pruebe dicha circimstancia, 
por ejemplo, si confesase haber recibido alguna cantidad, añadiendo que la ha- 
bía ya pagado. Curia part. 2. =* ^5. núm. 3, y ^ 6. núm. 4. — Tapia Manual do 
práctica forense cap. 8. 

6. ** Las confesiones judiciales tienen fuerza de sentencia pasada en autoridad 
de cosa juzgada, superando y excluyendo todas las otras pruebas que se den 
en contrario, bien testimoniales, bien instrumentales. Sentencia de la Corte Su- 
prema de 30 de Marzo de 1835 en el recurso de fuerza introducido por el 
Preb. Juan de Jesús Ledesraa contra el Discreto Provisor de la Árquidióce- 
sis de Caracas.— L. 2. t. 13. P. 3.— Tapia lib. 3. t. 2. cap. X. núm. 14. 

(a)l.* LL. 3. t. 13. P. 3 y 1. y 2. t. 9. lib. 11. de la Nov. Recop. 

2.* La falta de concurrencia debe ser voluntaria para que pueda 'ser legí- 
tima la declaratoria de confeso. Auto de la Corte Sup, del S*;»" dist. de 11 de 
Agosto de 1838 en el expediente seguido entre Fernando Linares y Vicenta 
Colon sobre alimentos de unos hijos naturales. 

3. * Como deben publicarse las posiciones, es evidente que el declarado por 
confeso podrá solicitar que se revoque tal declaratoria, antes de quedar eje- 
cutoriada, alegando haber estado legítimamente impedido para comparecer; y 
si no lo alcanzare, podrá apelar. Acuerdo de la Corte Suprema de 15 de Di- 
ciembre de 1843. G. de V. núm. 680. 

(b) Según este artículo las posiciones se harán en cualquier tiempo 
desde el dia de la contestación, antes ó después de ella; y por el 7. ^ estará obli- 
gado á contestarlas todo el que sea parte en el pleito. En virtud de lo disposi- 
tivo de dichos artículos, obsérvase generalmente en los tribunales pedir po- 
siciones sobre lo principal al demandado antes de la contestación de la de- 
manda, y aun con la circunstancia algunas veces de exigirse, y acordarse, que 
comparezca el demandado á contestar i>ersonal mente la demanda, para que ab- 
suelva las posiciones. Pero esta práctica, aunque general, como hemos dicho, 
parécenos abusiva y conti'aria al espíritu de los mismos artículos expuestos, y 
á los principios legales, con los cuales no parece que se les ha va querido pó- 
quer en desacuerdo. En efecto, aunque i)or el artículo 9.® '"las posiciones 
pueden tener lugar desde el dia de la contestación de la demanda, antes ó 
después de ella, solo está obligado, según el 7 *^ , á absolverlas el que sea 
parte en e\ pteito, y no lo es el demandado, respecto de lo principal, antes de 
dar su contestación. Que el demandado no es parte en el pleito antes de la 
contestación, es una verdad que nace del texto déla ley 3. 1. 16. P. 3., que di- 
ce. " Comenzamiento et raiz de todo pleito sobre que debe ser dado juicio es 
cuando entran en él por demanda et por respmsfa anto el ju.dgador & " y del 
proemio del t. 12 déla misma partida en las palabras " Comenzamiento tomau 
5» y • / "' --' I 
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la sentencia, (a) antes que esta se pronuncie, y tanto lo que se pre- 
gunte, como lo que se conteste, se insertairó con exactitud y coa 



los pleitos por las demandas et por las respuestas que facen las partes enjui- 
cio, asi como desuso mostramos." 

. Fundados en el texto de dichas leyes, están de acuerdo con nuestra opinión 
en esta parte los pragmáticos, y entre ellos Sala, ilustración al derecho es- 
pañol, lib. 8^.15.® núm. 8 ® , donde sienta " que sin la contestación no pue- 
de decirse que hay propiamente pleito, por íkltar todavía un litigante, á cau- 
sa de no serlo el reo hasta que contesta." También Escriche palabra **■ con- 
testación. " 

No siendo, pues, el demandado parte en el pleito, mientras no dé su contesta- 
ción, es una consecuencia rigorosamente lógica y legal, que antes de ella no 
está obligado á absolver posiciones, pues no concurre en él la cualidad de par- 
te, que exije el art. 7. ® 

Por consiguiente, es nuestra opinión que solo podrán exigírsele posiciones 
antes de la contestación de la demanda, cuando versen sobre alguna excepción, 
6 articulo dilatorio; debiendo tener lugar precisamente después de ella, cuan- 
do se contraigan á lo principal del pleito. 

£n apoyo de esta opinión está la doctrina de los prácticos, y entre ellos 
Tapia lib. 3. t. 2. cap, X. nútn. 18, expresándose en los términos siguientes: 
" Siendo sobre el negocio principal, se deben poner ( las posiciones) después de 
contestada la demanda en el tiempo probatorio, porque suceden en lugar de 
prueba, pero siendo sobre algún artículo ó excepción que se ^proponga antes 
de esta, sobre el cual haya que hacerlas, se pueden poner entonces." También 
lo está la determinación de la Corte Sup. del 1er dist. del Centro librada en 
Setiembre del corriente año en litis del Banco nacional con Juan P. Huizi so- 
bre asunto de dicho Banco, por la cual declaró, qué el demandado no está 
obligado á absolver posiciones antes de la contestación de la demanda, sobre 
lo principal, siempre que haya opuesto alguna excepción dilatoria de ilegiti- 
midad de persona ó incompetencia del tribunal, pues aquel acto presupone 
la legitimidad de la persona que las pide y la competencia del juez ante quien 
se verifican. Finalmente infiérese lo que dejamos expuesto sobre la materia, 
de lo que la misma Corte, entonces del 2. ® dist, en auto de 21 de Setiembre 
de 1848, en negocio de Manuel Marcano y Encamación Argos, y en articulo 
sobre posiciones dijo, " que pueden hacerse en cualquier estado de la causa 
después de contestada la demanda, ó sin que esta se conteste el dia señalado 
por haberse interpuesto una articulación dilatoria, ó por otro motivo que lo 
impida; " y decimos que se infiere, porque aunque no resuelve el caso expre- 
samente, pues era otro el sometido á la superioridad, parece ^^^ obrando de 
acuerdo con las leyes y doctrinas anterioimente citadas, fué la mente del tri- 
bunal, que las posiciones podrán tener lugar después de la contestación de la 
demanda si son sobre lo principal, y antes de ella, si versan sobre alguna ar- 
ticulación dilatoria que la impida; siendo de advertir que habiéndose ocupado 
la Corte Suprema del referido" auto,, á reclamo del interesado, ninguna obserr 
vacien se hizo en contrario respecto de la parte inserta. 

(a) Las posiciones que permite la ley se hagan hasta el dia de Ic^ sentencia, 
antes que esta se pronuncie, pueden pedirse aun en el caso de que hayan 
trascurrido uno 6 mas dias después de aquel que legalmente se habiá asigna- 
do para verse la causa, -pues solo debe atenderse á la circunstancia de que se 
exijan antes de pronunciarse la sentencia, que es la única limitación que esta- 
blece la ley. Auto de la Corte Suprema de 22 de Agosto de 1846. 
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laa.muima8 palabras (a) .de que se hubieaen servido las partes en la 
acta respectiva» agregándose al expediente los apuntes que han de 
Xormar de propia mano el juez y secretario, conforme lo preve- 
nido en el art. 38 de la presente ley para la declaración de los testi*- 
gos. 

Art 10. En caso de impedimento legítimo, ó. ausencia de la 
parte, el tribunal comisionará á otro juez ó tribunal para tomar la 
confesión, ó evacuar las posiciones. 

Árt 11. Esta confesión 5 posiciones serán publicas, y. se ex 
tenderán á continuación de la requisitoria ó despacho, que hubie- 
se librado el juez de la causa. Concluido el acto, se firmará por las 
partes presentes, después del juez y el secretario, y se mandará in- 
mediatamente y con toda seguridad al tribunal del orjy||^ -perpifiá 
posiciones nunca detendrán el curso de la causa. " ">>¡^:yl^-í'-:^'/^^ -'-^ 

Art. 12. Lo que declare ó confiese extrajudicialmente la par- 
te con palabras precisas (b) sobre el asunto en litigio, y que se 
pruebe en juicio por documentos suficientes, ó por dos testigos 
jcontestes intachables, hará fe y plena prueba en juicio sin nece* 
sidad de otra. 



(a) Citada legalmente la parte para evacuar posiciones, y llegadoa el dia y 
hora señalados al efecto, sin preceder excusa legitima para la ño compareoenr 
cisr^^^^i ju32 extender el acta respectiva de las posiciones, haciendo de- 
cir verbalmente las preguntas, admitiendo las pertinentes, desechando las que 
no lo sean, y extendiendo las admisibles con la contestación de que no fueron 
contestadas por no haber estado presente la parte citada para absolverlas, del 
mismo modo que si habiendo concurrido, se hubiese negado á contestar. De 
manera que no puede admitlrse-en los tribunales la consignación de pregun- 
tas escritas, ni tampoco reservarse por ningún tiempo, sino que deben publi- 
carse en la audiencia en que se hacen. Acuetdo de la Corte Suprema de 15 
do Diciembre de 1843. G, de V. núm. 680. 

(b) 1.*^ La confesión extrajudicial no produce sino prueba incompleta. L. 7. 
1. 13. P. 3. Sin embargo, la confesión que de la deuda hiciere un deudorj_dj¿r 
rante el liüátoTeñ presencia de dos testigo»' y de la pacte contraria, óde supro- 
curador con expresl,o^.de la cantidad 6 cosa debida, jde]^ razcrn 6 causa por qtXf 

» la'^debe^ tiene' f\iérza de plena prueba". L. 7.' citatla; y2'. t. 7. lib. 2. Fuero real. 

* La Cuna part. 1. ** § I7'ni3m."é,'"dícér'' que también tiene esa fuerza, aunque no 
sea en presencia de la parte contraria, cuando es geminada con intervalo de 
tiempo. Sentencia de 12 de Junio de 1850 en la espera pedida por Francisco 
Velazco. 

2. ^ La confesión extrajudicial en materia criminal solo produce gran pre- 
sunción, según la ley 7. 1. 13. P. 3, no siendo por tanto aplicable este artículo 
aino en negocios civiles, sin que obste el estar dispuesto por la ley, que seaa 
comunes á los elimínales las formalidades y preceptos establecidos para aque- 
"Hos, porque esto se entiende respecto de la sustanciacion del proceso; inteli- 
gencia que también ha dado la Corte Suprema. Sentencia de la Corte sup. del 
3er. dist. de 9 de Enero de 1839 en la causa contra Martin Bravo por homicidio. 
Sentencia de la misma Corte de 6 de Abril de 1839 en la cansa contra Pedro 
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Délos documentos. 

Art. 13. Los documentos son públicos y privados: los públicos 
son las escrituras otorgadas ante un escribano ú otro empleado 
público competente: los actos de los tribunales debidamente auto- 
rizados; y todos los actos de los funcionarios públicos, y los trasla- 
dos, copias ó testimonios de las mismas escrituras y actos legaliza- 
dos en la forma prescripta por el derecho. Los privados son cual- 
quiera especie de documentos hechos por las partes ó personas 
•particulares, como vales, obligaciones, libros de cuentas, correspon- 
dencia epistolar y otros. 

Art. 14. Los documentos públicos (a) hacen plena prueba. Y 
los privados (b) la hacen también, cuando hayan sido suscritos en 
presencia de dos testigos por la persona que aparezca en ellos obli- 
gada, siempre que dichos testigos lo declaren así bajo juramento; 



Eizaga por homicidio. Sentencia de la misma de 31 de Mayo do 1841 en la 
causa contra Saturnino Alvarado i)or incendio. 

[a] 1 ?* Cuando un documento adolece de un vicio ó nulidad tal que para 
convencerse de ella no se necesita de prueba alguna, dicha nulidad puede ha- 
cerse valer en cualquier estado de la causa, aunque tal documento no haya sido 
tachado-en la oportunidad que manda la ley. Sentencia de la Corte sup. del 
2 9 dist. del Centro en el juicio de espera promovido por José María Pérez. 

2 S* 'No hace fe el instniniento en que no se guardaron la forma j solemnida- 
des prescritas, pues es nulo. LL. 114 t. 18, P. 3y 1 ? t. 23. lib. 10 de la Nov. 
Recop. 

S ?» Se necesitan cuatro testigos para probar que \m instrumento público es ' 
falso. L. 117. t. 18. P. 3. 

45* Cuando una partíJ presenta dos instrumentos contrarios eptre sí, no hará 
fe ninguno de ellos. LL. 7. t. 9. lib. 2. del Fuero real y 111. t. 18. P. 3. 

5 * Aunque el instrumento no valga, se puede justificar su contexto por tes- 
tigos, ó por otro medio legal. LL. 32. t. 16. y 117. t. 18. P. 3. 
• [b] 1 ^ • Los instrumentos privados se reducen á quirógrafos, papeles domés- 
ticos, como libros de cuentas y de inventarios, y cartas misivas. 

25* El instrumento privado, sea de obligación, sea de liberación, no hace 
fe contra el que lo ha escrito, cuando se encuentra en su poder. De la misma 
manera, si en los papeles de un acreedor se encuentra una carta de pago firmar- 
da por él á favor de un deudor, se presume que este no ha pagado. Éscriche, 
obra grande, " instrumento privado " ^. 7. 

3 ? Se necesitan dos testigos para probar que es falso un documento privado 
L. 117, 1. 18. P. 3. 

4 í* Si el instrumento privado no se redarguye de falso, ni se objeta defecto 
que destruya su legitimidad, hará prueba contra quien se produzca, aunque nó 
lo reconozca, ni se compruebe, porque es visto confesarlo y aprobarlo tácita y 
virtualmente por su silencio; lo que he visto declarado en juicio. Tapia Ub.8. t. 2 
cap. XnP 89 al fin. 

5? La ley 119. t. 18. P. 3. no juzga bastante por sí la prueba de cotejo en 
los documentos privados, que niega ser suyos la parte contra quien se presentan* 
Véase la glosa 6. de Greg. Lop. á esta ley 119. 
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6 cuando estént reconocidos judicialmente por la persona obliga* 
da. Lo mismo se entiende cuando el documento prírado no lia 
podido suscriWrse por la persona obligada, por no saber firmar, 
con tal que uh tercer testigo lo haya armado & su nombre delante 
de los otros dos, declar&nddlo estos así ante el juez bajo juramento. 
Pero si el testigo que aparezca firmado por la persona obligada né- 
gase el hecho, es necesario el testimonio de tres en lugar de los 
dos que bastan cuando aquel no contradice o niega el hecho. 

Art 15. Los libros de cuentas (a) pueden servir de prueba 
en juicio, pero nunca ha]:án fe sino contra la parte & quien perte- 
necen, si las partidas no estuvieren corroboradas por otros documen- 
tos ó dos testigos idóneos. 

Art. 16. No se admitirán exposiciones extrajudiciales de los 
testigos, ni certificaciones (b) 6 justificaciones anticipadas, (c) á 
menos que los que hayan firmado ó certificado, comparezcan 
y confirmen pública y judicialmente la verdad de su contenido; pu- 
diendo en tal caso las partes repreguntar & los que hayan firmado. 
Se exceptúan aquellas declaraciones o justificaciones evacuadas 
con citación de parte contraria por causa de ausencia próxima dé 
los testigos, ó personas que deban darla, ó por demora maliciosa 
del actor en promover su demanda, comprobada en la manera que 
dispone este código. 



(a) l!* Iios de los empleados de la Hacienda pública hacen plena fe en lo 
tocante & su oficio por estar constituidos en púbHca autoridad. Curia lib. i. 
com. terrest. ( 8. núm. 15. 

2 !" Si los libros contienen varias partidas en pro y en contra, ha de aceptar- 
las ó desecharlas en el todo el que los tiene, pues se le prohibe admitir lo nvo^ 
rabie y desechar lo adverso. Tapia, lib. 8. t. 2. cap. X. núm. 102. 

(b) En la causa de José A. Colmenares contra Dámaso Cortes por iijuriaa 
decioió la Corte del tercer distrito, en 29 de Junio de 1889, que una certificadoá 
en que hacia consistir la prueba de aquellas, y dada por un ñmcionarío con 
anticipación al juicio, debia ser confirmada iudiciahnente por éí propio flmcio- 
narío, para que pudiera tenor la fuerza legal de una probanza, y obrar en con- 
tra del demandado; pues no es aplicable el art 4. ley única 1. 18. sobre que los 
testigos del sumario se ratifiquen, si se pidiere, porque las causas de ix^jurias 
de*que tratan los art. 17 y 18 de la citada ley, no principian por información su* 
maría. [Véanse dichos artículos.] . 

. (c) Según la Curia part. 1^ ( 17 núm. 8 refiriéndose & Antonio Gomes 
|om. 8 vari» cap. 12. 9úm. 21, el capitán de navio ó navegante puede probar el 
nanfhíglo y caso fortuito con los testigos que vayan en el nav|;>, examinados 
ante el Juez del lugar masSprózlmo donde ocurriere el caso, aunque la parte 
contraria á quien el negocio toca, no sea citada al efecto; y tal prueba obra an- 
te el Juez competente coutra todas las personas á quienes periudique la prue ^ 
ba. Lo mismo se ha de decir respecto de los arrieros y caminantes. 
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Del juicio de expertos. 

Art 17. El juicio de expertos no puede tener lugar sino sobre 
'puntos de hecho, y cuando lo determine el tribunal de oficio ó á 
pedimento de las partes. 

Art. 18. Cuando se pida el juicio de expertos, cada una de las 
partes líombrará dentro de tres dias su perito ante el Secretario del 
tribunal. Para los casos de discordia estos nombrarán un tercero; 
y si no se acordaren en este nombramiento, lo hará el juez. Las 
partes sin embargo pueden convenir en que un solo perito proce- 
da en el asunto. 

Art. 19. Si dentro de los tres dias no nombraren las partes 6 
algima de ellas sus peritos, el tribunal los nombrará de oficio. 

Art. 20. Dentro de las veinte y cuatro horas de la notificación 
de sus nombramientos, los expertos prestarán juramento ante el 
juez de la causa ó ante el que este designe, de desempeñar fiel- 
mente su encargo. 

Art. 21. No se podrá recusar al experto nombrado de oficio: 
los nombrados por ks partes podrán ser recusados [a] ó revocados 
por ellas antes que empiecen la» gestiones del negocio que van á 
desempeñar: en este caso se nombrarán nuevos peritos dentro de 
Jas veinte y cuatro horas siguientes por las partes, ó por el tribunal 
en su defecto. 

Art. 22. Prestado el juramento por los expertos, estos proce- 
derán á desempeñar su encargo dentro de los seis dias siguientes, 
con vista délos documentos y piezas'que deban tener presentes, por 
petición de las partes, y se señalará el dia en que deban reunirse 
para determinar el negocio; [b] este término nunca pasará de quin- 
ce dias y el término de la distancia. 

Art. 23. Los expertos emitirán su juicio por escrito, y lo sus- 
cribirán ante el j.uez de la causa ó su comisionado al efecto. Si dis- 
cordaren, cada uno expondrá las razones de su opinión, y lo mis- 
mo hará el tercero á quien se consulte en este caso. 

Art 24. La exposición de los expertos será remitida á la Sa- 



fa] Los expertos nombrados por las partes no pueden ser recusados libre- 
mente, 6 sin caiisa, de manera que debe regir en este taso la ley de recusacio- 
nes. Acuerdo de la Corte suprema de 9 de Setiembre de 1840.G. de V. núm.70aí. 

(b) Al juez de la cansa es á quien corresponde el seflalaraiento de dia para 
la reunión de los expertos, según resulta dé las palabras de este articulo; y los 
quince dias que se prescriben ftiera de la distancia, no son para otras gestiones 
que la de resolver el negocio sometido á su opinión. Acuerdo de la Corte Su- 
prema de 16 de Diciembre de 1837. G. de V. núm. 708. ^ / 
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€r«|aría del tribunal par el juez comisionado, dentro de Veinte y 
jCUfitro^io^as y el término de la distancia.» 

Art. 25. Los jueces estarán obligados á seguir el dictamen de 
los peritos (a) si estuvieren acordes sobre lob puatoé de hecho su- 
jet06 k sü decisión^ ó el del tercero que, en caso de dis^ordis^ eo^ 
venga con uíio de ellos. . > 

m - * • - • 

Reconocimiento judicial Ó vista ocular. 

Art. 26. El juez á pedimento de cualquiera délas partas, ó 
cuando lo juzgue oportuno, acordará él reconocimiento ocular, [b] 
y se trasladará al lugar en que haya ocurrido el hecho de que se 
trate, ó en que se encuentre la cosa litijiosa, para imponerse de 
aquellas circunstancias que no podrían acreditarse de otra maner«|« 

Art. 27. Solo concurrirá el juez ó su comisionado, el secreta- 
rio ó actuaijo que le subrogue, uno ó dos prácticos, cuando sea ne- 
cesario, y las partes ó sus a.poderados. 

Art. 28. Él juez ó su comisionado extenderá una relaciQn^de 
lo practicado eri el reconocimiento, y la firmará con su Secretario y 
las partes, si concurrieren. . 

De los testigos, (c) j^^ 

Art. 29. No podrán ser testigos en juicio los furiosos, demen- 
tes ó mentecatos, los menores de quince afíos, los jugadores de 



(a) I*. L. 118 t. 18. P. 8. 

2 ^. Aunque este artículo dispone que los juecess están obligados á seguir el 
dictamen de los peritos,- si estuvieren acordefi sobre los puntos de hecho so- 
metidos á su decisión, ó el del tercero que, éu caso de discordia, convenga con 
uno de ellos; cuando los expresados peritos acordes contravienen á la senten- 
cia deque se hayan derivado las bases para su encargo, los jueces no deben ^jon- 
venir, sino prevenirles que se sujeten á las bases esteblecidas en aquella, para 
evitar que se altere la cosa juzgada. Sentencia de' la Corte süp. del tercer dis- 
trito de 12 de Setiembre de 1840 en la queja de Bernabé Planas contra el Br. 
Antonio María Pineda, juez interino de comercio que fué de la provincia de 
Barquisiraeto, por haber mandado ejecutar una liquidación conti'aria auna sen- 
tencia ejecutoriada. 

[b] La ley 13, al fin, t. 14. P. 3. dice: " que en los casos en que hay necesidad 
dé la vista ocular, el juez no debe dar por probado el pleito hasta que el no ve- 
rifique el reconocimiento. 

Ce) 1 *? El testigo debe ser interrogado sobre la razón de su dicho, y no siéndo- 
lo, es valedero, aunque no dé razon,'segun la ley 26 1. 16 P. 3. Sentencia de la Cor- 
te Sup. del tercer distrito de 23 de Junio de 1836 en la causa entre Juan Bau- 
tista Sosa y Bernardino Franco sobre una herencia. Lo expuesto nos parece 
que soló debe entenderse respecto de las causas civiles. 
. 2 * El testigo debe deponer de positivo y ciencia ciei-ta. L. 26. 1. 16. P. 3. y Ta- 
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{>rofé8Íon, lot ebrios {a) los ragos, IO0 devidorev Aatididentot, y 
mientras no obtengan rehabilitación, IO0 que hayan sufrido tma pe* 
Ba infamante (b) 

Art 90. No puede tampoco testificar el Magistrado en la cau- 
•a en que está conociendo, el abogado ó apoderado por la parte k 
quien representat el vendedor en causas de enccion sobre la cosa 
vendida: los socios en asuntos que pertenezcan 6 la compafiía. El 



pta Ifb. S.^tlt. 2. cap. X. núm. 88. Pero cnando el testigo depone de creduli- 
dad por eonduyentes rasoaes, mereee fe BU testimonio, según la doctrinada 
raríos autoresi y sefialacUmente de la Curia part 1 ^ ^ 17 núm. 21 al fin. Sen- 
tencia de la Oorte suprema de 12 de Enero de 1889 en los autos promovidos pOr 
Vioenta Colon contra Femando Linares sobre reclamación de alimentos para 
*imo6 hHOB naturales. 

8 < £1 testigo que se contradice en su dicho, no hace fe. L. 41. 1. 16. P. 8. 

4 "4 Pe dos tesügos que discordaren en el lugar del hecho, ninguno vale. L. 
41* 1. 16. P. 8. 

6 ^ La dei)OBlcion sin Juramento no Tale. L. 28. 1. 16. P. 8. 

6^ £1 testimonio del menor de la edad requerida para ser testigo hacagnuí 
tMsundon .siendo de bnen entendimiento. L. 9. 1 16. P. 8. 

7 ^ Según ia ley 2. t. 11 Ub. 11 de la Not. Beoop. solo pueden presentarse 
hasta treUita testigos sobre cada articulo que quiera probarse. JBn la causa 
contra Bernabé Alvares por parricidio, sentenciada en 1848, se presentaron no- 
venta testigos, y todos fueron admitidos; sobre lo cual ni ]a Corte del tercer dis- 
.trito ni la Suprema hicieron objecicm alguna. £sta drcunstaneia y lo indeter- 
minado de la ley venezolana inducen & creer derogada virtualmenta la dicha 
ley de la Nov. Kecop. 

8^ Dos testigos contestes, es decir, que concuerden en la persona, hecho $ 
caso, tiempo y lugar en que pasó, y no tengan ninguna tacha, bastan para pro- 
bar plenamente. L. 82.,t. 16. P. 8. [Véase la ley única tit. 8. de este código.] 

9 ^ Los testigos que tengan tachas no deben ser admitidos; y los que discuer- 
den en alguna circunstancia esencial, se tienen por testigos singulares, y no 
hacen plena prueba, aunque sean muchos. 

. La singularidad en los testigos es de tres maneras: oMaliva^ cvmuUiUva, y dif 
versificaHva. Se llama obstativa ó adversativa cuando hay repugnancia ó contra- 
riedad en los testigos que deponen sobre un mismo hecho. Se dice cvmvlaiiíoa 
cuando los testigos deponen de hechos que, aunque son diversos, se ayudan mu- 
tuamente para probar aquello que se controvierte. Finalmente se llama singu- 
laridad diversificaUva cuando los testigos deponen de diversos hechos, que no 
son oontrarios entre sí, ni el uno ayuda al otro. 

10 ^. Si mediare poco tiempo después de dada la declaración por un testigo, 
y no hubiere hablado con la parte interesada, bien puede corregir aquella; asi 
como también el Juez tiene falcultad de llamarle de nuevo, y examinarle en ra- 
londe las palabras que hubiere dicho dudosas, L. 31. 1. 16. P. 8. 

[a] A los que lo sean de costumbre es á quienes únicamente se les prohiba 
testificar en t<Klo juicio. Sentencia de la Corte superior del tercer distrito de 
29 de Marzo de 1841 en la causa contra Concepción Herrera por la muerte de un 
esclavo. 

[bl Tampoco puede serlo el preso en causa criminal contra cualquier acusado. 
L. 10 1. 16 P. 3. jEl cómplice en el delito contra su compañero. L. 21. 1. 16 P. 3. 
La mujer prostituta en causas criminales. L. 10 de los mismos tit. y Partida. 
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heredero ^^resuiito, e! donatario» ei amigo íntimo (a) no pueden 
testificar en favor de aquellos con quienes les comprenden estas 
delaciones. El enemigo (fo) no puede testificar contra su enemigo (c) ^ 

Art 31. Ninguno puede ser testigo contra« ni en favor de sus 
ascendientes, 6 descendientes, (d) 6 su cónyuge: iQísl ^fi^axajuier 

)H>drá ser testigo contra aquel que lo tiene en su servicio» pero 
nunca en su favor. 

Art. 32. Tampoco pueden ser testigos en favor de las partes 
^qnelos presentan los parientes consanguíneos ó afines, los príme- 
Tos hasta el cuarto grado civU, y los segundos hasta el segundo 
lirado, ambos inclusive. Se exceptúan aquellos casos en que sé 
inte de probar parentesco ó edad» en los cuales pueden ser testi« 
gos los parientes aun cuando sean ascendientes ó descendientes, (f ) 

Art. SS. La persona del testigo (g) solo podrá ser rechazada 
dentro de los veinte primeros dias del término probatorio; pero su 
idicho podrá serlo después de los expresados veinte dias. Aunque 
la persona del testigo sea tachada antes de la declaración, no deja« 
r& de tomarse por escrito su testimonio si la parte insiste en ello; 
^ero el no ser rechazado un testigo, no impide que el juez deseche 



[a] El amigo intfmo de ambas partes puede testificar. Vllanova pract. crim. 
leSbB, 10^4. niím. 127. 

[b] Se entiende si la enemistad es capital, acreditada con hechos que mani- 
fiesten la intención de atacar la vida, el honor, 6 la fortnna. 

[cj £r tutor ó curador en pleitos de sus pupilos 6 menores no pneden ser tes- 
tigos. LL. 10. 14, 15, 19, y 20, tit. 16. P. 8¡ ni el paniaguado. L. 18. tit. y Part. 
citados. 

[d] No es ajustado á los principios de Justicia y de moral que se reciban de- 
claraciones, aun sin juramento, de padres contra hijos, ó al contrario, por el 
riesgo de atacar el resj>eto y amor que deben reinar en semejantes personas. 
Sentencia de la Corte Sup. del tercer distrito de 18 de Nov. de 1848 en la causa 
contra José de Jesús Banjel por heridas. 

[e] La ley no prohibe k los dependientes de una casa de comercio ú otro es- 
tablecimiento testificar en ñivor del duefio de este, pues semejante dependen- 
cia no ios constituye en la clase de sirvientes domésticos. Sentencia de la Corte 
del tercer distrito do 4 de Julio de 1840 en la queja intentada por Juan H. Ca- 
llander contra el Licenciado Andrés O. Alvizu juez que fué de primera instan- 
cia del primer circuito de la provincia de Barquisimeto. 

[f ] Aunque por una ley de partida pueden testificar en las causas del común 
los vecinos del mismo pueblo, esto se entiende cuando no resulta un interés di- 
recto, Q no les redunda una ganancia 6 provecho particular. Sentencia de la Cor- 
te Suprema de 1. ^ de Agosto de 1840 en la causa entre Francisco Abreu 
y el Procurador del pueblo de la Victoria sobre pertenencia de terrenos. 

[g] Aunque un individuo sea Juez, puede ser tachado por jugador 6 ebrio. 
Auto de la Corte del tercer distrito de 6 de Octubre de 1846 en la causa contra 
Agapito Medina y otros por fklsedad. 
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fiu testimonio en la sentenciit. definitiva, en la «ual ei^resar^ d 
fundamento legal que tuvo para ello (a) 

Art. 34. Si alguno de los testigos no enteacUere el idioina 
castellano, se nombrará un intérprete que, juramentado premmen' 
te, tome sus declaraciones, y explique en español lo qué diga^ .9 
conteste el testigo á las preguntas que se le hagan. ., ,. 

Art. 35. Cada testigo antes de hacer su deposición, declamará 
su nombre y apellido, edad, profesión, si es pariente ó amigo ínti- 
mo de alguna de las partes, si es siervo ó domestico de alguna dé 
ellas, y jurará decir verdad, (b) 

Art. 36. Los testigos se examinarán en público uno á uñó, 
por el juez de la causa, ó el que este comisionare (c) según el inter- 
rogatorio del que los presenta, y después por la parte contraria, 
que les repreguntará (d) sobre los hechos contenidos en dicho in- 



[a] Al proceder sobre los interrogatorios de tacha, debe tenerse presente lá 
ley 2, tit. 8 lib. 4 de la Recop. de Castilla, que trata del modo de proponer laá 
luchas de los testigos, para que sean admisibles, pues no lo son las que no est^ 
especificadas. Autos de la Corte del tercer distrito de 2 de Junio de 1847 7 
11 de Enero de 1848 en las causas contra Bernabé Alvares por parricidio, y 
contra José R. Colmenares por falsedad. 

[b] Vilanova pract. crim. obs. 9. ^ 2. num. 57 califica de partes esenciales en. 
la declaración de un testigo: el día de su fecha, y en algunas, la hora y momento 
en que se extienda: el nombre del juez y del testigo: su oficio, vecindad, edad, y 
el juramento. Todas estas son precisas é inomisibles, y sobre tbdp la del juní^ 
mentó, cuya falta la haría nula; bien que es subsanable volviendo á examinarlo 
con esta solemnidad, ó añadiéndola en el acto de la ratificación. 

[c] 1 «í Por^este artículo ha quedado derogada la ley 27. 1. 16. P. 8. que dispon 
ñeque en los pleitos en que pueda venir muerte, 6 perdimiento de miembro, ó 
echamiento déla tierra, el juez reciba por sí mismo las declaraciones de los tes- 
tigos. Acuerdo de la Corte suprema de 28 de Abril de 1842, G. de V. núm. 680L 

2 «*. . Si bien es verdad que la concurrencia de los testigos al tribunal que cor 
noce de la causa, desde lo mas remoto del territorio de su jurisdicción, puedo 
tener inconvenientes, también lo es que ala prudencia del» Juez toca considerar- 
los, como igualmente los que produciría en perjuicio de un fallo ilustrado y jus- 
ticiero el examen de los testigos por otro que no fuese él mismoj y pnesando unos 
y otros, resolver sobre el particular lo que la prudencia y buen juicio le dicten; 
siguiéndose de todo así mismo, que ni las partes en lo civil, ni el defen^r del 
reo en lo criminal pueden imponer al juez de la causa el deber de hacer venir 
los testigos á declarar ante él, ni coartarle la libertad que tiene de examinarlos' 
personalmente, ó comisionar para ello al quejuzgue conveniente, cualquiera que 
sea el lugar de su residencia, según los casos y circunstancias; y 'tanto menos 
cuanto que el fiscal, ó el defensor de un reo pueden nombrar sostitutos para que 
obren donde quiera que sea necesaria su acción. Acuerdo de la Corte del ter- 
cer distrito de 26 de Enero de 1850, aprobado por la Suprema en resolución do 
13 de Marzo del mismo aflo. 

[d] 1 * Al establecer este artículo que, examinados los testigos por el interroga^ 
torio de la parte que los presente, puedan después repregunterse por la contra- 
ria, no puede sentarse que "dicho artículo ha querido que se egerza semejante 
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ietrogalono, ú otros que tiendan & invalidar sus deposiciones. 

Art 37. Las preguntas y repreguntas ser&n pertinentes á los 
puntos que se quieran probar y que se hayan controvertido: no se 
Admitirán preguntas que no tiendan directa ó indirectamente á ca- 
lificar la acción del demandante, o la excepción del demandado. ' 

» Art. 38. El secretario escribirá de mano propia, y el juea por 
sí, ó por otra persona, las preguntas de las partes, y las respuestas 
de los testigos, para que en caso de duda se puedan cotejar, si fue- 
re necesario. 

Art. 39. El juez durante el examen de un testigo, podrá ha* 
cérle aquellas preguntas que crea convenientesx^ra ilustrar su 
juicio. ^ f 

Art. 40. Nadie podrá interrumpir los testigos en el acto de 
declarar, á excepción del juez para corregir algún exceso, y se les 
protej era contra todo insulto, guardándoles toda la libertad quo 
deben tener para 4ecir la verdad. 

Art. 41. Si faltare uno ó mas testigos, la partea quien corres- 
ponda podrá pedir verbalmente que se vuelvan á citar para otro 
dia, que el tribunal señalará con arreglo á la distancia; y se proce* 
derá a examinar les testigos presentes. 

Art. 42. Si faltaren todos los testigos 6 los principales, 6 si 
no se pudieren examinar todos en el mismo dia, el juez en el acto 



derecbo, solo y seguidamente al acto en qne aquellos rindan sus declaraciones; 
porque para ello habría usado de los adverbios incontinenti, inmediatamente &, 
y no del de después^ cuya significación es hacer alguna cosa con posterioridad in- 
determinada; y tajnbien porque el objeto del referido artículo es fijar el modo y 
orden con que hayan de examinarse y repreguntarse los testigos, y no el desig- 
nar el tiempo en que esto deba hacerse. No es opuesto al espíritu de la ley que 
en otro acto ulterior al de las declaraciones, pero dentro del término concedido 
para pruebas, tengan lugar las repreguntas, puesto que la razón y fin de ella en 
conceder estas, es que se averigüe ala vez por tan fócil medio, si los testigos 
han dicho ó no la verdad, lo cual interesa á las partes y al Juez para adminis- 
trar cumplida justicia. Pero no debe ser ilimitado el uso del expresado derecho, 
sino que debe circunscribirse al término probatorio; y la parte que no lo ejerza 
al acto de declarar el testigo, solo puede hacerlo en los días que resten al ven- 
cimiento de aquel. Tampoco hay ningún fundamento para entender que el de- 
recho de repreguntar á los testigos se pierda por no pedirse ó promoverse, co- 
mo las pruebas, en el lapso que previene la ley; y la práctica general y constan- 
te asi lo acredita. Auto de la Corte del tercer distrito de 12 de Mayo de 1842 
en la causa entre Francisco Colmenares y Prb. J. B. Obregon sobre deslinde 
de unos terrenos. 

2 •=? No se puede conceder el tiempo necesario para asistir á repreguntar 
los testigos que se hayan mandado examinar por comisión en otros lugares, ni 
suspenderse la verificación de esta^ dilijencias hasta la comparecencia del inte- 
resado en cada tribunal. Auto de la Corte superior del tercer distrito de 6 de 
Abril de 1842 en la causa de Bernabé Alvares por paiTicidio. 
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teüakrá otro Ala pan oirlos; y para coiliiMar el exámeft: no h^ 
br& uecenidad de nueva citación para las partes y testigoa^ presaa* 
tea. r 

Art 43. Los iadiTÍduos cuyo testimonio se necesitare en jui^ 
cío» deberán comparecer (a) precisamente sin necesidad de pr^Ti^ 
licencia de sus respectivos superiores, íi prestar sus declaraciones 
ante el tribunal 6 juez que los haya citado, sin que puedan excu« 
«arse por razón de faero, privilejio ni otra alguna: los conturaor 
ees pagarán una multa que no pase de diez pesos, y serán citat 
dos nuevamente á su costa: por segunda vez se doblará la multa, y 
podrán ser arrestados hasta por quince dias. Esta sentencia se líe* 
vara á efecto sin oirse ningún recurso, excepto el de queja. 

Art 44. Si el testigo justifica que no pudo presentarse el dia 
celialadoy él tribunal lo eximirá dé la pena y costas de nueva citar 
cion, después que haya dado su declaración en la causa. 

Art 45. £1 testigo que exigiere que se le resarzan los perjui- 
cios y costos que le ocasionaren la ida al tribunal y la vuelta á su 
casa, pedirá, antes de declarar, la cantidad que sea adecuada; [b] el 
tribunal podrá reducirla [c] á lo que crea justo, estando el testigo 
siempre obligado á comparecer y dar su declaraciotn. 

Art 46. £1 testigo no podrá leer ningún papel ó escrito para 



[a] Por Besolacion ejecutíTa del afiode 1889 de que se hace mendon en I» 
Memoria del Interior y Justicia del afio de 1840 péij. 26 al fin, 27 y 28, está re- 
suelto, de acuerdo con el dictamen del Consejo de Gobierno: que los Goberna- 
dores deben en materia judicial certificar por si ó sus secretarios, pasándoseles al 
efecto los expedientes, los actos que oficialmente hayan tenido lugar ante ellos. 
sin que les comprenda por tanto este articulo 48, por no ser aplicable á ellos. " 

Lo resuelto sobre los Gobernadores, y solo referente á ellos por haberse con- 
traído especialmente á ellos la consulta, lo creemos extensivo por paridad d^ 
razones, á todos aquellos empleados qué tengan fe publica en los actos de su 
oficio. 

También se resolvió: "que respM9cto á los actos extraoficiales, constantes á los 
dichos ítmcionarios por su sola ciencia privada, la práctica mas adoptable, y la 
que debe seguirse mientras no se fije por una nueva ley de un modo mas explí- 
cito la verdera Intelijencia del citado artioolo, es la de pasarles también los ex- 
pedientes para que testifiquen i>or medio de certificaciones. 

Lo dispuesto respecto de los Gobernadores en este segundo caso, lo juzgamos 
también extensivo á los Magistrados y demás ílmcionaríos á quienes por anti- 
gua ley y costumbre no se exigían declaraciones juradas, sino certificaciones, 
tales como los miembros de un tribunal superior 6 jefe de jurisdicción. £scríche 
palabra "Testi^." Tapia. Tratado críminiU. t. 4 cap. 2, n. 19. También gozan 
de esta distinción los Jefes de alffun ramo militar. Besolacion del supremo 
Consejo de Guerra de 3 de Bíarzo de 1781, y Tapia lug. dt 



fb] L. 26. 1. 16. P. 8. 



[c) La reguladon que haga el Jues en el paso de este art. es inapelable. 
Acuerdo de la Corte suprema de 28 de Abril de 184;$. O. 4e Y* l^ám. 691. 
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contestar: deberá hacerlo verbalmente por sí solo á todas las pre- 
guntas que se le hagan. Sin embargo, podrá el tribunal, oidas las 
partes, permitirle que consulte sus notas cuando se trate de canti- 
dades, ó en otros casos difíciles ó complicados en que la prudencia 
del tribunal lo estime necesario. 

Art. 47. No podrá tachar la parte al testigo presentado por ella, 
aun cuando la parte contraría se valga también de su testimonio, á 
menos que haya sido sobornado, en cuyo caso será considerado co- 
mo testigo hábil solo en lo que le fuere favorable, (a) 

Del juramento. 

Art 48. En defecto de prueba, ó resultando de ellas algún he- 
cho dudoso, podrá la parte á quien interese probarlo, deferir en el 
juramento de la contraria (b); y no será permitido practicar des- 
pués ning4la otra .diligencia probatoria, á menos que dicha parte 
contraria rehuse prestar el juramento. Prestado este, la decisión del 
juez ha de arreglarse á él, y se expedirá en el mismo acto. (*) 



(a) Segiin práctica observada, tampoco puede repreguntarse al testigo cotnun^ 
pues tendiendo las repreguntas á invalidar su deposición, puede dar por resol- 
tado el mismo de la tacha, que expresamente está prohibida por este artícnlo. 

(b) Las circunstancias esenciales pA« que sea válido el Juramento son: la 
verdad, la justicia,' y el juicio. Pide la verdad, que no contenga falacia: pide la 
jusfácia que lo que se jura sea licito y honesto; y pide el juicio^ que se jure con 

prudencia y discreción. 

* (*) PRUEBAS SE>nPLENAS. 

Para complebiento de la materia de pruebas creemos conveniente tratar con 
brevedad de las semiplenas. 

Las especies de prueba semiplena mas íVecuentes son: 1 ^ la deposición de 
un solo testigo: 2 ^. la confesión extrajudicial: 8 !^ el cotejo de letras: 4 ^. la 
fama pública por si sola sin el apoyo de testigos idóneos; y 5 "^ las presunciones. 
LL. 8 y 11 1. 14, y 119 t. 18. P. 8. 

Cotejo de letras. Véase la glos. 6^ de Greg. Lop. á la ley 119. 1. 18. P. 3. 

Fama publica. Para estimar la fama pública cual una probanza, como quiera 
que á veces la qUe se llama asi no es nada mas que rumor, ó tiene un origen 
muy impuro, debe atenderse á muchas circunstancias, tales como las caus&s, 
coi^eturas y personas de que trae su origen, la gravedad del negocio contención 
so, y otras circunstancias; teniendo entendido . que los autores están vacilantes 
sobre si la fama hace prueba semiplena aun en las causas civiles, por ser tan 
falaz, siendo íácil que muchos sigan el dicho de uno. Tapia lib. 8. tit. 2, cap« X. 
núm. 107. 

Sin embargo, la fama prueba plenamente hechos antiguos áque no alcanza la 
memoria de los hombres. L. 12 t. 14 P. 3} como también en cosas de levo 
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TITULO SEGUNDO. 

PE LAS INCIDENCIAS. 

LEY I. 

De las excepciones dilatorias, 

Art 19 Las excepciones dilatorias son las siguientes: ilegiti 
midad de la persona det demandante ó su apoderado (a) : incom- 

perjuicio; en las de difícil prueba; cuando concurren con ella otros adminículos 
y presunciones; ó se trata del interdicto de recuperar, para que el despojado 
sea restituido; ó de evitar pecado; ó de probar la muerte de alguno en guerra, 
naufragio ó parte remota; ó cuando la opinión de todos los hombres del pueblo 
es de la certidumbre inmemorial de aquella cosa; ó la ley qtdere que baste la 
fama para la prueba de alg:un hecho; y en otros casos que trae Mascard con- 
clus. 154 desde el núm. 22. Tapia lug. cit. núm. 108. ^ 

Presunciones. Hay dos especies de presunciones, a saber, unMeterminada 
por la ley, que se Uama presunción de derecho, y otra que forma el juez por 
hw circunstancias antecedentes, eoncomxbamies, 6 subsiguientes al hecho principal 
que se examina, y se llama presunción de hombre. La de derecho es de dos cla> 
ses: ó tiene tal grado de ftierza que contra ella no se admite prueba» y entonces 
se llama presunción yi¿m et de jure, ó solo se considera cierta mientras no se 
pruebe k) ccmtrario, y en tal caso se llama presunción jttrí5. Tapia . Manual de 
pract forense cap. 6. ^ al fin. 

La presunción de hombre ó Juez es Ae ti^s modos, á saber: vehemente, proba- 
ble ó medianay y ¡eve^ según el mayor ó menor grado que tiene de probabUidad. 
Tapia lug. cit 

Enlas causas civiles dos pruebas semiplenas, siendo délas mas fundadas, 
constituyen plena prueba. Sala, ilustración del derecho, español, lib. 3 1 6 ^ . 
núm. 29, citando á Molina de prímagen, lib. 2. cap. 6. n. 86, y Ant. Gom. tom. . 
8. var. cap. 12. n. 26, Curia part. 1*^ . ^ 17 n, 6. siendo de lAar que ninguno 
de esos autores cita ley española para apoyar esta opinión tan importante. 
Vé^se la ley única tit. 3. de este Código. 

[a] 1.^ La excepción dilatoria de Ilegitimidad de persona es referente so- 
lamente a los defectos 6 incapacidad del actor para comparecer ^ juicio por 
no tener poder, por ser hijo de familia, por no tener la edad ú otra causa se- 
mejante; pero de ninguna manera puede referirse á la misma cosa contro- 
vertida, y que debe ser objeto de la discusión probatoria, pues no seria dilato- 
ria, sino que obraría como perentoria. Be consiguieni;e, no es admisible que el 
reo oponga la ilegitimidad de la persona del actor, alegando alguna razón que 
solo puede obrar contra lo principal del pleito; pues esto s^ria despojar al ac- 
tor de los medios y términos de prueba que le brínda el derecho, reducién- 
dolos á los breves que designa la ley para sustanciar y decidir una dilatoria, 
dedúcese esto de la Curia part. 1. *^ ^18 núm. 3. Sentencia de la Corte del 
8er. distrito de 6 de Mayo de 1849 en la excepción de ilegitimidad de persona 
que opuso Femando Monteik) k Facunda del Carmen Montero en la demanda 
sobre la mitad de una casa y sus alquileres. — Sentencia de la misma Corte de 
28 de Febrero de 1860 en los autos seguidos por Pedro Márquez intentando 
contra Juan BustiUos la acción de retracto, en que expresamente dijo el tribu- 
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TIT. II. LEY I. • 37 

petencia del tribunal (a) : defectos de la forma de la demanda (b) : 
recusación del juez ó secretario: litis pendencia: condición ó pía* 
zo no cumplido: defecto de fianza ó caución necesaria para pro- 
ceder al juicio (c) y oDsa juzgada, (d) 



ral lo siguiente: " la legitimidad ó ilegitimidad del actor no la constituye la 
justicia ó injusticia déla acción que entabla: bien definido se encuentra en 
derecho lo que constituye la ilegitimidad de persona para estar enjuicio, y 
es muy terminante el art. 6. ley 1. «^ 1. 1. ^ de esté Código, eon el cual están 
concordantes los prácticos al hablar de tal excepción, pues que ella no puede 
referirse á otra cosa^que á la capacidad física ó moral del Incuyiduo para estar 
enjuicio, y noá la justicia 6 injusticia de su acción; porque esta es la que for« 
ma la materia del pleito. 

2 ^ La ilegitimidad de la persona en el juicio puede subsanarse en el corso 
de la excepción que sobre esto se proponga, con documento que la ]egitime« 
Asi se deduce de la sentencia de I de Setiembre de 1846 pronunciada por la 
Corte Superior del 3er. distrito, hoy 2. ^ del centro, en excepción propuesta 
por el apoderado de Juan de Jesús Canelón en el juicio que siguió con Francis- 
co Sánche#sobre aguas. 

[a] Como de la sentencia en la excepción de incompetencia de tribunal 
no hay apelación, será conveniente, para no exponerse á los efectos de un fa- 
llo desfavorable, que el que la oponga, ocurra al mismo tiempo á su juez com< 
pétente para que suscite la debida competencia, según la ley 8. ^ de este tit. 

[b] Es defecto de forma, y obra como excepción dilatoria, la del incierto 4 
obscuro libelo de la demanda. Curia part. 1. <^ ^13 núm. 4. ^ ; y este puede ser 
obscuro \por cinco modos: por ser alternativo ó general, por padecer eqUivo« 
«ación, por ser indeñnido y por incluir contrariedades. Scaícia de Judie, lib 
1, o cap. 5. ^ núm. 14. Elizondo pract. univ. forense tomo 1. ^ pá^. 29. 
núm. 3. ^ 

[c] Puede oponerse Qsta excepción al que demanda á otro sin poder, para que 
dé la caución de rato ó aprobación, conforme á lo que dejamos expuesto en la no- 
ta del art. 11 ley 1. ^ 1. 1. ^ de este Código, y también al actor de quien no se 
tenga satlsfaccidh, para que dé fianza de pagar al reo las costas y daños que con 
motivó del pleito se le irroguen, en caso de que, por no probar su intención, sea 
condenado, y este absuelto. Tapia lib. 3. ® 1. 1. ® cap. 8. ® núm. ® 60, y el mismo en 
el Ub. 3. ^ t. 3. ® cap. 8. *^ núm. 3. al medio; y no dándola, para que se le de- 
niegue la audiencia. Lo expuesto es sin perjuicio de que se pueda pedir que el 
demandante afiance las resultas del pleito, siempre que se tema fondada- 
mente su ausencia fuera de la República, conforme al art. 8. ley 4.^ t. 2» de 
este Código. 

[d] Este articulo coloca entre las excepciones dilatorias la dé la cosa juzga- 
da, y de aquí se ha querido deducir,, que, según nuestra legislación, no pu^lo 
caÚfícarse en ningún caso de perentoria; mas este principio <£ocaríaoonla esen* 
fia müsma de las cosas. La ley 19 1. 22. P. 8. ^ le da á la cosa juzgada el carác- 
ter de irrevocabllidad, no admitiendo á las partes prueba en contrario, porque 
de otro modO) los pleitos no tendrían fin. Es, pues, por su carácter necesaria- 
mente perentoria la cosa juzgada, porque, opuesta y declarada con lugar, es- 
tingue el derecho del actor; y solo admite la calificación de dilatoria, ya por el 
momento en que se opone, y ya porque, declarada sin lufiar, en este caso retar- 
da la entrada en el juicio, asimilándose asi por alguno de st» re8altadi)s á las 
que necesariamente llevan siempre aquella denominación. Por consiguientei la 
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38 , TIT. II LEY I. 

Art. 29 Estas excepciones deberán oponerse precisamente ea 
la contestación de la demanda, y después no se admitirán. Todas 
^las que el demandado crea (|ue le favorecen, deberá oponerlas y pro- 
barlas á la vez. Sin embargo, la excepción de cosa juzgada, y la 
recusación pueden oponerse, y probarse después. 

Art. 39 Se concederá al demandante el término de veinticua- 
tro horas para responder sobre la excepción dilatoria, si no quisie- 
re hacerlo en el mismo acto en que se dedujo. 

Art. 49 Si el demandante conviniere en la excepción, el juez 
8 mtenciará el artículo también dentro de veinticuatro horas en au- 
diencia pública, estén ó no presentes las partes. Lo mismo se en- 
tÍ3nde cuando el demandante no conviene en la excepción, y am- 
bas partes piden la sentencia por no creer necesaria la prueba. 
Cuando alguna quiera probar, se concederá el término de ocho 
dias, y se sentenciará el artículo al noveno. 

Art 59 Contra la sentencia librada en el artículo sobre excep- 
ción dilatoria no se concede recurso, excepto el de quejaf para ha- 
cer efectiva la responsabilidad del juez; pero si la sentencia declara- 
re con lugar la excepción de cosa juzgada, ó de ilegitimidad de per- 
soua« se concederá recurso de apelación como de sentencia defi- 
nitiva del pleito, (a) 



excepción de cosa juzgada es mista; y será perentoria 6 dilatoria, segnn se opon- 
ga con uno ú otro carácter, y según la decisión que recaiga sobre ella; de ma- 
nera que será dilatoria si se opone expresamente como tal, pidiendo que se 
sustancie conforme al orden prescrito para estas, y perentoria, si se opone 
como contestación en lo principal del pleito, y sigue por tanto el curso ordinario 
del pleito. Auto de la Corte del 2. ^ distrito dol Centro de 4 de Noviembre de 
1850 en negocio seguido entre Rafael Ojeda y Jorge Ortega sAbre cantidad de 
pesos. 

[a] Cuando laidemanda no exceda de veinte pesos, ccmociendolosjuecesdepaz, 
ni de cincuenta pesos, conociendo los jueces de parroquia, (decia alcaldes) en que 
no es admisible la alzada de la determinación final, según la letra del art. 2. ® ley 
única, t. 9. ® de este Código ( decia art. 3. ® ley 1. * t. 9. ® ) tampoco hay al- 
zada, aunque se declaren con lugar las dos excepciones á que se refiere la parte 
ultimado este art. 5.*^; pues se incurriría en una grave irregularidad, conce- . 
diendo apelación de un auto interlocutorio que produce los efectos de una sen- 
tencia definitiva, cuando de esta es negada expresamente la apelación por la 
ley. Acuerdo de la Corte Suprema de 29 de Noviembre de 1844. 

Este acuerdo está conforme con la doctrina de Salgado de reg. protect: 
part. 2. ^ cap. 6. ^ , núm. 52, quien asienta, que prohibida la apelación en la cau- 
sa principal, se entiende prohibida también en los autos interlocutorios, aunque 
' por otra parte sea permitido apelar de ellos en lo general. 

Sin embargo. Tapia, tratado críniinal, t. 4. cap. 5 núm. 1. ® , y Antonio 
Gómez, lib. 3. var- cap. 13 núm. 81 al medio, con referencia á otros, contrayén- 
dose á las sentencias pronunciadas sobre ciertos delitos, de las cuales por la 
legislación española no se podía apelar, asientan: que aunque la sentencia definí- 
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KtK. 69 Si conforme á la decisión del artículo tuviese lugfar la 
contestación de la demanda, \^ dará el demandado en el mismo ac- 
to, y no haciéndolo después de requerido por el juez, se expresa- 
rá en el acta, y se procederá como si se hubiese contestado. Lo 
mismo se practicará si la contestación faltase por no haber concur- 
rido el demandado á aquel acto, ó por haberse ausentado del tri- 
bunal sin causa legítima y justificada. 

LEY II. 

1>E LA RECUSACIÓN DE LOS JUECES Y OTROS FUNCIONARIOS. 

A.rt. 19 Todo juez, conjuez, secretario, fiscal ú otros foncio* 
narios de los tribunales de la República, sean ordinario^ ó especia- 
les, puede ser recusado por las causas (a) y en la forma que deter- 
minan los artículos siguientes. 

$19 Por parentesco de consanguinidad con las partes litigan- 
tes dentro del cuarto grado civil, ó por el dó afinidad dentro del 
-segundo, ambos inclusive. 

^ 29 Por el parentesco de afinidad de la mujer del recusado 
tion cualquiera de las partes litigantes dentro del segundo grado 
civil, mientras exista la mujer, ó habiendo muerto, existan hijos de 
ella en su matrimonio con el recusado. La mujer divorciada se 
considerará en este caso como muerta. 

^ 39 Por tener el recusado sociedad de interés, 6 amistad 
íntima con alguno de los litigantes (b) ó haber recibido de alguno 



tiva no admita apelación, es admisible esta de las providencias relativas á la - 
sustanciaclon de la causa, cuyo grayámen sea irreparable ( Véase la ley única 
t. 8. «> ) 

[a] i.*' El parentesco, amistad, enenüstad, pleito idéntico, ii^^nrías, prove- 
cho, dafio, interés y demás motivos qne fimdan Us recusaciones, siempre buscan 
al juez con la parte, 6 á esta con el juez, y nunca las relaciones con el apodera- 
do ó defensor. Acuerdo de la Corte Superior del Centro de 7 de Octubre de 1838. 

2. * Cuando se recusaba á alguno de los miembros del Consejo y Audiencias 
reales, habia de expresarse la cansa le^tíma de la recusación, no haciéndose 
generalmente, como diciendo, por enemistad capital, sino que debia indicarse la 
causa de que procedía; pues de lo contrarío, no era admitida, se^n la ley 19 
t. 2. ^ lib. 11. de la Nov. Becop. En Venezuela las Cortes de Justicia han veni- 
do á reemplazar á las Audiencias, y parece que ha quedado vigente aquella dis- 
posición, que prácticamente hemos visto aplicar por SE. la Corte Suprema en 
1849 en un n^ocio sobre las aguas del río Tapatapa de la Villa de Maraca!. 

[b] La amistad simplemente calificada de buena no es causa de impe- 
dimento, ni de recusación. Resolución de la Corte Suprema de 1. ® de Agosto de 
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^e ellos beneácios de importande que empefien su meitud, ó por 
haberlos recibido alrano de sus parientes dentro del cuarto grado 
ehil de consanguinidad 6 segundo de afinidad, arabos inclusive (a) 
ó porque tenga interés dilecto en las resultas del pleito. 

( 49 Por enemistad capital entre el recusado y alguno de los 
litigatttes acreditado con hechos que manifiesten la intención del 
uno 6 del otro de atacar la vida, el honor 6 la fortuna de su enemi- 
go: 6 por enemistad capital entre el recusante y alguno de los 
parientes del recusado, dentro de los grados dichos de consangui- 
nidad ó afinidad, (b) 

^ 50 Por haber habido entre el juez y alguno d^los litigan- 
tes, agresión, injurias, 6 amenazas en los doce meses precedentes 
al pleito» 6 por injurias 6 amenazas inferidas por el juez á alguna 
de las partes después de comenzado el pleito. 

^ 09 Po' estarse siguiendo pleito civil entre el recusado y el re- 
cusante, 6 entre este 6 alguno de los parientes del recusado dentro 
del cuarto grado civil de consanguinidad, 6 segundo de afinidad, ambos 
inclusive, (c) siempre qife se haya comenzado antes de la instan- 
cia en que ocurre la recusación, 6 por no haber transcurrido doce 
meses después de ccmcluido el pleito entre los mismos. 

^ 79 Pof haber recibido d&divas el recusado de alguno délos 
litigantes después de comenzado el pleito. 

$ 89 Por haber dado el recusado recomendaciones en fav(»r 
de alguno de los litigantes con relación al pleito en que se le re» 
cusa, antes 6 después de principiado. 

^ 99 Por tener el recusado un pleito diferente sobre una 
cuestión semejante á la que ajita el recusante. 

^ 10 Por ser el recusado dependiente 6 comensal, tutor ó cu- 
rador, heredero presunto 6 donatario de alguno de los litigantes, 
6 porque alguno de estos sea siervo suyo 6 de su mujer, é de 
alguno de sus parientes dentro de los grados dichos de consangui- 
nidad 6 afinidad. 

§ 11 Por ser el recusado administrador de cualquiera estable- 
cimiento público ó particular que tenga interés directo en la causa. 

^ 15Í. Por haber manifestado el recusado su opinión sobre lo 

[a] Milita la misma razón cuando el recusado recibe un beneficio de los pa- 
rientes de uno delosUtigantes dentarode los grados dichos; pero no se encuen- 
tra en este (. Sin embargo, creemos conyeniente indicarlo, por si se juzgare 
apreciable esta observación para la reforma de la ley. 

[b] T debiera decirse vice-versa, conforme á lo que tenemos indieado ante- 
riormente. 

[c] También debiem dedne viee-veisa, según lo maaifestado respecto á les $4 
t.?j 4.® 
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principal del pleito, &ntes de. I41. sentencia» siempre que el rtcasa-* 
do sea Juez en la causa, 

.^ 13. Por haber sido el recusado testigo en el pleito en que 
se propone la recusación, siempre que sea juez en dicho pleito» 

^ 14. .Por haberse intentado queja contra el juez, y haberse 
declarado con lugar, aunque se haya absuelto al acusado, siempre 
que no hayan pasado doce meses del dia en que se libre la deter- 
minación final, (a) (b). 

Art. 29 No habrá lugar & recusación porque el juez ó funcio- 
nario sea pariente del tutor 6 eurádor de alguna de Jas paftes, é de 
los miembros, jefes 6 administradores del establecimiento, sociedad 
ó. cuerpo que sea parte en la causa, á menos que los dichos nito- 
res, miembros, jefes 6 administradores tengan en ella interés perso- 
nal Y directo. 

Art 39 No es impedimento para conocer ó para actuar con 
cualquier carácter en una instancia el haber sido juez, 6 haber ac- 
tuado coo cualquier carácter en otra instancia de la misma causa, 
caempre que de ningún modo se haya emitido opinión sobre el 
pleito. 

Art 49 Todo juez, conjuez ó funcionario que sepa que en su 
persona concurre alguna causa de recusación, está obligado á de- 
clararla, (c) sin aguardar á que se le recuse, para que las partes 
dentro de ^«inticuatro horas manifiesten su allanamiento (d) ó 
contradicción Á que siga actuando el impedido. 

Art 59 £1 jues 6 funcionario impedido podrá sin embarco con- 
tinuar ^(e) en bus funciones si ambas partes convienen en ello; y si 
la causa ae recusación obrare en contra de una sola de las partes. 



[a] Véase la nota al art 6. ^ ley 11. * del Código orgánieo de tribuíales, 
b] Tampoco puede ningimo ser juez en pleito de que antes haya sido 
aborádo ó coDsejero. I». 10. 1 4. ^ P. 8. ^ 

[c\ La diligencia en que manifiesta el juez tener impedimento para conocer de 
una causa, no es apelable, aunque, si Aiere inftmdada su inhibición, podrá devol- 
Térsela el que léh^ya subrogada Auto de la C<Mte del S®'* distrito de 27 de 
Mayo de 18^ en la causa contra Busebio Salas y otro por homicidio. 

rd] Elque ha sido fiscal en una causa, aunque la parte contra quien obra 
tel impedimento, lo allane, no puede ser juez en dicha causa. Auto de la Corte 
.del 8«r- difltEÍto4e 10 de Diciembre de 1846 en la causa contra Tomas Cam- 
pos y otros por oonspiradon. 

[ej La fiase " podrá sin^embarco contínucr " es relativa solo al impedi- 
mento que tiene el juez 6 fundonano, y que por el art. 4. ® anterior está obli- 
gado á manifestar, para que las partes dentro de 24 horas manifiesten su alla- 
namiento ó cantEadiodbn á que siga actuando; por manera que, allanado, como 
ya.no^iene impedimento alguno, puede, ó lo que es lo mismo, está en aptitud 
ó se baila lihce 4el impedimento que antes tenia para oonoeer, y por tanto de- 
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el allanamiento de esta será bastante para producir aquel efecto. 

Los apoderados de las partes no necesitan autorización especial | 

para prestar su consentimiento en estos casos; pero quedan res- ^ 

ponsables á sus comitentes si procedieren contra ó mas allá de sus 

instrucciones. 

Art 69 El allanamiento ó éontradiccion de la parte se exten- 
derá en el expediente por el Secretario, y se firmará por él y la 
parte, ó quien la represente; pero si dentro de dos dias (a) no hu- 

_ - -y I - - ^ - - ^ ^ 

be 8e|;mr conociendo, sin que le sea potestativo hacerlo, ó no. Asi lo persnade 
el primer inciso del art. 8. ® de esta ley, que dice, " cuando el impedimento lo 
manifiesta el mismo impedido, la incidencia c/mdmye luego que las partes ó, 
en su caso, la parte contra quien obra la causa del impedimento, presta ó rehu- 
sa su consentimiento á que continúe aquel actuando en el pleito," pues es indu- 
dable que terminando la incidencia en este punto, el juicio, que quedó en sus- 
penso en el momento de la inhibición, debe seguir desde este mismo punto como 
si no se hubiese interrumpido. Lo persuade mas todavía el art 20 ley única 
"t. 13 del procedimiento criminal, que liberta á los jueces del deber de conocer 
en las causas criminales ó por injurias que se sigan contra sus ascendientes, des- 
cendientes, parientes hasta el 4. *^ grado civil de consanguinidad, 2. ® de afini- 
dad, y cónyuges, no obstante el allanamiento que haga la parte contra quien obra 
el impedimento, y que es permitido hacer en las causas civiles, por ser claro 
que la excepción que expresamente se establece respecto de este caso, afirma la 
regla general en contrarío, de que todos los jueces están obligados á fallar los 
negocios civiles de su competencia, que ocurran ante su tribunal, no existien- 
do un impedimento legal para ello. Auto de la Corte del 3er. distrito de 16 
de Abril de 1850 en el inicio seguido entre Andrés G. Carvajal y Tomas Sando- 
val sobre propiedad de un solar. 

[a] 1. ^ Respecto al allanamiento de N í^era de tiempo, y contradicción 
que supone este articulo caso de no hacerse aquel dentro de los dos dias de 
expresado el impedimento, es evidente que dicha contradicción es solo una 
ficción de la ley con el objeto de que, teniendo término la incidencia, pueda 
continuar el juicio, evitándose por este medio que una parte impida su curso 
con solo dejar de concurrir maficiosamente á manifestar dicho allanamiento ó 
contradicción. Pero esta contradicción ficta no puede^tener lugar en el presen- 
te caso, por cuanto es un hecho que N con anticipación allanó al juez conside- 
rando que este debiera escusarse por las razones que expresó, como efectiva- 
mente lo hizo, y que manifestado este allanamiento, pudo juzgar muy bien in- 
necesario concurrir al tribunal á hacer uno nuevo dentro de los dos dias si- 
guientes, pues conocida su voluntad de allanar, no era creíble que se le supusie- 
se una voluntad contraria. Auto citado de la Corte del Ser. distrito. 

2. ^ Si el recusante por el hecho de pedir algo ante el juez recusado, sin pro- 
testar, presume el derecho que acepta ya su jurisdicción; y si es cierto que en 
el antiguo sistema se practicaba que, cuando el recusado se arrepentía de la 
recusación, se le daba por desistido, aunque pagaba la mitad de la pena que la 
ley imponía al que no\probaba la causa de dicha recusación, según la Curia 
part. 1. <* ( 7 núm. 28, no hay duda que hoy puede el recusante apartarse libre- 
mente de la recusación intentada, y eljuez recusado debe conocer, sin embar- 
go de que ya esté el expediente en el tribunal designado para subrogarle. 
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biére esta ocurrido á imponerse, y expresar su voluntad, se proce 
derá como si hubiese manifestado contradicción, (a) 

Art. 79 La exposición del juez, conjuez ó funcionario que 
manifiesta su impedimento, 6 la recusación intentada verbalmente 

Í)or cualquiera de las partes, suspende el curso de la causa hasta 
a decisión de esta incidencia. 

Art. 8? Cuando el impedimento le manifícMta él mismo iínpe* 
dido, la incidencia concluye luego que las partes, '^ó en su oasoja 
parte contra quien obre la causa del impedimento," preita ó rehu- 
sa su conformidad á que continúe aquel actuando en el pleito. Si 
el impedido fuere el juez^ y no hubiere la conformidad inaicada, se 
procederá á la elección del juez que ha de subrogarle, cuando no 
haya otro juez expedito en el lugar á quien compoita el conoci- 
miento de la causa. Al uno ó al otro se pasará sin demora el expe- 
diente original, Itotificándose á las partes en el tribunal, ó por me- 
dio de boletas, que se les entregarán, ó dejarán en sus casas, si no 
estuyieren presentes; y dichas partes están obligadas á ocurrir por 
sí ó su poder en el término de la distancia, y cuatro dias mas, ante 
el tribunal del juez (b) á quien se remita la causa. 

^ único. El juez subrogado puede devolver' la causa al juez 
que se haya creido. impedido cuando no encuentre fundada su inhi- 
bición; y en este caso se procederá de la manera que se dispo- 
ne en la ley (c) que trata de las competencias. 

Art. 99 Desde el dia en que se f ence el plazo de que habla 
el artículo anterior, la causa continúa sií curso, y corren los térmi- 
nos legales, aunque las partes no se hayan presentado ante el juez 
subrogado: y en las competencias de no conocer, (d) desde que el 
juez reciba el expediente devuelto por el superior, ó desde que el 

[a] La contradicción que snpone-^íste artículo es una ficclonlegal, la cual no 
obsta á que en cualquiera estado déla causa pueda la parte destruir esa ficción 
alzando el impedimento, y pidiendo la reversión del negocio al juez que se en- 
cuentra ya expedito, pues la jurisdicción del juez (jue subroga al que habia de 
conocer, es solo pdr el tiempo que estuviere impedido. Auto de la Corte Supe- 
rior del 3er. distrito de 11 dei Mayo de 1812 en la causa seguida á Ensebio 
Salas y otro por homicidio. 

[b] La jurisdicción que adquiere el juez que subroga al que, habiendo de co- 
nocer, ó estando conociendo, resulta impedido, es solo por el tiempo que dure el 
impedimento del juez á quien suple; y cesando dicho impedimento, no puede 
alegarse ejecutoria, ni sometimiento de las partes, para negar á estas la rever- 
sión del negocio al juez que se encuentra ya expedito. Auto de la Corte del 
Ser. distrito de 11 de Mayo de 1842 en la causa aegidda contra Eusebio Salas 
y otro por homicidio. 

Véase el art. 6. '^ de la Jey siguiente. 
Véase la ley siguiente. 
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que prctendia inhibirse desista de la competencia, teniendo el ex-* 
pedicnte en su poder. 

Art. 10, El apoderado de parte ausente, á quien no pueda 
aquel avisar oportunamente, debe ocurrir ante el juez subrogado en 
el desempeño de su encargo, y pyede sustituir su poder en perso- 
na de su confianza bajo su responsabilidad, aunque no esté cxpe- 
cialmtnte autorizado para ello, avisando inmediatamente & su cons- 
tituyente. 

Art. 1 LSi el impedido fuere el Secretario ú oti;o funcionario del 
tribuniíl, el juez de la causa nombrará un sustituto, y luego que 
haya prestado el juramento de desempeñar fielmente su oficio, lo 
cual se extenderá por dilijencia que firmará con- el juez y las par- 
tes, si estuvieren presentes, la causa continuará su curso, y se^ 
guirán corriendo los términos legales. 

Art. 12. Cuando se propone recusación, se Q^tenderá la dili- 
jencia bajo la firma del juez, . secretario y parte recusante, expre- 
sándose en ella todas las causas que se aleguen para la recusación, 
y el recusado comparecerá dentro de veinticuatro horas á inifor- 
marse de ellas, é informar al tribunal de lo que tenga por conve- 
niente para la averiguación de la verdad. Este informe (a) del re- 
cusado se pondrá en una diligencia que firmarán con él el juez, y 
Secretario y el recusante, si estuviere presente, é inmediata- 
mente se procederá á instruir las pruebas por el término de ocho 
dias para sentenciar la articulad^ al noveno. Pero si las partes 
renunciasen este término, y el juez no creyere necesario mandar 
evacuar de oficio alguna prueba, sentenciará dentro de veinticua- 
tro horas después del informe del recusado. 

Art. 13. Si el recusado fuere el juez mismo, extenderá su in- 
forme á continuación de la dilijencia de su recusación, y dentro 
de veinticuatro horas de haberse esta firmado,! remitirá el expedien- 
te original á la autoridad encargadadel sorteo del juez que ha de 
conocer sobre la recusación (b) 6 al juzgado á quien competa el 

[a] -Cuando ol juez recusado no residiere en oi lugar del juicio, como en el ca- 
so de ser comisionado, debe pedírsele por escrito el informe sobre las causas de 
la recusación, sin obligarle á comparecer. Auto do !a Corte del 86r> distrito 
de 2 de Junio de 1847 en la causa de Bernabé Alvarez por parrícidio. 

[b] No es regular ni c(»iforme á las leyes, que el juez recusado califique la 
causa de su recusación, dedarando inadmisible la inddencia sobre tal objeto; y 
aunque pueden presentarse inconvenientes, en caso de no ser legal aquella, ma- 
yores podrían seguirse de dejar á arbitrio d^ mismo juez recusado el dar ó no 
entrada á semejante insidencia. Auto de la Corte del 3cr. distrito de 22 de 
Octubre de 1817 en la cafsa contra Feliciano Landaeta por conatos de homici- 
dio. 
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conocimiento de ella, si hubiere otro expedito en él lugar. En 
el primer caso se extenderá en el mismo expediente la dilijencia 
de sorteo, antes de pasarle al juez designado por la suerte. 

Art 14. El juez, (a) k quien se pase el expediente, admitirá las 
pruebas que el recusante, d recusado, ó la parte contraria de 
aquel quieran presentar dentro de los ocho días, que correrán desde 
aquel en que reciba el expediente, y sentenciará el noveno (b). Pe 
ro si renunciaren aquel término, y el juez no juzgare conveniente 
mandar evacuar de ofício alguna prueba dentro de él, se pronim- 
ciará sentencia dentro de veinticuatro horas después de haberse 
recibido el expediente. El juez recusado no podrá ser obligado á con- 
testar posiciones; pero podrán exigírsele informes, que extenderá 
por escrito sin necesidad de concurrir ante el juez que conoce de la 
recusación. 

Art. 15. Cuando el tribunal declare con lugar la recusación, 
lo participará al juez recusado por ofício, en que insertará íntegra 
la sentencia, y remitirá el expediente á continuación á la autori- 
dad á quien corresponda hacer el sorteo para suplir al recusado. 
Cuando él mismo fuere el juez ordinario competente para conocer 
en lo "principal, retendrá el expediente^ (c) y la causa continuará su 
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faf Déla recusación do nn juez comisionado no pueác conocer sino el juez 
que coDOCo del negocio principal; y para que se admita, es necesario que haya 
causa legal justificada. Poilrá excusarse esta incidencia, habiendo otro juez 
expedito en el lugar en que haya de cTacuarse la comisión, como lo manifes- 
tó la Corte del 8er. distrito en providencia de 13 de Octubre de 1848 en el 
expediente seguido contra José de J. CastiUo y Ramón Brito por heridas con 
alevosía, á menos que por algún motivo, especial sea mas conveniente que de- 
sempeñe aquella el nombrado. Auto de la misma Corte de 29 de Abril de 
1843 en la causa seguida contra Bernabé Alvarez por parricidio, 

(b] Analizado este código en cuanto á términos probatorios, resulta que todos 
los artículos en este punto se remiten all.® ley 4.* t 1.® para los juicios ci- 
viles ordinarios, en- que ademas del termino de prueba, se da el de la distancia 
expresamente, circunstancia del todo suprimida ó silenciada en las exeepcio- 
nes dilatorias, secuestro judicial y arraigo, y en la recusación, sin duda por ser 
negocios muy breves que no piden larga ventilación por el gran perjuicio que 
se sigue á la causa principal; y si contra el art. 6. ® ley única 1. 11. que pro- 
hibe prorogar el término probatorio y otros lapsos después de cumplidos, se 
permitiera en recusación término do distancia, no hay duda que pudiese ha- 
ber prueba ultramarina, y de este modo, con malicia, ó sin ella, alargarse 
cuanto se quiera la determinación de la incidencia, lo que seria un absurdo. 
Sentencia del Presidente de la Corte del 3er. distrito en la recusación del Mi- 
nistro Canciller en el litis seguido por Francisco Codccido con Antonio Lo- 
vera sobre un interdicto. 

[c] Aunque OR un mismo proceso se esté siguiendo causa á varios, y se ha- 
ya intentado recusación por uno de ellos, no hay inconveniente, aun cuando se 
haya declarado con lugar la recusación; para que el Juez recusado siga cono- 
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curso. Cuando se declare sin lugar la recusación, se devolverá el 
expediente al juez recusado dentro de veinticuatro horas. 

Art. 16. Contra la sentencia que decide sobre la recusación 
no se admite ningún recurso, excepto el de queja para hacer efec- 
tiva la responsabilidad del juez. 

Artl 17. Desde que recibe el expediento el juez que ha de se- 
guir conociendo, la causa continúa su curso, y corren los término» 
legales, sin providencia ó decreto del juez. 

Art. 18. La recusación del juez, conjuez ü otro funcionario 
puede hacerse en cualquier estado de la causa, antes del dia en que 
deba verse esta, y oirse el último informe para su determinación. 
Llegado este dia, no se admitirá la recusación por ningún motivo, 
quedando á las partes el derecho de acusar al majistrado 6 funcio- 
nario que hubiere intervenido en la causa con impedimento legal 
á sabiendas, sin haberlo manifestado, eqmo es su deber. 

Art. 19. Ninguna parte podrá hacer mas de tres recusa9Íones 
en una misma instancia comprendidas todas sus incidencias, ni in- 
cluir en una recusación jueces que no estén conociendo actuahoen- 
te de la causa ó incidencia; pero tendrá siempre expedito el recursa 
de queja para que se haga efectiva la responsabilidad del juez que, 
teniendo impedimento para conocer, no le haya manifestado con 
arreglo & esta ley. 

Art. 20. En la recusación de un Ministro, juez, 6 conjuei co* 
nocerá el Presidente del tribunal, y este mismo conocerá en la de 
los demás funcionarios del propio tribunal. 

Art. 21. De la recusación del Presidente de un tribunal, .co- 
nocen los demás ministros ó conjueces de. él por el orden de sus 
nombramientos, y si ademan del Presidente fueren también recusa- 
dos otros ministros ó conjueces, los ministros ó conjueces expedi- 
tos conocen por su orden de todas las recusaciones. 

Art. 22. Para conocer de la recusación de los ministros de las 
Corees, cuando todos los demás ministros, fiscales, ó conjueces es- 
tuvieren recusados ó impedidos, se sacará por la suerte, á presen- 
cia del tribunal y de las partes que quieran concurrir, de una ur- 
na, que por lo menos contenga un numero triple, el de la persona 
que naya de decidir de la recusación, ó recusaciones pendientes. Si 
sobreviniere algún impedimento insuperable para que la persona 



eiendo de la cansa de los correos; y en el caso de admitida la recnsacion, el juez 
subrogado dejará testimonio de lo perteneciente al recusante, y remitirá a! 
juez recusado los autos originales para que prosiga con los demás acusados. 
Auto de la Corte del 3er. distrito de 14 de Noviembre de 1846 en la cauisa 
contra Agapíto Medina y otros por falsedad. 
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designada de este modo pueda conocer áe^ incidencia, se repe- 
tira la misma operación hasta que haya la persona hábil para co- 
nocer. 

Art. 23. A este fin las Cortes en los primeros quince dias del 
mes de Enero de cada año designarán por un acuerdo doce abogados 
de los que se hallen expeditos en el lugar, entre los cuales deberá 
tirarse la suerte. Si por algún accidente resultaren impedidos para 
conocer de la causa algunos de los designados, de modo que no 
quede expedito el número triple de que habla el art. 22 para tirar la 
suerte, se completerá este numero por nueva elfccion entre los 
ministros naturales del tribunal. 

Art. 24. Por falta de abogados expeditos en el lugar se ha- 
rá el nombramiento en individuos que tengan las cualidades de 
Representantes en las Cor^s Superiores, y de Senador en la Cor- 
te Suprema. ^ 

Art. 25. Declarada con lugar la recusación en los casos de los 
tres artículos anteriores, se repetirá la operación prevenida en 
ellos para designar á los que han de subrogar á cada ministro ó 
conjuez recusado. La designación de los que han de subrogará los 
ministros impedidos cuando no quede alguno expedito, se hará con 
arreglo á lo prevenido en dichos tres artículos. 

Art. 26. Para conocer de la recusación del juez de provincia, 
se cacará por la suerte uno de la lista que haya formado la Dipu 
tacion provincial para la elección de aquel, cuya operación se prac- 
ticará ante uno de los jueces de parroquia de la capital. Cuando 
de dicha lista no quedaren tres hábiles para ser insaculados, 
se completará este número por el Gobernador de la provin- 
cia, á excitación del juez de parroquia encargado del sor- 
teo. En la capital de la Kepdblica solo tendrá esto lugar si los dos 
jueces quedaren recusados 6 impedidos, pues cuando lo sea uno 
solamente, conocerá el otro. 

Art. 27. Al juez que conozca de estas causas por haberse de- 
clarado con lugar la recusación, se le abonarán los derechos que de- 
venga por el arancel judicial; los cuales se pagarán del ramo de mul- 
tas y condenaciones que se aplican al tesoro público por las leyes 
de procedimiento, siempre que el recusante sea pobre de solemni- 
dad. 

Art- 28. De la recusación de un juez de paz cuando los dos 
de la parroquia estén impedidos, conocerá el juez de paz ó de par- 
roquia mas inmediato de la misma provincia. 

Art. 29. Cada una de las partes tendrá derecho de recusar do9 
abogados, cuando estos sean nombrados para consultar, <* sin ex- 
presar causa alguna," con tal de que use de este derecho dentro de 
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veinticuatro horas de liecho el nombramiento. Cuando la recusa- 
ción se haga con causa, en cuyo caso podrán recusarse todos los 
que se presentaren, se observarán los trámites que la ley designa 
para la recusación de los jueces, conociendo de la recusación el 
juez de la causa. 

Art. 90. Declarada sin lugar la recusación, el recusante pa- 
gará ^'si la cau^ de la recusación no fuere criminosa,*' la cantidad 
de veinticinco pesos; y si fuere criminosa cien pe30s. Si no tuvie- 
re con que pag^, sufrirá en el ultimo caso una prisión por diez dias, 
y quedará siemfíre responsable de la suma de veinticinco pesos 
para el tesoro público. Guando la causa de la recusación fuere 
criminosa, el juez tiene el derecho de exigir la competente satisfac- 
ción en juicio separado; pero si usare de este derecho, se abstendrá 
de conocer en la causa en que fué reci|^do. 

Art. 31. El orden de proceder que se ha establecido para las 
recusaciones, se ol)servárá en todos los tribunales que no tengan 
un procedimiento expecial, sin excepción alguna. 

LEY in 

DE LAS COlUPETÉNClAS. >^ 

Art. 19 El Juez (a) ó tribunal que pretenda la inhibición de 
otro juez (b) ó tribunal para conocer de una causa, le pasará oñcio 
manifestándole las razones en que se funda, y anunciándole la 
competencia, si no cede. "* 

[a] 1. * Véanse los artículos 8. ® y 9. ® de la ley 2. * 1. 1. ^ de este Código 
que hablan del tribunal ante quien debe entablarse el juicio, pues si ante él 
no se hiciere, podrá suscitarse la debida competencia. 

2.* Esta articulación, en que tienen interés las partes cuando se trata de 
jurisdicción, puede intentarse y susdtarse jwr los jueces por medio de oficios, 
adhiriéndose aquellas, ó por las partes como principales. Véase él Conde de 
la Cañada Rec. de fza. part. 3. * cap. 2. ^ núm. 3Q al 86. Esto es, excifendo al 
juez competente á que promueva dicha competencia, para los efectos indicados 
•en la ley 1,« 12.^ 

[b] Por la atribución 15. * art. 2, ® ley 1. * del Código de tribunales, san- 
cionada en 21 de Febrero de 1850, compete ala Corte Suprema ''dirimir la» 
competemcias entre las Cortes Superiores, y entre estas y los jueces de sus res- 
pectivos distritos." ^. 

Contrayéndose dicha Corte Suprema al ejercicio de la atribución 8. * que le 
da el art. 147 de la Constitución, de la cual no viene á ser otra cosa la expre* 
sada atribución 15. ^ del referido Código orgánico, que uña explicación, dijo: 
" Los tribunales o juzgados sujetos á la jurisdicción de las Cortes Superiores 
no pueden suscitarles contienda sobre competencia. Lá atribución 8. ^ que por 
el art. 147 tiene la Corte Suprema, está reducida, en su última parte, al caso 
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Art. 29 Si el juez ó tribunal requerido, quedare convencido 
con las razones del requirente, se dará por inhibido del conoci- 
miento dq la causa, y le remitirá todo lo obrado en el asunto en el 
estado que tuviere, dentro de veinticuatro horas, con citación de 
las partes. 

Art. 39 En el caso contrario, acusará dentro de las veinticua^ 
tro horas el recibo del oficio del requirente, y dentro de otras vein- 
ticuatro, expondrá las razones ó fundamentos con que contradice, 
y aceptará la competencia. 

Art. 49 Con esta última contestación se dará por preparada y 
suficientemente instruida la competencia, y sin permitirse otra ac-> 
tuacioUt se rejnitir^ desde luego al juzgado que deba dirimir la 
competencia/la actuación original que respectivamente hubiere 
formado el tribunal que la promovió, y ^ que la haya aceptado. 

Art. 59 Desde que el tribunal ó juess requerido reciba el aviso 
de la competencia, suspenderá el procedimiento en el asunto prin* 
cipal, y en caso contrario, se declarará por el superior nulo todo lo 
que obrare durante la competencia, y se le condenará al pago de 
los perjuicios que hubiere causado, y á una multa que no exceda 
de doscientos pesos, ni baje de denfo, aplicada á gastos de justicia. * 

Art. 69 En los casos de inhibición^ si el juez 6 tribunal á 
quien corresponda suplir al inhibido» no encontrare fundada la inhi- 
bición, podrá devolver la causa, ó excusarse dentro de veinticua- 
tro horas, expresando las razones que tenga para ello. Si no pare- 
cieren suficientes estas razones al juez ó tribunal que pretenda inhi- . 
birse, este expresará dentro de otras veinticuatro horas nuevos 
fundamentos; y si estos no persuadieren al juez o tribunal llamado á 
subrogarle, manifestará este su, juicio dentro de un término igual, 
y remitirá el expediente original al superior á quien toque dirimir 

en que las Superiores, reclamando para si el conocimiento de alguna <^tisa, se 
constituyan en tríbunales competidores con algún Juez 6 tribuniu especial que 

/ DO esté sometido á su jurisdiocion-en su distnt^, ó ogü algún Juzgado de otro 

distrito, tampoco sujeto á su jurisdicción. Acuerdo de la Corte Suprema de 11. 
de Abril de 1844. G. de V. núm. 696." 

Verdad es que habiendo* el Poder leg^lativo Qjado. de la manera que lo ha 
hecho, la inteligencia de la enunciada atribución conswncional, el acuerdo del 
tribunaKsupremo ha caducado, por estar en oposición' con aquella. Pero pare- 
ciéndonos mas tacional y conforme á la jerarquía judicial, cuyo sostenimiento 
demandan la mifona brevedad y rectitud en laadministracion de la Justicia, la 
doctrina asentada por el supremo tribunal, que la disposición le^ últimamen- 
te sancionada, nos permitimos llamar la atencion~de nuestros Icgisfiídores so- 
bre el particular, por si, mereciendo acalda esta nuestra indicación, creyeren 
útil la reforma de la ley en estaparte* 

» / 
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Ifts competencias, dando aviso al otro jaez 6 tribunal para que remi« 
ta por su parte la actuación que exista en su poder. 

Art 79 Tanto en las controversias de conocer, como en lasí 
de no conocer, recibidas por el superior á quien corresponda las ac- 
tuaciones de los jueces competidores, se determinará la competen- 
cia dentro de veinticuatro horas, con preferencia á todo otro 
negocio. 

Art 89 La determinación del juez de la competencia, se 
pronunciará sin citación ni informes; y se dirimirá aquella única- 
mente por lo que resulte de los autos remitidos por los tribunales 
que la han sostenido. 

Art 99 La determinación se comunicará de oficio inmedia- 
tamente á dichos tribunales; y no habrá lugar & ningún recurso, 
excepto el de queja, para hacer efectiva la responsabilidad del juez. 
. Art 10. El juez ó, tribunal qué hubiere sostenido una compe- 
tencia manifiestamente infundada, será condenado á resarcir los 
daños y perjuicios que hubiere causado, y á una multa que no ex- 
ceda de cien pesos para gastos Me justicia. 
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DEL SECUESTRO JUDICIAL T ARRAloa* 

'Art. 19- En cualquiera estado de la causa, constando la deuda 
y obÜgacion á los menos por información sumaria, el demandante 
puede pedir el secuestro o embargo judicial: primero, cuando sea 
dinero, frutos ó alguna cosa mueble lo que se litiga, y no tenga 
responsabilidad el demandado, 6 se tema fundadamente que la 0- 
culte 6 desmejore: segundo, (a) cuando el marido ipalgastala doter 
ú otros bienes de su mujer: tercero, (b) cuando un hijo desheredado 
por su padre ó madre pide la parte de los bienes que le tocan: cuar- 
to, cuando se litiga sobre herencia entre coherederos: quinto, cuan- 
do la posesión de la cosa en litigio está dudosa: sexto, cuando, no 
estando dudosa, reclaman la propiedad de ella dos ó mas personas 
con títulos igualmente auténticos: séptimo, cyuando dada sentencia 
definitiva contra el poseedor de la cosa litigiosa, este apela de ella, 

4 [a] Cuando el inarídp malgasta sus bienes de modo que viene á pobreza 
pbr su culpa, en cuyo caso puede la mujer pedir al juez que le haga entregar 
su dote y demás que le pertenezca, ó bien que se ponga en manos de persona, 
segura que la administre, y dé los frutos á ella 6 á su marido. Escriche, palabra 
"Secuestro." 

[b] En este caso tercero se habla del hijo desheredado, y no del preterido sin 
justa cansa, que se halla en el mismo caso. Tap. lib. 3. ^ t. 2. ^ cap. 5. núm. 81 
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y ño da fianza (a) para responder de la misma cosa y sus frutos, 
aunque sea inmueble. 

Art. 29- En cualquiera caso y estado del pleito, en que se te- 
iñÁ fundadamente la ausencia ó fuga de la persona demandada, 
puede pedir el demandante que se arraigue en el lugar^el juicio; 
y el juez lo determinará así. El arraigo impone la obligación de pre- 
sentar bienes propios 6 de un fiador por el valor de la cosa deman- 
dada, hipotecándolos de esta manera, para responder de las resul- 
tas del pleito, bajo la pena de prisión. 

Art. 39. El demandado podrá pedir que el demandante afiance 
las resuhas del pleito, siempre que se teñía fundadamente su au- 
sencia fuera de la Repüblifca. 

Art. 49 No se decretará el secuestro judicial niel arraigo, ó de- 
berá alzarse, si estuviere decretado, cuando el demandado diere fian- 
za á satis^ccion del demandante de pagar con arreglo ala sentencia. 
Si el demandante no tuviere razón para desechar la fianza presen- 
tada, el juez le declarará temerario, y por suficiente la fianza para el 
efecto de alzar el secuestro ó arraigo. Lo mismo se practicará res- 
pecto de la fianza del demandante en el caso del artículo anterior. 

Art 59 La articulación sobre secuestro judicial ó arraigo se 
decidirá en la misma sesión en que se proponga, á menos que, no 
estando presente el demandado, y considerando el juez necesaria su 
audiencia, se le mande comparecer. 

Art. 69 Cuando se mande comparecer al demandado, se le cita- 
rá para la primera audiencia por medio dé boleta en (jae se e^prct- 
sará el objeto de la cMacion. ' 

Art. 79 Si hecha la citación, el demandado no se presentare al 
siguiente dia, sin acreditar legítima causa, el juez decidirá lo que 
creyere justo, en vista de las razones y fundamentos justificados de 
la solicitud del demandante. 

Art. 89 Si el demandado pidiere término para probar, se le 
concederá el de ocho diás, de que podrá servirse también con el 
mismo objeto el demandante; y al noveno (b) se sentenciará la articu- 

dice: " que cuando el hyo pretendo 5 desheredado injnstaíttente pretende su le- 
gitima, si el hermano instítuido único heredero se resiste á entregársela con 
8US fratos, puede pretender que hasta que se efectúe la división, se depositen 
todos los bienes partibles de que el hermano está apoderado"j y no hay razón 
para que no suceda lo mismo en Venezuela. 

[a] No debe procederse en este caso al embargo de la cosa en tanto que no so 
inüme á la parte la prestación de la fianza para responder de la cosa y sus fru- 
tos, pues de lo contrario, será nulo el embargo. Sentencia de la Corte del 2. ® 
distrito del Centro en la causa seguida entre Marcelino López y José Romero 
sobre cobro de pesos, como precio de la venta de una posesión de tierras. 

[b] Véase lo dicho en U nota al art. 14 ley 2 1 2. ^ sobro el término de prüe- 
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lacion. Entre tanto la cosa litigiosa «e pondrá en depósito, si la so^ ^ \^ 

licitud del demandante estuviere justificada. La sentencia se Ueva^ •. v« 

rá á efecto, sin admitirse contra ella recurso alguno, quedando á v < 

las partea el de queja para hacer efectiva la responsabilidad del > \ 

jae25. •»- ^ 

Art V^ Esta incidencia 6 articulación no suspenderá el pro^ ^ - 

cedimiento * en lo principal, á menos que esté pendiente cuando . V x 

concluya el término probatorio, pues en este caso no se procederá \: ^ 
á examinar las pruebas, ni á dar sentencia en lo principal, hast» 
que se libre la que cocresponda sobre esta incidencia; 
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/ds la txrcería. (*) 

Art. 1^ Siempre que un tercero solicite ser preferido al de- 
fnandante en la solución de su crédito, ó alegue ser suyos los bie- 
nes demandados, ó embargados, 6 que tiene derecho á eUos, deberá 

[*] Los autores distinguen dos clases de terceros opomtores: una de los que sa- N ^ < 
leu coadyuvando el derecho del actor, 6 del reo.; y la otra de los que se opa* v ^ s^ 
nen por él suyo privativo, é intentan excluir no 'solo el derecho del actor, sino ^ :;^ 
tmbioi ^ del leo. Los de la 1. ^ clase se llaman terceros coadyuvantes, y los de \ 
la 2.^ exduyentes. 

Sin embarga de que esta ley 5. * solo se hace cargo de la última dase, y no t' 

de los terceros coadyuvantes, nos parece conveniente expUcar la naturaleza 
de estos. 

Los terceros coadyuvantes se subdividen en vatiaS clases. La 1. ^ clase es de 
agoéUos terceros ^ue ti«nen una misma acción in solidvMj ó la propia defensa ^ 
que con anticipación han producido las partes que litiean. La 2. * clase es de los '^ 

que tienen su aodon independiente y separada de b que han promovido las 
partes en el juicio pendiente, aunnne la de estos y la del tercero procedan de ^ ^ 
una misma causa y origen. En la S. ^ clase estaran los que tienen acción ó de^ ' ^ 
Jecho de segundo orden, y quieren venir al juicio entablado ya por aquellos á . N.\ 
quienes toca en primer lu^ el uso de la acción, o defensa que quieren coadyu- ' V 

var por su propio interés los terceros opositores. Y en la 4. >* se comprenderán 
los que teniendo el primer lugar en el uso de la acción, 6 de la defensa de lo que 
■edlq^uta en ¿juicio, quieren venir al que han promovido los interesados de 
segundo orden, ya lo Ipgan con noticia de los primeros, 6 ya sin ella. £1 Conde 
de la Cafiada juic. dv. ^rt. 2. ^ cap. 8. ^ aum. 10. • 

Para conocer los terceros exduyentes usa Govarrubias en el cap. 14 de sus 
Prácticas núm* 4; ^ de un ejemplo, por mas frecuente en los tríbmudes, que se 
reduce á que pretendiendo el acdx>r se dedare á su favor el dominio de los bie-^ ^ 

lies de que otro tiene posesión, condenándole á su restitución con los frutos, 
viene á este juido praáiente otra parte oon igual pretensión de dominio y resti< > ' 
todcm, exduyendo neoesariamento la intendon de los dos que litigan; pues co- ^' 

mo el dominio de las cosas no puede estar á un mismo tiempo en dos 
penonasi se intentan azdnir los litigantes, poique cada uno BoUcita ser dueño 
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f nieducir ésta solicitud por escrito (a) ante el juez de la causa en pri- < ^v ^ 
^\ / mera instancia, expresando las razones ó fundamentos ^n qifie la X~ 
y i apoye. De este escrito se dará copia á las partes, que deberán pre- ^ ^ * 
^ ' sentarse dentro de los seis dias siguientes á contestar verbalmente ^ ^ 

en el tribunal; y se practicará lo que queda establecido en la ley 
\ , tercera del título primero para la contestación y conciIiacio^. Si 
^ : no se lograre esta, y cualquiera de los interesados manifestare la 
; necesidad de hacer prueba, se instruirán en el término, y de la ma- 

V ñera prevenida en la ley cuarta del citado título. 

Art. 29 El juicio de tercería se instruirá y sustanciará en cua< 
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Kderno separado, y no suspenderá el curso de la demanda principal, 
si se hubiere promovido durante la primera instancia de esta, mién- 






tras no se halle en estado de sentencia; pero llegado este caso, se ^ 
esperará á que concluya el término de las pruebas de la tercería, 1^ 






^ y para que se examinen el mismo dia las de ambos expedientes; y 

^ un mismo pronunciamiento (b) abrazará ambas demandas; síguien- ,. - 

^', ^ do desde entonces unidas para las ulteriores instancias. \^ 

\j; N;^ ■ Art. 3^ Si eLtercer opositor se presentare después de la scn- 

c ^^^ ^i tencia de primera instancia, se suspenderá la ejecución de la últi- 

^V ma sentencia en todo lo que sea relativo al reclamo de dicho oposi- "^ <. 

tor, y se estará á lo que sobre el particular se decidiere en el jui- 

"^C cío de tercería. 
\ Art. 49 Si el tercer opositor se presentare después de una 
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nóm. 41. 

£n la misEBoa clase de opositores excluyentes deben coDsideiarse los que ven- 
^- gan al juicii^ pendiente?, aunque el derecho que se propone, sea dirijido á la po- \ 

sesión de los bienes, ó á la preferencia en ellos, y en el pago de los créditos 
^; personales; pues aunque sea cierto, y confiesen las partes la legitimidad de sus 

^' \ ^'^ respectivos créditos, si se intenta hacer el pago á uno de ellos, ó lo solicita en el > v 

juicio pendiente, puede venir á él cualquiera otro acreedor, exduyéndo la ^ 
» ^ *> preferencia del que la solicita. Conde de la Cafiada lug. cit. núm. 42. 

^ [a] Cuando sea el juez de parroquia, ú otro inferior el que deba conocer de ; 

' la incidencia de tercería, por estar conociendo de la causa prindpal, deberá ob- ^ - 

servar en esta los trámites prescriptos por la ley para las demandas de que es 
^^ .. competente, «tendida Im cuantía, respecto del modo de proponerla, deltér- ^ \ 

.. ^ - mino de prueba y de la alzada; pues cuando este articulo oraena que la terce- v 

ria se proponga por escrito, y se observe el procedimiento estat>lecido én las le- r *' 
yes 3. * y 4.^ del 1. 1. ® de este Código, se contrajo únicamente al easo en v^ 
que conociera como juez de la causa él llamado de 1.^ instancia. Acuerdo 
de la Corte Suprema de 8 de Diciembre de 1847. 
i . \. [b] Nuestca ley ha resuelto varias cuestiones que ajitaron los prácticos espa- *' 

,, ^. fíales sobre si el tercer opositor debia ó no tomar ki causa en el estado en que "^ ■ 

se hallaba, ó si debia suspenderse el Curso de elhk, según puede verse sefialada- 
mente en el Conde de la Cañada; juic. civ, part. %. ^ cap. 8. ^ núm. 3. ^ 
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sentencia ejecutoriadaí con documeoto que tenga fuerza ejecutiva^ 
>> bienifiea ante el jue2 de la causa, 6 ante otro juez mero ejecutor, 
se suspenderá la ejecución de aquella, (a) hasta gue se haya deci- 
^ dido en Cdtima instancia sobre la tercería. Si no produjere docu- 
mento que tenga aquella fuerza, (b) no se suspenderá la ejecución 
>; »^ . de la sentencia; pero se sustanciará y sentenciará esta incidencia 
para la devolución de los bienes, pago ó indemnización por quien 
fuere obligado s^gun derecho. Esto no impide la solicitud de se- 
cuestro judicial ó arraigo que el tercero puede hacer en .los casos 
19 y 6? del artículo 1 9 de la ley cuarta del título segundo. 

LEY VI. 
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DE LA CESIÓN PE BIENES. 

Art. 1^ La cesión de bienes (c) puede intentarse en cualquier 
estado de la causa, estando el deudor demandado. Y siestuyiese 
preso en razón de deuda que no proceda de delito, será puesto en li- 
bertad, luego que los bienes cedidos se hayan depositadle. 
"^ Art. 2^PaLTñ intentarla cesión de bienes, presentará el deudor 

anteeljues de primera instancia de su domicilio una lista exacta 
de todo lo que posea, incluyendo sus derechos y acciones (á excep- 
ción de aquellos derechos meramente personales, y que por su na- 
turaleza no pueden trasmitirse á otros) y otra lista (d) de todos sus 
acreedores» y el lugar de su residencia. Si no tuviere mas que un 
acreedor» lo manifestará así; ' 

[a] En cualquiera estado de la cansa ejecutiya, aunque sea después de la sen- 
tencia de remate, con tal que no se haya hecho pago al acreedor, ni dádole 
posesión de los bienes, puede salir al juicio un tercer opositor, y debe admitír- 
sele la oposición, y suspenderse la ejecución siempre que presente el documen- 
to exigido por este articulo. 

[b] Aunque la mujer, durante el matrimonio, no puede pedir su dote ni bie- 
nes al marido que sin culpa suya viene á pobreza, segi^m la ley 29 t. 11 P. 4. «^ 
sin embargo, puede pedirlos, cuando aquel es ejecutado á pedimento de otro 
acreedor, con el objeto de oponerse á la ejecución, y conseguir el pago. Curia, 
part. 2. * ^26 núm. 7. Y la mujer que se opone por su dote, que consta de 
instrumento 6 solo de testigos, suspHBnde la ejecución en atención sA derecho de 
prelacion que tiene, aunque no presente el documento ^ecutivo qu^ exige este 
articulo. Curia, lug. cit. núm. 11. 

[c] Ninguno pu^e renunciar este beneficio, y aunque lo renuncie conju- 
ramento, no (vale. Esta opinión como^uitativa y humana, es la mas corriente 
V segura^ y como tal debe seguirse, sin embargo de otras que hay en contrarío. 
Tapvi lib. 8. ^ t. 4: ® cap. 1. <=> núm. 7. ^ Domínguez, ilust. ¿ la Curia, citan- 
do á muchos, part. -2. * ^ 26 núm. 6. 

[d] Es requisito previo en los juicios de cesión de bienes que el cedente 
ó coocoTsaiUbe presente lista de todos sus acreedores, con expresión de la canti- 
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Art. 39 £^ juez, luego que de pftlabra 6 por escrito le manifieste 
d deudor que hice cesión de bienes, y le presente las listas preve- 
nidas , decretará de oficio el secuestro y depósito de los bienes 
comprendidos en la cesión, y mandará vender en pública subasta, 
ó por encargo á persona de responsabilidad y confianza, con cuenta 
y razón, á precios corrientes de plaza, los efectos expuestos á cor- 
rupción. 

Art. 49 Por el mismo decreto mandará citar (a) á todas las 
personas comprendidas en la lista de acreedores; para que se pré* 
senten en el tribunal en el término de quince dias con los docu- 
mentos que justifiquen su derecho. Este decreto se publicará por 
carteles y por la imprenta si fuere posible. 

Art 59 Las citaciones se liarán de la manera establecida en la 
ley segunda del título primero, que habla de la citación de los de- 
mandados; y si los acreedores ó alguno de ellos estuvieren ausentes 
del lugar del Juicio, se les concederá, á mas del término de quince 
dias, el de la mayor distancia, que el juez señalará necesariamente. 
Cuando los acreedores ó alguno de ellos se hallaren fuera del ter- 
ritorio de la República, se les nombrará un defensor, si no tuvieren 
derechos opuestos; y si no pudieren representarse por uno solo, se 
nombrar&a los necesarios. En ainbos casos se emplazará á los de- 
fensores, y se les recibirá juramento de desempeñar fielmente su 
encargo, dentro del término de las citaciones. 

Art 69 Se reunirán en el tribunal todos los acreedores pre- 
sentes, y Iqs defensores de los ausentes, el mismo diá designado 
por el juez, que será el último del término concedido, ó el inme- 
diato hábil, si aquel fuere feriado. El juez señalará también la ho- 
ra de la reunión, cuya noticia se dará á los interesados al hacerles 
la citación; 



dad que á cada uno debe, para qne, cotejadas las deudas con el valor de sus 
bienes, se venga en conocimiento de que estos no son suficientes á la satisfac- 
ción de aquellos, y precaver que el concurso no sea malicioso, fraudulento y 
simulado, como lo afirma &üg. part. 1. * cap. 1. ^ núm. 21 del laberinto de 
acreedores, y lo mismo habia £cho antes el Cancerio en la part 2. * cap. 9. ^ 
núm. 29 de sus varias resoluciones. Llamas y Molina en su comentario a la 
ley 30 de Toro núm. 6. <=> 

(a) Debe citarse á todos los acreedores, porque la división hecha sin esta 
circunstancia es nula, en atención á que este juicio es individuo é inseparable 
por su naturaleza, y se debe seguir y terminar entre todos los participes. Aií 
es que, aunque el concursado exprese que no tiene mas acreedores que los d& 
la lista, conviene publicar por la imprenta el decreto citatorio, para que si acaso 
se ha olvidado alguno, como suele suceder, uo pueda alegar nulidad del proceso, 
ni molestar á los compradores de los bienes cedidos. Tapia, lib. 3. ^ t. 4. ^ 
cap. 1. ^ níuQ. 10. 
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Art. 79 £1 defensor de ausentes tendrá tantos votos cientos 
sean los acreedores que represente. 

Art 89 Si no concurrieren todos 6 la mayor parte de loé a- 
creedores, se diferirá la reunión por ocho dias mas, y los que no se ha- 
yan excusado con causa justificada, pagarán una multa de* JBÉ^ti- 
oinco pesos para gastos de justicia, y qu^^r&n responsaUe^^M^er- 
juicio que la demora cause á los concurrentes, si estos lo re^^ma- 
ren. Al octavo dia de la proroga se reunirán los acreedores, y cual- 
quiera que sea el número que asista á esta reunión, constando ^ue 
los demás han sido legalmente citados, se estimará sufícieiite^ara 
deliberar en todo lo relativo al objeto de su concurrencia. ^R no 
comparecientes, aunque podrán asistir después al juicio, noNÜsIQ^án 
derecho para reclamar contra lo que se^ hubiere hecho en sií au- 
sencia ■ ' , 

Art 99 Reunidos los acreedores, se procederá en la fomfia si- 
guiente: el secretario dará lectura del libelo del deudor, si lo hubie- 
re presentado, y de las listas de bienes y deudas. Luego informará 
el mismo secretario de las disposiciones acordadas por d tribunal 
para el secuestro y depósito de los bienes, 6 su ven¿ en el caso de 
que habla el artículo 39 de esta ley, y délos resultados que aquellas 
hubieren tenido. Los acreedores en seguida, y por el orden de la 
lista respectiva, pondrán en manos del juez el documento 6 docu- 
mentos que legitimen su crédito, y por el mismo orden se irá dando 
lectura de ellos por el secretario. "Éstos documentos serán vistos y 
reconocidos por todos los interesados, finalizada su lectura, proce- 
diéndose en ello con orden, moderación y silencio. Cuando el juez 
crea haber dado suficiente tiempo para esta operación, invitará al 
deudor, si estuviere presente, para que exponga lo qu'e crea condu- 
cente al objeto de su solicitud; y concluida la exposición de este, 
invitará también á los acreedores uno á uno, y por el orden referido, 
á que maniñestensu determinación respecto de la cesión, y las tachas 
ú observaciones que tengan que hacer sobre la legitimidad de los 
créditos (a) de los demás acreedores. El secretario recogerá las opi- 

(¿) La confesión ó el reconocimiento que haga el concursante obra .solo con- 
tra él, mas no en perjuicio de los demás acreedores, cuando por otra pfrte el 
documento sea privado, y esté destituido de todo adminículo legal. Doctrina 
ratificada en sentencia de la Corte del 8er. distrito de 2 de Agosto de 1837 en la 
causa entre Juan Antonio y Luis Ochoa con Francisco Ochoa, sobre intereses. 

La doctrina anterior del tribunal superior está perfectamente de acuerdo con 
la de Salgado, laber. deacreed. part. 2. * cap. 30 n. 77, donde asienta, hablando del 
juicio de espera,, " que los créditos deben constar por instrumentos legítimos, 
pues no basta la confesión del deudor, ni el reconocimiento de su vale ó escri- 
tura privada, porque estos acreedores no pueden perjudicar, á los que por me- 
dios legales acreditan la legitimidad de sus créditos'' 
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niones sobre ambo^'puntos, á medida que se fueren emitiendo, y la» 
publicará en el misqao orden,, reduciéndose & los términos mas cortos 
posibles, y los que no estuvieren conformes con lo que hubiere escrito 
el secretario, podrán hacer las correcciones que quieran antea 
de oirá otro de los concurrentes. Al ñn se publicará por el mis- 
mo funcionario, por cuantos votos se admite ó se rechaza Ja ce- 
clon, cuales son los créditos tachados, y cuantos votos se han 
reunido contra oada uno de estos. 8i el número ó la cantidad 
de los créditos tachados, es inferior al numero ó cantidad de los 
créditos admitido!, y no concurriere alguno de los casos pre- 
vistos en el artículo 18 de esta ley, la cesión queda por el mis- 
mo hecho también admitida, y se emplazará á los acreedores dis- 
cordes sobre la legitimidad¿e sus créditos para la conciliación den- 
tro de tercero dia; pero si fuere al contrario, se suspenderá la ad- 
misión de la cesión hasta la conclusión de la controversia en todas 
sus instancias, y se emplazará para la conciliación á las partes dis- 
cordes, después de haber firmado todos con el juez y secretario 
la acta, que extenderá este último. 

Art 10 Para la conciliación de los acreedores discordes se oirá 
primero á los que haU tachado los créditos, después al deudor, si 
hubiere concurrido, y últimamente á los que sostengan la legitimi- 
dad de dichos créditos. £1 jue^ procurará el avenimiento de las partes, 
sin manifestar opinión sobre sus derechos, y si no pudiere lograrse 
después de una discusión suficiente á su juicio, terminará el acto ha- 
ciendo redactar por el secretario los fundamentos ó razones ale- 
gadas en pro y contra, firmando con él y dicho secretario todos los 
presentes. Si se lograre la conciliación, se expresará esto solo ' en 
la acta, y los créditos tachados se. entenderán por el mismo hecho 
admitidos. En esta conciliación no es permitido estipular condicio- 
nes que no cedan en beneficio de todos ios acreedores generalmente. 
Art 11 Cuando los acreedores discordes no . quedaren ave- 
nidos, podrán instruir las pruebas que les convengan, dentro 
de los treinta días siguientes, y se observará lo prevenido en la 
ley cyarta del título primero, hasta poner el asunto en estado de 
sentencia, que se pronunciará el mismo dia en que concluya aquel 
término, observándose lo prevenido en los títulos tercero, cuarto 
y quinto. 

' Art 12. Biempre que la controversia de los acreedores ño ha- 
ya impedido la admisión de la cesión, aquella se sustanciará y de- 
cidirá en todas sus instancias, si no hubiere conciliación, por los 
mismos trámites prevenidos en los artículos anteriores. 

Art. 13. Admitida la cesión, los acreedores, bien en la misma 
reunión en que se haya admitido, ó en otra que acordará el juez 
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cuando haya concluido la controversia de que habla el artículo 10 
de esta ley, y para la cual serán citados tres dias antes, podrán pe- 
dir nuevo depósito en persona íle la confianza de la mayoría de 
los concurrentes, sin necesidad de expresar causa para la remoción 
del depositario nombrado por el juez, y establecerán eJ orden de los 
pagos según la preferencia de cada crédito. Si no estuvieren todos 
de acuerdo sobre la graduación de dichos créditos, el jue^ la hará 
dentro de veinticuatro horas. " 

Art. ,14. Finalizadas todas las controversias, se procederá al 
justiprecio de los bienes cedidos, y se sacarán á remate, vendiéndo- 
se (a) coníbrme á lo dispuesto en la ley primera del título séptimo. 

Art 16. Silos acreedores ó alguno de ellos prefirieren tomar. 
los todos 6* una parte por su justiprecio! antes del remate, 6 por las 
dos terceras partes de su valor, si sacados dos veces á la venta pú- 
blica, no hubiere quien ofreciere mas, se lel^ adjudicarán en estos 
términos, y el producto* se aplicará al pago conforme á la gradüa- 
cioa de los créditos. 

Art. 16. Para que las resoluciones de los acreedores tengan 
efecto, se requiere que la mayoría de las personas concurra con la 
mayor cantidad de créditos, sin contarse con los acreedores ó defen- 
sores de los ausentes que no hayan concurrido, ni con sus créditos; 
pues en caso contrario, el juez, oidas his razones que se aleguen 
en iavor 6 en contra, decidirá lo que haya de efectuarse sin ape- 
lación ni recurso alguno, excepto el de queja para hacer efectiva 
su responsabilidad. 

Art 17. La cesión de bienes suspende el curso de cualquiera 
causa en que se proponga; pero si no fuere admitida, se continuará 
cuando la declaratoria de inadmisión quede ejecutoriada. 

Art. 18. Si los acreedores se negaren á admitir la cesión, ó ha- 



(a) 1. * El deudor pn'íde arrepentirse de la cesión, é impedir la venta de los 
bienes, ley 2. * 1. 15 P. 6. * ; pero esto solo tiene lugar cuando la cosa está ín- 
tegra; y se dice estarlo, antes que los acreedores admitan la cesión, pues llega- 
do este caso, aquel no es parte en el juicio, ni puede mezclarse en cosa alguna, 
á diferencia de lo que sucede en el concurso necesario. Tapia, lib. 3.^ 14.® 
cap, 1. <=> núm. 16 y 18. Curia part. 1. * ^ 25 núm. 19. 

2. «* Desprendido un deudor de todo lo que posee, imu» satisfacer'á stis acree- 
dores, queda constituido enlaciase de deudor insolvente; y el juez tampoco 
puede destínar alguna parte de los bienes cedidos para hacer el gasto de papel 
sellado, por no haber llegado la oportunidad de hacer la venta con las rituali- 
dades legales. Por consiguiente, cuando no haya quien suministre el papel sella- 
do en las causas de cesión de bienes, debe hacerse uso del papel c<Jmun, hasta 
que por la^ sentencia definitiva se determine quien debe satisfiícerlo, y se pre- 
senten entonces los sellos correspondientes para que se agreguen al expedienta 
con la nota de inutilúado. Acuerdo dQ la Corte Suprema de 10 de Maizo de 
1847. 
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ya doda sobre si él deudor puede hacer cesión de bienes, el juex 
declarará si es legal la cesión, concediendo antes el término para 
pruebas, si los int^esados lo exigieren. Este término no podrft 
aer de mas del termino ordinario de pruebas. 

Art. 19. £1 procedimiento establecido en esta ley se observa- 
rá también cuando se intente la cesio n, sin haber sido antes de- 
mandado el deudor. 

Art. 20. Se negará el beneficio de la cesión de bienes so- 
lo en los casos siguientes» I9 Ckiando el deudor enajena alguna 
parte de sus bienes en los seis meses antes del dia en que hace la 
cesión, querlaudo sin lo suficiente para pagar todas sus deudas. 2^ 
Cuando no teniendo mas que lo suficiente para pagar á sus acree- 
dores, satisface á alguno de ellos que no sea el mas privilegiado, 
«iempre que esto suceda en los seis meses inmediatos á la cesión. 
3 ® . Cuando el deudpr ha dilapidado su fortuna, ó no aparezca in- 
culpable del atraso qne esperimenta. 4 ® Cuando obtuvo de sug 
acreedores el beneficio de la espera. 5. ® Cuando el deudor haya 
manejado Raudales de la Nación, ó de las provincias y pueblos, 6 
de establecimientos públicos, y esté alcanzado en sus cuentas, mien- 
tras no reintegre todo lo que debe por este respecto.6® . Cuando 
lia ocultado alguna parte de sus bienes, ó siendo eomerciante, 
cambista, ó corredor, ó de cualquier modo obligado á llevar cuenta, 
se ocylta, ó no presenta sus libros de Comercio ú otros que deba Ua- 
Var. 7 ® Cuando el deudor ha colocado en la lista uno ó mas acreedo- 
res que no lo sean en realidad, ó por mas cantidades que las que 
en efecto les adeude. En loa cuatro primeros casos de este artículo 
podrá admitirse la cesión, estando de acuerdo todos los acreedores; 
pero de ningún modo en los tres últimos. 

Art. 21. Los créditos se prefieren entre sí por clases según 
el orden siguiente. La primera clase comprende: 1 ® . Los dere- 
chos de entierro, que tiene que haber la iglesia: 2 ® . Lo que uno 
tiene que haber por dinero prestado para costear el entierro: 3. ^ 
Los gastos de la ultima enfermedad : 4 ^ . Los gastos de la confec- 
ción del testamento, inventarío, y demás diligencias necesarias pa- 
ra demostrar y liquidar la herencia (a) 



"F*- 



fa] La división de bienes del deudor común no se extiende á los que, aungno 
se nallen en su poder, no están en su propiedad irrevocable; y por eso se moe 
que en primer lugar entran los acreedores de dominio. LL. 9. t. 3. ® y 11 1. 14. 

Los intérpretes hacen cinco clases de acreedores 1. * plaae: Ips singularmente 
l^vilegiados. 2. ^ clase: los hipotecarios privilegiados. 8. * dase: los hipote- 
carios no privilegiados, á ^ clase: los no hipotecarios privilegiados, con pnvila- 
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Art. 2S. La segunda clase comprende: 1®. Las rentas (a) 
que tiene que haber el propietario de la heredad ó casa arrendada: 
2 ^ . La dote (b): 3 ® . El fisco (c): 4 ® . Lo que se tiene que haber 
por dinero ó materiales dados para reedificar alguna casa, otro 
edificio ó barco» 6 para reforzar & este de armas, ú otras cosas ne- 
cesarias, ó para alimentar á los marineros, sí con efecto lo así pres- 
tado se empleó en este objeto, (d) 

Art 23. La tercera clase comprende á los acreedores que es- 
tán apoyado^ en hipoteca convencional o legal que no tiene privi- 
legio, (e) /^ 

Art 24. La cuarta clase comprende : 1 ^ . Lo que procede de 
deposito ( f ) hecho en el deudor de cosas que se consumen por el 

gio personal. 5. ^ clase: los acreedores simples, la cual admite otras tres clases 
subalternas. * 

La 1. ^ clase está en este articulo, advirtiéndose que se entienden por gastos 
de última enfermedad los de medicinas, alimentos ó comestibles, dereohos de 
médico, cin^ano y demás asistentes. 

La 2. < comprende á los del art. 22. « 

La 8. «s á los del 28. * 

La 4. «« á los del 24. 

La 6. ^á los del 26. 

Los de la 1. ^ dase se prefieren según el orden en que están colocados en este 
art. 21. 

Ta] La preferencia de las rentas del propietario de la heredad ó casa arren- 
dada se limita en aquella á ios íhitos quejproduce. LL. 6. 1. 11 lib. 10 y 16 t. 31 
lib. 11 de la Nov. ít^op. y á las cosas metidas en ella con conocimiento de aqnek 
y en esta á las cosas que se encuentren en ella propias del arrendatario. Ley 5 
t 8 P, 5. « 

(b) La dote que goza del privilegio de preferehcia es la entregada real y efec- 
tivamente al marido ante el refi;istro; porque de lo contrarié, para tenerla, debe- 
rá probar ella ó sus herederos la entrega, por no bastar la sola confesión del ma- 
rido contra los acreedores, á no ser que la hiciese en contrato, hubiese precedi- 
do promesa por escritura pública, ó concurran con ella otras conjeturas, ir. g. 
pago de parte de la dote. Gorozabel, cod. civ. part. 8. * i. 10 núm. 1406. 

La dote es preferida al fisco, y al refoccionarío; respecto del fisco, si es ante- 
rior en fecha al crédito de este, y respecto del refaccionario, aun cuando sea 
posterior. Sin embaiigo, si este tuviese á su favor hipoteca convencional anterior 
á la celebración del matrimonio, será preferido á la dote, pues generalmente los 
acreedores con hipoteca convencional anterior 4 la dote lia prefieren. L. 38. i, 
18.P.6.* 

(c ) Goza del mismo privilegio que la dote respecto del refiíocionario. 



id) L. 5. « t 24. Ub. 10 de la Nov. Recop. 



En esta 8. * clase obra de lleno la famosa regla de ser preferido el que 
tiene hipoteca mas antigua, ley 27 1. 13 P. 6. ^ ; pero la hipoteca especial pre- 
fiere á la general, aunque esta sea anterior. Sentencias de la Corte Suprema de 
28 de Setiembre de 1843, y de la Superior del 3«r- distrito de 6 del mismo mes 
y afio en la cesión de bienes de Mimuel Felipe Mora. 

(f) Siendo la competencia entre varios acreedores por haber depositado dine- 
ro ú otra cosa iVmjible, todos deben ser pagaos á prorata, aun cuando algunos 
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uso: 2 ® . Lo que tienen que haber los abogados y demaT curíale» 
por razón de su oficio (a) : 3^ . Lo que proviene de gastes necesa- 
rios 7 útiles abonables por derecho, hechos por el acreedor en la 
cosa del deudor que ha tenido en su poden 

Art. 25. La quinta clase comprende: 1 ® . Los créditos que 
constan por escritura p&blica (b) 2^. Los que cofibtan por docu- 
mento privado escrito en papel sellado' correspondiente (c): 3. ^ 
Los que.se justifican por testigo, 6 por documento en papel co« 
mun. (d) 

leí vil 

DE LA ESPERA [c] T QUITA. 

Art 19 En los juicios de espera se procederá en el mismo 6r- 

»■ ■ - ■ ■ , .. .-■ . — ■ ' " - , . ., ^ 

tengan créditos mas antigaos qne otros. L. 11. 1. 14 P. 6 * . Pero siendo la con, 
tienda entre un deponente de cosa ñinjible y otro acreedor por distinto titulo, 
prefiere aquel á todos los colocados posteriormente en este articulo. LL. 9. t. 8 
y 12 1. 14 P. 6. * Gorozabel. cod. civ. part. 8. * t. 10 núm. 1418. 

(a) La preferencia del haber de los abogados y demás enríales por lo ganado 
por razón de sn oficio, tiene lugar en el orden en qne van colocados respecto 
de todos los bienes del deudor, porque respecto de la misma cosa que ha mo- 
tivado su trabajo, tieneiv preferencia á los hipotecarios de la 8. ^ oíase compren- 
didos en el art. 28. Gorozabel cod. civ. part. 8. ^ 1. 10 núm. 1414. 

(b) Los créditos por escritura pública prefieren á los que no la tienen, aun 
cuando el crédito de estos sea anterior.' 

Las escrituras públicas tienen su antigüedad desde su fecha. 

Litigando entre si los acreedores de escritura pública, es preferido el que sea 
anterior en tiempo. L. 6. t. 24 lib. 10 de la Nov. Recop. Tiene fuerza de escri- 
tura pública el documento privado hecho por mano del deudor y firmado for 
tres testigos L. 81 1. 18. P. 6. < , con tal que reconozcan en juicio sus firmas. 
También lo tiene el reconocimiento del crédito hecho por el deudor en juicio. 
LL. 4 y 5. t. !28 lib. II de la Ñor. Recop. Gorozabel lug. cit. núm. 1416. 

(c) 1. ^ Faltando escritura pública, los que apoyan sn crédito en papel sellado 
prefieren á los que lo tienen por testigos ó papel común, aun cuando estos sean 
anteriores. L. 5. t. 24 lib. 10 de la Nov. Recop. Entiéndase que es lo mismo 
para este caso, que el documento esté en papel común que el qne esté en papel de 
sello incompetente, según se deduce de la Sentencia de la Corte del 8»'- distri* 
to ya citada en el art. 28 de esta ley. 

2 ^ Cuando concurren acreedores que apoyan sus créditos en documentos de pa- 
pel sellado, es preferido el que sea anterior en tiempo. L. 5. ' t. 24 lib. 10 de la 
ííov. Recop. 

(d) 1. ^ Ln concurrencia de acreedores por créditos en papel simple, por testígos, 
6 por confesión del deudor, no hay lugar á preferencia por razón de antigüedad, 
y deben ser satisfechos á prorata. L. 11 1. 14. P. 6. * 

2. ^ Es apelable la sentencia de graduación, como cualquiera otra dada en 1. * 
instancia, y así debe admitirse apelación en ambos efectos. Tapia, lib. 8. ^ t. 
4.® cap. \.^ núm. 28. 

(e) Para que la espera sea válida, se uecesitaii cuatro requisitos: 1. ® , que 
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^n qm para el de cesión de bienes, respecto de ki citación, reu" 
Hten y caíiñcacion de los acreedores y créditos, y de las controver- 
Mmaqae se susciten entre sí, ó con el deudor. 

• \ único. Los bienes [a] contenádos en la lista que presente el 
daodór en ningún caso serán embargados por razón de espera. 

Art« 29 Para conceder al deudor el. beneficio de espera se 
observará lo dispuesto en la ley &^ título 15 partida 5^, la cual se 
declara y(jente, y es como sigue: 

'* Debdor seyendo vn orne de muchos, si ante que desaraparasse 
sus bienes, los juntasse en vno, é les pidiesse, que le diessen vn 
plazo señalado, á que les pagasse, . si todos non se acordassen en 
vno á otorgárselo, aquel plazo deue auer, que otorgare la mayor 

Sartedellos, maguer los otros non gelo quisiessen otorgar. £ vaque- 
oe, dezimos, que se deue entender que son mayor parte, que han 
mayor quantía en los debdos. [b] £ si fuesse desacuerdo entre los 
vnos, queriendo otorgarle el plazo, é los otros diziendo que gel6 
non otorgarían, mas que pagasse, ó desamparasse los bienes; enton- 
ce, si fueren yguales en los debdos, é en quantidad de persona, de- 
>ie valer lo que quieren aquellos quel otorgan el plazo, porque se- 
meja, que se muguen a fazerlo por piedad que han de él. E si por 
auentura fuessen eguales en los debdos, é desiguales en las perso- 
nas, aquello que quisiere la parte do fueren mas personas esso 
deue valer."[c] 

todos los acreedores sean verdaderos y no simulados: 2. ^ , que consten por ins- 
tromentos legítimos, pues no basta la confesión del dendor, ni el reconocimien- 
to de su vale ó escritura privada, porque estos acreedores no pueden perjudi- 
car á los que por medios legales acreditan la legitimidad de los suyos: 8. ^ , que 
el deudor la solicite antes de hacer cesión de bienes. Tapia, lib. 8. ^ t. 4. ^ 
cap. 4. ^ núm. 10-, y 4. '^ , que los acreedores sean citados legalmente, y estén 
juntos en uno para la concesión ó denegación del beneficio, por ser un Juicio in- 
divisible, y ser de la esencia y sustancia del hecho el ayuntamiento de los acree- 
dores para tratar lo que toca en común á muchos, y en particular á cada uno* 
Tapia, luff. cit. y auto de la Corte del 8»r. distrito de 11 de Diciembre de 1849 
en el juicio de espera de Felipe Lavaca y Maggi. Véase las notas (a) de los 
artículos [ 4. ® y 9, ® ] ley anterior. 

(a) Antes de darse curso á una espera en que se haya objetado por alguno 
de los acreedores ht propiedad de los bienes presentados por el deudor, coma 
suyos, debe declararse, como punto previo, y por los trámites del ordinario cor , 
arreglo á la ley, la propiedad que se disputa en razón de los bienes jurados. Au- 
to de la Corte del 3«r- distrito en la espera de Francisco Javier de Mendosa. 

(b) Atüidida una ley Romana, ñié común opinión entre los prácticos, que 
eusndo muchos acreedores tuviesen una acción, 6 uno, muchas contra el deuapr, 
Ao se refutaran por muchas personas, sino por una sola persona, porque es un 
solo débito. 

(c) 1. * Los créditos provenientes de alimentos que deJMUí prestarse, están ex* 
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Art. 39 Caando el deudor solicite qaita de los intereses de-* 
vengados, ó de los que se de vagaren durante el tiempo de espera 
concedida, se observará igualmente lo prevenido en la ley de par- 
tida citada en el artículo anterior. La solicitud de espera no priva 
ai deudor de la de quita de intereses si lo hiciere á un tiempo; perQ 
eoncedido separadamente un beneficio, no tendrá lugar el otro, [a] 



TITULO TERCERO. 

t 

LEY ÚNICA. 

DEL EXAMEN DE LAS PRUEBAS Y DE LA SENTENCIA. 

Art 19 El mismo dia en que concluye el término probatorio, 
6 el inmediato, hábil, si aquel no lo fuere para el despacho, ó antes 
si las partes estuvieren de acuerdo, se leerá por el Secretario en se-> 
sion pública todo lo que se haya obrado; y las partes ó sus patroci- 
nantes informarán después á la voz 6 por escrito lo que crean 
oportuno para establecer y demostrar «u derecho. Los jueces que 
componen el juzgado cantonal harán á las partes las preguntas que 
consideraren convenientes para la ilustración de los hechos; y en 
la misma audiencia, si fuese posible, ó bien en el plazo que se 
permite por. la ley única, título 11 del procedimiento, [b] pronun- 
ciarán su sentencia, [c] expresando todos los fundamentos y l^yes 
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ceptxuKlos del beneficio de espera^ Auto de la Corte del Ser. distrito de 4 de Oc^ 
tabre de 1849 en el juicio de espera de Santiago Jiménes. 

2. * Por la ley 17 t. 4. *=>lib. 8. de laRecop. de Indias está prohibido á los ofi- 
ciales de la hacienda nacional el que den espera á los deudores por cualquiera 
causa; y por la 13 t. 8. ® del mismo libro se. prohibía á los vireyes, presidentes, 
audiencias y gobernadores conceder por razón alguna espera á los deudores 
de la hacienda real en ninguna cantidad. 

8. ^ £1 deudor no está obligado á dar fianza de que pagará al plazo de la es 
pera. Greg. Lop. glos. 4. * á la ley 6 1. 15 P. 5. * Curia part. 2. * ^ 24 núm 4. 
tSsto se entiende cuando el deudor no fuere mercader, cambiante o factor de 
«líos, ni hombre de negocios de cualquiera clase, pues siéndolo, no solo ha de 
■afianzar, sino que la espera que se le conceda no podrá exceder de cinco afíos. 
L. 7. * 1. 19 lib. 6. o de la Recop. Tapia lib. 8. ® t. 4. ® núm. 16. Curia lug. cit. 

(a) 1. ^ Este remedio de espera y quita se puede renunciar por el deudor, pues 
«s derecho introducido en su favor. Curia part 2. ^ ^ 24 núm. 7. 

2. ^ Restablecida en su letra y vigor la ley de partida sobre espera, parece lógico 
que también lo estén las antiguas doctrinas que preceden, en consonancia con ella. 



íbl Véase el art. 17 ley única del 1. 11. 



En lo general, oída que haya sido para ante el superior una apela< 
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aplicables al caso, y la ñrmarán con el Secretario á quien le cor- 
responde escribirla. * 



don en algún efecto, no debe procederse á librar sentencia en tanto* que no ha- 
ya sido decidido el recurso, por el respeto debido á la Superioridad. Sent. de 
Diciembre 21 de 1850 en la causa seguida entre Narciso Loaiza y Bamon María 
Hernández sobre una donación. 

2. * La sentencia puede ser definitiva ó interlocutoria: la 1. * versa sobre lo 
principal del pleito, absolviendo ó condenando al reo, ó haciendo otros pronun- 
ciamientos con que se acabe aquel; y la 2. <^ es referente á lo que se haga en la 
sustanciacion. Las interlocutorias se sub^ividen en mereinterlocutorias y en in- 
terlocutorias que tienen fuerza de definitivas. 

3. '^ Las definitivas no pueden ser enmendadas, ni revocadas; y cuando, te- 
niendo algún concepto oscuro, lo pide la parte, pueden solo aclararse en el tér- 
mino que fija el art. 19 ley «nica 1. 11 de este Código^ Mas las interlocutorias 
puede el juez revocarlas con justa causa por contrario imperio en cualquier es- 
tado antes de definitiva, según la ley 2. ** t. 22 P. 3. * , siempre que se pida den- 
tro del término de tres dias, ley 1. "=* t. 21 lib. 11 de la Nov. Recop. Sala, ilus- 
tración al derecho espafiol, lib. 3. ® t. 8. ® núm. 5. ® ; pero no puede revocar 
las interlocutorias que tienen fuerza de definitivas, ó que dan ó quitan dere- 
chos á las partes* Greg. Lop. glos. 4. ** á dicha ley 2. ** . El juez que sin justa 

, causa revoca un auto, hace suyo el pleito. 

4. ** Los jueces superiores é inferiores deben mirar y atender á la verdad, y 
no detenerse en las solemnidades y sutilezas prescritas por derecho para el or- 
den de enjuiciar; de suerte que constando el hecho, aunque falten las solemni- 
dades del orden del juicio (con tal que no se^n las siistanciales v. g. la citación, 
prueba <p.) pueden y deben determinar el pleito conforme á la verdad que re- 
sulte probada, según el libelo ó acción intentada. L. 2. * t. 16 lib. 11 Nov. 
Recop. Tapia lib. 3. ® t. 2. ® cap, 16 núm. 14. 

6. * Si el actor prueba una cosa diversa de la que demandó, según Greg. Lop. 
en la glosa 4. * á la ley 9. * t. 22 P. 3. * , el reo debia ser absuelto de la ins- 
tancia; pero, estando prohibido por nuestro derecho absolver de la instancia no 
solo en negocios civiles sino también en los criminales, parece que debe ser ab- 
suelto de la demanda. 

6. * En nuestro sistema Tegal, cuando hay dos sentencias conformes no tiene 
lugar el remedio de la restitución in integrum, por la mism^. razón que por las 
leyes de Castilla no se concedía dicho remedio en los negocios y casos, cuando 
no había los recursos de suplicación ni de nulidad. Acuerdo de la Corte Suprema 
de 11 de Junio de Í840. G. de V. núm. 706. Curia part. 1. * § 18 núm. 18. Le- 
yes 6. * 1. 13 y 2. * 1. 18, lib. ^1 de la Nov. Recop. 

7. * Todo litigante temerario, ó que no tiene justa causa para litigar, debe 
ser condenado en las costas que causó á su contrario', pidiéndolas este; y si en- 
tiende no tenerla, cuando la demanda es inepta, ó el actor no la probó, ni el reo 
sus excepciones perentorias, ó puso alguna maliciosamente, ó fué contumaz, ó 
por otras causas semejantes; bien que si justifica su intención con dos testigos á 
JO menos, aunque estos sean luego tachados, no debe pagarlas. LL. 39 t. 2. ^' 
y 8. * t. 22 P. 3. * Tapia lib. 3. ® t. 2. ® cap. 16 núm. 17. Greg. Lóp. glosa 
3. * en ambas leyes. Sentencia de la Corte del tercer distrito de'21 de Setiembre 
de 1848 en la causa de Bárbara Flores, y otros contra Lorenzo Ortega, Juan 
Bautista Montenegro y compartes sobre deslinde de unos terrenos, en la que se 
asienta que la conocida temeridad es la que puede hacer responsable de las 
eostai. 
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Art. 29 Antes de escribirse la sentencia se debe extender una 
6ilijencia, en que conste todo lo hecho en aquella audiencia, y será 
firmada por los jueces y el Secretario, y también por las partes si 
se hallasen presentes. 

Art. 39 £u la sentencia en que se condene & pagar frutos, pre» 
mios ó daños [a] se determinará la cantidad, y si el juez no pudiere 

8. * La palabra "costas'' no solo envuelve los honorario?, sino los demás gastos 
hechos en el proceso. Auto de la Corte del tercer distrito de 4 de Febrero de 
^842 en la causa de Julián Deharo, apoderado de Bernardo Villalonga, con Nar- 
ciso Rodríguez por cobro de pesos. 

9. ^ No es justo que el abogado que defiende su propio pleito, y vence con 
costas, no devengue honorarios. Auto de la Corte del tercer distrito de 1. ® de 
Abril de 1840 en los autos seguidos entre Carmelo Hernández y Cruz Sequera 
sobre propiedad de una casa. Tapia, lib. 3. ® , t. 3. ® cap. 8. ^ núm. 1. ^ al 
medio, lleva la opinión contraria. 

10. * Es general que en todo lo relativo á herencias, concursos y otros juicios 
en que versan masas de bienes, las costas y derechos de los curiales se satis&oen 
del todo de ellos. Auto de la Corte del tercer distrito de 6 de Octubre de 1849 
en la causa entre Juana Fernández y Miguel Borras sobre los bienes que queda- 
ron por fallecimiento de Francisco Borras. 

11. ^ £1 procurador municipal encargado por las leyes de representar á los 
siervos, tanto en las causas de libertad como de sevicia, no puede ser responsa- 
ble por el ejercicio de su ministerio público de condenaciones pecuniarias, sino 
cuando abuse manifiestamente de él. Sentencia de la Corte del tercer distrito 
de 8 de Marzo de 1843 en la causa del Procurador municipal del cantón Valen- 
cía con Bamon Sánchez sobre libertad de José Anselmo Jiménez. 

12. ' La condenación en costas hecha á los miembros del Concejo municipal 
no debe salir de los fondos de la comunidad, sino del particular de eUos. Auto 
de la Corte del tercer distrito de 16 de Diciembre de 1840 en la causa seguida 
entre el Concejo de Taritagua con el Presbítero Maestro Miguel Pimentel sobre 
propiedad de las aguas de la quebrada Urmiquire. 

13. * Está recibido que aunque una parte desista de un recurso intentado pa- 
ffue á la otra las costas que le haya causado por la interposición. Auto de la 
Corte del tercer distrito de 12 de Diciembre de 1839 en la causa seguida entre 
Francisco Antonio Azo con Isidro Tamayo sobre inñracdon de un convenio; 7 
auto de la misma de 26 de Febrerorde 1844 en la causa de José Mi^a Palacios 
contra agnado Pulido por injurias. 

14. ^ Véase lo que se dice en la nota al art. 1. ^ ley 2. ^ t. 7 de este Codif o. 

15. Cuando dos ó mas apelan de una decisión, que se confirma con costas, Tos 
<qu^ se hayan adherido á la apelación, no cargan con ellas, pues si el que apela 
directamente desiste, no se ve el expediente, ni se determma en 2. ^ instancia. 
Auto de la Corte del tercer distrito de 29 de Mayo de 1850, esplicatorio de la 
sentencia librada en la causa • de Severo Burgos, Coronel Quillermo Smit y 
otros sobre deslinde de sus respectivas posesiones en jurisdicción del Pao. 

[a] 1. ^ Dakoy jurídicamente hablando, es la pérdida que se sufre, y peiruidos 6 
menoscabos, 6 ]%ganancia que se deja de hacer por culpa de otro. L. 8. " t 6. ^ 
P. 5 ^ . Escriche en su obra grande, palabras '^ dafios y perjuicios.'' 

2. ^ En cuanto á indemnizaciones de dafios y peijuicios, cuando so estén 
acreditados, es indispensable la prueba, paia que sirva de regla al cálculo ó es^ , 
timacion que deben haoerj ó el mismo tribunal, ó los espertosj pues de otia 
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calcularla negun las pruebas, dispondrá que este cálculo lo hagan 
doB peritos nombrados por las partes, arreglándose en el procedí' 
miento dichos peritos á lo que queda establecido para el juicio de 
espertos en la ley 4^ del título primero.'Lo mismo se hará cuando la 
sentencia ordene restitución de frutos ó indemnización de cualquie- 
ra especie, si no pudiese hacer el juez el cálculo 6 liquidación 
con arreglo á lo que hayan justificado las partes en el pleito. 

Art. 4^ La parte que no se conformare con la sentencia, podrá 
apelar [a] á la Corte Superior del respectivo distrito, á la voz, ó por 



ñera no podria tener efecto la setitenda, y el calculo sería arbitrario. El tribu- 
banal debe admitir j evacuar las que las partes promuevan, necesarias j condu- 
centes a sn objeto, señalándose un término proporcionado, puesto que la ley no 

10 designa para este nuevo juicio, ni determina si este debe sefuir los trámites 
de un juicio ordinario. Acuerdo4e la Corte Suprema de 16 de Diciembre da 
1887. 6. de V. núm. 708. 

[a] 1. ^ la apelación debe oirse mientras no esté expresamente prohibida. 

2. ^ Cuando no se admiten por el juez las apelaciones que p<» derecho deben « 
admitirse, en todo lo que después actuare, causa atentado, y se debe devolver 
al Superior, y espira el oficio del juez, porque está inhibido por derecho. Lan- 
oelot. de attentat. part. 2. ^ , cap. 12 in pnefation. núm. 110. T el juez que dej6 
de oiría incurre en la pena de treinta nul maravedis para el fisco. L. 24, t. 20, lib, 

11 de la Nov. Becop. 

8.^ De juicio 6 sentencia que no es dada, no se puede apelar; porque d» 
gvavámenque no ha sucedido, no hay querella ni apelación. Callada, juicio civ. 
part. 2. * cap. 2. ^ , núm. b.^ 

4. ^ Véanse las notas del art. 6.^ , ley 1. ^ , t. 2. ^ ; pues la doctrina allí ex- 
phcada con referencia á las excepciones tiene su aplicación á la materia de ape- 
kdones en general. 

5. ^ La apelación surte dos efectos, suspensivo y devolutivo. £1 suspensivo' 
interrúmpela jurisdicción del juez inferior, á diferencia del devolutivo en que 80> 
lo se devuelve el conocimiento de la causa al Superior. 

6. ^ Ouaudo la apelación se oye libremente, ó cuando no se <^e expresamen- 
te en un solo efecto, surte los dos. 

7. ^ Begulumente hay libre apelación de toda sentencia definitiva 6 interlo^ 
entoria que tenga fuerza de tal, pues cuando' concurren las circunstancias que 
hacen apelables las sentencias interlocutorias, quedan estas comprendidas.enlada^ ' 
se y efectos correspondientes á las definitivas, señaladamente en cuanto á la sus- 
pensión y devolución de la causa, que son los principales de que tratan las leyes j 
los autores. Conde de la Callada, juic civ. pí¿t. 2. * , cap, 2. ^ , núm. 27. 

8.^ No son apelables las providencias que no causen gravamen irreparable 
por definitiva. Auto de la Corte del tercer distrito de 16 de Octubre de 1843 en 
el litis entre Concepción Tánes y Juan .Airáis sobre división de una casa. 

9. ^ No es admisible la apelación del auto en que se niega una apelación in- 
terpuesta. Auto de la Corte del tercer distrito de 28 de Marao de 1888 en la 
causa seguida entre varios indígenas de Chabasquen y Franc^wo Lógos sobra 
Umites. 

10. ^ La apeladou interpuesta por uno de los compafieros eu el pleito, apro- 
• vecha a los demás comprendidos en la sentencia*, y porconsignieBte el apielanta 

no puede separasse de la apelación en peijulcio y contra la voluntad de su ooo»' 



> 
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%stl*ito' dentro de los cinco días [a] siguientes. Cuandb se interpusiere 
^1 recurso á la voz, se extenderá una diligencia que debe firmar el 
apelante, ü otro por él si no supiere hacerl<^. 

Art. 59 Si las partes dejaren trascurrir los cinco dias sin ha- 
ber Itfigladq, quedará ejecutoriada la sentenciai 



pañero. Tapia, lib. 3.®, t. |.®, cap. 17, núm. 10. Curia part.5v^ 4. V^ 
núm. 22, 

11. ^ Puede apelar de la Behtencia no solo el litigante que se sintiere agra- 
viado, sino también cualquiera otro á quien aquella cause peijuido. L. 4. ^ , 
t- 25, P. 3. •« . Tapia lib. 3. *=• , t. 2. © , cap. 17 man. 5.<=* . 

12. ^ Cuando el falso procurador, sin poder, apela á nombre del seffor^el 
pleito, 'debe hacer este la ratificación dentro del término para apelar, a fin do 
que pueda seguir la apelación. Curia part* 1. °^ ^10 núm 28. 

13. * Cuando la sentencia abrazo Varios puntos y Cosas separadas unas de 
otras, conforme al art. 18, ley única, 1. 11, de este Código, se puede apelac 
de los igof, y consentir los otros. Curia part. 5. * § 1. *=• núm. 21. 

14. * Xa Corte del tercer ^strito, en la causa contra Antonio Peña por heri- 
das inferi&s á Pedro León, decidió en 3 de Setiembre de 1839, que aunque este 
no interpuso recurso de apelación de la sentencia de 1. <^ instiúicia, que declaro 
compurgado el exceso con la prisión sufrida, y que el herido debía pagar los 
g0itos de su propia curación, dentro de los tres dias siguientes (hoy son cinco) 
al de la j^bncacion de la sentencia, sino después, al acto de notificarle, cotno 
XiCon no fué parte en el Juicio, no podia considerarse la sentencia . ejecntoríada 
en la * parte que le perjudicaba; y en consecuencia oyó el recurso, y lo decidid. 

16. "^ Cuando el encauíllado ha obtenido declaratoria de su inocencia, no es ' 
Justo (ftie se mantenga en prisión, y que j)ara obtener su libertad haya de espe- 
rarse el resultadoi^del tribunal superior, á donde se dirija el proceso en consulta 
6 apelación, «speoialraente c^uandopara los casos de alguna duda, y enqme. no 
áobsk imponerse pena corporal, hay el remedio de la fianza comentaríense. 
Acuerdo de la Corte Suprema de 2 de Octubre de 1837. G. de V. núm» 708. 
.Véase la ley sobre prcedimiento crimhial. 

16.* aunque la frase "pendiente la apelación" de que usaelifcrt. 7. ® dees-, 
taley, parece indicar " mientras recae la s^itencia del superior, después qne el 
juez d quo iie ha desprendido del negocio, mas no la que tiene lugar pendiente 
la interposición ó admisión del recurso" sin embargo, el Conde do la Cañada, 
guie. civ. part. 2. ** cap. 2. ® , núm. 28, y la Curia part. 6. * , § 3. ® núm. 2. ^ asien- 
tan que lo hecho por el juez á quo en el tiempo en que se podia apelar, y des- 
pués deinteipuesta la apelación, se ha de revocar por via de atáitado; Ade-- 
mas, la Corte Su^H-ema en acuiordo de 2 de Octubre de 1837 ha decidido, que en 
las causas civiles después qué el Inferior ha pronunciado su determinación, y ha 
hecho la» esplicaciones 6 declaraciones que le permite el art. 19, ley única, 
1. 11 de este Código, no le es dado hacer ninguna innovación en lo que sea ma- 
teria del litigio, por haber concluido su oficio, y quedado sus manos ligadas. 

17. * Concedida la apelación, aunque sea de un auto interlocutorío, no puede 
revocarse por contrarío imperio, por tener fuerza de definitiva i)ara el juez, aun- 
que no para las pai-tes. Grcg. Lóp. glos. 4. «^ a la ley 2. *=* , t. 22, P. 3. «* . 

18. ** Véase lo que se dice en las notas al art. 30, ley única, t. 11- ^ sobre 
recurso de hecho- 

' [a] Este término es para toda sentencia; sea dc^tiva ó intcrlocitorla, concur- 
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Art. 69 Iifierpuesto el recurso de apelación^ el juez mandará 
compulsar 7 archivar una copia literal' de la sentencia, cuya copia 
' filmarán él y su secretsft'ior'y remitirá el expediente original al pre-* 
sidenie del tríbupal de segunda instancia, debiendo ponerse en la 
estafeta dentro de las cuarenta y ocho horas de haberse intei|||lesto 
el recurso. 

Art. 79 Pendiente «Ja apelación, en ningún caso se ejecutará 
h sentencia, ni se acordará providencia ^una que directa o indi- 
rectamente pueda producir innovación [aj en lo que sea materia del 
litigio. 



TITULO CUARTO. 

LEY ÚNICA. " 

h^ LOS TaAMFTES DEL PROCEDIMIENTO EN SEGUNDA INStANCIA* 

Art. 19 Luego que el presidente de la Corte Superjior recita 
tin expediente en apelación, lo pasará al ministro canciller (b) que 

> 

riendo en esta alguna de las cualidades que la hagan apelable. L. 1. "* ,t. 18, 
lUi. 4. ® Recop. Cañada juic. civ. part, 2. * , cap. 2. ® núm. 69. . 
* [•] Indicados en las notas anteriores del art. 4. ^ los casos 6n cfue los jaeces 
CQuieten atestado, pasamos a explicar brevemente la naturaleza de él, y Iqs trá- 
sátes para revocarlo el superior. 

1. ® No hay duda que el atentado debe revocarse por el tribunal superior 
«nte todas cosas, sin reservarse proveer acerca de él cuando se dé cuenta de lo 
principal. L. 27, t. 4. ® , P. 8 «* . Acuerdo de la Corte Suprema de S de Octubre 
de 1887, j Curia part. 5. * , ^ 3. ^ , núm. 2. ® , porque, como la etcepcion de 
esta nulidad no puede reservarse para el discurso del proceso, pues seria afia- 
dir nulidad á nulidad, se debe tratar de ella ante todas' cosas, y antes que otra 
se trate. Salg. de Reg. protect.. part. 2. * , cap. 18. núm. 40. 

2. ^ £1 atentado envuelve una nulidad señalada, se equipara al despojo vio- 
lento, y se regula por los mismos términos. Tllpia. lib 8.^,12.®, cap. 18 
núm. 8; y aun puede decirse que el remedio del atentado es mas eficaz 
y favorable que el del despojo y todos los restitutorios. Elizondo, pAct foren. 
tomo 6. ® -p&g. 134 núm, 4. ® 

3. ® Revocado el atentado, el que lo causo, debe reponerlas cosas al ser y es- 
tado que tenían antes, con restitución de frutos y costas, auque la parte no la 
pida. Tapia lug. cit. y Elizondo pract. foren. tomo 8. *=• , pag: 197 núm. 3. ^ . 

4.® Es pura y simple interlocutoria la providencia de reposición del aten- 
tado, y por consiguiente no se oye apielacion en el efecto suspensivo. Elizondor 
pract. fgren^ tomo 6. ® , pag. 134, núm. 4. ^ al medio. 

[b] Hoy ii^cretario relator. 
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tomará razón de la fecha en que ha llegado, y dará en el < mittnio 
dia el aviso correspondiente al tribunal de primera instancia que lo 
remitió. 

Art 29 Estará siempre en la casa del tribunal á la vista dliel 
píjblico la lista de las causas pendientes en la Qorte Superior^ con 
expresión del dia en que se haya recibido cada espediente, y del 
dia en que haya de verse y sentenciarse. Esta lista la autorizará 
el ministro canciller, (a) debiendo ademáis dar razona las partes 
que ocurrieren á él de la que conste respecto do sus causas en tos 
registros de entradas de expedientes, y de seSalamientos para dar 
cuenta de ellos. 

Art. 39 El mismo dia en que reciba el presidente de la Cbrte 
Superior un expediente en apelación, señalará para la vista y sen- 
tencia el ique crea conveniente desde el 39 hasta el IO9 contados 
desde su recibo; pero si la apelación fuere del fallo librado sobre 
cualquiera articulación 6 incidencia, se señalará para la vista del re- 
curso uno de los tres dias siguientes al de su recibo, y despachará 
«on prrfenencia. En estos términos no se contarán los dias que no 
^ean hábiles para el despacho. 

Art. 49 Las causas se despacharán por el orden (b) en que 
estuvieren colocadas en el registro de entrada que llevará el minis- 
tro cancHler, ifc) excepto aquella» que el tribunal considere de ur- 
gente despacho, las cuales se verán y sentenciarán con preferencia. 

Art. 59 No se admitirá petición de las partes para hacer 
pruebas, y solo se les permitirá al tiempo de verse la causa, pro- 
ducir algún documento auténtico, (d) y hasta el dia antes pedir 
posietones, si estuviere presente en el lugar la parte que ha de< ab- 
solverlas, y 'exigir el juramento decisivo del pleito. 

Art. 69 Las partes informarán verbalmente por sí 6 por mor- 
dió de «US apoderados ó patrocinantes siempre que lo crean conve- 
niente ásu derecho; pero no hablarán mas que una sola vez, á mé- 



[a] El mismo Secretario relator, 
bj Se despacharán en primer lugar las causas criminales de reos presos, so- 
gnn la antigüedad de su entrada: en 2. ® las civiles cuyo curso agiten las partes, 
atendiendo al mismo orden de antigüedad; y en 3. ® las criminales de reos que 
no existan presos por haber sido absueltos, ó por no haberse impuesto pena cor- 
poral. Acuerdo déla Corte Suprema de 7 de Setiembre de 1836. 
[c] El Secretario relator. 

[d] Según Domínguez, ilust. á la Curia part. JS^ ^. 3 ® . nüm. 7 *^ . y Tapia 
lib. 3 ® . t. 2. '^ cap. 18 núm. 16, no son admisibles en la segunda instancia de 
sentencia interlocutoria nuevos instrumentos. Mas este artículo concede la pre- 
sentación de documontos auténticos sin hacer distinción enti'c la interlocutoría 
y la düñnitiva. 
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nos que sea para responder álos jueces. Podrán sin embarj^o prev 
sentar por escrito las indicaciones que crean conducentes á facili- 
tar el examen de la cuestión, con tal que no sean mas que sim^ 
plus apuntamientos; y se leerán por el ministro relator, agregán- 
dose, después al expediente. 

Art. 79 Cuando se proceda á ver la causa se anunciará en al- 
ta voz para que las partes ó sus procuradores y patrocinantes, si 
estuvieren presentes, puedan entrar al lugar destinado para elloe 
en la sala del tribunal. La ausencia de la^partes» de sus procura- 
dores ó patrocinantes no impedirá ni entorpecerá en manera algu- 
na el examen y decisión de la causa, ni se recibirá la solicitud que 
tenga este objeto, cualquiera que sea el motivo que se alegue, á 
menos que estén de acuerdo todos los interesados en el pleito, en 
cuyo caso «e señalará para otro dia, sin perjuicio de los señala- 
mientos anteriores. 

Art 89 £1 expediente se leerá íntegramente por el ministro 
relalí^r. Concluida la lectura se oirá el informe, de las partes, des- 
pués podrán los jueces hacer á estas las preguntad que fstimen con- 
venientes para ilustrar la cuestión, (a) exigiéndoles 6 no el jura* 
mentó para contestarlas. £n seguida, quedando solos los jueces 
en el tnbunal, discutirán la materia tomando primero en conside- 
ración los hechos, y después el "derecho ó leyes del caso. Arregla- 
da la sentencia, se volveré á llamar á las partes, y en audiencia pu- 
blica, manifestará cada juez su voto y las razones en que lo funde, 
dictando en seguida el relator la sentencia en los términos en que 
debe escribirla ó hacerla escribir el canciller (b) en el propio acto. £1 
«anciller (c) leerá después lo que se ha escrito, y las partes, estén ó 
no presentes, quedarán por el mismo hecho notificadas. 

Art. 99 La vista de las causas y el pronunciamiento de la 
sentencia, serán actos inseparables, y que deberán tener lugar en 
una sola sesión; Los jueces no podrán separarse del tribunal hasta 
que no quede la sentencia firmada y publicada, fin los casos de dis- 
cordia, prolongarán sin interrupción la discusión piivada,' hasta que 
baya mayoría absoluta de votos. 

Art. 10. Cuando la sentencia dada en segunda instancia es 

[a] La Corte del tercer distrito, aun en negocios civiles, ha adoptado la prác- 
tica de mandar evacuar algunas diligencias que ha juzgado necesarias para escl»- 
rccer los hechos, tales como algún reconocimiento. Auto de 25 de Noviembre 
de 1837 en el litis de Carlos Romero con Matías Avendafio sobre propiedad de, 
unas tierras. Auto de 9 de Mayo do 1842 en la causado Rafael González con Mah 
ría de la Cruz Guillen sobre límites de las posesiones de Jarapio y Güere. 

Íb] El Secretario relator, 
c] El mismo Secretario relator. 
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conforme con la que se dio en la primeva instancia, [a] queda 
ejecutoriada [b] desde el momentO'que se pronuncia, y uo se ad- 
mitirá ya ningún recurso, excepto el de queja para hacer efecétra 
la responsabilidad del juez. El presidente de la Corte deyolyerft el 
expediente al tribunal de primera instancia para el cumplimiento 
de la sentencia á la mas posible brevedad, previas las formalidades 
que establece la ley sobre el régimen de las oficinas de correos, de- 
jando copia autorizada de la sentencia por el ministro caRciller. [c] 

Art 11. Cuando la sentencia dada en segunda instancia no es 
conforme con la que se dio en la primera, podrá admitirse contra 
ella el recurso de apelación en tercera instancia á la Corte Supre- 
ma de justicia, siempre que se intente dentro de los tres dias si- 
guientes á aquel en que se pronunció. 

>Art. 12. Si la sentencia de segunda instancia, sien4o confor- 
ma en lo principal con la de la primera instancia, no lo fuere en 
cuanto al pago por las partes del impuesto para gastos de justicia 
6 de costas, el recurso de apelación en tercera instancia se Unútará*, 
á estos puntos, y no se extenderá en este caso & lo principal, que que- 
dará ejecutoriado; y deberá llevarse á efecto por él juez dfe primera 
instanci^, á quien se dará el aviso correspondiente en el menor tér- 
mino posible. 

Art 13. El presidente tle la Corte Superior remitirá [d] á la 
Corte Suprema, por el primer correo, todas las causas en que se 



(a) Segnn el testimonio de varios autores no hay conformidad en las senten- 
cias que difieren en la cantidad, condición y caalidaíd de las cosas litigiosas. Sei • 
tencia de la Corte Suprema de 20 de Agosto de 1841 en la causa entre Diego 
Antonio Landaeta y José Félix Bivas sobre cobro del resto de una hacienda 
que tomó el padre de este. Para iifteligencia de la doctriffa que se desprende 
déla sentencia anterior citada, es de advertirse que en 1* sentencia de 2.* ins- 
tancia 8Q condenó al demandado en una cantidad mayor que en la de 1. *=^ y 
por eso el demandante alegaba que habla ejecutoria 

(b) Si él superior confirma la sentencia Interlocutoria de que se japeló, debe 
condenar encestas al a^lante^r presumirse que no tuvo justa causa para liti- 
gar, ley 27, al fin, t. 23, P. 3. ^ ; mas si revoca dicha sentencia, no habrá tal con- . 
denacion por creerse en ambos litigantes justo motivo de pleitear. Lo mismo 
se ha de decir respecto á costas si la apelación fuere de sentencia definitiva. 
Leyes 2. * y 3. * , 1. 19, lib. 11 de la Nov. Recop., aunque si esta se confirmó con 
algún aditamento ó moderación, ó en virtud d^ pruebas fechas en la 2. ^ ins- 
tancia, conforme al articulo 6. ® de esta ley, no debe condenarse en costas, se- 
gún la 3. * de la Nov. Recop. citada. Pero es de advertirse que esto último 
tendrá lugar, cuando el aditamento ó moderación favorece de al^n modo al 
apelante, y no le perjudique. Sentencia de la Corto Suprema de 7 df Junio de 
1836 en los autos seguidos entre Manuel Félix Ascanio y Miguel Molían por co- 
bro de pesos. 

El Secretario relator. 

Pero no pueden remitirse las causas civiles sin pagarse el porte de correos, 



s 
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hubieren admitido ps^ ante este tribunal los recursos de que ha- 
blan los dos artícDlos anteriores, dejando una copia de cada sen^ 
tencia, legalizada en los términos que previene el artículo 59 de la 
ley única del titulo 39 

Art. 14. En cualquier tiempo en que se devuelvan los autos 
por la Corte Suprema, los remitirá el presidente de la Corte Supe- 
rior al respectivo tribunal de primera instancia, observando las pre- 
veneidnet del artículo 10 de esta ley. 



TITULO QUINTO. 
Ley única. 

^J|E LOS TRAHITES DEL PROCEDIMIENTO EN TERCERA INSTANCIA. 

■ 

Ar^ 19 En la tercera instancia se observará lo dispuesto en 
los nueve primeros artículos de la ley única del título lY. (a) 

según la ley de la materia; y la parte á qnlea interese la lemision, podrá satisfa- 
cer dicho porte á reserva de ser indemnizada, 6 pedir que se obligue á ello á 
la que en justicia deba hacerlo. £sto se deduce de un Acuerdo de la Corte 
Suprema de 6 de Setiembre de 1842. 

(a) Por el art. 26 ley única 1. 11 se disponía '' Be la sentencia pronuncia- 

^daen2.^ instancia sobre cualquiera articulación ó insldencia, no habrá.lugar 

en ningún caso á otro recurso, bien sea que se confirme, se reforme ó se revoque 

el auto apelado: se exceptúa el de queja pai'a hacer efectiva la responsabilidad." 

A consecuencia éb dicho articulo la Corte Suprema decidió en Acuerdo de 8 
de Agosto de lS4A}o siguiente " La Corte Suprema no es tribunal de apelación 
sino de 8. ^ instancia de las causas de que conocen en 2. ^ instancia las Cortes 
Superiores, y no puede conocer, ni decidir en ellas sino en el caso ea qpe pro- 
nunciada la sentencia definitiva del juicio, deba consultarse en lo ciitainal, ó sea 
admisible el recurso de 8. ^ instancia en lo ci^. Fueift de este caso no puede 
ff tomar conocimiento en las causas mencionadas, sino para juzgar sobre respon- 
sabilidad. Y es daro que si la Suprema queda excluida, conforme al art. 26 arri- 
ba citado, del conocimiento aun en el caso de disbordia entre el juez inferior y 
Ix Corte, con igual razón debe serlo, cuando la Superioridad decide interlocutor 
ñámente por sí sol|i en las c^as pendientes en 2. ^ instancia para definitiva; 
sucediendo lo mismo cuando ras Superiores conocen en 1* ^ instancia, pues las 
insidencias promovidas en la sustanciacion, se deciden en 1. ^ por el Presidente, 
y la Sala plena en 2. ^^ , con exclusión de la Suprema." 

Reformada dicha ley única en este año de 1860, se suprimió el citado art. 26, 
al mismo tiempo que por la atribución 9. «^ , art- 2. ® , ley 1, * del Código orgánico 
de tribunales se concede á la Corte Suprema la facultad do " conocer en apela- 
ción de las providencias interlocutorias que con fuerza definitiva dieren las Cor- 
tes Superiores^ cuando conocen de causas en 1. ^ instancia." 



• 
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Att. 29 Sentenciada Ja causa por k Corte Suprema se devol- 
verán los autos dentro de cuarenta y ocho béras al presen te. d^ 

\ 

■■■■»■ i >■ . J ^ I. ■ . ■ .1 ■- »..■■■■! ■ . ■ ■ , I „ , I , 

Por virtud de esta última atribución, el tribunal su^^etao resolvió en amto de 
26 de Junio de 1860 lo que sigue: 

" Ha visto esta Corte el recurso de apelación interpuesto por Pedro XJzcátegul 
contra la determinación de la Superior del primer distrito del centro de 24 do 
Hayo últhno, en qn^, reformando varios autos del Juez de primera instancia, se 
declara, que debe cottdnuar la ejecución por los trescientos pesos 4^ le de^nan^ 
da Miguel Otero. Dlclia deteiminacion esinterlocul^ria, de tal clase, que no in* 
duce gravamen irreparable Por consiguiente no ha debido ser oido el presento 
recurso. La Corte Superior sin embargo, fúndale para lo contrario en su anto 
de siete de este mes, en que, si por el articulo 26 ley única tit. 11 del código da 
procedimiento, no tenia lugar ningún recurso de la sentencia pronunciada en se- 
gunda instancia sobre cualquiera articulación ó incidencia^ bien fuera coi^ñrma- 
toria 6 revocatoria del auto apelado, esta ley ha sido derogad» en veintisiete 
del expresado mes de Mayo, sin que en la actual se encuentre protílbida la ape- 
lación en el caso indicado. Pero esta Corte observa, que por la atribución 7.«s 
art 2. ® ley 1- * del código orgánico de tribunales, que también dita la Superior, 
ocrrespopdeá la Suprema conocer por apelación de las causas civiles, cuando las 
leyes no dtogacn este recurso en las sentencias que hayan pronunciado las Cortes 
Superiores. El término " leyes " comprende aquí evidentemeaiej no solo las de^ 
cretadas por el Poder Legislativo de Venezuela, sino todas la! demás que enu- 
mera la lejr única 1. 12 sobre el orden en la observancia de las leyes.. Entre esas 
leyes se ancuentran la 13. * tit. 23 part. 8.«»y 23 tit. 20Jib. lldela Nov. 
Becop. según las ctfales pne^ apelarse de la sentencia definitiva, mas no de la 
^iterlocutoria, á no ser que tenga fuerza de definitiva. Por manera que la supre- 
sión ó derogación del mencionado art. 26 ha venido á moderar su mismo rigw, res- 
tableciendo la equidad de aquellas antiguas leyes; pues al frente de él era, por lo 
menos, un problema, si de sentencia interlocutoria en segunda instancia, que 
causase peijuicio irreparable, seria admisible la apelación. El concepto de esta 
Corte Suprema se corrobora por la atribución 9. * del citado art. 2. ^ " Conocer 
en apelación (dice) de las promdendas interlocutorias que con fuerza definitiva 
dieren las cortes superiores, cuando conocen de causas enl»* instancia," Luego 
la Corte Suprema no debe cqnocef cuando las tales providencias no tienen faer- 
Ea definitiva. T si esto tiene lugar cuando las cortes supriores conocen de cau-« 
sas en primera instancia, la consecuencia es mtas decisiva cuand» conocen en se- 
gunda de articulaciones ó incidencias. Ademas, se advierte, que aunque jurídi- 
camente la sentencia puede ser definitiva ó interlocuíoría, las precitadas atribu- 
ciones 7. * y 9. * parece han querido discernir una determinación de la otra, 11»* 
mando á la primera simplemente senUncia y a la segoná&provideTicia irvierlocuto-- 
ría^ conformándose en ello á la acepción mas Qomun. Estando, pues, la determi- 
liacion apelada reconocida por la misma Corte Superior con el carácter de pro- 
videncia interlocutoria; y no teniendo eUa flieaRa definitiva, se declara inadmi- 
sible el xwpesente recurso." 

Resulta, pues, que suprimido el referido art 26 de la ley única t. 11, la Corte 
suprema puede ser hoy tribunal de apelación de aquellas providenciat que, te- 
biendo fuerza de definitiva, hayan sido pronunciadas interlocutoriamente por 
la Superioridad por sí'sola en las causas pendientes en 2, * instancia para defini- 
tiva, á consecuencia de alguna articulación; por<^ue no quedando hoy excluido el 
tribunal supremo de conocer en caso de discordia entre el juez inferior y la Cor-^ 
te^ siempre que la frovidencia de esta tenga fuerza de definitiyaj es evidente 
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• 

la respectiva Corte Superior, quedando en secretaría copia de Itt 
sentencia autorizada por el ministro canciller, (a) 

Art. 39 En los casos que la Corte Suprema haya de conocer 
en causas civiles en primera instancia, con arreglo á la constitución, 
se procederá del mismo modo establecido para la sustanciacion ed 
los tribunales de primera instancia, y para la vista y sentencia, se- 
gún lo dispuesto en los artículos citados en el pri^iero de esta ley. 
£1 presidente, solo, instruirá la causa, y la poñátÁ en estado de 
Verse por el tribunal ■ 

TITULO SEXTO. 

LEY ÚNICA. 

é 

te LA EJECUCIÓN DE LA StlNTfiNClA. 

Art 19 Toda sentencia debe ejecutarse por el tribunal que h* 
t^onoc^o de l^causa en primera instancia; (b) o por el juez qud 
la sustancio, si^l tribunal fuere colegiado, [c] 

9 . 

que cesa la razón principal del acnerdo de 1844, y que la Sü|)rema puede ser en 
algunos casos tribunal de apelación. 

Cuando, pues, la sentencia interlocutoria con fuerza dedefinitivadada por una 
Corte Superior no seaconfinnatoriade la pronunciada por el tribunal inferior, ó poí 
elPresidente de dicha Corteen la sustanciacion do los negocios que competen a 
ella en 1. * instancia, es daro que hay hoy recurso de 3. ^ instancia á la 
Suprema. 

Por el contrarío, no habrá apelación al tribunal Supremo cuando la providen- 
cia dada ínterlocutoriamento por el tribunal Superior por sí solo en negocios 
pendientes en 2^* instancia, no tenga fuerza de definitiva; ni tendrá lugar la 
8. * instaneia, aoando dicha providencia confirma la dada en 1. * por el tribu- 
nal inferior, 5 por el Presidente de la Corte en negocios de que esta cíhioc^ defí- 
Bibivamehte en 1. ^ instancia. 

(a) Secretario relator, 

(b) Ésta disposición de nuestra ley ha venido á resolver una cuestión %¡itada 
entre autores de bastante respetabilidad. Scacia en su tratado de appella- 
tíonib. q. 11. art 7 desde el núm. 162 y Salgado, de reg. protect., part. 2, 
cap. 20, húm. 1. ^ y siguientes, establecen la opinión de corresponder al juez 
de apelación, que confimia con au sentencia las anteriores, la ejecución de la co- 
sa juzgada, y la espedicion de la carta ejecutoria; á la vez que el Conde de la 
Callada, juio. civ, part, 2. cap. 12 núm. 20, citando varias leyes, sostiene lo 
que está mandado terminantemente por este artículo. 

(c) Cuando se hallen vacantes i)or cualquier accidente los juzgados de provin- 
cia (decia de primera instancia) que deban ejecutar alguna sentencia en nego- 
cios criminales, do responisabilidad ó de hacienda pública (decia civiles) cor- 
responde á los jueces de parroquia (decia alcaldes) ejercer tal función, pues 
consistiendo en la ejecución do la sentencia la exacta admiiiistracion de justi^ 
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Art 29 Cuando la sentencia ejecutoriada versare sob^e can ti-* 
dad líquida, deberá cumplirse dentro de tres dias, [a] y pasado es* 
te término, el tribunal librará mandamiento de ejecución contra la 
persona 7 bieiíes déla parte\condenada, [b] siempre que la parte 
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cia, son los llamados naturalmente á desempeñar las veces de aquellos tribu* 
nales en estos casos. Acuerdo de la Corte Suprema de 24 de Febrero' de 1838. 
Q. de V. núm. 706. 

(a) Por las leyes 7. ** tS.^ y 5.^ t. 27. P. 3. ^ se daban diez dias para pa- 
gar la deuda de dineros, y tres para entregar los bienes á que es condenado 
el reo, y cuando era crecida la cantidad, ó no tenia á la mano los bienes que 
faabia de entregar, el juez prudentemente le concedía mayor término si conoep- v 
tuaba que no podia hacerlo en aquel plazo sin esperimentar grave daño. 
Con la misma equidad que las leyes citadas procedieron los Romanos en el se- 
ñalamiento de plazos para cumplir los juicios, siendo en este puntp mas indul- 
^ntes, como se observa en varias disposioncies traídas por el Conde de la 
Oi^ñada„ juicio civil; part. 2. ^ cap. 13 núm. 7. nuestra ley ha desechado las antir 
guas disposiciones, pues es terminante en solo con^cedertfes dias. 

(b) 1/* La sentencia dada en pleito, en que intervenga caucionero sin man- 
dato del dueño, si f aere dada en contra, será cumplida en los bienes de dicho 
caucionero, ó «n los de los fiadores, si la canción que debe prestar fuere fideyu- 
soria; y si el caucionero quisiere después reclamar del principal lo que por él paga, 
no estará ^ ello obligado el Señor del pleito. L. 27. t. 6.® P. 8. ^^ Pero esto 
se entiende en cuanto á las costas y gastos que hubiere hecho el caucionero en 
el pleito, mas no en cuanto á la suerte principal, pues respecto á esta, bien 
podrá reclamarla por la acción negaü&rum gcstorum, si el Señor del pleito ha 
confesado la deuda. Mas si por el contrario la negare, estará obligado el caor 
cionero á justificar que se debia lo que se pagó, sm que sea suficiente prueba de 
eÜo la sentencia dada en ese sentido. Greg. Lóp. , glos. 5. * á dicha ley. 

Si el caucionero venciere en el juicio, el dueño del pleito quedará obligado 
á abonarle las costas y gastos que hubiere hecho directamente en defenddr- 
lo. L. 27. t. 5 ® p. 8. * 

2.* Lo expuesto respecto al" caucionero no tiene lugar contra elpersonero 
o apoderado, pues la sentencia dada contra él debe cumplirse, por lo que haca 
á lo principal del pleito, solamente en los bienes del que le apoderó. L. 27 ci- ^ 
tada. Pero en cuanto á las costas, ó estas consisten en derechos de los tribuna- ' 
les por diligencias promovidas por el mismo apoderado, ó en honorarios de 
abogados ú otras personas que le prestan sus servicios \&n la causa, ó gmi he- 
chas por }a parte contraria. Respecto de las primeras debe pagarlas el pro- 
movente con arreglo al art. 3. ® , cap. 1. ® de la ley de 30 de Marzo de 1860 so- 
bre arancel judicial. Respecto de las segundas está también obligado á ello el 
procurador, porque por el hecho de buscarlos para la defensa del negocio 6 
setos que ejerzan, y encargársela, y no tratar con el principal, es visto tomar 
en sí la obligación de su pago, lo cual sucede aunque el poderdante le releve 
de ello en el poder, y así le podrán apremiar, dejándole su acción expedita con- 
tra su principal, de quien, si no tiene satisfacción, no debe admitir el poder. Ta- 
pia lib. 3. ® , t. 8. ® cap 8. ® , núm. 3. Finalmente por lo que hace á las cos- 
tas hechas por el contrario, en ningún evento tendrá este acción contra el pro- 
curador. Lo primero, por6[ue este no litigó con él, ni hizo su negocio, sino el 
de su principal como su mandatario, ni se constituyó su fiador , ni se obligó á 
las resultas del juicio, ni á otra cosa. Lo seg^pdo, porque las costas son acce- 
sorias á lo principal, y contra quien se da la acción por esto^ se da por aquellas. Lo 

K 
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favorecida [a] por la sentencia, I0 pida así por dilijencia eBtani{Ni« 
da ea aulo bajo su firma, ó la-de un testigo, en caso que no pueda 
hacerlo. 

^ único. La conciliación que no contuviere plazo, ó contenién- 
dole, se hubiese cumplido, y versare también sobre cantidad líquida, 
se ejecutará em la misma forma prevenida en este artículo. 

Art. 39 Si por no estar líquida la cantidad haya de tener lugar 
el cálculo de peritos según lo dispone la ley única del título 39 los 
tres días señalados para la ejecución no empezarán & correr hasta 
el dia siguiente en que los peritos hubiesen concluido sus funcio* 
nes conforme &la ley 4^ del título I9 en la parte que trata del 
juicio de expertos. 

Art 49 En el caso de que de la sentencia 6 acto conciliatorio so* 
lo se derive la obligación de hacer una cosa determinada, el perjuicio 
«[ue á la parte favorecida se le haya seguido, ó se le siga por la fal* 
ta ó resistencia de la condenada, será igualmente calculado por pe- 
ritos 6 expertos con arreglo á la citada ley 4^' del título 19» y des- 
pués del juicio de los expertos es que deben correr los trea^dias para 
la ejecución. 

Art. 59 El mandamiento de ejecución se entregará á la parte 
interesada en los términos prescritos en la ley 1^ del titulo 79* y 
para hacerlo efectivo observarán los jueces las otras disposiciones 
relativas de la misma ley. 



TITULO SÉPTIMO. 

DE ALGUNOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES. . 

LEY I. 

Trámites particulares en la acción ejecutiva. 
Xrt. 19 Cuando el demandante presente escritura pública ú 



tercero, porque si no tiene satisíaccion en su contrario por ser insolvente, y 
cree que debe ser condenado en costas, puede pretende? antes de la contesta- 
ción que dé fianza, cuya excepción es dfiatoría, según el art. l.®,leyl.* t. 
2. ® de este código. Y lo cuarto, porque el llamarse dueño de la instancia al 
procurador, no sirve para otro efecto, que para el de que se suntancien con 
él las diligencias del proceso; pero el juicio se debe cumplir y ejecutar contra 
el principal 6 sus fiadores, y no contra el apoderado. Tapia lib. 3.®,t. 3.'=> 
cap. 8. ® núm. 3. . 

3. * En un demente ó loco no puede hacerse efectiva la pena de muerte, ni 
lúnguna otra. Acuerdo de la Coj^ Suprema de 3 de Marzo de 1837. 
(a) No pueden alterarse los mmites pi-escriptos para k ejecución, aunque 
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t)tro docntnento auténtico que pruebe clara y ciertameiite la obliga- 
ckm del demandado, [a] bien sea de pagar alguna cantidad liquidar, 
• ó bien de ejecutar alguna coRa determinadamente con plazo cum- 
plido, 6 euando acompañe vale ó documento privado reconocido 
judicialmente por el deudor, el juez [b] librará mandamiento de 
ejecución contra el reo después de su contestael|»n verbal y 
fliempre que no haya tenido efecto la conciliación, h menos que en 
aquel acto presente bienes suficientes para cubrir la deuda y ñador 
de saneamiento. 
I z - 

lo solicite la parte favorecida por la sentencia. Acuerdo déla Corte Suprema de 
3 de Diciembre de 1840. 

(a) 1, * Los instmmei^K» que traen aparejada ejecución son los siguientes: 
1.^ Las escritoras públicas ú otro documento que goce del 4[»rácter die 
instrumento público. Ley 1. « t. 28. lib. 11 de la Nov. Recop: 2. ® La confesión 
clara hecha ante juez competente, y los vales, cartas ú otros papeles reconoci- 
dos en juicio por el deudor. Ley 4. * t. 28, lib. 11 de la Nov. Recop: 3. ® La 
sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, después de transcurridos los 
tres dias ^e da el art. 2. ® , ley únioa t. 6^ ^ de este código: 4. ^ La transac- 
ción hecha entrepai-teaanteeljuez. Ley 4. ** t. 17, lib. 11 déla Nov. Becop: 
y 6. *^ La conciliación, Conforme al ^ único del art. 2. ® ley única, t. 6. ® cita- 

• dos: 6. ® -Las libranzas que se despachan con autoridad de algún juez para 

hacer pago al acreedor del dinero depositado. Asso y Manuel, Instituc. del Derecho 
civil de Castilla, lib. 3. ® , 1. 10 § 2. ® : 7. ® Las letras de cambio después de 
aceptadas, y eontra el que las jiro, siempre que sean protestadas, y este las re- 
conozca. Ley 7* * ,t. 8. ® , lib. 9. ® de la Nov. Recop. 8. ® La confesión del menor 
♦ que no tiene curador apareja ejecución, según la opinión de varios prácticos. 

Tapia, lib. 3. ^ t. 3. *=* , cap. 2. ^ núm. 16, y sentencia de la Corte Suprema de 
28 de Enero de 1838 en la causa entre Femando Monteverde y Francisca Rivas 
sobre una esclava. Pero no la trae, cuando el menor tiene curador, sin que este 
intervenga en el juramento que debe preceder á la confesión. Tapia lug. cit. 
2.* No trae aparejada ejecución el instrumento que se refiere áotro, sin que 
, primero conste si este la trae; • como tampoco el instrumento que no es liquido 
en la cantidad, dafios. Curia part. 2.* ^8núm. 1 y6, é intereses hasta quesean 
k ^ liquidado», segiin práctica inconcusa. Curia lug. cit. y sentencia de la Corte Su- 

prema de 6 de Marzo de 1833 en el expediente promovido ejecutivamente por 
Inés Jedler, reclamando de Juan Vicente Echezuria el reconocimiento de varios 
L capitales de censo, y pago de sus réditos vencidos. 

(b)l.* £1 juezdedecsaEaminar con cuidado si el instrumento que se presen- 
ta es realmente ejecutivo, si se ha prescripto la acción ejecutiva por haber trans- 
currido el tiemik), y las demás circunstancias que se necesitan para librar el 
mandamiento de ejecución; pues si i)or su omisión ó negligencia lo despachase, 
cuando no debía, sera responsable, según las leyes 8 t. 28 y 11 t. 30 *lib. 11 de 
"'' la Nov. Recop. 

2. * Es constante én derecho que las determinaciones en causas ejecutivas no 
causan instancia. Sentencia de la Corte Suprema de 28 de Noviembre de 1832 
en la cansa ejecutiva seguida contra los herederos de Francisco Martínez Pé- 
rez por cobro de pesos. 

3, * No es privativo de los juzgados cantonales (decía jueces de primera ins- 
tancia) el conocimiento de las causas ejecutivas; pueS; según la cuantía, pueden 
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Art 29» El mandamiento de ejecución en el caso de que. la 
obligacio» sea de hacer alguna cosa determinada, se dirijirá al em- 
bargo de bienes equivalentes á la cantidad en que estime el deman^ 
dan te, bajo juramento, el perjuicio que se le sigue en la falta del 
demandado. £1 tribunal moderará esta cantidad, si la considera 
excesiva. 

Art. 39 El mandamiento de ejecución [a] se entregará al de- 
mandante firmado por el juez, refrendado por el secretario, y sella- 
do con el sello del tribunal, y estando en esta forma, procederá á 
8u cumplimiento cualquier alca]d€ parroquial (b) ó juez de paz á 
quien con este objeto lo presente dicho demandante, dentro de las 
veinticuatro horas de habérsele presentado, bajo la multa de veinti- 
cinco pesos, que exigirá el juez de la causa ))ajo otra igual, siem- 
pre que la demora no haya provenido de impedimento justificado. 

Art. 40 El mandamiento de ejecución debe facultar: JO Para 
exigir del demandado bienes equivalentes á la cantidad que se le 
cobra, y á la del impuesto para gastos de justicia (c) en aquel pleito, 
si no lo exhibe en el acto: 29 Para embargar los que asísf presen- 
taren, á menos que haya hipoteca para la seguridad del crédito 
que se reclama, en cuyo caso se embargará sieinpre la cof a hipo- 
tecada: 39 Para embargar por la resistencia [d] del demandado 
los que el alcalde parroquial (e) ó juez de paz considere suficientes al 
intento, primero muebles [f] y después raices, si aquellos no 
fueren bastante^: 49 Para depositar [g] los bienes muebles em- 

' . ■' i • ; 

conocerlos jueces de parroquia por sí solos (decía tribunales de arbitramento, y 
alcaldes) y juezes de paz. Acuerdo de la Corte Suprema de 14 de Diciembre de 
1838. G de V. núm. 706. 

(a) El mandamiento de ejecución regnilarmente no tiene lugar contra el ter- 
cer poseedor de los bienes obligados, ya se haya dado por cosa juzgada, ó por 
otro instrumento que traig* aparejada ejecución, ó ya se proceda por acción 
real ó'personal, pues primero se ha de dirigir contra el principal y sus herede- 
ros, haciéndose excusión de sus bienes. Leyes 1. «* y 3. * t. 11 P. 3. * , y 7, 14 y 
88 1. 18 P. 5. « 

ib) Juez de parroquia. 

(c) Derogado este impuesto, es evidente que queda insubsistente respecto de 
él esté número 1. ^^ 

(d) Solo el demandado ó su acreedor pueden presentar y denmqciar bienes en 
que deba trabarse la ejecución, y no el tercer opositor. Auto de Itf Corte del 
tercer distrito de 24 de Febrero de 1849 en el expediente de Antonia Rodrí- 
guez ton Francisco Javier de Mendoza por el cumplimiento de un contrato. 



Te^ Juez de parroquia. 



En la clase de bienes muebles se reputan los frutos de una hacienda. 
Sentencia de la Corte Suprema de 9 de Marzo de 1833 en el expediente de Ma- 
nuel Antonio González cobrando ejecutivamente cantidad de pesos de los pro- 
ductos de una hacienda del menor José Francisco Burgos, 
(g) Toca al juez ejecutor de un mandamiento nombrar el depositario, que no 
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bargados en persona de resj>onsa1)ílidad: 59 Para suspender el 
pago de cualquiera pensión 6 renta, ó la entrega de cualquier 
depósito que corresponda al demandado, cuando no habiendo hi~ 
)>oteca, ó no siendo suficiente, el deudor no presente otros bie- 
nes, ó el acreedor prefiriese aquellos: 69 Para nombrar el depo- 
sitario que en este último caso se encargue de la renta, pensión 6 
cantidad que debiese percibir el demandado: 79 Para exigir fiador 
de saneamiento [a] que asegure bajo su responsabilidad que perte- 
necen al deudor los bienes embargados: 89 Para poner en arres- 
to [b] al demandado cuando no presente bienes bastantes, ó pre- 
sentándolos, deje de dar la fianza de saneamiento. 

puede removerse mientras no se pruebe que carece de las cualidades legales. 
Auto de la Corte del ter^r distrito de 24 de Febrero de 1849, citado en la no« 
ta {dj de este art. 4. ® 

(a) No se expresa en este artículo alo que queda obligado el fiador de sanea* 
miento; pero creemos que ademas de asegurar que los bienes son del deudor, 
debe, para que la fianza no resulte ineficaz, asegurar conforme ^1 derecho espa- 
fiol: 1. ® , qi^e serán suficientes al tiempo del remate, no solo para el pago de la 
deuda, sino también de las costas que se causen en su cobro; y 2. *^ , que lo 
satisfará todo de sus bienes, si se verificase que los embargados no son del 
deudor, 6 bien lo que faltare si estos no fuesen suficientes, para cuyo caso 
hace propia la deuda y se constituye pagador principal Escriche, palabras 
"Fianza de saneamiento." Albares, lib. 4. ® 1. 11. p. 202. 
• (b) 1- * Las mujeres no pueden ser presas por deudas que no provengan de 
delito, pues no es un privilejio. sino un acto concerniente á la moral púplica. Ley 
10 1. 3. ^ lib. 6. ® de la Recop. Acuerdo de la Corte Suprema de 4 de Agosto 
de 1887. 

¿' ^ £1 apremiado x>ara presentar bienes, debe permanecer en el arresto hasta 
que presente los bastantes para cubrir el débito, ó- hasta q«e pruebe que es in- 
solvente, ó que no posee mas bienes que los presentados. Esto es para el caso 
en que el deudor no tenga mas que un acreedor, pues en el de tener mas de uno 
puede valerse del remedio de la cesión de bienes para librarse déla prisión.' 
Acuerdo de la Corte Suprema de 16 de Setiembre de 1841. G. de Y. núm. 
696. 

Sin embargo, con el respeto que nos merece la opinión del tribunal supremo 
en la parte relativa á que el deudor deba tener mas de un acreedor para que le 
aproveche el beneficio de la cesión de bienes, creemos que le aprovecha tam- 
bién aun en el caso de tener solo uno, pues asi se deduce del final del art ^ ^ 
ley 6. * t. 2. ^ de este código, que, dispone, tratando de la cesión de bienes, que 
cuando el deudor no tanga mas qué un acreedor, lo manife^rá asi, con lo cual 
ha quedado derogado implícitamente el derecho espaílol que solo admitía la 
eesion en el caso de tener el deudor tres acreedores á lo menos, según Tapia, 
lib. 8. ® , t. 4. ® cap. 1. ® núm. 10, ya al fin, citando a Salgado, lab. cred, 

8. ^ Del mismo modo debe durar el arresto, hasta que se dé el fiador de sanea- 
miento, que asegure pertenecer al deudor los bienes embargados, ó hasta que 
probado que no encuentra ílador, pniebe el deudor que son suyos los bienes, ó 
hasta que use del remedio de la cesión. Acuerdo anterior citado. ^ . 

4. ** No hay en el régimen antiguo ley alguna que asigne fondos de subsis- 
tencia á los presos por deuda, y es el acreedor quien debe suministrar la ración 
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Alt. 69 Cuando los bienes embargados no estén hipotecadod 
para el pago que se reclama> podrá el acreedor pedir el embargo 
de otros bienes [a] del deudor, y en este caso quedarán libres de 
secuestro^ los que se embargaron antes, si del justiprecio de los 
áltimos resultare que son suficientes para cubrir la deuda y gas-* 
los de la cobfon3a. Podrá también pedirse el embargo de otros 
bienes, si del justiprecio de los embargados resultare no set 
bastantes para el pago de todo. 

Art. 69 En cualquier estado de la demanda quedarán librea 
de secuestro los bienes del deudor, y su persona exenta de pri* 
sion, presentando fianza aceptada por el acreedor. También se li-i 
bertará de la prisión por la cesión de bienes. 

Art. 79 Él acreedor no concurrirá en ningún caso á la inti-- 
niacion del mandamiento de ejecución ó secuestro de los bienes 
del deudor; pero podrá informar al juez ejecutor todo lo que es- 
tíme conveniente para el desempeño de su encargo. 

Art. 89 Embargados los bienes, se anunciará al publico, 
siempre por carteles, y si fuere posible por la imprentii, en tres 
distintas ocasiones, de nueve en nueve dias, la venta que debe 
hacerse de ellos, cuando el demandado sea definitivamente conde- 
nado al pago; y se procederá á su justiprecio por peritos que 
nombrarán las partes, ó el juez en defecto de ellas, si para el se- 
gundo anuncio de la venta no los hubiesen nombrado. También 
se pedirá entretanto de oficio á la oficina de anotación ó registro 
correspondiente, una noticia de los gravámenes que tengan lo» 
bienes embargados en* caso de que no conste de otro modo que 
están libres. La oficina de anotación 6 registro dará la noticia 
dentro de veinticuatro horas bajo la multa de dos pesos. £1 deu- 
dor puede renunciar la formalidad de los carteles; y también su 
término. ^ 

diaria a su deudor apremiado con prisión; porque el apremio personal del deu- 
dor, es directa é inmediatamente beneñcioso al acreedor, tocándole por consi- 
guiente hacer en provecho suyo y con el fin de lograr el pago de su crédito un 
gasto anticipado como los demás que es preciso hacer en todo cobro judicial, y 
á cuya indemnización queda obligado el deudor. Acuerdo de la Corte Suprema 
de 1. ® de Octubre de 1844. G de V. núm. 706. 

(aj No están sujetos á embargo: 1. ^ , el derecho que alguno tiene á que otro 
lo alunente, porque es personal y por consiguiente no se puede transferir, ni re- 
nunciar, lo cual se limita en dos casos: cuando se hace solamente en la como- 
didad ó frutos que debe gozar el alimentario, pues* lo puede ceder y traspasar 
por su vida, y no mas; y cuando se hace en los alimentos que el hijo tiene de- 
vengados. Tapia, lib. 3. ® , t. 3, ® , cap. 3. ® núm. 51. y Curia, part. 2. * , ^ Id, 
dúm. 22: 2. ® , los libros de los estudiantes y de los abc^dos. Acevedo á la ley 
12, t. 28 lib. 11 de la Noy. Recop. y otros, aunque com<^ advierte muy bienSalft; 
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Ari 90 El juez de paz que hiciere el embargo anunciará tam" 
bienal púbiieapor una vez en la parroquia en que se 'encuentren 
los bienes, la venta de estos y el tribunal en donde puede veri*- 
ficarse. 

Árt' 10. Todo lo que se practicare en virtud del mandamienUl 
de ejecución, las diligencias para anunciarla venta de los bienes era^ 
bargados» las que sean necesarias para el justiprecio de ellos, y cual* 
quiera otra que tenga relación con el embargo y venta dfi dichos 
bienes, y con la prisión o libertad del deudor, formarán un cuader* 
lio separado que principiará eon el expresado mandamiento. 
Este cuaderno nunca se confiará al deudor; pero podrá instruirse 
de su contenido en el tribunal, siempre que lo solicite. 

Art 1 1. £1 mandamiento de ejecución y las diUgendas de 
embargo de^ bienes^ 6 prisión del dnedor, y todo lo demás que 
sea consiguiente á este ¡Hrocedimiento particular, no suspende ni 
altera el curso ordinario de la causa; [a] sino que conforme á lo 
prevenido para todos los juicios, las partes probarán al mismo' 
tiempo lo que les convenga, y sus pruebas se pondrán en el cua- 
def'no de la demanda, observándose los mismos trámites y tértni- 
Bos establecidos para el procedimiento civil en los títulos ante- 
riores. 

Art. 12. Mientras la causa no esté concluida en todas sus 
instancias, [b] no podrá precederse á la venta de los bienes em-* 
bargados para pagar al acreedor; pero desde que haya una senten^ 
cia ejecutoriada, si está vencido el término de los anuncios, y los 
bienes están justipreciados, se sefialará el dfa para el remate en 
las puertas del tribuna], o en la venduta pública, "ó en cualquiera 
otro lugar, si lo eligieren de acuerdo las partes. 

Art. 13. No se admitirán posturas que no alcancen al valor 

Iluflt. al Derecho español, lib. 8. ® , t 15, núm. 9. * no hay ley alguna que 
expresamente lo establezca: 8. ® , las camas, vestidos, utensilios y demás cosas 
indispensables al uso diario del deudor y su familia. Ley 5. * 1 13 P. 5. *: 4 « 
el siervo ó sierva que se tenga señaladamente para servir, guardar y criar sus hijos. 
Ijey6.*,t 18. P. 5. y Curia part 2$ 16 núm. 19 al fin; y 5.<=»,los instrumen* 
tos destinados á labores, oficios 6 manufacturas de cualesquiera operarios. 

(a) En la acción ejeputiva sq observarán los trámites dd juicio ordinario; y 
las diligencias especiales que ademas ella contiene, se siguen en cuaderno sepa- 
rado, las cnaies no suspenden tii alteran el curso ordinario de la causa. No 
puede, pues, la reconvención ejecutiva producir alteración en el procedimiento 
de uaa demanda ordinaria. Auto de la Corte del tercer distrito de 17 de Fe- 
brero de 1840 en los autos entre Bóman Chompré y Ensebio Fuentes sobre res- 
cisión de un coDtrato. 

(b) Si en el juicio ordinario vence el ejecutado, naturalmente se revoca la 
ejecución, se airón los embai^gos, se hace entrega de los bienes con restitución 
de finitos, y se coBdena en las costes al ejecutante. 
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de las dos terceras pai^tes del justiprecio. Exceptúanse los casos en 
que el deoclor haya pactado que la venta se haga por la cantidad 
que se ofreciere.(a) El que mas ofrezca, supuesta la base dada, será 
preferido en el remate, aunque proponga plazos, siempre que el 
•creedor los admita, libertando al ejecutado de la responsabilidad. 
Cuando no ocurra postura por las dos terceras- partes del justipre-> 
cío, se suspenderá la adjudicación, y se repetirá la diligencia de 
remate á los ocho dias, avisándose al público por la imprenta ó 
por carteles el dia señalado para el nuevo remate. 

Art 14. Si tampoco resultare el remate de este segundo acto, el 
acreedor podrá pedir la adjudicación de los bienes embargados, [b] 
por las dos terceras partes de su valor, satisfaciendo antes de todo 
el impuesto para gastos de justicia, y sin perjuicio de acusar otros 
bienes del deudor para que se le pague lo que se le quedare res- 
tando. Esta acusación puede hacerla en el mismo acto, ó en cual- 
quier otro tiempo, mientras no esté prescripta su acción. 

Art. 15. Al principiarse la diligencia del remate, el juez 6 
persona encargada de hacerlo señalará necesariamente el tiempo 
que destina para recibir las proposiciones de los licitadores, y des- 
pués de este tiempo, no se recibirá ninguna. El acreedor puede ser 
licitador en todos los remates, [c] 

Art. 16. Concluido el tiempo fijado para el remate, [d] el juez 
declarará allí mismo cual es la proposición preferida, y librará ór- | 

den para que se entreguen los bienes rematados al licitador que la 
hubiese hecho. La venta queda hecha de este modo irrevocable- ¡ 

(a) Según la ley de 10 de Abril de 1834sobre libertad de contratos podia pactarse 
que para el pago de cualquiera acreencia pudieran rematarse los bienes obliga- 
dos por lo que se ofreciera; y á tal disposición es que hace referencia este articu- 
\o; pero por la de 28 de Abril de 1848 el remate no puede bajar de la mitad 

del valor de la finca, ó bienes en el caso de que medie pacto, pues en el de no ha- i 

berlo, solo pueden rematarse por las dos terceras partes, según este articulo. | 

(b) Si el acreedor no pidiere la adjudicación en el caso figurado en este articu- 
lo, puede el deudor compelerle á que la admita, con tal que no tenga otros bie- | 
nes. Curia, part. 2. ** , § 22, núm. 16. 

(c) El Juez que entiende en el remate, no puede comprarlos bienes ejecutados, 
ni por si mismo ni por otras personas, bajo la pena de restituirlos con el cuatro 
tanto, leyes 4. * , t. 14, lib. 5, y 4. * t. 29 lib. 11 de la Nov. Eecop; pero bien puede 
hacerlo el tutor 6 curador, pues que no les está prohibida sino la compra priva- 
da de les bienes del pupilo ó menor. Leyes 4. * t 6. ® P. 6. * , y 1. "* 1. 12 lib. 
10 de la Nov. Recop. 

(d) Cuando en el remate no se observaron las solemnidades debidas y nece- 
sarias, puede abrirse de nuevo, según la Curia part. 2. <* J 22 núm.' 7. ® ; y 
por consiguiente no queda hecha irrevocablemente la venta, smo cuando se ha- 
yan observado aquellas. 

(e) Por derecho español se disponía que "celebrado el remate con la justifi- 
cación y solemnidad legal; y aceptada la postura, no se podia abrir de nuevo, 
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mente, [e] y contra ella no se admitirá reclamación alguna ni aun 
por vía de restitución in íntegrum, ni por derecho de retractad. 

Árt. 17. La certiñcacion del remate, es suficiente título de la 
propiedad del rematador; pero este tendrá acción para obligar al 
deudor ejecutado á que le trasmita los títulos con que poseía lod 
bienes rematados dentro de un término perentorio que graduará 
él juez atendidas las circunstancias. Pasado este término el juez» 
á solicitud verbal del acreedor, le compelerá á entregar diehos tí-* 
tulos de la manera establecida en esta ley para la ejecución de la 
Sentencia ejecutoriada. 

Art. 18. En los mismos términos compelerá el juez al remata- 
dor k cumplir las condiciones del remate. 

LEY 11. 

DE LOS interhictos posesorios, [a] 

^^^/Li^Ék^uÚk ^^ 1- Cuando el heredero pida la posesión de la heren^» 
y*'^" 't , — 

^(e) (Véase el principio de esta nota al final de la página anterior.) 
pero por singular privilegio, cuando eran rematados por un estrafio los bienes 
patrimoniales ejecutados, y algún pariente del deudor, dentro del término legal, 
intentaba tantearlos, era preferido mediante ciertas circunstancias; y, cuando 
«dguno'qu^ gozaba del privilegio especial de restitución se presentaba, seabri& 
^ nuevo el remate por una vez. Tapia Ing. cit. , núm. 22 y 26. Nuestra ley qnU 
tó por este articulo todo motivo para abrirse de nuevo el remate, declarando 
irrevocablemente hecha la venta, sin que se admita reclamación alguna; modifi- 
cando asi las disposiciones españolas que arriba hemos indicado. 

Mas de lo dispositivo del articulo 16 no se deduzca que contra 'uta venta 
hecha en remate público no debe admitirse reclamación sobre propiedad de la 
cosa, intentada por un tercero que se dice dueño, como ha solido pretenderse; 
pues la irrevocabilidad que se da á la venta por este artículo es solo referente 
á que no pueda ser insubsistente el remate, si se han llenado las solemnida- 
des legales, y de ninguna manera á escluir, por ejemplo, la acción reinvindlcatoriá 
de un téiléro para i)erseguir la cosa ofrecida al remate por una persona que no era 
su dueño, ó que no tenia dominio pleno sobre ella. 

(a) 1. ^ Los interdictos son unas acciones que propiamente no nacen ni del 
derecho á la cosa, ni en la cosa, sino de la posesión; pero no de la nahiralf pof 
la que sq tiene solamente la nuda detención de la cosa, como la que se verifica 
en el arrendatario, depositario, comodatario, sino de la civü, que es una deten- 
ción de la cosa con ánimo de tenerla para si, cual es la posesión del que la po- 
see por un juste título, como el de compra, donación, legado, ú otro traslativo 
de dominia Heineacio. Recit. del Derech. civ. lib. 4. ® t. 15, ^ 1. ^ ^ ^ 

2. * Todo juicio posesorio se dirije á que se nos dé lo que no poseemos, 6 á retener 
lo que ya tenemos, y consiguiente á esto, sabiamente afirma Justiniano en el ^ 4. ^ 
Inst. de interdictis: que la ley y la razón quieren que sea uno el que posea y el 
otro el que la. pida, y por eso es absurdo pedir lo que ya se tiene. Por eso dice 
también Ciyacio en el cap. 33. lib. 9. ^ de sus Observaciones, como un principio 
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cía, (a) deberá acompañare] testamento, ójuatiñcarla falta del testa- 
mento, y su calidad de heredero, acred Uando al mismo ji empo que 
las cosaaeaque co|isista la herenciajasjjoseía al_Jt iempo de su 

^^^M^^^i^ IB M ^— ^»^ I fc ■ «É ■ ^1 ■!■ ■ . — ■ ^ - ■ ■ ■ .^ ^■ ■ ■^^ — . ■ ■ - ■ ■ i ■ !■ ■ ■ ii ■ i — — — ^ i. I 11 ■■ «i^M ■■■■ ,^1 m 

incontestable: quien posee,, bien civil ó naturalmente, ó con jiuUcia 6 sin eUa^ ó no 
posee en realidad^ ó posee con esclvsion de otro Cfualquiera, 

3. ^ Debe proponerse por escrito el interdicto posesorio de la misma ma- 
nera prevenida por la ley para los interdictos prohibitivos. Es regla general, 
que debe proponerse por escrito toda demanda que no tenga señalado pecu- 
• liarmente mi procedimiento verbal, como los juicios sobre injurias y los atribuí* 
dos á los alcaldes [jueces de parroquia] cuando conocen por si solos y con el sim- 
ple carácter de tales : de esto se deduce que no estando expresamente prescrito pa- 
ra los interdictos posesorios el procedimiento verbal, no hay excepción de la re- 
gla. Acuerdo de la Corte Suprema de 26 de Febrero de 1845. 

4.^ Guando el alcalde [juez de parroquia], con el simple carácter de tal, 
es competente para seguir el juicio plenario, atendida la cuantía, debe observar 
los trámites determinados por la ley para los juicios de que conocen los alcal- 
des [jueces de parroquia] con el simple carácter de tales. Acuerdo anterior. 

6. ^ No es necesaria la citación de la parte contraria para formular algún 
justificativo que se necesite al intentar alguno de los interdictos posesorios, asi 
como tampoco es precisa la presentación del titulo de propiedad. Auto de la 
Corte Superior del tercer distrito de 16 de Diciembre de. 1841 en la oausi^ e ^# ' * *% 
Juan José Agüero pidiendo que se le ampare en la posesión de un terreno. V***^^# *^^ ** 

6. * En ninguno de estos interdictos es necesaria la audiencia de la parte^ ^- 
contraria; y asi es que todos ellos se determinan sin citar á nadie, y no puede ^^^ * •^ a 
impedirse el uso de este remedio, provocando el juicio plenario de posesión ó de ▼ 
propiedad, el cual no tiene lugar hasta después de la decisión del interdicto, á 

no ser por convenio ó aquiescencia de todos los interesados. Escriche, Obr. 
grand, pal. "Interdictos" § 7. ® al medio. 

7. ^ Es evidente que estos interdictos están comprendidos en el segundo inciso 
de la atribución 6. * , art. 3. ^ , ley 8. * del código orgánico de tribunales; y por 
consiguiente debe consultarse á un abogado. Auto de la Corte del segundo dis- 
trito del Centro de 6 de Abril de 1851 en los autos seguidos entre Jtisto Hurtado 
y Nicolás Quedes sobre despojo. 

8. *^ Nuestra legislación no admite condenación de costas en los juicios suma- 
rios; y en verdad que está apoyada en un principio de justicia. Ellos se siguen 
sin intervención de la parte contra quien se instruyen, de manera que no cabe 
oposición, ni temeridad respecto de aquel que no es oido, ni tiene la menor inje- 
rencia en el juicio dicho. Las costas, ó sean los gastos que se hacen por Lis par- 
tes en los negocios contenciosos, se imponen por la ley en clase de peiuT al liti- 
gante que sucumbe, siempre que resulte haber obrado de mala fé, y como se 
ha dicho antes, en el juicio sumario no hay contención, y por consiguiente no 
'es aplicable el principio sentado; y fué sin duda lo que tuvo presente el le- 
gislador para conceder al que se crea despojado, solo el derecho de reclamar 
peijuicios y frutos contra despojadores y perturbadores enjuicio ordinario, mas 
nunca como consecuencia inmediata del sumario. Auto de la Corte del segundo 
distrito del Centro en el interdicto posesorio de despojo de la» aguas de 
la quebrada Mata-rica seguido entre el General Trinidad Portocarrero y Severo 
Burgos. 

(a) Sobre los bienes que no poseía el difunto al tiempo de su muerte, no pue- 
de decretarse la posesión hereditaria y debe ampararse al que la posea; pues en 
este caso, al heredero no le compete el remedio posesorio, sino solo la acción á 
os bienes, que deberá intentar ordinariamente. Curia part. 2. * $. 2ft num. 4. ^ 
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muerte .l¿personaj]e_£iiien sea her edero , como suyas propias, 6 
. por aTgunTaerecIio trasmislBle listel 
\ ~Arl7~2r^€ntro 3é veTnticuatro horas de haberse pedido^Ja 
posesión de la herencia, el juez mandará darla, y se dará en JRP^'#^«^^i 
to al heredero sin citar á la persona ó personas que estuvieren po- 
seyendo las cosas pertenecientes á la herencia; pero aquellas pil******* '• 
drán deducir en juicio ordinario (a) el derecho con que se creau 
asistidas para pedir la devolución de estas. / 

Art 3. Solo en jeLcaso^^que pruebe el^ poseedor dentro de 
veinticuatro Horas coil título justp y auténtico que apareje ejecu- 
ción, que ¿s Te^ítimsTlycr posesión, se suspenderá la posesión decre- 
tada por erjuez á favor del her'édéro, mientras se decide en juicio 
ordinario quien tenga mejor irerecho.^,(b) En este caso (c) se en- 
tenderá citado el poseedor para contestar en el término ordinario 
sobre la solicitud del heredero, ante el juez de la causa. 

Art. 4. Cuando el juez no considere suficiente la justificación 
producida por el heredero, mandará ampliarla indicando el defecto. 
El heredero en este caso podrá apelar si no creyere arreglada la 

[a] 1. ^ La posesión sumaría, la posesión plenaria, y la propiedad son procedi- 
mientos distintos según la naturaleza diferente de su objeto, y en tal concepto 
deben por lo genenu seguirse en expedientes separados, sin perjuicio de decretar- 

, se la acumulación, según los casos y solicitudes de las partes en los términos 

: conoiiiosen derecho. Acuerdo de la Corte Suprema de 25 de Febrero 4e 1846. 

2. * Cuando decretada favorablemente la posesión hereditaria, el poseedor 

de los bienes no pide, ni logra la suspensión del decreto posesorio, entonces, si 

provoca ei juicio plenario, debe seguirse e&te en expediente separado por los 

trámites comunes, según el Acuerdo anterior. 

[b] 1. * La posesión* de que habla este artículo en virtud de título justo y au- 
ténfíco que apareje ejecución, es, y debe entenderse la que se tiene en nombre 
propio por cualquiera de los títulos traslativos de dominio, y no la que se tiene 
á nombre de otro como mero detentador. Antonio Gómez en la ley 46 de Toro 
núm. " 147 y 160. Auto de la Corte del segundo distrito del Centro de 4 de 
Setiembre de 1850 en el expediente seguido por Juan A. Vadell y coherederos 
de Juan Antonio Vadell solicitando posesión hereditaria. 

2. ^ Cuando se solicite la suspensión del decreto posesorio, el tribunal debe 
limitarse á analizar si el documento presentado dentro de las 24 horas tiene el 
mérito que demanda este articulo para alzar el decreto posesorio, restitutorio 

' ó de amparo, según los casos, dejando siempre por supuesto que este se acordó 
legalmente; pues lo contrario solo es controvertible en el juicio pleñario. Au- 

' to de la Corte del segundo distrito del Centro [en el juicio sumario de pose- 

' sion seguido por Francisco Codecido y Salvadjur Gutiérrez. 

[c] Cuando el poseedor ha logrado que s9kispenda el decreto posesorio 
por haber presentado el documento que se exije^e entiende comenzado el jui- 
cio ordinario desde aquel moHiento, y el poseedor deberá comparecer en el tér- 
mino de ley; siguiéndose el juicio plenarío en el mismo expediente por los 
trámites ordinarios según la cuantía. Apéndice al Sala Hispano-Venezolano. liw 
3.© 1. 11.® §§12 y 13. 
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determinación; é interpuesto el recurso por escrito 6 verbalmente, 
se practicará lo que queda establecido en este código para la ape- 
lación de la sentencia definitiva. 

Art 6. Cuando el que sea despojado (a) de su posesión soli- 
r restituido á ella, justificará que su posesión era legítima (b) 



i [a] 1. ^ La acción de despojo fué introducida por derecho canónico, y se da 

como real, que es, contra cualquier poseedor. C. 18 de restitutione spoliato- 
rum. V 

2-^ Los Juicios de despojo son de jurisdicción acumulatiya entre los jueces 
del lugar en que se cometió, y el del domicilio d^ despojador, por^ser un aten- 
tado, cuya ejecución surte fuero, ademas del que produce la cosa por hallarso 
dentro de la jurisdicción. Sentenciado la Corte Suprema de 26 de Febrero de 
1838 en el expediente promovido por el Dr. Andrés Level de Goda declinando la ju- 
jiadiocion del Alcalde 1 . ® municipal de Petare ante quien intentó Felipe Hernán- 
dez Guerra, un juicio de despojo, siendo Petare el lugar donde se cometió el 
despego, y Caracas el del vecindario del Dr. Leve!, que se decía despojador. 

8. * É art. 36, ley ynica, 1. 11 de este Cod.dice: "En las demandas sobre des- 
pojo ó perturbación de posesión, procederán los tribunales civiles á prevención, 
aunque el despojo ó perturbación se intente contra eclesiástico ó militar." La Corte 
Suprema, en Acuerdo de 26 de Febrero de 1846, dijo sobre el particular: "cir- 
cunscrita la jurisdicción preventiva de los alcaldes, (jueces de parroquia) al in- 
terdicto ó posesión momentánea enjuicio sumario, es indudable que el plenario 
de posesión ó de propiedad debe intentarse ante el juez que sea competente, 
atendida la cuantía de la demanda." Pero por derecho espafiol los tribunales 
civiles conocían á prevención en todo lo i-elativo al juicio sumario de despojo 
6 perturbación, y aim al pUnano de posesión, si las partes lo promovían, aun- 
que reservándose el juicio de propiedad á los jueces competentes, siempre 
que se tratase de cosa ó persona que gozase de fuero privilegiado. Escrí- 
che. Obra grande, pal. Interdictos ^ 8 ^ . Atendida, pues, esta doctrina, y no ha- 
biendo ningún precepto en contrano por derecho venezolano, á la vez que en di- 
cho articulo 86 no figuran los conceptos "debiendo conocer del juicio plenario 
de posesión ó del de propiedad eljnez competente," que existían en el art. 18, 
cap. 8. ^ de la ley de procedimiento de 1826, que . es correlativo al 86 citado, 
es consiguiente que aquella doctrina está vigente; y por lo tanto que el juez 
■ competente, según la cuantía, conforme al Acuerdo de la Corte Suprema, en' 
el juicio plenario de posesión, debe también buscarse entre los tribunales civiles. 

4. * Después d e con cluida una jjuerella,^ despojo no es admisible otra de 
igual naturaleza y soDre ^ misma cosa, que tienda' a desvlrtuarli^S^ efectos déT 
laprhnera, qucensn liiSea-es un 'WMmto'^ concluido y terminado; pues no 
debe admitirse ningún otro género de reclamo en 1. * instancia, que no sea el 
juicio plenario de posesión ó de propiedad. Sentencia de la Corto Suprema de 
28 de Octubre de 1836 en el expediente promovido á consecuencia de haber 
implorado José Antonio Páez y Dolores Caraballo dos interdictos posesorios 

(' de una mismanaturaleza, y para recuperar una misma cosa, querellémdose res- 
pectivamente de despojo de ui^toma de agua del rio Tapatapa. 
[b] 1.* Cuando se trate ^Romprobar con un documento simple la pose- 
sión legitima ezijida por estemticulo, defce hacerse reconocer previamente el 
contenido y firmas que autoricen aquel, bien seall las de las personas que en 
él se obligan, ó bien las de los testigos que intervengan en su otorgamiento, para 
fue puedan tener valor y justificar dicha posesión. Auto de la Corte del segundo 
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y que no ha trascurrido un afío despees (a) del despojo; y ^1 juez 
procederá del modo prevenido para la posesión beiédiJtajáa e¿log 
artículos precedentes de esta le^. (b) " 

' Art, 6. Si el despojo se cónjetió con fuerza, (c) y se justifica- 
re esta circunstancia, no se suspenderá la posesión del despojado, 
aun cuando el despojador presente título justo y auténtico que 
apareje mérito ejecutivo para probar su derecho á la posesión. 

Art. 7. £n todo caso se oirá al despojador en juicio ordinario, 
pero nunca para reclamar el perjuicio (d) que haya sufrido confor- 
me á la ley por la restitución decretada por el juez. 

Art.8.El que estando en posesión de alguna cosa sea perturbado(e) 



distrito del Centro en el interdicto de despojo de una casa, implorado por José 
A. Guerra contra Carmen Rodríguez. 

2. ^ Basta la circunstancia de no estar un comunero 6 coheredero en pose- 
sión de las tierras proindivisas, para no poder privar a otro comunero ó cohe- 
redero de ocupar y trabajaren un terreno que no estaba poseído por otro, pues 
si todos y cualquiera de los dueños de terrenos comunes tienen la acción de 
ocupar y aprehender la posesión de una parte de ellos para talarla y cultivarla, 
ninguno la tiene para desposeer ni inquietar á otro después que la haya ocu- 
pado. Sentencia de la Corte del tercer distrito de 7 de Agosto de 1840 en el li- 
tis entre los Hermanos Rodríguez y Juan José Pérez Calbo sobre denuncia de 
nueva obra. Sentencia de la misma Corte de Octubre 28 de 1848 en el pleito 
seguido por Juan Bautista Tortolero con Natividad Pinto sobre denuncia de 
nueva obra 

(a) Si el despojo ñié cometidb con faerza no es necesario comprobar que 
ha transcurrido un afio después de él, pues aquella le da el carácter de perpetua 
á la acción, conforme al tenor del art. 12 de esta lejc 

(b) 1. * Véanse las notas 1 * . y 2. ^ bajo la letra (b) del art. 8. * , pues tal 
doctrina es aplicable también en el despojo. 

2. '^^ Se observa en la acdon de despqjo la misma doctrina que en el interdic- 
to anterior respecto al seguimiento del juicio ordinario/ pues s olo en el casoj|}e 
qij4).4w;guspenda...^jle£reto rejgtítutorio cigberá entfiadej:s^~quft>^nnen za éij ui- 
CIO p lenan o de posesión 6 de pc(2]^iedad^d[egile aquel momento ejju^ns^mo 
exuedUJlite, sggCOria nota (c) del arf. 3. ^"""""^ * ^" *" 

''«t'^'^Téaséla nota (c) del art. 8. ® 

(c) 1. « Ley 10, t. 30 P. 3. « 

2. ^ Cuando el despojo de cosa raiz se comete con fuerza, corresponde el inter- 
dicto unde vij perdiendo el forzador cualquier derecho que tenga en la cosa, y 
con el deber de restituirla al forzado con todos los fhitos que de ella sacó. Y 
si después de hecha la fuerza se perdió ó empeoró, todo el peligro y daffo es del 
forzador,' quien deberá pagar la estimación. Alvares, InstitucioneSj lib. 4. ^ , 
t. 16 pag. 219 § 3. 

3. * Véase la nota (b) del art. 8. ® íe esta ley. 

(d) La ley le niega el derecho de reclamar ej perjuicio que le haya irrogado 
la restitución' ordenada; pero si puede exigir los frutos. Apéndice al. Sala HiiEh 
pano-venezolano, lib. 3. © , 1. 11, % 18, 19 y 20, al fin. 

(e) La causa de que se dé al usufructuario este interdicto y también e} d» 
unde vi, es, como afirma Cujacio en el cap. 33 del lib. 9. ® de las Observaciones, 
por pertenecer al mismo el emolumento y utilidad de la cosa que usuihictú% 
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ó con fundamento tema (a) serlo, pwede pedir que _se lejup- 
pare en la posesión; (b) y justificando que la jtijenegíui^ereclio, (c) 
^juez mande^rá ala pgjcgona o "personas contra quienes se dirija 
la queja, se abstengan de todo hecho que perjudique al poseedor, 6\ 
bajo la pena pecuniaria ó de prisión que considere proporcionada. / 

Art 9. Se suspenderán los efectos del decreto de amparo, ji ^ 
dentro áe vei nticuatr o horas de hal^erse notificado sí la persona 6 
personas cont r a~ ü tlÍene8 sig'ttfrige, presgüt Sren es tgS ^tulo ^jI!r|tp • 

y áü t€ntrg cr(d) que^ ar^ ie~in érítoJí ^uti^L¿aja probar el ders£n% .^ 

cdñ que proceden en lo que haya sido caus^jje la ^uej aTCEntod^Mii^iiJl 1l* 
casó Veles oirá tamBienTen juicío'Wrtinario (e) para que se revoqutf ( ^^ 

dicho decreto de amparo, si pretendieren tener mejor derecho que ^MiMMRíí 
el querellante. ^^ * 

Art. 10. Si dos o mas personas pidieren á la vez la posesión 
de alguna cosa, 6 pretendieren ser amparados en la posesión, con 
documentos que justifiquen su derecho,tel iuez dará la ^j psesion 6 
amp^yar^ pn ella al que creyere que tieA^^ejor título, y en caso 
d^uda, pondr5"en"depósitó~lar co'sa cu^püsesioirrw disputa, todo 
liasta la determinación definitÍTa,en juicio ordinario, (f ) y citará á 
los interesados para la contestación y conciliación en el término or- 
dinario. 

por cn3r» razón dicen varías leyes qne se le tiene por seflor, y como á tal se le 
dan los interdictos posesorios, sin que en realidad posea, por ser solo el dueño 
el verdadero poseedor, <|ae tiene la plosesion por medio del usufructuario. Lla- 
mas y Molina en la ley 45 de Toronúm. 115. Sala. Ilust. al Derecho español, lib. 
8. ® 1. 11 núm. 14 al fin. 

(a) Para probar el hecho ó hechos de que se deduzca el temor fundado 4e 
perturbación, puede usarse de cualquiera de los medios de prueba reconoci- 
dos por este código de procedimiento. Acuerdo de la Corte Suprema de 25 de 
Febrero de 1845. 

(bj El decreto.de amparo, como los de igual naturaleza, no pasan en auto- 
rídaa de cosa j uzgada, aunque no sean reclamados. Sentencia de la Corte del 
tercer distrito de 31 de Mayo de 1841 en la causa entre Dámaso Flores y 
Tomas Quiñones sobre propiedad de unas tierras. 

(c) De la providencia que declare que no son suficientes los documentos pa- 
ra amparar á alguno en la posesión, debe oirse apelación libre como de sen- 
tencia definitiva, de la misma manera que tiene lugar en la posesión hereditaria 
conforme al art. 4. ® de esta ley, y en el de despojo. Esto se deduce del auto de 
la Corte del tercer distrito de 11 de Marzo de 1843 en la causa de José Joaquin 
Freitescon Dolores y Trinidad Alvares de Lugo sobre riego de una. acequia. > 

. id) Véanse las notas 1. * y 2. ** del art. 3. ® bajo la letra (b) , 

(e) También es aplicable en este interdicto lo dicho en los anteriores sobre 
«1 seguimiento del juicio ordinario. Véanse las notas, 2. ** del art. 2. ^ letra (a), 
la del art. 8. ® letra (c) y 2. « del art. 5. ® , letra (b) al fin del art. © 

(f ) En este caso el juicio ordinario se seguirá desde luego, si las partes lo 
qnisieren, en el mismo expediente. 



TIT. VII. LEY It m 

Art 11. Todo redamo de perjuicios (a) y frutos contra des- 
pojadores y perturbadores de la posesión, se deducirá en juido 
ordinario, y en el sumario no se oirft recurso de apelación sino ea 
el efecto devolutivo, (b) 

Art. 12. Después de pasado un año del despojo, 6 de la per- 
turbación, no podrá pedirse la restitución ó el amparo sino en jui- 
cio ordinario, á menos que se haya hecho uso de la fuerza contra 
el legítimo poseedor, & quien en este caso se favorecerá por el in- 
terdicto posesorio en cualquier tiempo. 

Art 13. Cuando en el juido ordinario se pruebe que fueron 
&1bos los fundamentos alegados por el querellante para la restitu- 
ción ó amparo, se le condenará á satisfacer todos los perjuicio* 
que por esta causa sufriere la parte contraria. 

(a) 1. * Este artículo toma la palabra perjuicios en un sentido general, pres- 
diidiend« de la diferencia tégnicaque existe entre dafios, perjuicios ó menosca- 
pos, costos y costas, expresando con aquella no solo lo que inmediata y necesa- 
riamente se ha dejado de ganar, sino también y con mayor razón aquellas p^r< 
didas que de la misma manera se hayan sufrido por consecuencia del despojo, 
pues seria absurdo que hubiese derecho de reclamar aquello que aun no se en« 
Gontraba en nuestros bienes, y no lo que de los mismos se hubiese perdido, y 
mucho mas cuando esto último estuviese expresamente reclamado. Sentencia, 
de la Corte del segundo distrito del Centro en el juicio seguido por Femando 
Villanueva contra Vicente Malpica sobre dafios y peijuiciosá consecuencia del 
despojo de las aguas del río de los Guayos. 

2. ^ Cuando se intenta el juicio ordinario sobre dafios y peijuicios, puedo 
hacerse valer en él la excepción de que no se ha cometido despejo; pues 
siendo un juicio sumario aquel en que se decide la existencia del despojo, y 
como todos los de su naturaleza se siguen sin citación del que se dice despoja- 
dor, cuando es un principio oonsig;nado en nuestra Constitución y leyes genera- 
les que ninguno puede ser sentenciado, ni mucho menos castigado, sin haber 
sido oido y convencido legalmente, se deduce que no cabe ejecutoria en un jui- 
cio seguido sin la intervención de una de las partes, y que en sus efectos no tie- 
ne otros que la presunción en favor de aquel que lo provocó, y consiguió stt 
intento. Sentencia anterior. 

(b) En el juicio sumario de posesión no puede otorgarse alzada, sino en un 
solo efecto, y sin interrumpirse por esto el seguimiento del plenario, si las partes 
lo quisieren, á cuyo fin ée hará, la citación en el caso del art. 10. Acuerdo de 
la Corte Suprema de 25 de Febrero de 1845. Este Acuerdo no comprende el 
caso á que se refiere el artículo 4. ^ de esta ley, pues expresamente se conce- 
de libre apelación. También creemos que cuando el tribunal no suspende el 
decreto posesorio, restitutorio ó de amparo por no tener el documento el va- 
lor y ñierza«xigidos en los artículos 3* ® y 9* ® , no hay objeto en no admi- 
tir lík apelación libremente, pues en tal caso, si se quisiere mtentar el juicio 
ordinario, deberá f seguirse en expediente separado, según la doctrina que 
dejamos explicada'en^losjanteriores artículos; y solamente limitamos la apela- 
ción en un solo efecto á los precisos casos, en que se apele de la posesión acor- 
dada, restituida ó amparada, 6 del decreto en que ae alce ó suspenda dicha po- 
sesión; pues, cuando se concede, restituye, ó ampara á alguno en la posesión, 
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Alt 14. £1 juez que privare á alguno de su posesión sin tai* 
formalidades que previene esta ley será responsable de todos lotf 
perjuicios ante su superior inmediato, (a) 



LEY TIL 

DE LOS INTERDICTOS I^ROHlBITfvOS. 

é 

Art. 1. La denuncia de nueva obra [b] se hará por escrito an« 
te qualquier juez que tenga jurisdicción en el lugar en que se halla 

' * ■ ■ ' ■- — — -r— 1 > - _ 

debe ejecutarse inmediatamente la providencia, y cnando se suspende la pose- 
sión acordada ya, restituida, ó amparada, deberá seguirse elf juicio plenarío en 
el mismo expediente, de cMiformidad también con lo que tenemos explicado en 
la nota (c) del art. 3. ® 

(a^ Si unjuez despojare áa1g:nno de la posesión de sns bienes, sin haber si- 
do llamado, oido y vencido, le deben ser restituidos dentro de tercero dia. Ley 
2. ^ , 1. 13, lib. 4. ^ Kecop. de Castilla. Pero esta ley solo se contrae á casos en 
que el juez competente obre extrajudiciahnente con abuso de su autoridad, sin 
conocimiento de causa, y sin llenar las formalidades competentes; y sin duda 
de aquí es que, teniendo presente eata disposición de la ley de Castilla, se or- 
dena en este articulo que el juez que privare á.alguno de su posesión, sin las 
formalidades prevenidas, sea responsable de todos los perjuicios ante su inme- 
diato superior. Sentencia de la Corte Suprema de 6 de Agosto de 1833 en los 
autos seguidos entre Ramón Anzola Tovar y el Administrador de las Renta» 
del Convento de las Monjas Conoepciones sobre despojo de unas tierras. Sen- 
tencia de lamismade28de Octubre de 1836 en el expediente seguido pof 
Dolores Oarballo sobre despojo de las aguas del rio Tapatapa. Esta inteligencia 
dada á. la ley por el Tribunal supremo la encontramos confirmada en Murillo, 
lib. 2. ^ , Decretalium, t. 13, núm. 101 al medio, quien dice: que la restitución 
de que habU la ley de Castilla, tiene lugar contra el juez competente que ex- 
trajudicialmente y sin conocimiento de causa despoja á alguno de su posesión, 
pues excediendo los fines y limites de su oficio, se reputa por persona privada. 
También asienta el mismo autor en el lugar citado: que igual restitución se da 
contra el juez incompeteúte, pues careciendo de jurisdicción, se tiene por ntt 
particular. ' 

(b) 1. ^ Se (lama obra nueva no solo la que se bace enteramente de nne^ 
vo desde sus cimientos, sino también cuando se añade 6 quita a una vieja, va- 
riándole la forma. L. 1.* t. 82. P. 8.* , 

2. * El que tiene algún derecho de hipoteca ó censo, podrá denunciar la obra 
nueva, lo mismo que el usuíhictuario, si es un estrafio el que hace la obra; pe- 
ro no cuando la hiciere el propietario; é igualmente puede denunciar aquel á 
quien se le deba alguna servidumbre urbana, que por razón de la nueva obra 
quedare embarazada. LL. 4 y 6 t. 82. P. 3.«* Sala, Dust. del Derecho de Espa- 
ña, lib. B.o t. 12, núm, 4.© 

3. * Los que no tienen derecho alguno en la cosa, no pueden denunciar, enr- 
íes son los arrendadores; pero estarán oblig4dos por razón de su contrato á avi- 
sar al dueño, si ven que se hace alguna cosa contra su utilidad. Antonio Qómei^ 
en la ley 46 de Toro núm. 27. 
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la» nueva obra sin necesidad de justificación^ [a] y solo con el jura^* 
níenlo de no proceder de malicia, [b] 

Art. 2. £1 juez pasará personalmente, ó dará comisión bastan* 
le á su secretario para que pase al lugar en que se estuviese ha-> 
ciendo la nueva obra, á prohibir sU continuación bajo la pena de 
que se destruirá á costa del dueflo de la obra todo lo que se ade- 
lantare después, y de que se exigirá á cada trabajador el duplo de 
su jornal 6 salario en calidad de multa por el tiempo de su contra-» 
vencioii) estando impuestos de la prohibición. De esta no podrá 
apelarse, y se hará válidamente no solo al dueüo de la obra» sino k 
los trabajadores que allí se encuentren, si aquel no estuviere en ella» 
y en defecto de estos, á cualquiera persona dependiente del dueffo» 
bien sea siervo ó libre; dejando siempre escrita la orden profaibiti-* 
va en que se dará razón de 1» persona que la ha solicitado y de la 
fecha en qtte se ha espedido. 

Art. 3. Por el mismo hecho de haberse intimado la prohibi- 
ción, tanto el denunciante como el denunciado se entienden citados 
para comparecer ante el juez de primera instancia del circuito, [c] 
en el término ordinario para la contestación y conciliación^ y se* 
cuela del juicio, si esta no tuviere efecto. 

Art. 4. Si la denuncia se hubiese hecho ante el alcalde parro* 

quial [d] ó juez de paz, se remitirá al juez de primera instancia [e] 

' - ■ . — . , - • • ■ j ' _, - 

(a) Un campo, sea erial ó cultivado, no es materia del interdicto de obra 
Bueva, el cual versa en la línea de edificios de toda especie, y en tal manera, 
que en la obra ofensiva de alg;ana servidumbre rústica el Sr. del predio domi- 
nante no la persigne con el interdicto de nueva obra, sino con la acción, dedamno 
infecto, conforme á la ley 6. * t. 82, P. 8. * ; y el descuajar tm monte, plantar f 
sembrar en heredad ajena, no es hacer una obra nueva, sino Inquietar al duefio 
€fn su posesión, contra cuyo acto se intenta el interdicto recuperandcs. Sentencia 
de la Corte del teter distrito de 10 de Julio de 1849 en la causa de José ^^nto- 
nio Lovera contra Francisco Codecido por denuncio de nueva obra. Senten- 
cia de la Corte Suprema de 21 de Enlode 1851, cuyo tribunal, con referencia 
al mismo negocio, dijo: que no es licito cambiar con nombres la naturaleza de 
las cosas, pues délo contrarío las decisiones vendrían á depender no de la li^ 
ni déla justicia, sino de la voluntad de las partes. 

• (b) 1.* El interdicto de nueva obra no es un juicio doble por su naturaleza, 
como lo son los otros interdictos o acciones en derecho, y mucho mas cuando 
una de las partes tome el carácter de demandante, el cual debe servir de go» 
biemo, así para el orden, como para la determinación del asunto. Auto de la 
Corte del tercer distrito de 12 de Abríl^e 1848 en el litis entre Juan P. Torto- 
lero y Natividad Pinto sobre denunciíTde nueva obra. 

2. * En estos interdictos, asi como en los posesorios, debe consultarse un ase- 
sor, según la atribución 6. *« , art 3. <5 , ley 8. * del código orgánico de tri- 
bunales. 

(c) Hoy el juez de parroquia, como presidente del respectivo juzgado cán- 
ida Hoy Juez de parroquia, 
(e) El juez de parroquia, como presidente del respectiyo juzgado canto^ 
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del circnito la denuncia original con las diligencias prlictijeadatf^ 
£1 alcalde parroquial [a] 6 juez de paz y las partes tieneii adunas 
del término de seis dias el de la distancia para cumplir lo que se 
previene en este y en el anterior artículo. 

Art. 5. Ninguna otra determinación podrá dar el alcalde par- 
roquial [b] ó juez de paz, á menos que sea para suspender la pro* 
hibicion por desii||imiento del demandante antes que se haya diri- 
gido el expediente al juez de primera instancia, [c] y -aun dospue»* 
si estuvieren de acuerdo las dos partes, dando inmediatamente avi- 
so en este ¿aso á aquel magistrado. 

Art 6. Si después de la contestación y acto conciliatorio so- 
licitase el dueño de la obra nueva el permiso para continuarla, 
ofreciendo fianza de estar á las resultas del juicio, y de destruir la 
obra á su costa siempre que se le mande, se le concederá dicho 
permiso por el juez de primera instancia; [d] con tal que no re^ 
sulte dafio irreparable, lo cual se acreditará previamente con el in- 
forme de expertos. La fianza debe ser á satisfacción del deman- 
dante; pero el juez no atenderá su oposición cuando fuere ca- 
prichosa. 

Art 7. En lo demás se observarán los trámites del juicio ordi- 
nario, y se concederán los recursos que por este código pueden in- 
terponerse en todas las causas. 

Art. 8. Para intentar los otros interdictos prohibitivos, se nece- 
sitará instruir justificación del dafto actual o próximo que se denun- 
cia, y deberá siempre ocurrirse al juez de primera instancia [e] 
que tenga jurisdicción en el lugar en que se recibe ó puede reei- 
birse el dafio. En caso de que el peligro sea inminente, se ocurri- 
rá á las autoridades de policía, antes ó después de haberse intenta- 
do el reclamo judicial, y sin perjuicio de lo que se determinare 
por el juez de la causa. 

Art 9. Con vista de la justificación, y sin necesidad de oir al 
demandado, podrá el juez expedir aquellas providencias precaute- 
lativas del dafio á que se refiere el artículo anterior, que puedan 
adoptarse sin gravamen irreparable. Contra estas providencias solo 

nal. Pero esto se entiende si la denuncia se hubiere hecho ante el juez de paz, y no 
si se hiciere ante el juez de parroquia, pues siendo este el presidente del res- 
pectivo Juzgado cantonal, no hay necesidad de la remisión del expediente que 
previene este articulo. Lo nüsmo sucedéis en el articulo siguiente. 

(a,) Juez de parroquia. 

Qn Juez de parroquia. 

Ccl Al juez de parroquia, como presidente del respectivo juz^do cantonaL 

(d) Por el juez de parroquia como presidente del respectivo juzgado caí»' 
tonal. 

(e) Al juez de parroquia, como presidente del respectivo juzgado cantonal» 
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se admitirá recurso en el efecto devolutivo, para que no se inter- 
rumpa el curso de la demanda, que se sustanciará y determinará por 
los trámites del juicio ordinario en toflo lo demás. 

LEY IV. 

DEL DESLINDE DE TIERRAS. 

Art 1. El deslinde judicial deberá pedirse ante el alcalde par* 
roquial [a] de la jurisdicción en que existan los terrenos que quie- 
ran deslindarse, [b] 

Art. % Para pedir el dedinde se presentará el título de la 
propiedad de las tierras que determine su extensión y límites, ó la 
justificación que lo supla. 

Art 3. En la misma audiencia en que se presente la solicitud 
se mandará citar á todos los colindantes, y se señalará dia para la ' 
operación. 

Art 4 Para este señalamiento se tendrá presente que no debe- 
rá practicarse el deslinde antes de ocho dias de haberse hecho la úl- 
tima citación. 

Art. 5. El alcalde parroquial (c) concurrirá en persona al des- 
linde, y designará los lugares en que deban situárselos mojones que 
dividan las tierras. Si hubiere necesidad de prácticos, (d) los nom- 
brará él mismo. 

Art 6. Cuando alguno de los colindantes se oponga á la desig- 
nación de algún lindero, presentará el títuld de sus tierras ó docu- 
mento supletorio Suficiente, al acto del deslinde y no antes, y el 
alcalde parroquial [e] si no pudiere cortar en conciliación la disputa, 

(s) Juez de parroquia. 

(b) 1. '^ La ley 10 1 15 P. 6. * debe tenerse presente para las cuestiones do 
esto naturaleza. 
2.^ La acción de deslinde puede intentarla el que posea la heredad, como 

K'opietario, sin que al efecto necesite comprobar su derecho de propiedad, pues 
posesión lo hace presumir propietario. Puede ejercerse igualmente por el 
•nflteuta y el usuftructuarío, pues tienen interés y derecho en hacer señalar 
los í^dos de que han de gozar, pero no puede establecerse por los arrendado^ 
res y coloiios, ni contra ellos; y deben limitarse á dar aviso á los dueños. 
Escriche, pisdabra " Amojonamiento." 



Íc) Juez de parroquia. 



Los prácticos que, faltando á los deberes de su encargo, dieren maliciosa^ 
mente á alguno de los interesados mas jiarte de la que le corresponde, con per- 
juicio del otro, incurren como falsarios en pena arbitraria, y en la obligación de 
pagar el daño al perjudicado en el caso de que por alguna razón no pueda re- 
cobrarlo del favorecido. L. 8, t. 7. ® P. 7. •* 
(o) £1 juez de parroquia. 
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después de examinar los títulos y oír á los pr&cticos, si le parecie- 
re necesario, fijará un lindero provisional que se respetará miéii 
tras se decida la cuestión. ■* 

Art 7. Desde aquel d!a correrá el término ordinario de prue- 
ba sobre la oposición del colindante, siempre que el juez de prime- 
ra instancia del circuito á quien en todo caso deberá pasarse el ex- 
pediente, resida en la misma parroquia; pues residiendo en otra, 
no correrá sino desde el dia en que el expediente llegue á sus ma- 
nos; y la causa seguirá por los trámites ordinarios en fodi^ sus 
instancias, (a) . . 

Art 8. Las partes quedan citadas en aquel acto, y el alcalde 
parroquial les advertirá el perjuicio que les resultaria de no ocur- 
rir ante el juez de primera instancia á instruir sus pruebas dentro 
del término indicado en el artículo anterior, [b] 

Art 9. Los títulos ó documentos presentados por el colindan- 
te opositor se agregarán siempre al expediente, y en ]a diligencia 
del deslinde se expresará todo lo que hubiere ocurrido con mo- 
tivo de la oposición. 

Art. 10. La diligencia del deslinde, haya ó no oposición, la 
firmarán el interesado y todos los colindantes que hubieren con- 
currido con el alcalde parroquial [c] y secretario, y si alguno no 
supiere, ó no quisiese firmar, se expresará así, advirtiéndose al que 
no quiera firmar, que esta falta no. le favorecerá de modo alguno. 

Art 11. Cuando no haya oposición, se devolverán los títulos 
presentados, quedando en el expediente nota de la entrega, que 
firmarán cada interesado, ó un testigo por el que no sepa firmar» 
y el secretario; y se pasará dicho expediente á la oficina de regis- 



(a) Siendo el mismo jnez de parroquia, (ante qaien hoy se pide el deslinde por 
ftltor los alcaldes parroquiales"! el presidente del jazg;ado cantonal á quien to- 
ca la deeision del negocio, es claro que al presente corre «iempre el término de 
Sraeba desde el dia en que, no pudiéndose lograr la conciliación, se fijan los lin- 
ero8}provlsionales; y por consiguiente, toda la parte de este artictdo desde don- 
de dice " siempre que el juez de primera instancia &" es del todo inútil, y de- 
biera büprimirse en la reforma de la ley, á menos que se concediese también á 
losjixfioes de paz la fecultad de practicar las primeras diligencias, como debiera 
ser, para evitar k los interesados el perjuicio que en muchos casos les resultaría 
de teaer que ocurrir siempre para ellas á la parroquia respectiva donde haya 
juagado cantonal, pues en este caso seria forzoso conservar dichas disposiciones, 
por cnanto debería remitirse el expediente al juez de parroquia, si él no habla 
conocido desde el príncipio. 

S) Por las mismas razones expresadas en -la nota anterior, es hoyenteramen- 
átil la disp06ici(m de este artículo, salvo también el caso indicado en la 
mnmM nota para la reforma de la ley. 
(c) £1 jues de parroquia. 



^ 
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tro del cantón en donde podr4n, solicitar los interesados las copian 
que quisieren, 3in decreto ó mandato del juez. 

Art 13. TsLi^l>ien se pasará á la misma oficina de registro del 
cantón en donde estén situadas las tierras deslindadas, copia au- 
téntica de la tútima diligencia del deslinde que «e practique, con- 
forme á la sentencia ejecutoriada en el pleito, cuando haya opo- 
sicion.' 

LEY V. 

D£ LAS PARTICIONES. 

Art 1. Solicitando (a) uno ó muchos herederos la liquidación 
y partición de los bienes de una testamentaría ó sucesión ab intes- 
tato, y habiendo oposición de otros coherederos, se citará á todos 
para la contestación y conciliación; y en esta reunión, si la eonci- 
liaision quedase sin efecto, y no fuere dudoso el carácter de los de^ 
mancados, podrá decretarse el embargo y depósito de los bienes de 
ü testamentaria o sucesión en persona estrafia y abonada, que se 
nombrará por mayoría respectiva de votos, decidiendo el juez en 
caso de empate, si los interesados np estuviesen do acuerdo en que 
queden en poder de uno 6 mas de ellos mismos. La oposición se 
sustanciará por los trámites ordinarios, y seguirá del mi^mo modo 
en todas iafi ulteriores intancias. 

Art 2. Las diligencias qíie deban practicarse para el embar-. 
go y deposito de los bienes formarán un cuaderno separado. 

Art. 3. Concluido el pleito que embaraza la pajticion, ó siem- 
pre que esta deba practicarse sin oposición, los interesados se reu- 
nirán el dia que el juez de primera instancia (b) señalare para el 
nombramiento de partidor.(c) Los que falten, se entiende que renun- 
cian su derecho, y uno solo que concurra hará el nombramiento. 
Esta rennion no se hará nunca antes de ocho días de estar en op- 

(a^ Pueden pedir la partición: l.<=^, todos losheiederos qneno seanmeno' 
res ae edad y no tengan impedimento para administrar sus bienes, ley 2. ^ t. 
16 P. 6. * ; pues por los menores é incapaces debe hacerlo su curador, de- 
biéndoselo nombtar aJ efecto, si no lo tuvieren. Glos. 1. ^ á la citada ley: 2. ^ , 
la viada del diñuto, aunque no sea heredera, para que se le satisfagan sus ga- 
nanciales y demás derechos qfue tenga: 3. ® , el que pretenda ser heredero, con 
tal que posea la herencia, pues en caso contrario, no se le admite en la partición 
sino después que haya sido declarado heredero enjuicio ordinario; y 4.® , el 
extrafio que hubiere, antes de la partición, comprado de alguno de los herede* 
ros la parte que le corresponda de la herencia. 

(b) £1 juez de parroquia como presidente del juzgado cantonal. 

(c) Para ser partidor es necesaria la edsd de Teinticinco afios. £scriche, pal. 
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der del juez el expediente concluido de la oposición, en caso dé 
liaberla habido, ó de la ocurrencia de los interesados cuando no la 
hay, & menos que en uno ú otro caso todos estén de acuerdo en 
anticiparla. 

Art. 4. Si los interesados no pudieren avenirse para elegir 
partidor por mayoría absoluta de votos, el juez elegirá uno de los 
que ellos hayan propuesto. 

Art. 5. En la reunión para elegir partidor se presentará el * 
testamento, cuando lo haya, el inventario y avalúo de los bienes/ 
y el expediente de embargo y depósito, si ha tenido lugar, lo mis- 
mo que la cuenta del que haya administrado los bienes, y las del 
depositario, con los demás documeníi^ que sean necesarios para 
la partición, y todo se pasará al partidor nombrado, asignando el 
juez el término en que este deba desempeñar su encargo, el cual 
no podrá prorogarse sino por una sola vez. 

Art. 6. Si los interesados tuvieren que objetar las cue^taá del 
administrador ó del depositario, se procederá al juicio de cuentas 
conforme á lo prevenido en el artículo siguieiite, suspendiéndose 
entretanto la partición, o sé procederá á esta al mismo tiempo, si 
así lo resol viere la mayoría de los herederos, en cuyo caso el par- 
tidor dejará establecida la regla que haya de seguirse para la par- 
tición del resultado de las cuentas objetadas, bien sea favorable ó 
contrarío á los herederos. ^ 

Art 7. Las dudas que ocurran al partidor se harán presentes 
por este al tribunal por escrito, para que, reunidos los herederos, 
las consideren y resuelvan, y al efecto se señalará dia para la reu- 
nión, en la cual eé determinará por los que concurrieren lo que pa- 
reciere mejor á la mayoría, pudiendo también tomar un plazo pa- 
ra deliberar. No habíeodo mayoría para la resolución, esta la acor- 
dará el juez, atendidas las razones que se hayan manifestado. Las 
dudas que se refieran á puntos que deba decidir el juez, las decidi- 
rá este en aquel acto, después de haber oido á los interesados, pu- 
diendo igualmente diferir la resolución por veinticuatro horas si Jo 
creyere necesario para el acierto. Cuando la resolución de la ma- 
yoría 6 el plazo que acuerde para deliberar, se reclame por alguno 
de los herederos como perjudicial á sus intereses, el juez decidirá 
lo que creyere justo y su resolución se llevará á efecto. Contra 
las decisiones del juez en los casos de este artículo se admitirá el 
recurso de apelación en el efecto devolutivo solamente. 

"Contador-partidor." Y como las funciones de dicho partidor son equivalentes 
4 las de un juez, y no puede ejéh^er las de este por nuestra legislación el que 
no tenga la edad de veinticinco afios cumplidos, juzgamos vigente la doctrina 
citada. 
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Árt. 8. Resueltas las dudas» el partidor continuará'su eneargOf 
y el lérmiao,-que estará en suspenso desde que las propuso^ cor-* 
tjprá por los dias que faltaren para completarlo. 

Art. 9. £l partidor podr4 ser apremiadlo al cumplimiento de 
stf deber en los mismos ténninps gue pueden serlo los perito» en 
el juicio de cuentas, conforme á las disposiciones contenidas en la 
ley simiente. 

Ari M). Hecha la partición, se procederá á su reyision por lo» 
interesados, y determinación por el juez, sobre cualquiera reparo 
^ue s« dedusHsa, del modo establecido en el artículo 7 de esta ley. 

Art IL En el juicio de partición de bienes es juez competente 
el del circuito (a) en que se eggpentren la mayor parte de los here- 
dei^os, ó la mayor Nparte de losoienes de la herentia, á elección del 
que lo promoviere. 

Art 1/2. La aprobación de la partición y la sentencia sobre 
los raparos deducidos contra ella deben acordarse dentro de loa 
ocio ¿ias siguientes á la última contestación de los interesados, o 
al informe del liquidador partidor, si fuere posterior, debiendo se-* 
Calarse tres dias antes por lo menos, el que se designare para ello. 

Art. 13. Puesto en estado de sentencia ó aprobación el expe- 
diente, seguirá los trámites del juicio ordinario, y se observará lo 
prevenido para ellps respecto de los recursos y ulteriores ins- 
tancias. 

LEY'VL 

BBL JUICIO DE CUENTAS. 

Art. 1. Cuando se demande cuen^tas [b] ál tutor, curador, so- 
CIO, administrador o encargado de intereses ajenos, y el deman- 
dante acredite con documento, 6t justificación bastante la obliga- 
ción en que se halle el deman(»rdo de rendirlas, el juez acordará 
en el mismo acto de la conciliación, y siempre que esta quede sin 
efecto, que las presente dentro de nueve dias^ con todos los libros» 

(a) Eljuez de parroqtda, como presidente del juzgado cantonal. 

(9) 1. *" El obligado a dar cuentas á cierto tiempo, si no las diere en 61, ^se 
constituye en mora, y es responsable á los dafios y perjuicios que ocasionare; 
mas cuando no bay tiempo señalado para darlas, es menester para ello que sea 
interpelado y requerido que las dé. Curia, lib. 2. ® , comercio terrestre, cap. 9. ® , 
núm. 13. 

2.^ La cuenta déla administración se ha de dar en el lugar donde se admi« 
aistró. L. 14, t. 2. «> , P. 6. * 

9. ^ 3í al administrador se le deben algunas expensas 6 gastos que haya he< 
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ducumentos y papeles pertenecientes á ellas, [a} sin admitir centra 
esta determinación ningún recurso en el efecto suspensivo. 

Art. 2. Pasado este término, si no se hubieren puesto las oieB- 
tas ordenadas en el tribunal y la parto contraría no hubiere desisti- 
do de su demanda, se dará orden para la prisión del demandada 
hasta que las prodoxea. (b) Se libertará de la prisión el demanda- 
do en este caso, presentando al tribunal los documentos necesarios 
para formar las cuentas, y fiador que se obligue á pagar el saldo 
qae resulte contra el demandado, los costos que cause su arreglo ' 
y el impvesto para gastos de justicia (c) si se le condenare á «ati»- 
facerio. 

Art 3. Para la formación de laMpenta en caso de ho presen- 
tarse, ordenada, se nombrará un pento (d) por cada parte, 6 upo 
por las dos, si convinieren en ello. £1 demandado debeiá hacer ^ 
este nombramiento al acto de entregar los papeles de la cuenta, y 
el demandante, desde que cumplido el plazo de los nueve días se in- 



cho, puede retener parte de los bienes de la administración, capaz de saldar 
aquellos. L. 29, 1. 12, P. 5. * 

4. ^ Annqne no se puede remitir la cuenta de administración fHitura, puede 
hscerse de la pasada; pero si no se remitiere ¿ la vez ol alcance que resulte, no 
queda libre de darla, ni por consiguiente de pagarlo. .Curia, lug. cit. núm. 12. 

(á) 1. * Todo administrador, al dar su cuenta, tiene obligación de exhibir an- 
te el juez los libros, así el de caja como el manual y borradoi:, y los demás re- 
caudos y papeles referentes á la cuenta, Curia, lib. 2. ^ comercio terrestre, cap, 
9. ^ , núm. 80; .y, no exhibiéndolos, se presume que eladminlstrador oculta la 
cuenta por obligación que tiene de llevar libros y dolo que comete en laomi' 
sion, quedando responsable á los perjuicios, y debiendo diferirse la cuenta contra 
él y sus herederos en el jittamento in litem del contrario. L. 19, 1. 1. ® , P. 8 * . 
Curia, lug. cit núm. 31. 

2. * El tutor 6 curador debe dar las cuentas conr exlybicidn del inventario y 
cuaderno que le servia de apuntación de frutos y menoscabos de la hacienda 
papilar, probando su legitimidad, ú otras justificaciones competentes, fwr no es- 
tarse k su simple asiercion, aunque el testador le relevase de esta prueba, que 
debe formalizar ante el juez del lugar de la administración, y nodeldomiáüodeí 
administrador. Elizondo, pract. univ. forense, tomo 1. <=* , pág. 66, núm.^ 10. 

(b) 1. * También tiene lugar la prisión, cuando por información sumaría re- 
sultare sospechoso de fuga ó ausencia, aunque no haya pasado el término para 
presentar la cuenta, hasta que la dé, y pague el alcance que resulte, á menos que 
preste fianza de estar á derecho y pagar lo senteneiiulo. Curia, lib. 2. ^ , co- 
mercio terrestre, cap. 9.<=>, núm. 22. 

2.* En el caso de este articulo parece que no^^ebe tener lugar la prisión, 
cuando el que deba rendir la cuenta no tenga obligación por sí mismo, sino por 
ser sucesor de otro. Así lo ha deddo la Ccale del tercer distrito con fecha 12 do 
^Octubre de 1848 en el juicio de cuentas pedidas al Pro. Manuel Antonio Villa- 
nueva por Ramón MontiUa. 
i M ¡^rogado el impuesto, queda msubsistente este artículo respecto á 61. 

(dj Cualquiera puede ser perito paia hacer la eaenta; aunque sea menor da 
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fyíiBfk^ de la falta de aquel. El juez nombrará un tercero (a) pari» 
ei c£^o de discordia. Los aue sgn nombrados por las parties ao 
pueden ser recusados, y el tercero nombrado por el jue?, aolo po- 
drá ser recusado con causa justificada. 

Art. 4. Si las partes no nombraren peritos para el arre|[lo de 
ln cuenta,. pasados Íds periodos designados en que pueden hacerlo, 
el juez nombrará uno, y este tampoco podfá ser recusado sino con 
causa justificada, ^ 

, Art. 5. Siempre que haya de recusarse un perito, deberá pro* 
ponerse la recusación dentro de tas cuarenta y ocho bor^^ después 
de su nombramiento. ^ 

Art 6. Los peritos no jjpdrán resolver ningún punto de de« 
recho ni hacer adjudicaciones ó aplicaciones que no estén deter- 
ijaínadas, y se reducirán sencillamente á ordenar la cuenta aegun 
su^ conoeimientos en el arte de formarla. Si les ocurriere duda 
sobre alguna cosa, y por esto dejasen de poner alguna partida, ó 
suspendiesen alguna operación necesaria, arreglarán la cuenta en 
lo demás, si fuere posible, y presentarán en pliego separado sus 
dudas a observaciones, expresando con claridad lo que ha dejado 
4e comprenderse en fa cuenta, y los fundamentos de su duda. 

Art. 7* Los peritos (b) tendrán para formar la cuenta el tiem- 
po que consideren suficiente, determinándolo al acto de aceptar 
sus nombramientos. Cuaíido exigieren diversos términos, se con- 
cederá el mas largo; y no se prorogará en ningún caso, siuo c^ 
justo motivo á juicio del juez, y por una sola vez. 

Art. 8. Podrá apremiarse (c) ^ los peritos cuando no llenen 
su encargo en el término prefijado con multas que principiarán 
por dos pesos, y que continuarán, duplicándose diariamente la can* 
tidad. El impone total de las guitas se descantará de lo que delia 

«dad. XL. 6, 1. 1. P. 3, « , y 3. *v 1. 1. « Ub. 11. Nov. Eecop. Curia, lib, 2.« , co- 
ijiercio teiTestre, cap. 9. ® , núra. 23. 

[a] El tercer perito nombrado para en caso de discordia, solo ptíede dar sti 
▼oto sobre los puntos no convenidos. Curia, lib. 2. ^ . comercio teirestre, cap, 9, 
nym. 86. 

[b] Los peritos deben jurar desempeñar fielmente su encargo, y que na 
recibirán nada de las partes. L. 2.**, t. 21, lib. 10. Nov. Recop. T no 
pueden ser obligados % aceptar el nombramiento. Curia, lib. 2. ^ , comercio 
terrestre, cap. 9. ® , núm. 24. \ 

[c] 1. ^ Si los peritos fueren negligentes en hacer la cuenta, serán respom»- 
bles d^los peijuicios ocasioxmdos á la parte perjudicada. Curia, lib. 2. ^ , coiaer* 
fio terrestre, cap.^9. ® núm. 26, ' ' 

2. ^ £1 perito que dolosamente cometiere yerro en la cuenta, hace falsedad^ 
y ademas de la pena arbitraria en que incurre, s^gnn la ley 8. t. 7. *^ , P. 8. ^ , 
«lueda responsable por el daño que cause á la parte, siempre que estaiao pueda 
indemnizarse de la otra parte. Curia, Ing. cit. núm. 36. 
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abonárseles por su trabajo. También podrfin ser apremiados con 
prisión si se creyere inefíeaz 6 inaplicable el de la multa. ♦ 

Art. 9. Presentada la cuenta al tribunal, sea por el.demanda- 
do, sea por los peritos, se comunicará vista de ella al demandante, 
con término de ocho días para devolverla, y ea el segundo caso 
también al demandado con él mismo término. Sr se hicieren obser- 
vaciones sobre el orden tle la cuenta, se pasarán á los peritos: para 
su informe, y reforma de la cuenta, si encontraren exactas las ob- 
servaciones; pero si estas recayeren sobre la legitimidad de las 
partidas, 6 sobre cualquiera otra cosa de que deba responder el 
demandado, se le pasarán para que conteste. Estos traslados de- 
berán satisfacerse dentro de Aiatro dias, y se encargará de comu- 
nicarlos la persona á quien interese el esclarecimiento de la duda, 
pudiendo valerse de un alcalde (a) ó juez de paz, en caso que la 
pefsona que deba recibirlo lo rehuse, para acreditar esta resisten- 
cia; cuya pena será para el demandado la prisión por veinticuatro 
horas, por cada vez que cometa esta falta, y para los peritos la 
multa de cuatro pesos por cada resistencia. 

Art. 10. £1 demandado y los peritos en sus casos deberán po- 
ner en el tribunal el expediente con su contestación dentro del 
término señalado; y si no lo hicieren así, se usará de Jos mismos 
apremios que se establecen en el artículo anterior. 

Art. 11. Puesto en este estado el negocio, señalará el juez el dia 
en que se ocupará del examen de la causa para sentenciarla. Este 
sefiajamiento no se hará para antes de tres dias ni para después á% 
ocho de haberse devuelto el último traslado. 

§ único. Si alguna de las partes manifestare necesidad de pro- 
mover pruebas, el juez, antes de señalar dia para v^ la causa, con- 
cederá el término que por la cuantía del negocio corresponda se- 
gún este código. 

Art. 12. El juez resolverá (b) sobre todas las dudas y obser- 
vaciones que se hubieren presentado, aun cuando nada se hubiere 
cpntestado sobre ellas, sin exigir nuevos informes, fuera de los que 



Tal Jues de parroquia. 

(b) 1. * En estado de sentencia la causa de cuestas, él juez debe darla, apro- 
bándolas, y confirmando 6 revocando, como fuere en justicia; y esto tiene lugar 
aunque lías partes se hubieren convenido en estar por el panecer de los peritos, 
y pidan al juez que lo conflrme, pues no es obligado á estar por él; entendién- 
dose asi, si el convenio de las partes fué hecho antes de ser formada la eaenta. 
Cnría, lib. 2. ® , comercio terrestre, cap. 9. ® núm. 42. 

2. ** Si el juez en la sentencia reprueba algunas partidas, y nada dice de las 
otras, es entendido que las aprueba; porque la revocación de una parte induce 
confirmación de lo demás. CuriAj lug. cit. , núm. 48. 



* ti- \ 



/; 






t/. 



. K.. 



y 



^^A^y 






<<• i 






C-- 



TiT. VII. LEY. VII. 



1<H 



% la voz puedan ofrec|r los interesados 6 los peritos, si concurrie- 
ren al tribunal para la vista de la causa. 

Art. 13. Cuando las personas obligadas á dar cuentas ó á pre- 
sentar documentos para formarlas, falten á uno ú otro deber sin 
motivo legal, se admitirá la razón jurada del demandante como do- 
cumento suficiente p|úra proceder contra el demandado en virtud de 
acción ejecutiva, (a) 

Art 14. Dada la sentencia, se admitirán los recursos, y la cau- 
sa seguirá en las demás instancias conforme á las reglas proscriptas 
para lpd|8. 

LEt VIL 

DJEL CONCURSO NECESARIO V OCURRENCIA DE 

ACREEDORES. 

Art 1. Cuando se presenten dos ó mas acreedores demandan- 

(a) 1. • Esta ley establece dos casos: eí 1. ® , cuando no se presentan por el 
demandado las cuentas ordenadas, ni sé producen los documentos necesarios pa- 
ra formarlas, y entonces deben obserrarse los trámites de traslados 6 interven- 
ción de peritos, dispuestos por el art- 8. ^ y siguientes, hasta ponerse el negocio 
para sentencia, instruyéndose pruebas, si Uis partes manifestaren necesidad da 
promoverlas, como lo ordena el ^ único del art. 11: el 2. ® es, cuando las per- 
sonas obligadas á dar cuentas ó presentar documentos para su formación, falten 
á uno ú otro deber, sin motivo legal, y en este caso es que se admitirá la razón 
jurada del demandante como documento suficiente para proceder contra el de- 
mandado en virtud de acción ejecutiva, según previene el art. 13. De aquí la 
necesidad de librar mandamiento de ejecución contra aquel, y 8eg:uir el orden 
establecido para los juicios ejecutivos, tal es el de formarse un cuaderno por sepa- 
rado que principiara con el expi'esado mandamiento, siguiendo las demás dili- 
gencias de que hablan el art. 4. ® hasta el 10. ® de la ley 1. * t 7. ® de este Gó- 
di|p{), y el de continuar el curso ordinario de la causa en la forma establecida 
por el art. 11 de la misma. Por consiguiente, la razón jurada no puede producir 
otro efecto que el que le da este artículo, y es el ttaer aparejada ejecución contra 
el demandado; sin que pueda decirse que aquella sea por si sola bastante para ^ 
condenar al pago de la cantidad á que se ha jurado alcanzar la cuenta, que ha 
dejado de producirse,, porque esto seria dar á la razón jurada el carácter da 
sentencia que no tiene, pues repugna al sentido literal de la ley y á todos los 
prindpios de equidad y de j[^ticia; y en consecuencia debe admitirse discusión 
probatoria, y seguir la causa en juicio ordinario, como lo previene el art. 11 de 
la ley 1. * t. 7. ® ya citados. Auto de la Coiie del terijer distrito de Noviembre 7 
de 1 8i8 en el juicio dé cuentas'entre Ramón Montilla y el Pro. Manuel Antonio 
Villanueva. 

^ 2.* Bs incontestable que solo para el caso de resistencia ú omisión culpaUa 
en la presentación de las cuentas de parte del obligado á rendirlas, ha de tener- 
se el dicho 6 estimación jurada del demandante como resultado obligatorio con- 
tra el demandado, para proceder en virtud de acción ejecutiva. Seniencia de la 
Corte Suprema de Julio 18 de 1845 en la demanda de María Manuela Falcoa 
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do (a) el pago dé sus créditos, porque su daudor esté demandado, 
ó cuando se presenten pas de dos poi;que haya muerto, ó porque 
se haya fugado, ó hecho quiebra, se reunirán, sin citar á ningún 
otro, y procederán á la caliñcacion de sus créditos en la forma pre- 
venida en el artículo nono de la ley sexta del^^ título segundo, con- 
tinuándose la causa como en el juicio de cesión de bienes. 

Art. 2. La muerte, fuga ó quiebra del deudor deberán acre- 
ditarse en sus casos para promover el concurso. 

Art. 3. Si después de la reunión de los acreedores se presen- 
tare algún nuevo acreedor, será admitido al concurso, c^ tal de 
que no haya una sentencia ejecutoriada. 

Art 4. Siempre que aparezca un nuevo acreedor antes de es- 
tar ejecutoriada la sentencia, se practicará lo prevenido para la ca- 
lificación de los créditos eij concurso, y se declarará por el juez el 
lugar que debe ocupar en la graduación si estuviere hecha. 

Art. 6. Los acreedores que ocurrieren primero, tienen dere- 
cho para exigir que se contintie d juicio que promovieron, y que, 
se lleve á efecto lo que se sentenciare, dando fianza para respon- 
der al acreedor últímameiite presentado de lo que se declare á su 
ÍKVOT en las cantidades, ó bienes que reciba, en cuyo caso se segui- 
rá por separado el juicio k que diere lugar el reclamo de dicho 
acreedor. 



eomijii Esteban Acalla sobre rendición de cuentas, como albacea testamentario 
del Pro. Dr. Manuel N. Falcon. 

(a) 1. * Se diferencia este concurso del general y ^luntario: 1. ® , en que pro- 
viene de causa distinta, porque aquel procede del deudor común, única ra- 
aon por que se llama general, y este de los acreedores solamente, y por eso 
es particular entre ellos. 2. ^ , en los efectos, porque en el primero todas las 
causas movidas antes, y las que después se instauren, se deben acumular pre- 
cisamente á él, como cabeza, en el estado que tengan, aunque el Juez 'inte 
quien se formen de ninguna <^ozca; pero en este nó, antes bien se han de 
seguir y determinar por el que en ellas entiende respectivamente, y solo para 
8ureintegrohandeocurrircon8umandamiento.de pago el acreedor ó acree- 
dores que las han movido, al juez del concurso, porque en él han de ser gra- 
duados y pagados. Y aunque por el mandamiento de ptfgo no se acredita la 
legitimidad del crédito para efecto de perjudicará los demás acreedores, por 
no haber seguido con ellos juicio sobre prelacio^fee estima no obstante por 
legitimo, y si hay alguna duda, se presenta con él la escritura original que lo 
motivó, á cuyo fin se saca de los autos, dejandovcopia en ellos con la compe- 
tente ilota. Sin embargo, si fueren muchoa los jueces ante quienes es recon- 
venido el deador por sus acreedores, aunque todos sean competentes, conviene 
se haga acumulación de autos, remitiendo cada uno los 'cuyos al juez que 
empezó primero á conocer para que no se divida la continencia de la causa. 
Asi mismo en este concurso no concede el derecho al deudor el beneficio y 
^xeepeion que en el jeneral, ni hay memoriales de bienes y acreedores, ni k 
instancia ael deudor se convocan, dltan, ni se^íljan edictos, ni tampoco se ncka- 
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Art. 6. En esta especie de concm-Bo serk juez competente el 
de primera instancia (a) que cdiioch de la demanda anterior que da 
erigen & la presentación de loa acreedoree; y en loa caaos de 
muerte, fuga ó quiebra, el del circuito (b) eo que estaba domidliado 
el deudor. Si este oo tenia domicilio conocido, el del circuito (c) en 
que ae hallaren la raayor part« de loa bienes. 

LEY VIII 

DK L4 OPCIÓN A FATBONÁTOS O CAPELLANTAS, AKIVKKBA- 
Rf4ia 7 OTBAfl COBAS SEMEJANTES. ^ 

Art 1. Pretendiendo alguno tener derecho á un patronato 6 
capellanía, aniversaria ü otra cosa semejante, se presentará por es- 
crito ante el juez de primera iastancia (d) ó tribunal eclesiástico. 



oflcio, y Uamarloa por edictos, según se practica. Tapia, iib. 8. o 
llt. i. ^ , cap. 2. ° , Dúm, 2. "^ . Ls excepdon .y beneficio qae se conceden al 
cédante en el concniso Tolntitario 6 general, son, qne, declumdo este por In- 
timamente fo^sA no qneda obligado á responder en juicio 4 los acraMo- 
les que fueron dtffoa y no pagados, aunque llegue á mejor Ibrtuna, excepto 
que, quedándole congrua sustentación, le sobre a1go,pui;B eutónces lo estará 
en cnanto pueda solamente, porque la natural ycivil obligadonnoseextjn- 
^nan. T^ia, Iib. 8.'^, üt. 4°,CBp. l.°,Dúm. 18. caso6.^ — ConrieDen am- 
bos concursos en que tocante á la sustacciacion del juicio sobie legitimidad y 
jHvlacion de créditos, BU graduación, pagos, inTentario ó secuestro, 'depósito y 
•dmiaistracion de bienes, saobacrvsn las propias reglas en uno que en otro. 
Tapia, lib.3. °, tit. l.«,cap.8.°,iiúm,2.'=>alflii, 

2. ' Formado un concurso necesario entre varios acreedores, no deben re- 
petirse en este los mismos trüniles ó primeras diligenciasque se practicaran 
en otro voluntario promovido por el propio deudor, j que fué declarado inad- 
misible, y solo deben seguirse los qne prescribe la ley para la graduación de 
los acreedores y su pago. Acuerdo de la Corle Suprema de 6 de Diciembre da 
1840. a. de V. nüm. 698. 

8. * Embalsados los bienes del deudor, s virtud del concurso necesario . que- 
daen suspenso la sentencia qne cuslqnieta acreedor baya dbtenido en juicio 
particular contra su deudor, pues todos los acreedores deben asistir al nece- 
sario lo mismo que al voluntario, y someterse á la sentencia de graduación. 
Acuerdo dtado. ■ *" 

i. "La persona que con el carácter de síndico se nombre en Ii i'. coni^i'.rsos 
nfcewrios ó volúntanos, ejerce las funciones de un simple <í¡í[i l^i(.^l■io. ydf. 
ninguna manera Ixsestcnsas atribuciones que el cap. 17, nüm. !^ \ hicitiente'. 
da a los síndicos comisarios. Acuerdo de la Corte Suprema de :-. du '[Jícifin- 
bredel840. O. de?. núm,701. 
) Eljuzndo cantonal. 
) Bl del cantón. 
El del cantón. 
El juzgado cantonal. 
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cuBiulo le» del conoció) i ento de este, acompatlando loi documen- 
to! qne legitimen su persona y derecho, 1& escritura de fundación 
é información que acredite la vacante, y expresará quien fué el ul- 
timo poseedor, 

ArL % En la misma audiencia decretará el juez qne le em- 
place por edictos á los que se consideren con derecho, para que en 
a] tírmino de tres meses contados desde ese mimo dia, se presen- 
ten ante su tribunal, apercibidos de que si do comparecieren, se ha- 
rá la declaratoria atendiendo solo al que gozare de preferencia en- 
tre los que se hubieren presentado en dicho término, y no podrán 
optar los demás de mejor derecho hasta otra, vacante, 

ArL 3. Al siguiente dia de aquel en que se venza el término, 
examinará el juez en audiencia pública el expediente, y librará la 
declaratoria si no se hubiere presentado ningún contradictor, 6 *i 
no hay entre las pretensiones ninguna que merezca discusión. An- 
tes de librar la declaratoria, oirá los informes de los interesadot 
qne concurrieren al acto. 

Art. 4. Habiendo contradicción, & siendo por cualquier moti- 
vo necesaria la discusión e«tre los pretendientes, los invitará el 
juez por el 6rden que se hayan presentado, á euiminar los docu- 
mentos de cada uno, y á exponer en seguida p4 eWnismo 6rden 
las razones cor que cada cual aspire á la preferencia ó exclusión 
de los otros. Dentro de tercero dia se librará la declaratoria corres- 

Kondiente, sí alguno de los opositores no exigiere Urmino para 
Kcer pruebas; pues en este caso se admitirán las que promovie- 
ren en los treinta días inmediatos, y seg^ála causa como en los 
juicios ordinaríosiy '' 

LEY IX. 

DE LOS ARBITRAMENTOS, (a) 

Art. I. En cualquier estado de la causa en que tas partee ma- 
nifiesten haberse sometido & juicio de arbitros, se suspenderá 

(ii)l. ^LasarbJIradares constitayen unjazgadoaanqne w^cidentAlde UBepd- 
UJca, aiempre que las parida ba^aD qnerído someter á. el sus diferencias. Los 
tvibuDalCB ordinarios debeo cumplir con las comisioaes que les encareneB, 
«ielBi»teqaenecesiie7i de la autoridad publica: son libres de nombrar A im- 
cretsrio que estimpu por coateniente, y los jueces de parroquia (decía d* 
1. 'iiwtaiida) lOD los ejecutores de sus decisiones, Acúardo de la Coits Sa- 
pretDa.4e 16 de Noviembre de 1887. G. de V. núro. 708. " 
-_2,^^egliUrnieiite se pueiien CfsnprometeT en aTbitram*nt« t«dos los neco- 

jdoswiles; pero ñola causa de ssrridumbrs 6 ds líbsilad.n" ' "'"' 

•». 24, «t, 4.o,P. S.» 
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ti cuno de aquella, y ge pagará en el acto & loa arbitros nombiados, 
entregándofle 6 las mismas partes al intento. • 

Art. 3. £1 arbitramento deberá constar en la escritura d« 
compromiso registrada en la oficina del notario general 6 de algu-' 
ne de sus ajentes. En ella deberá expresarse l|i causa 6 negocio 
que se somete á la decisión de los arbitros, los nombres de *esU>8, 
y si áeben ejercer las funciones de arbitros de derecho 6 de^ arbi- 
traéores, el término que se les conceda para deridir, si se les da 6 
no facultadle prorogarlo, si pueden nombrar tercero en caso de 
discordia, 6 lo nombran los otorgantes, la pena á que se sujetanJÍ| 
caso de no cumplir la dedsiofl que aquellos (j^eren; j si á^aar m 
sufrir la pena, quieren que valga siempre y tenga efecto dteha de* 
cisión; si renuncian todo recurso, ó si reservan alguno, ó prtAarea 
un nuevo arbitramento en caso de que las dos partes no queden ' 
conformes con la sentencia, y todas las demás condiciones ^ue le» 
parezca bien estipular; debiendo ser el comprpmiso escriturado dü 
las partes la primera regla de los arbitros y de los jueces que ten- 
gan que hacer cumplir su decisión. Los arbitros pondrán en segui- 
da de la escritura la diligencia de aceptación, (a) expresando su 
fecha. 

Art. 3. Los arbitros de ét/teého deberán observar en la sus- 
tanciacion los trámites establecidos tn esta ley para el pncedimien- 
to, si las partes no les dispensaren de este deber; y en la senten- 
cia deberán sujetarse á las leyes, (b) 

Art 4. La apelación contra la sentencia de los arbitros de de- 
recho, en caso de dirigirse á los tribunales de justicia^ se llevará pre« 
cisamente .á la Corte Superior del distrito en que esté domiciliado 
el demandado, y deberá interponerse nentr^ de los cinco dias de 
haberse hecho saber la sentencia al apelante. Los arbitros no po- 
drán demorar los autos en su poder en este caso, y los pasarán al 
» 

(a) 1. * Los arbitros no deben ser apremiados á aceptar el encarso; pero des- 

{mes de aceptado, los puede compeler el ordinario á Ifi decisión del negocio; y 
o mismo sucederá si teniendo fiícnltad para nombisfr tercero en discordia, 
no lo hicieren, pues puede obligarlos á instancia de las partes. U. 26 y 29; 
tít. 4. *=> , P. 3. * 

2. * No pueden ser^recnsados, ni el tercero, sino por causa jnsta, oricinadaí 
y sabida después del nombramiento, probada ante' el juez ordinario. LL. 31 
tít 44, P. 8.*» y 17,tít. 28, P. 4.»» 

(b) 1. "* Si hubiere necesidíad de hacer pruebas no podrán evacuarse ante los 
arbitros por no tener k^-lsdiccion, y deberá ocurrirse al juez jpifS que tenga» 
lugar ante él. Curia, K. 2. ® , comercio terrestre, cap. 14 núm. 16.. 

2. ^Los arbitros de derecho no pueden proceder en dias de ^esta, pues es* 
tan sometidos como los Jueces ordinarios al procedimiento; pero los arbitra* 
dores bien pueden hacerlo. Ley 30, tít. 4. <^ P. 3 f* 
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juez ^mpeiente de primera instancia, (a) para que, dejando cofu^ 
de la sentencia, R)s dirija dentro del término señalado en el artieU". 
}o 5 de la ley única del título 39 á la Corte Superior. Desde entóñ' 
ees la causa seguirá lt)s trámites del juicio ordinario. 

Art. 5. Los arbitradores no están sujetos ni á guardar el or- 
den del procedimiento en la sustaneiacion, ni é, seguir el rigor del 
derecho en la sentencia. Ellos obrarán según les parezca mas con-* 
veniente al interés de las partes, atendiendo principalmente á la 
equidad. 

Art. 6. Contra la sentencia de los arbitradores no se concede- 
i!í& ning|p recurso, y ^s partes no poidrán reservarse la facultad de 
apelarl^os tribunales. 

Ajrt. 7. Cuando las partes no hayan determinado si los arbitro» 
son de derecho ó arbitradores, los mismos arbitros les exigirán, án* 
tes de decidir sobre el pleito, que expresen el carácter con que han. 
nido nombrados. 

Art 8. No parB^eii ser arbitros de derecho todos los que no 
puedeif parecer en juicio por sí, y los jueces que según la natura- 
leza de la causa debieran conocer de ella en cualquiera instancia; 
pero arbitradores [a] pueden ser los mismos jueces, los menores 
de veintiún años siendo mayoret de éiez y seis, y las mujeres, con 
tal que, siej;ido casadas, impetran la licencia de sus maridos, [b] 

Art. Á Los árbit^s deben sentenciar [c] dentro del termina 
que se les señale en la escritura, y no podrán hacerlo después si 
no se les proroga, ó sin prorogarlo primero eUos mismos, si se les 
ha dejado esta fa<^ultad, deter^ánando el que consideren necesario. 
Si en la escritura no se ha tenido presente la asignacjio^ del térmi- 
no, los arbitros de derecho tendrán el que designa esta Jey para la 
sustaneiacion, y los arbitradores tendrán quince dias mias. Pasado 
el término, los arbitros no podrán continuar en su encargo si las par- 
tes no les concedieren otro. 



íi 



fa) Juez de parroquia*, 

[b) Pero no pueden séflo el mudo, sordo, ciego, fatuo, esclavo é infame. LL. 
4 y 6, tit. l.o,iib, 11. Nov. Becop. 

(c) 1. * I^eh^ sentenciar el pleito en ellngar.que los litigantes señalaren, y en 
defecto de selalamiento en el en que se lo cometieron. Tapia, lib. 3. <=> , tit. 
2.€>,cap. 8 «núm.ll. 

2. 8^ Si dejan pasar dolosamente el término sin sentenciar, á mas de incur- 
rir en pena arbitraria, deben satisfacer ala parte agraviada el peijnicioque se 
le cause, no jMiendo exigirlo de !a otra. L. 24. tit. 22. P. ^, ** 

3. * El ierdnb en diseordia no está obligado á seguir el parecer 6 dictamen 
d« aJguno .délos arbitros óarbitradores, sino que puede disentir en todo 6 en 
parte de ellos, y hacer voto diferente. Curia, lib. 2. ® ,comercio terrestre, cap, 
14; núm. 25. Escriche, Obr. grand, pal. "Arbitro." 
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Art 10. La sentencia de los arbitros se noiiñcará & las part®^ 
p4lr el^uez de primera instancia [a] del domicilio de cualquiera d® 
esta», con cuyo objeto se remitirá el expediente cerrado y sellado* 
y también para que. tenga el curso que corresponda, si se hubiese 
interpuesto válidamente algún recurso. 

Art. 11. Todo lo dispuesto en los artículos de esta ley tendrá 
iMgñr igualmente ep los arbitramentos aunque no haya gestiones 
judiciales. , ' - 

LEY X. 

DtíL DIVORCIO. ' 

Art 1. En las demandas de divorcio (b) después del acto con- 
tilialoríS, si el juez no pudiese conseguirla reunión de los esposos, 
los emplazará para una nueva conciliación, pasados cien dias. En 
el segundo acto conciliatorio, cada parte se presentará acompaña- 
da de dos parientes ó amigos suyos, cuyos informes ú opiniones 
sobre la materia del pleito oirá también el juez, quien deberá ha- 
cer nuevos esfuerzos para evitar el litigio y la separación de los 
cónyuges. 

Art. 2. Si en el segundo acto c#iciliatorio no se lograre la 
reunión de los esposos, se continuará la causa por los trámites del 
juicio ordinario. 

Art. 3. A solicitud de cualquiera de las partes, ó de oñcio, pue- 
de el juez acordar cuando lo estime conveniente .que en estas de- 
mandas se proceda á puerta cerrada. La sentencia sin embargo se 
publicará siempre cualesquiera que sean sus fundamentos. 

Art. 4 Desde que se proponga la demanda de divorcio se 
acordará el depósito de la mujer en casa de alguno de sus parien- 
tes ú otra persona de respeto, á elección del juez,'si alguno de los 
cónyuges lo solicitare. Después del primer acto conciliatorio, y án- 



faj Por el juez de parroquia. 



Ijos jueces de parroquia como presidentes de los Juzgados cantonales (d^ 
da jaeces de 1. ^ Instancia) son los privativamente competentes para cono- 
cer de las causas de divorcio entre los heterodoxos; y los tribunalM 
eclesiásticos de las de los católicos. Acuerdo de la Coi*te Supiema de 22 de 
Harzo de 1844. Q. de V. núm. 687. 

2.1^ Según el anterior Acuerdo el juez eclesiástico debe conocer de estas 
causas entre los católicos; pero no debe mezclarse con pretexto alguno en las 
temporales sobre alimentos, litis>ezpensas ó restitución de dotes por ser déla 
competencia de los magistrados seculares. De manera, que, ofreciéndose se- 
mejantes asuntos temporales durante las causas eclesiásticas, deben abstener- 
se de su conocimiento, y remitirlos á los jueces civiles para que los sustancien 
y decidan conforme á derecho. L. 10. tít. 1. ® lib. 2. ^ Nov. Recop. 

N 
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tes de separarse las partes del tribunal, se decretará cualquiera so* 
licitud que se hu)>iese hecho á la voz sobre alimentos futuros [a] du- 
rante el pleito, sin admitirse apelación sino en un solo efecto, des- 
pués de la seffunda conciliación, si hubiere de seguir ellitigio, acor^ 
dará el juez lo que corresponda sobre depósito de los' bienes de 
la mujer, si esta lo pidiere entonces, y determinará á cual de los 
cónyuges deben acompañar los hijos, ó si, siendo muchos, deben dis- 
tribuirse entre losados; (b) sobre todo lo cual gira la opinión dorios 
parientes ó amigos de las partes que deben ocurrir á aquel acto. 
Tampoco se oirá la apelación que se interponga contra estas deter- 
tninaciones sino en un soJo efecto. 

Art. 5. Así las peticiones como las resoluciones que ocurran 
en estos actos serán verbales, pero constarán en las respectiva» 
actas. 

Art 6. Si ocurriere diferencia entre el marido y la<lnujer so- 
bre la cantidad y especie de los bienes que hayan de depositarse^ 
el depósito recaerá sobre los que el marido declaie; sin perjuicio 
de lo fue se resolviere por la sentencia en vista de las prueban que 
sobre este punto se instruyan en cuaderno separado. 

LEY XL 

D£ LAS DEMANDAS £N QUE TIENEN INTERÉS LAS 
RENTAS NACIONALES O MUNICIPALES. 

Art 1. Cuando los tesoreros, administradores, ú otros emplea- 
dos en la recaudación de las rentas nacionales ó municipales ten- 

(a) 1. * Mientras se sustancia la (^usa de separación, bien sea á Instancia del 
marido, 6 de la mujer, esta tiene derecho á una pensión alimenticia proporcionada 
á }fiA facultades del marido. Reales cédulas de 22 de Marzo de 1787 y 18 de 
Marzo de 1804. 

2. * Para pedirse alimentos y litis expensas por la mujer, intentado el divorcio 
de los hortodoxos ó cristianos ante el tribunal eclesiástico, debe ocurrirse al 
tribunal civil con certificación de haberse admitido la demanda de divorcio, pi- 
titendo una y otra cosaj y deben concederse snfiíariamente adelantados por me- 
ses, trimestres ó tercios, ó como dice el derecho de bistrecha. En el señalamiento 
de alimentos debe atenderse á las facultades del que los ha de recibir. Por tanto 
será níny conveniente presentar al tiempo de pedirlos una justificación sobre ara- 
bas cosas. De la sentencia que mande darlos, solo se admite apelación en el efectiO) 
devolutivo, según este articulo y las leyes españolas. 

(b) Después de sentenciada la causa, el cónyugue qtie dio motivo á la separa- 
ron es quien debe alimentar á los hijos, á no ser que fuese pobre y el otro con- 
sorte rico, pues en tal caso este deberá alimentarlos; pero siempre el inocente 
deberá criarlos y tenerlos en su poder. L. 3. '^ t. 19. P. 4. ** 
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gan q;u« demandar {&) judioialmente cantidades líquidas, u otra cosa 
cierta que corresponda á los ramos de que están encargados, lo 
harán ante uno de los jueces de primera instancia [b]*del circuito 
en que tosida la tesorería, administración ú oficina que deba hacer 
el reelamo, ó ante uno de los jueces de primera instancia del domi- 
cilio del Remondado á elección del empleado demandante; 

Axt 2: La demanda se propondrá por escrito, y se acompasa- 
rá la liquidación del crédito ó documento que la justifica; y si dicha 
liquidación ó documento tuviere fuerza ejecutiva, se acordará en la 
misma audiencia la intimación al deudor para que pague dentro de 
tres dias, apercibido de ejecución. 

Art 3. 4Si al cuarto día de la intimación, no acreditare el deu- 
dpr haber pagado, se librará mandamiento de ejecución á los fineik 
indicados en el artículo 79 de la ley única del titulo 6?, y se come- 
terá á un juez de paz. 

Art 4. Embargados los bienes del deudor por no haber paga- 

(a) 1. ^ En las demandas en que tienen interés las rentas nacionales debe prece- 
derse del mismo modo que en las que versan entre particulares, ccmoediéndose 
el término de prueba quela ley sefiala 7 el de la distancia en caso necesario. 
Acuerdo de la Corte Suprema de 1. ® de Agosto de 1837. 

2. * £q las causas en que tiene interés el fiscd puede representarse en papel 
comnn, á re^^rva de que la%ontra-parte indemnice ó abone el papel en caso de 
ser condenada en cortas. Auto de la Corte Suprema de 2 de Agosto de 1888. 

8. ^ Causas de oficio no solamente son las criminales, sino las civiles en que 
tiene interés el fisco. Decreto de la Corte Suprema de 8 de Agosto de 1839. 

4. * Los tribunales deben franquear á los recaudadores de las rentas públicas 
los documentos necesarios para acreditar el estado de las causas que se siguen 
contra los deudores morosos, á fin de evitar la responsabilidad que tienen, 
cuando no hacen los cobros con actividad. Acuerdo de la Corte Suprema do 
21 de Setiembre de 1842. 

6. * Las causas en que tengan interés las rentas de los Colegios nacionales pue- 
den reputarse como fiscales, en' atención á que la Nación los provee de rentas 
en calidad de auxilio, cuyos establecimientos han sido siempre privilegiados por 
todos los Gobiernos. Cuando existia el impuesto para, gastos de justicia la Corte 
Suprema en Acuerdo de 26 de Octubre de 1839 creyó que dichos Colegios esta- 
ban exentos de él, lo cual induce á dar á estas causas el carácter de fiscales, cu- 
yo procedimiento es especial y breve. 

(b) 1. ■• Hoy los jueces de provfocia; y son exclusivamente los competentes pa- 
ra conocer de estas demandas, sea cual fuere la cuantía y calidad del actor ó reo. 
Acuerdo de la Corte Suprema de 14 de Octubre de 1841. G. de V. número 692 
(Atribución 2. ^ , artículo 4. ^ , ley 6. * del Código orgánico de tribunales.) 

2. •• Como los jueces de provincia son los únicos competentes para conocer de 
las demandas fiscales, sea cual fuere la cuantía, ocurre la duda de si en las 
de menor cuantía, debieran aquellas seguir los trámites designados para los ne- 
£;ocios de mayor cuantía, ó deberán sujetarse álos estableci^^ para los de me- 
nor, pero la práctica ha adoptado el seguimiento de los prescriptos para las caU- 
t$as de mayor cuantía, y parece se confirma por el auto de la Corte del tercer 
distrito de 16 de Julio de 1839 en la queja propuesta por el Ledo. Miguel Qeró- 
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de, se procederá á^u justiprecio y remate conforme á lo que pres* 
«riben los artículos desde el 13 al 18 de la ley primera* del título T^f 
sin perjuicio de oír las excepciones del demandado, y de lo que m 
resolviere por fít sentencia. 

Art 6 El deudor puede proponer sus excepciones en el tér- 
mino de ocho días contados desde que se le intime el pago; y si re- 
sidiere fuera del lugar en que se halle el tribunal, tendrá un dia mat» 
por (^ada seis leguas. Vencido este término, no será oido. El juicio 
sobre las excepciones seguirá por los trámites del juicio ordinario, 
sin impedir ni suspeiider el remate de los bienes embargados, pero 
se entenderán hipotecados todos los ramos de la hacienda pública 6 
municipal, en su caso, y el empleado demandante responsable de 
mancomum et in sólidum, para la indemnización del perjuicio que 
flufra el demandado si resultare el cobro indebido. El empleado de- 
mandante será también responsable del perjuicio que en tal caso 
sufra la hacienda pública. 

Art. 6. En las demandas ordinarias en que no se proceda en 
virtud dé acción ejecutiva, bien sea el empleado demandante ó de- 
mandado, se arreglará el procedimiento á lo establecido para todos 
los juicios, con solo la diferencia de que el representante de la ha- 
cienda pública no está obligado á comparecer (a) al tribunal, ni á 
nombrar apoderado: que cuando no comparezca, deberá pasársele 
copia de la contestación del demandado, y cuando él lo sea, se re- 
cibirá su contestación por escrito, y que en ningún caso se exigirá 
como necesaria la conciliación. 

Art 7. Contra las sentencias (b) libradas por los jaeces de . 
primera instancia (c) en las causas que interesan á la hacienda pú- 
blica, y que no excedan de cincuenta pesos en su acción principal, 
no se concederá recurso alguno. 

Art. 8. En las causas sobre comisos corresponde á los jueces 

nimo Maya contra Diego J. ürdaneta por abuso de autoridad, como juez de 1 f* 
instancia que fue del primer circuito de la provincia de Barinas. 

[al La disposición de este articulo relativa á que el representante de la ha- 
cienda pública no está obligado á. comparecer al tribunal, bien sea demandante 
ó demandado, tiene lugar en los casos en que la comparecencia puede suplirse por 
los medios que establece el propio articulo; pero no sucede así en las posiciones 
que son un acto personal, sin que nadie esté dispensado de evacuarlas, siendo 
¿arte en el juicio. Auto de la Corté del tercer distrito de 7 de Marzo de 1846 en 
la demanda del Administrador de las rentes municipales del Tocuyo con los he- 
rederos de José V. Giménez por cobro de pesos. 

(b) Los jueces no están obligados á pasar al representante de las rentas co- 

1>ia8 de las sentencias que dieren en estas demandas, pues deben cefiirse á la 
ey única, tit. 3. o en sus artículos 1. « y 4 ® . Acuerdo de la Corte Suprema de 27 
de Mayo de 1842. G. de V., núm. 680. 

(c) Jueces de provincia. 
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áe primera instancia del circuito respectivp ejercer las atribucionejí 
que la ley de la materia da á los jueces letrados de hacienda; y & 
los alcaldes parroquiales respectivos las que allí se 'dan á los alcal* 
des municipales; arreglándose unos y otros en el procedimiento á 
lo que en ella se establece, [a] 

LEY XII. 

DE (OS RECURSOS DE FUERZA. 

I 

Art. I9 Para introducirse en las Cortes superiores un recurso 
de fienm (b) deberá manifestarse antes al tribunal eclesiástico por 
una sola vez, que^i no reforma su providencia, se usará del re- 
curso de fuerza, y el recurrente presentará escrito en que exprese 
su ntoibre, apellido y domicilio, la causa ó negocio en que sa ha* 
ya librado la providencia ó disposición de que se queje, cual sea 
esta, en qué fecha se dio, el juez ó prelado eclesiástico que la haya 
autorizado, y el fundamento déla queja, en términos breves y cla- 
ros. 

Art. 20 La Corte superior en la misma audiencia en que se 
presente eí escrito de que habla el artículo anterior, decretará que 

[a] Estearticnloesde} todo inútil por halierse derogaclo la ley de comiso 
•n 1839 en armonía con la ley orgánica de tribunales vigente entonces. 

[b] 1. ^ Tres son las especies principales de fuerza que pueden cometer los 
jueces eclesiásticos, á saber: 1. ^ , cuando se entrometen á conocer entre legos, 
7 de causa puramente secular ó profana, la cual no pertenece á su jurisdicción 
nno á la Beal; y el recurso de fuerza que en estos casos se introdoc^e se llama 
de conocer y proceder: 2.^, cuando conociendo de causas entre personas que 
tienen fuero eclesiástico, ó de causas puramente eclesiásticas, aunque sea entre 
legos, como las matrimoniales, quebrantan las leyes de la sustanciacion, ó dan 
alguna providencia contra los cañones y leyes; y el recurso que comí>ete en es-. 
tos casos es en el modo de proceder y conocer; y 3. * , cuando no otorgan las« ape- 
laciones que legítimamente interponen las partes para el juez superior eclesiás- 
tico á quien corresponde, y las otorgan solo en un efecto, debiendo hacerlo en 
ambos; y entonces compete al agraviado el recurso de no otorga/r. Tapia, Recur- 
so de fuerza, ca^. 8. ^ núm. 2. 

2. * Los recursos de fuerza solo pueden introducirse de sentencia definitiva, 6 
de interlocutoria que tenga fn^cza de definitiva, 6 que acarree perjuicio irrepara- 
ble por esta. LL. 2 y 17, t. 2. ,.lib.2. Nov. Recop. Tapia, lug. cit. , núm. 3. 

8. * Aui^que no se haya* instruido formalmente el recurso para alzar las fuer- 
zas en conocer y proceder; aunque el ligo no haj'a declinado la jurisdicción 
edesiástíca, ó no hubiere apelado, ni protestado; y aunque haya apelado de la 
sentencia del eclesiástico, en que se ha declarado juez; sin embargo de todo 
pueden las Cortes llamar de oficio, ó á petición fiscal, los autos y declarar la 
fuerza, pues la potestad eclesiástica nunca puede alegar prescripción contra 
esta regalía, ni puede perjudicar á las altas perrogativas del Soberano. Tapia, 
lug. cit., núm. 6.® 
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se pidan los autos ó evpediéqte^de la materia al juez ó prelaJto ecle- 
siástico que conoce de la causa, siempre que d^ la rel^icion h^- 
cha por el recurrente aparezca alguno délos casos en que t^qe 
lugar el recurso de fuerza, y señalará el término en que deben re- 
mitirse. 

Art. 39 ^^^ comunicación del ministro canciller (a) será bastan- 
te p^ra que el juez ó prelado eclesiástico remita en el término seña- 
lado los autos ó expedientes de la materia» bajo la multa de cin- 
cuenta pesos aplicados á gastos de justicia, (b) y apercibimiento de 
nulidad de todo lo que se hiciere después. £sta cQ^lunicafciol9 P9dr& 
conducirla el mismo interesado, quien en todo caso del^erá «cr^-. 
ditar haberse enti;jegado, ^ntes de pedir que se reitere por no ha- 
ber siido cumplida. ^ .-.,(, ^. 
Art. 49 No poárá el juez o prelado eclesiástíqo dejar .de, if- 
mitir los autos 6 expedientes, bajo ningún pretexto, y si diere lu* 
gar á nuevas órdenes al efecto, se duplicará la cantidad de la mul- 
ta en cada resistencia. ^ v . 

Art. 59 Con vista de los autos, la Corte superior determina- 
rá el recurso, sin comunicar vista á la. parte, dentro de tres dias con- 
tados desde la fecha en que los reciba, declarando ai el. eclesiásti- 
co Race ó no fuerza en la providencia ó disposición á que «e con^ 
trajo el recurrente, sin extenderse á mas, aunque note otros defec- 
tos ó faltas. 

Art. 69 Dentro de cuarenta y ocho horas de determinado el re- 
curso se devolverán por el correo los autos ó expediente al ecle^ 
siástico con copia de la determinación certificada por el ministro 
canciller, (c) 

Art 79 Cuando se delara que el eclesiástico no hace fnerza, 
el recurrente pagará la cantidad de veinte pesos para el ramo ae 
gastos de justicia, (d) 

Art. 89. Contra las determinaciones de las Cortes Superiores en 
los recursos de fuerza no se podrá apelar, (e) ni intentar nulidad. 
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(a) IJoy deberá ser del JMinistro Presidente, 
(b) 



Véase la nota al art. 11 de la ley 13 de este título. 

Por el Secretario relator. 

Véase la nota al art. 11 de la ley 13 de este título. 



(c) Por el Secretario relator. 

la) Véasela nota al art. 11 d 

(e) 1.* Véasela nota de la atribución 4? «*, art. 2.®, ley 1.* del Código 
orgánico de tribunales. 

2. * Fué una cuestión muy disputada entre célebres jurisconsultos espalio* 
les, como el Conde de la Cañada, Covarrubias y Eli^ondo, si la facultad d« ai- 
zar las fuerzas que cometen los jueces eclesiásticos es judicial ó extrajudi- 
cial; pues dé esta cuestión previa dependía hasta cierto puntq la resolución 
de la otra, que también se ajilaba, sobre si del auto en que se declara ó nó 
que hace fuerza el juez eclesiástico, había algún recurao ordinario. En este 
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LEY S 

t 

Ibt LA aVKJA PAttA HACER EFECTI1 

'fiTEÓEs,' o'^oR Abuso de avtoi 

CION' DE Jl 

Art. 19 El libelo en que se pida ] 

. deberá' seí* pi'esentado ante su inmed 

notnbre, apeado y doíhicilio del ac 

delicia del juez contra quien se diri^ 

^'ffffta:0 exceso que tfe ¿tribuye á este, 

ios <{ne ñe acompañan para justifica 

«rticulo del Código se niega todo récnri 

•^ufllift decidido que es extrajtxdicial la pe 

ramente defensiva y protectora contra 1 

'prácticas* sobre los recursos de fuerza pOi 

cap. lé, Búna» -21 y sig^iientes: Elizondo, 

tAjh 6. <^ ^ 1. ® , núm. 72; y Covamibías, K 

Xa) 1. " Nin^no pnede conocer de la ca 

en autoridad y Jutísdiccion. Acuerdo de la 

1886. 

2,* En el sistema legal no es dado inte 
una propia sentencia definitiva dos recw 
lacion, y otro extraordinario, cual es el d 
aml)08 identidad de fundamentos; de otrai 
mo tribuna), al pronunciar sobre uno, antici 

3ue para diversos efectos. S9ntencia.de la 
e 1887 en un ifecurso de queja intentado 
contra los Ministros déla Corte del tercer c 
' de Napoleón Sebastian Arteaga contra aq 
Barinas. 

8. * Cuatro los Jueces conocen & preven 
pon^^, ó lá responsabilidad que se exija p 
' mediato superior, pues, conociendo áprevenc 
da es mas natural que conocer de la respoi 
corresponde por alzada el conocimiento < 
í|upja para hacer efectiva la responsabilidad 
28 de SetíemlÉrede 1848. G. de Y. núm. 6 
4. * La Suprema Corte marcial ha recon 
iml competente para conocer de las quejas 
' en la sustanciacion de causas criminales o 
Corte Superior marcial, cuando la causa qu( 
- en cotisulta ó en 2* ^ instancia, y que lo es ] 
-nal para la consulta 6 2.^ instancia de las 
'referencia en el Aciierdo de 28 de Setiemb 
5. * Los juzgados cantonales en las den 
en jurisdicción á los jueces de provincia, f 
bos la Corte del distrito, según se ve de lo 
ley únioa, t. 18 de este Código, con lo cual 
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Art. 29 Dentro de tres dias^ á lo mas, declarará el tribunal si son 
6 no suficientes los fundamentos de la petición para someter á jui« 
vio al juez acusado. Cn el primer caso, si la falta ó exceso que se 
le atribuye, mereciere pena corporal, decretará también su suspen- 
sión y prisión; pero si la pena fuere pecuniaria ó de suspensión» 
dispondrá solamente que se le instruya (a) para que informe. 

Art 30 En eLcaso de*stispension y prisión del juez acusado, se 
procederá de la manera establecida en la ley del prpcedimiento 
crimíúal. Cuando la falta 6 exceso que se atribuye al jue; acusado', 
deba castigarse con penas pecuniarias, ó suspensión temporal, el 

do de la Corte Suprema de 28 de Setiembre de 1843. Por oonsiguiente,' es la 
Corte del distrito la qne puede conocer de las causas de responsabilidad que se 
formen contra los miembros de un juzgado cantonal respectivo, cuaiMip co- 
nocen en demanda de injurias. Auto de la Corte del 2. ^ distrito del Centro 
de 24 de Octubre de 1850 en la queja intentada por Vicente Escalona ante el 
juez de provincia de la de Barquisimeto contra el Juez parroquial de Ura- 
chiche por los íkllos que dio como miembro del juzgado cantonal en una 
demanda del referido Escalona con Julián Heredia soore injurias. 

6. * Por el articulo 1. ^ de la ley sobre procedimiento criminal los jueces de 
provincia, jueces de parroquia y jueces de paz proceden con igual jurisdicción 
preventiva en la instrucción del sumario y primeras diligencias; y ix>r consi- 
gniente el superior á quien toca conocer de las quejas contra dichos jueces, en 
Siles casos, es la Corte del distrito á que pertenezcan. Lo anterior esta apoyado 
en auto de la Corte del segundo distrito del Centro de 11 de Abril de 1860111»»- 
do en un recurso de hecho introducido por José Manuel Tovar, en que la Supe- 
rioridad decidió que de las apelaciones que puedan originarse en las primeras 
diligencias de un sumario instruido por cualquiera de los referidos jueces, debe 
conocer la Corte respectiva, como inmediato superior en 2. ^ instancia. 

7. * Aunque por el articulo 56 de la ley orgánica de provincias los Jefes po- 
líticos son los inmediatos superiores de los jueces de paz, con el carácter de fon- 

octonarios de policía: aunque las providencias de estos se hallan sT:yetas á las de 
aquellos en los casos y términos que prescriban las ordenanzas y reglamentos 
respectivos: aunque las faltas por desobediencia á las órdenes ó decretos de los 
Jeies políticos puedan ser castigadas correccionalmente por estos de la ma- 
nera que determina la ley orgánica provincial; sinembargo, cuando las faltas 
cometidas en el ejercicio de sus funciones merezcan un enjuiciamiento, es juez 
privativo para juzgar de la responsabilidad el de 1. * instanci^ [juez de pro- 
vincia conforme á la atribución 3. * , art. 4. ® , ley 6. * del Código orgánico de 
tribunales.] Acuerdo de la Corte Suprema de 29 de Noviembre de 1844. 

(a) Resultando que el art. 12 de la ley única, 1. 13 de este Código establece 
un juicio de responsabilidad contra los Ministros y Jueces que hayan obrado 
contra las leyes en los casos de causas criminales, cuya sentencia no deba con- 
sultarse, en las que se corten en providencia ó en las que recaiga sobreseimien- 
to, es lo natural que en dicho juicio se observen los trámites prescritos para los 
de esta especie, y que después del examen deben en consecuencia limitarse las 
Cortes Suprema y Superiores, en sus casos, á declarar si son suficientes los ftm- 
damentos para someter á juicio al Ministro ó Juez, siguiendo en adelante los 
trámites establecidos en esta ley. Auto de la Corte Suprema de 5 de Enero de 
1844. G. de V. núm. 696. 
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Iríbanal engira el informe (a) del Juez acusado, remitiéndole al efec* 
•to y .por conducto de otro juez, el mas ii^ediato á su residencia, 
copia de la petición y documento presentft(^ por el querellante, 
contérmino parala contestación^ que se señalará según la dis- 
tancia. 

Art. 4^ Si el juez acusado no informase dentro del término se- 
fiajado, y se hubiese tenido el aviso de habérsete entregado la co- 
pia de que se habla en el artículo anterior, eí tribunal sentenciará 
liobre la quija dentro de tercero dia, y declarará la responsabilt- 
dad de aquel, si del expediente resultare mérito suficiente, conde- 
^^nAndole ademas á pagrar veinte pesos para el ramo de gastos 
da juadda. (b) Si la declaración fuere favorable al acusado, el que- 
l^eHante satisfará esta cantidad. 

Art 59 El juez acusado extenderá su informe á continuación de 
la copia que se le remite, y acompañará los documentos á que s^ 
vefiera. 

Art 69 Luego que llegue la contestación 6 informe del acu- 
sado, el tribñüal que conoce de la queja señalará dia para ver el 
expediente. Este señalamiento nunca será para antes de tres días» 
ni para después de ochó, contados desde la fecha en que se recibe 
el informe, y se fijará á las .j^ertas de la secretaría ü otro lugar 
destinado para estos avisos en los tribunales. Durante este térmi- 
no el querellante podrá instruirse en la secretaría del informe y de 
los documentos que haya producido el juez acusado, y tomará, si 
le conviniere, apuntes o extractos para su gobierno. 

Art 79 El dia de la vista podrá informar á la voz el querellan- 
te, y tachar los documentos remitidos por el acusado. ^Las tachas 
se reducirán solamente á la falsedad de los documentos, 6 insufi- 
ciencia por falta de otros que los explican ó anulan. 

Art 89 Solo cuando se tachen los documentos, y sean ellos 
necesarios para la resolución, se diferirá para otra audiencia, y se 
señalará término para que el querellante pruebe las tachas. Este 
término será cuando mas de seis dias, y el de la distancia» siempre 
que las pruebas hayan de hacerse en otro lugar. El tribunal auxi- 
liará al querellante con las órdenes necesarias para que se le fad* 
lite por los démas tribunales y funcionarios públicos lo que necesi- 
te para su prueba. 



(a) La omisión de la citación y audiencia del funcionario acusado vicia de 
una manera radical el juicio, y la condenaddn que se haya hecho por solo lo 
que aparece de autos no sarte otros efectos que someter á juicio al juez por 
los cargos que se le hacen. Acuerdo de la Corte Suprema de 5 de Enero do 
I844r G. de V. núm. 696. 

(b) Véase la nota al art. 11 de esta ley. 



IM 
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Art. d? Vencido el término concedido para \t prUebér 'dé tá' 
ehas, se sentenciará la i]ueja en la primera audiencia con sólo líl 
ex&men del expedienta. 

Ari 10. De la sentencia [a] podrá apelarse dentro "tie tren 
dias para el inmediato superior eji el efecto devolutivo, (b)' cuando 
se ha3ra impuesto pena pecuniaria, ó en amboa efectois cuando, es- 
ta sea de snspen%i<^, ó se haya absueltó al acusado; y miéiitrat no 
esté cumplida la sentencia, no se pasará el expediente^! supeñdr. 
De las sentencias dadas por la Corte Suprema ;no hfbrá recurso 
alguno; pero sí podrán ser acusados los ministros por mal desem- 
peño en el ejercicio de sus funciones, conforme al artículo 149d# 
la Constitución. En ningún caso habrá tampoco tercera instancia. 

Art. 11. El que perdiere en la apelación pagará para el ramo- 
de g;astos de justicia, [c] ademas de la cantidad que debe satisfa- 
cer en la primera instancia, diez pesos mas por la ségtinda, si la 
centencia fuere revocatoria de la primera, y treinta pesos si fuere 
confirmatoria. 



pi-M 



(tk) Ouftndo el juicio de responsabilidad á los Jueces es por abuso ds aotorí- 
dftd, omisión ó denegación de justicia, ó mejor dicho, cuando se sigue el proce- 
dimiento civil, la publicación de la sentencia no es bastante para que se entien- 
da notificado de esta al juez acusado, que no ha comparecido; y por consiguien- 
ie, sin la previa notificación no puede coireí* el término para int¿)tar eaakynier 
Tteurso l^al Acuerdo de la Corte Suprenía de 8 de Noviembre de 1^7< G* de 
V. núm. 708. 

(b) Habiendo la Corte Superior del segundo distrito, hoy 1. ® del Centro, con- 
sultado si la apelación que concede este artículo en el effecto devolutivo es solo 
i^ferente á la condenación pecuniaria con aplicabibn á los fondos públiobs, y de 
ningima manera cuando ella se aplica á indemnización del agraviado^ confoniie 
al art. 13 de esta ley, el Tribunal Supremo en 6 de Setiembre de 1842 decidió: 
que el expresado articulo 10 abraza ambos casos, y por consiguiente no podía 
concederse la apelación, sino en un solo efecto, aunque no dejó de reconocer tí 
SneotivénloDte de que el querellante pudiese burlar al acus^ado en el caso de que 
obtuviese la revocatoria de la condenación ya ejecutada. Pero en el Dkítíamsn 
fiscal, aprobado por el Tribunal, se propuso el remedio de que pudiese el conde - 
Aado pedir que se le afianzase el resultado por el acusador, siempre que jus^- 
dcase debidamente que este no daba garantías de cumplir con los eftectos de 
un fallo revocatorio, que ordenaria necesariamente la devolución dé la oántidiad 
^«e se hubiera indemnizado y- que habría ido á poder del quereUapte. : . 

(c) Aunque esta derogada la ley de impuesto para gastos de justicia, todas 
las cantidades que en los diferentes artículosde este Código se imponen con asig- 
nación á aquel ramo, quedan vigentes con destino al tesoro nacional, según fte- 
solucion del P. E. de 27 de Febrero de 1847, G. de V. núm. 846. Y como quiera 
áne k Corte Suprema en Acuerdode 6 de Noviembredé 1841, G. de V. núm* 662, ha- 
ma rastMlto, que en los juicios de responsabilidad, cuando la sentencia en 2^ * ík- 
tancia sea solo reformatoria de la primera, debe pagaiie los veinte ^eaos que i^jaha 
«1 art. 6 de lá ley general de impuesto de justicia, hoy es consiguiente, que debe lé- 
putarse vigente dicho Acuerdo, y que los veinte pesos deben serapIioKioSaltewH 
ro nacional. 
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. iVrt.,l,lí. En la gentepc^ en que se condene al iuez acusado, 
Me le aplicará Ja pena impuesta ^ su falta en la ley ae responsabi- 
lidad, y no otra; mandándose proceder al juicio criminal compe- 
tente, si de lo actuado resultare mérito para ello. 

Art 13. Mientras que no se haya publicado la ley de respon- 
sabilidad á que se contrae el artículo anterior, I09 tribunales que 
conozcan (Ipl r^urso de queja.podr^ .impone j;enas pecuniarias, 
de suspensión 6 prisión, seguú la gravedad de la falta, aplicando 
las multas ft la indemnización del agravio del querellante, ó para 
gastos de justicia, (a) 

Art 14. La queja de cayo procedimiento trata esta ley nú 
podlrá fundarse sino en la. falta 6 exceso del juez contra el 6rden 
del procolimiento ó en la infracción de ley expresa [b] sin dolo en 
cÉQi^s cMles. Én las quejas por causas mas graves se seguirán los- 
tr&mites que sé detallan en la ley del procedimiento criminal. 

Art. 15. El término en que puede intentarse la queja» paisa la 
responsabiKdüd de los jueces, es el de cnat|d meses [c] contado* 
desde el dia em que se cometió la falta 6 exceso, y corre aun para 
los individuos y cuerpos privilegiados. 

(a) Véase la nota al art. 11 de esta ley. 

^3 1^ computación ó valoramienta de la pnieba es una cuestión de hecho, 
j en ella, como en todas las de igual naturaleza, puede un juez equi voc ar s e 
sobre la verdadera existencia de la copiprobacion, sin que mejezca su juicio ca- 
lificarse de una infracción de. ley expresa. Son jenerales las reglas para apreciar 
.el valor de las probanzas, y en el cúmulo de varios datos, puede un tríbuniü 
ver una plenitud 6 cabalidad que no existe á los ojos de otro, sin que esa dife- 
rencia en el juzgar haga recaer con justicia, sobre cualquiera de los dos, la ca- 
Uflcacion de arbitrario ó infractor: de otro modo^ no podría existir una refotma 
ó revocación de sentencia sin que por el mismo acto se sancionase haber tenida 
lugar el quebrantamiento de una ley. Solo cuando se advierte una carencia de 
fundamentos en las cuestiones de hecho, ó cuando se da valor á, datos que nin- 
guno tienen por ley empresa, puede calificarse de abusivo el juicio del mag^istra- 
do. Es por esto que las^ leyes conceden dos recursos contra las providencias de' 
los jueces inferiores, eVáe la apelación y el de la queja. El primero fie estiend» 
á examinar la providencia bajo todos sus grados de legalidad, y el segundo se 
limita á aquel grado que constituye, ó una arbitrariedad en la evaluación de kn 
pruebas sobre los puntos de hecho, 6 una infracción del texto de la ley en su 
aplicación. En el uno basta que^l superíor juzgue mÉ& conforme á la justicia 
cualquiera modificación, f>ara que la sbdopte, y corrija el fallo del inferior: en el 
otro es indispensable que la providencia choque abiertamente con hi ley para 
que se haga efectiva la responsabilidad. Sentencia de la Corte Suprema de 22 de 
Diciembre de 1848. Gt. de V. núm. 697. 

(c) Este término de cuatro meses debe ser continuo sin exclusión de dias feria-' 
dos, pujBS, siendo la queja una acción independiente ó separada del juicio princi- 
pal, no debe confundirse son los lapsos ó dilaciones que corren en los tramites 
de las causas, sino que debe seguirse con respecto al tiempo y prescripción el 
mismo orden que las acciones nacidas de un contrato ó hecho que da motivo á 
ellas. Auto déla Corte Suprema de 2 de Marzo de 1841. G, de Y. núm. 696. 
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Art. 16. En el recurso de queja no se podi^ conocer ni deter- 
minar, en lo principal de la causa en que se inímd el agravio. 



LEY' XIV. 



DE LA JACTANCIA Y REl^^lRDO FERJUDICIAt. 

Art. 19 Cuando alguno tenga que demandar á otro por jac- 
tancia (a) 6 retardo perjudicial, (b) debeirá acreditar el hecho ó funda- 
mento de su solicitud, pudiendo instruir justificación, en caso «ne- 
cesario, ante cualquier juez. 

Art 29 £1 juez de primera, instancia, (c)sin citar al4eman4||- 
do, acordará ó negará (d) dentro de veinticuatro horas la providen- 
da qiie4ie solicita, con solo la vista de los documentos que acom- 
pasan la demanda, la eual deberá hacer3e por escrito. De su d^- 
tconoinacíon solo podrá apelar el demandante. ^ 



(a) Hay jactancia cuando uno anda diciendo que otro es su siervo, sin serlo, 
ú otnuí cosas semejantes que causan menoscabo. £n este caso el jactancioso 
aera obligado, á solicitud del agraviado, á poner demanda sobre las manifesta- 
ciones que anda haciendo, ó á desdecirse judicialmente de ellas; y si ñiere re- 
belde el ofensor en poner su demanda, debe el juez imponerle perpetuo silencio, 
y desechar en lo sucesivo cualquier demanda que él ú otro en su nombre inten- 
tare sobre el asunto, castigándole de modo que sirva de escarmiento á los de- 
mas. X*.46. tít.2.<5P.3.«» 

(b) Hay dos casos de retardo perjudicial. Primero, cuando im comerciante 
ú otra cualquiera persona tiene que viajar á negocios propios, y sabe ó presu- 
me que alguno trata de moverle pleito maliciosamente pkra estorbar el viaje^ 
en cuyo caso puede pedir que este ponga luego su demanda, so pena de no ser 
eiáo hasta que el demandado vuelva de su viaje* Y segundo, cuando imo teme 
que otro le moverá algún pleito después que mueran algunas personas ancianas 
6 enfermas, con cuya decAracion habría de apqyar él sus derechos y excepcio- 
nes: entonces puede el interesado precisar á su contrmo á que entable su ac- 
ción desde luego, 6 le abone la excepción para cuando lo verifique; á cuyo fin 
será muy oportuno pida al juez que reciba las deposiciones de los mencionados 
testigos con citación del adversario, para hacer uso de elias á su tiempo. Escrí- 
che, pal. "Actor," al fin. 



(c\ Juez de parroquia. 



Para acordar ó negar la solicitud á que se^ refieren este y el ante- 
rior articulo, los jueces de parroquia deberán consultar un abogado de confof- 
ipidadconla atribución 6.»», art. 3.®, ley a^^del Código orgánico de tribu- 
nales. 
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TrruLooc i 

del' PROCEDIMIENTO CUANDO • 

M 
I 

LEY I 

DE LA AFERTV9LA DE 1 

Art 19 El que se crea heredero 

* apertura del testamento cerrado, acreí 

dor. Su solicitud puede ser verbal ani 

cia 6 alcalde parroquial (b) que ter i 

Iftgar en que se .encuentre el testamen 

Art. 29 El juez acordará en la p | 
del testamento por la persona en cuy< : 
el término en que deba hacerlo; y dej , 
en una diligencia en que se expresará: < 
midlio de la persona qné lo ha soliciti 
del juez, si supiere hacerlo, o un testi^ 

Art. 39 Puesto en el tribunal el I 
mentó, se examinarán sus sellos, y se : 
conste el estado en que se ha presenta : 
mente, si los sellos están ó no íntegros 
de haber sido abierto el pliego. 

Art 49 En el propio acto se man 
hayan firmado la manifestación del tes i 
mentó, para que reconozcan sus firmas 
carse en cualquier dia, y por el orden » 
cesidad de que estén todos reunidos. 

Art. 59 Practicado el reconocimie 
tro de los testigos, puede abrirse el tes 
obligados los demás testigos á hacer el 

(a) El que tiene en su poder el testamento, 
otorgó, debe presentado ante el juez ordinario 
dentro de un mes siguiente al dia de su muerte 
legado que le 4ejó; y no habiendo legado, de 
que se le cause y una multa. Tapia, lib. 2. ^ , 1 

Íb) Hoy solo ante el juez de parroquia, 
c) Si el testamento está en el lugar de la resic 
se traiga inmediatamente para abrirlo, y si eaH 
que lo tenga, para que lo presenté. L. 2. ^ , t. 2. 
(d) Deben reconocer también la firma del I 
cap. 25) núm. 3. . 
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yu. Aun cuando no estén recojpoddius las firmas de este número 
de testigos, podrá también abrirse aquel, si el juez considerare que 
puede resultar perjuicio de la tardanza; pero en este caso presen- 
ciarán el acto cuatro hombres buenos que firmarán la diligencia 
después del juez y el interesado. 

Art 69 Por ]o qife respecta á los testigos muertos se instruirá 
información de abono, y cada testigo<y su firma deberán abonarse 
por dos personas cuando menos. Aun cuando hayan muerto todos 
los testigos, estando abonados, podrá procederse á la apertura del 
testamento. 1 

Art 79 Abierto (a) el testamento, se leerá en audiencia pábli- 
ca, y quedará unido al expediente de las diligencias que precfedie- 
ron á su apertiya; y cuando se hayan practicado todos loi recono- 
cimientos 6 abonos, se remitirá al registrador respectivo. 

LEY IL 

DEL INFENTARiq.)^ / 

Ari 19 Para pedir el inventario (b) de los bienes de la heren- 
cia* se ocurrirá verbalmerite al alcalde parroquial (c) ó juez de paz de 
la parroquia en que tenia el difunto su domicilio^ 6 en caso de du- 
da al de la parroquia en que murió, si tenia costumbre de pasar 
allí alguna parte del año, ó á cualquiera de los jueces de las par- 
roquias en que acostumbraba residir el difunto, si murió fuera de 
ella. 

Art 2p El juez señalará dia para la formación del inventa- 
rio, (d) y citado» tres días antes todos los herederos presentes en 



(a) Prohibiendo el testador que su testamento ó parte de él se abra hasta 
el tiempo que prefine, ó qne se publique alguna cláusula que señala, debe ob- 
servarlo así el juez, y si entiende que puede resultar perjuicio de dar copia de 
algana cosa que contenga, debe mandar que no se dé, aunque el testador no lo 
haya prohibido. LL. 5 y final, t. 2. ® , P. 6. « . Tapia, lib. 2. ® , t. 2. « , cap. 26, 
núm. 7. 

(b) No existiendo escribanos para hacer el inventario de los bienes mortuo- 
rios con las formalidades que bajo este respecto exijen las leyes 99 tít. 18. P. 8. * y 
6. *tít. 6.® P- 6. ^ deben hacerse extrajndicialmente, presentándolos después 
al juez para su aprobación y protocolizacion, conforme á la ley 10. tít. 21, Kb. 10 
de la Nov. Recop., ó bien judicialmente conforme ¿esta ley. Acuerdo de la Cor- 
te Suprema de 20 de Agosto de 1846. 

(c) Al juez de parroquia. 

(d) 1. * Deben inventariarse todos losbienesdel difunto, muebles, raizes y semo- 
vientes: los instrumentos, libros, papeles concernientes á la herencia, censos, 
efectos, derechos y acciones: las deudas sean puras ó condicionales, que el di- 
funto tenia en bu favor ó contra de si: las cosas litijiosas, Como tale», y k>s frutos 






.* ♦ 



■ ' <* 



/ 



' .' ; * t* 



•• / ' 



. r t .'^ 



/ 



t rr^ 









TIT. VÍII. LEY Hl. iSl 

Iflt piirroquia, se hará imá descHpeion exacto de los Menea poi^ ét 
heredero 6 heredeít>s eii el mismo tribunal d es posible; y no siéii^ 
dolo, en el lugar en que pueda hacerse, á donde pastLtá e! ¿uei* til 
éféetú. 

Att 39 Ademas del juer y su secretario dcbcráíi estar preHéii^ 
tes á la formación del inrentario dos testigos. Estos han de ter los 
bienes y f*osas que se comprendan en el inventario, é imponerse 
déi contenido de cada partida escrita, y deberán ñrmar siempre 
con el juei y secretario. 

Art. 4*> 'El heredero 6 herederos que hacen el inrentario de* 
beVán también firmarlo, y cuando no sepan escribir, se expresará 
esta dtcunstancia. 

.*. ' • ' 

LEY ni. * 

DE LAS REASNCtAS TACANT£S. 

Art. 19 Los jueces de primera instancia á prevención con loé 
alcaldes parroquiales 6 jueces de paz, [a] procederán de oficio, 6 á 
solicitud de cualquiera vecino á foriñar el inventario ' y valuó de 
cualquiera herencia vacante, nombrando los peritos que sean ne- 
cesarios, y llamando á presenciar el acto dos testigos que deberán 
firmar las diligencias que se practicaren, conforme 'á lo prevenido 
en la lejr que habla del inventario solicitado por los herederos. 

Art. 29 Si es un alcalde parroquial ó un juez de paz (b) el que 
|>tocede al inventario de la herencia vacante, remitirá al juez de 
primera instancia (c) el expeliente, después de haber nombrado un 
depositario de los bienes, mientras se nombra cucacior de la ht' 
rencia. 

Art. * 39 El juez de primera instancia [d] del lugar en que se e»- 
cuentren todos 6 la mayor parte de los bienes de la herencia va- 
cante, elegirá para curador de ella á un vecino de responsabflidaídt 
y mandará entregarie todos los bienes inventariados. Cuando éí 

' ■ ■ I I I I !!■ ^^l^i^iM^M— ^ Bill ^^«M^^V^H^ I I 
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de los bienes libres: los vestidos de la mujer é h\joB del difunto, exceptólos co- 
tidianos, y el lecho, con especificación de todas las cosas de .^ue -se compone: 
los bienes legados, annqne lo resista el legatario, para saber Bi hay exceso del 
tei^io 6 quinto; y los bienes dótales, parafernales y hereditarios de Vbl m^j^r. 

2. ^ £s forma sustancial en el inyentario el día, mes, afio y lugar en que se 
comienza y concluye. 

(ñ) Los jneces de parroqiúa á prevención con los jueces de paz. 

(b) Léase solamente " si es tifi juez d^ paz db. " 

(c^ Al juez de parroquia. 

(d) JSljoezdepantiippia. . 
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jjuez de primera instancia (a) forma el inventarío» deberá preceder el 
nombramiento del curador de la herencia, y este deberá concurrir 
al justiprecio de los bienes. 
^ Art. 49 Cuando el curador advierta algún exceso ó falta en 

el justiprecio, lo manifestará al juez, quien decretará lo convenien- ^ 

te en la misma audiencia; y se hará lo que determine, salvo el re- 
curso de apelación en el efecto devolutivo. 

Art. 59 Si los bienes pertenecen á extranjero, y residiere en 
el lugar en que se encuentren aquellos algún representante 6 ajen- 
te público de la nación & que aquel pertenecía, se le citará para el 
inventarío y justiprecio^ y si quisiere hacerse cargo de la defensa y 
administración de la herencia, se - hará en él el nombramiento de 
curador; pero si en los tratados públicos celebrados c<i& la nación 
ft que pertenecía el difunlo se dispusiese otra cosa, se m)servará lo 
que en ellos estuviere acordado, (b) 

Art. 69 En el caso que la vacante de la herencia provenga de 
hallarse usando los herederos del término que el derecho los con- 
cede para deliberar, no podrá el juez proceder de oficio al inventa- 
río, justiprecio y nombramiento de curador; pero lo hará siempre 
que lo solicite cualquier interesado en la herencia, bien sea legata- ' 
' río o acreedor, con citación de los herederos, que serán, si quisie- 
ren, los curadores de la herencia, y nombrarán los perítos pa^ 
ra el justiprecio. 

Art, 79 Por excusa de los herederos el juez elegirá curador y 
perítos, sin que les perjudique su intervención ó no inter- 
vención en estas ¿Uigencias, ni deje de aprovecharles el 
inventarío y justiprecio que se practique, para gozar del beneficio 
d^no responder por mas del valor de la herencia, siempre que ha- 
yan nombrado los perítos, 6 en caso contrario, lo admitan para este 
efecto ciAindo acepten la herencia. 

LEY IV. 

OB LAS IMPOSICIONES DE CENSOS T FUNDACIONES DE OERAS 

FIAS Y SUS RECONOCIMIEN^BOS. 

Art 19 Para toda imposición de censo 6 fundación de obra 

pia de cualquiera clase, se presentará por escrito el que haya de 
• ' . ♦ ■ 

fal Eljnez de parroquia. 

(b) Respecto de lo que deba practicarse, cñabdo por elcontrario es un vene- 
zolano el que deia una herencia vacante en país extranjero, véase la Sección 2. * 
de la ley de 80 de Abril de 1847 sobre establecimiento <te Cónsules de fe Repú- 
blica en territorio extranjero. , ^ t: ,f / / / 



.. / ' J / '. ^ L 
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i^toi^gair la escritura de impoBÍcion 6 fundación ante el juez de prí- 
iMfa instancia de su domicilio, (a) manifestando elmotirode su de- 
lenninacion y las condiciones ú obligaciones que pretende estable- 
cer. Si procede por disposición de otro, deberá legitimar su perso- 
na, j presentar la disposición del fundador, ó capia auténiíea de 
•eOa« y en ambos casos acreditará también la propiedad de la finca 
6 fincas que deben gravarse, su iralor y los gravámenes anteriinres 
que tenga. K juea dentro de veinticuatro horas aprobará la funda- 
ción ó imposición si no contuviere nada contra las leyes* ' 

Ari 99 ^^ 1^ fundación o imposición se hiciere para llenar al- 
guna oblig¿»on eontraida con otro que tenga derecho á eitiffir su 
cumplimiento, se manifestará así, y se citará á este interesado, att- 
flalándose ük para que concurra al tribunal á imponerse de la soii* 
cítud y de loa documentos. 

Ark 39 Cuando al interesado citado no se le ofrezca reparo 
alguno, el fun en el acto aprobará la fundación ó imposición que 
90 contuviere eondidon contraría á las leyes, y quedará hecha, 
sin necesidad de otra formalidad. Si manifestare didio interesado 
algún reparo, y conviniere con la otra parte en el modo de evitar- ^ 
lo, se practicarán las diligencias que acuerden al efecto, poniéndo- 
se constancia en el expediente de este convenio; pero si no lo hu- ' 
biese, se suspenderá la aprobación, y cada uno usará de su dere- 
cho en juicio contradictorio ante el mismo tribunal. 

Art 49 Aprobada la imposición ú fundación, se pondrá copia 
de todo lo actuado, y se pasará al registrador del lugar en que es- 
tuvieren las fíneas gravadas para que tome razón en el registro cor- 
respondiente. Los interesados podrán hacer tomar razón de la im- 
poMcion ó lundadon, en cualquiera otra oficina de registro pura 
mayor seguridad. 

Art 69 Para el reconocimiento de un censo, 6 de una obli- 
gación de pagar alguna cantidad, 6 de hacer ciertos gastos inhe- 
rentes á la posesión de una finca, el poseedor de la que ha de 
gravarse» presentará escrito refiriendo todas las circunstancias de 
BU compromiso ú obligación, y^ acreditará ser dueño de dicha finéa, 
que está libré de otros gravámenes, ó que su valor es suficiente pa- 
ra cubrir los que tenga y el que trata de agregarle, y cual sea este 
valor; manifestando ademas por su nombre y apellido la persona 
«n cuyo favor hace el reconocimiento, 6 que debe prestar su con- 
sentimiento porque ceda en beneficio de algún establecimiento pú- 
blico, iglesia, comunidad, &c. £1 juez mandará citar esta persona 
eellalando el dia en que deba presentariie para imponerse de la so- 



(a) Ante el juez de parroquia. .^ 
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licitud y de los documentos, y verificado esto, se procederá de h 
manera prevenida en los artículos anteriores para las imposiciones 
y fundaciones. 

Art. 6. Tanto en las imposiciones de censos y fundaciones 
de obras pias, como en los reconocimientos, la peitiona que presta ' 

su consentimiento podr& exigir todo aquello k que tenga derecho, 
como mayor valor de la finca, ú 'otras fincas y fianza. 

Art. 79 Siempre que haya de intervenir fiador, iconcurrírá es- 
te al tribunal cuando cpncurra la persona que presta el consenti- 
miento, para declarar en su presencia y la del juez, que otorga la 
fianza. £1 £ador no será citado, porque es del interés de la perso- 
na á quien garantiza conducirle & aquel acto:- 

Art. 89 En todo reconocimiento queda destruida la obligación 
producida por el anterior, y por lo mismo se expresarán las fincas 
en que se habia hecho, y las personas comprometidas en él, prin- 
cipales y fiadores para que el registrador sin necesidad de decreto, 
I anote la cancelación (a) de dicho reconocimiento anterior en el lu- 
gar correspondiente de sus libros. 
I Art 99 Las disposiciones contenidas en esta ley no quitan 6 

los interesados la libertad de formar un convenio éxtrajudicial. en 
aquellas imposiciones, fundaciones y reconocimientos en que haya 
quien represente y estipule por el señorío, sin necesidad . de la 
aprobación judicial; y bastará que firmen ante el registrador dicho 
convenio después de haberlo leido en su presencia, para que tome 
razón en sus libros, y quede d^ esta manera sellada y asegurada la 
obligación, y tan eficaz, como hayan querido hacerlo los contratan- 
tes. En este caso el registrador devolverá el original con la nota 
de haberse leido y firmado en su presencia, expresando el lugar 
en que queda tomada razón, y el dia y año en que se hizo, todo 
bajo su firma y sello. 

LEY V. 

DK LAS JUSTIFICACIONES AD PERPETUAM Y OTRAS DILIGENCIAS 

¥N QUE SE PROCEDE SIN OPOSICIÓN. 

Art 19 Cualquiera juez de primera instancia, alcalde parro- 
quial ó juez de paz (b) es competente para instruir aquellas justifica- 

-f 

■» 

(a) Para kt cancelación de un docnmento no basta la simple nota marginal 
sino que es indispensable el otorgamiento de otro documento para que pu^la 
anotarse el de la obligación principal en atención á que no puede quedar si\}eta 
la eficacia y valor de un docnmento cualquiera al testímomo aislado del Regis- 
trador, que estiende la nota. R. E. de 28 de Agosto de 1843. 6. de Y. núm. 658. 

(b) Cualquier Juez de paz 6 de parroquia. 
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eiones y diligencias dirigidas á la comprobación de algim hecho^ 6 
de algún derecho propio del interesado en ellas; y el prdiedimiento x^ ^ 
se reduce á acordar en la misma audiencia en que se promuevan ^^ 
lo necesario para practicarlas. Concluidas, se entregarán al postu- "^ - ^ 
Jante sin decreto alguno. 

Art 29 Si se pidiere que tales justificaciones 6 diligencias se 
declaren bastantes (a) para asegurar la poáesion 5 derecho, miét- 
tras no hay^i oposición de otro, el juez decretará Antes de entreg^ar- 
la al postulante, ó dentro de tercero dia, si esta solicitud se ha de* 
ducido después, lo que juzgare conforme & la ley, salvando siem- 
pre el derecho de tercero. 

Art. 39 Los mismos jueces son competentes para recibir las 
informaciones de nudo hecho que se promovieren con el objeto de 
acusar á cualquier funcionario público, civil, eclesiástico» 6 militar; 
y procederán á instruirlas en la misma audiencia en que se solici- v.^ 
ten» presentando el interesado .los testigos que deban declarar, ó los 
documentos & que se refiera. Si no pudiere presentarlos en aquel ^ 
acto, lá información no se demorará sino el tiempo que el interesa- .^ 
do necesite, auxiliado por el tribunal, para hacer comparecer los 
testigos ó producir los documentos. 

LEY VL )C ^ 
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DK LA IMPOSICIÓN DE PENAS CORRECCIONALES POR LOS JVKCSS 
A LOS QUE LES DESOBEDEZCAN O FALTEN AL DEBIDO RESPETO, (b) 



t 






Art. 19 Para la imposición de las penas correccionales dé ar- 
resto que pase de tres días, ó de multa que pase de diez pesos, debe- 
rá acreditarse el hecho con las declaraciones de dos testigos pre- 
senciales. ^ ^ ^ 

Art. 29 Cuando el arresto no pase de tres dias, 6 la multa no ^^-- 

exceda de diez pesos, podrán imponerse sin ninguna formalidad^ ^ 
siempre que se apliquen en el mismo acto de cometerse la falta. _ ^J "v: 

(a) Véase la 6. * atribución, art. 8. <=* , ley 8. ^ del Código orgánico de tribu- 
nales. 

(b) 1 * Esta ley no está expresamente derogada; pero es indudable que ha cadu* 
cado por el art. 15, ley 11.^ del Código orgánico de tribunales que dice asi: 
^'Todo Juez está autorizado para imponer multas, hasta por diez pesos, á los que 
falten al decoro y compostura que deben guardar en el tribunal; pero siempre 
debe preceder el apercibimiento. Cuando la falta ñiere grave de modo que me- 
rezca mas sf ria corrección, el juez puede hacer retirar del local á la persona que 
le falta, y levantando una diligencia sumaria, pasarla á otro juez del lugar, para 
que lo corrija, en el supuesto de que esta corrección puede extenderse hasta 
una multa de 50 pesoS; ó tres dias de arresto. 
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^ TITULO NOVENO. 

LEY ÚNICA. 

* 

DB LAS DEMANDAS KN QUE CONOCEN LOS JUECES DE FARBOQUIA 

Y DE PAZ EN JUICIO VEKBAL. 

/ 

Att 19 En las demandas que no excedan de cien pesos y ctiyo 
conocimiento toca respectivamente & los jueces de parroquii^ y de 
paz, (a) se observará el orden siguiente. 

^ 1^ El demandado será citado (b) por boleta en que %^ ex- 
presen el nombre, apellido y domicilio del demandante, el t>bjeto 
de la demanda y los fundamentos de ella; y deberá comparecer a] 
segundo dia ante el tribunal para contestar y exponer sns excep- 
ciones. 

§ 29 Reunidas las partes en el tribunal, el juez procurará la 
conciliación, y si no la consiguiere, y las partes quisieren promover 
pruebas, concederá para ella el término (c) de ocho dias, y ademas 
el de la distancia si los testigos ó documentos existiesen en otro 
lugar, sefíalandp el dia y hora en que deban volverse á reunir 
las partes en el tribunal para examinar las pruebas y pronunciar 
sentencia. 

2.* Los Gobernadores y Jefes políticos en las penas correodonaleB qno Ibqp 
poBgaa, no están ob]i|;ados por la naturaleza de sus foncionef a observar los 
requisitos de información samaría y demás reglas á que están obligados los Jue- 
ces ordinarios en el caso de este articulo. Auto de la Corte Suprema da 22 4e 

pto de 1846. 

[a] Los jueces de paz de los sitios y caseríos en negocios civiles tienen igusl 

isaiodoDqné los de las parroquias. Acuerdo de la Corte Suprema de 7 de 
'Setiembre de 1840. G. de V. núm. 704. 

ib] £n las demandas que no excedan de cien pesos [decia que pasando de 
veinte pesos no excedan de cincuenta] basta la exposición verbal del demandante * 
para que el juez de parroquia ó de paz [decia alcalde parroquial] libre la bole- 
ta de emplazamiento con la especificación que espresa este % Acuerdo déla 
Corte Suprema de 20 de Agosto de 1146. Pero á pesar de este Acuerdo, algunoa 
jueces, para obligará las partes al pago de derechos que la ley les concede por 
cada acto, reducen á diligencia escrita la demanda antes de acordar la citación, 
cansando y cobrando derechos indebidos. 

[c] 1 ^ £1 término de pruebas que se concede por este párrafo, es para que la 
pártelas prepare, pues deben evacuarse verbalmente en el tribunal el dia de la 
sentencia. Acuerdo de la Corte Suprema de 4 de Diciembre de 1840. G. de Y. 
BúnL 699. Informe de la del 5. ® distrito de 4 de Setiembre de 1840, publicado 
en el mismo núm. 699 de la G. de V. 

2. ^ Cuando se conceden los ocho dias (decia cuatro con' arreglo á la ley re» 
formada) y el término de la distancia, en sus casos, el juez debe aefialar el dia 
y hora en que deban reunirse las partes, y en ese dia^ n6 ántes^ /eben tener 



- » 



TIT. IX. LEY. ÚOTCi^. 127 

^ 39 En estos juicios se escribirán en un libro destinado al 
«fecto los nombres, apellidos y domicilio de las partes, el contenido 
de la demanda, la fecha de la citación, las excepciones del deman- 
dado, las pruebas y la sentencia. Este acto lo fírmar&n las partes, 
así como los testigos sus declaraciones, siempre que sepan hacerio, 
ademas del juez y secretario. 

^ 49 En las faltas de concurrencia de las partes se procederá 
de la misma manera que se procede en las demandas de que cono- 
ee el juzgado cantonal; pero las multas no pasarán de cuatro pe- 
sos ni bajar&ft de uno. 

^ 59 En las demandas que nb pasen de veinte pesos, el jvea 
hará comparecer al demandado, y oidas sus excepciones, sustan-^ 
ciará en el mispao acto, escribiendo la resolución en un libro que 
llevará al efecto. Cuando alguna de las partes lo solidte, concederá 
el término para pruebas que no pase de cuatro dias. 

Art 29 Cuando conozcan los jueces de paz en estos juieios, / 
se admitirá apelación para ante el juez de parroquia, si la cantidad ' 
sobre que versare la demanda excediere de veinte pesos. En el ea- ' 
so de que conozcan los jueces de parroquia, se admitirá tambieOi 
para ante el juzgado cantonal respectivo si excediere de cincuenta 
pesos, (a) En ambos casos se remiticá al tribunal superior copia ¿arti- 
ficada de lo actuado. 

§ único. Las apelaciones que se conceden por el artículo pre- 
cedente deben interponerse dentro de veinticuatro horas. 



Ingar las pruebas que hayan de evacuarse por el mismo juez de la causa; y no 
imponiendo la ley obligación de promoverlas anticipadamente dentro de algún 
tiempo, no hay razón para negar la prueba ofrecida el día de verse la causa. 
Auto de la Corte del tercer distrito de 16 de Abril de 1842 en la causa de An- 
drés María Riera y otros conti'a Felipe Fonseca por ii^urias. 

8. *^ Aunque las demandas de que trata esta ley, y á la cual debe arreglarse el 
procedimiento en las causas de injurias á que se refieren los art. 17 y 18 
de la ley única tit. 13, deben verse y decidirse verbalmente, esto no obsta para 
que en caso de hallarse los testigos a gran distancia, ó de tener impedimento 
para comparecer en el lugar del juicio, se libren despachos con ihsercion de la 
diligencia en que se solicita la prueba; debiendo el juez comisionado estender 
ei^ una diligencia las declaraciones de los testigos, las repreguntas, si se las hi^ 
cloren, y sus contestaciones, como obraría el juez de la causa si ante él se eva- 
coase la prueba. Auto de lá Corte del tercer distrito enU causa de Hennenie- 
gildo fianteles contra Josefa Gutiérrez por injurias verbales. Sentencia de la 
misma de 28 de Noviembre de 1850 en la causa seguida entre Eusebia Silva y 
José Perdomo sobre injurias. 

(a) Véase la note 2. « á la atribución 5. * , art. 4. ® , ley 2. * del Código or- 
gánico de tribunales. ^. 
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TrrULO DECMO. 

* 

LEY ÚNICA. 

DE LA INVALIDACIÓN DE LOS JUICIOS. 

Art 19 Paraintentar la invalidación de un juicio se presenta- 
rá el reclamante por escrito ante el juez que pronunció la última 
sentencia, (a) alegando alguna de las siguientes causas: primera, 
falsedad del documento en virtud del cual se pronunció aquella: 
segunda, retención en poder de la parte contraria de documento 
decisivo en favor de la acción q excepción del reclamante: tercera, 
falta de audiencia del reclamante: cuarta, pronunciamiento sobre 
cosas no demandadas: quinta, omisión en el pronunciamiento res- 
pecto de lo demandado: sexta, falta de comparecencia en el juicio 
del representante legítimo del menor, demente, ó pródigo, del Es- 
tado, comunidades y establecimientos públicos en cuyo favor se in- 
tente el reclamo. 

Art. 29 Cuando se alegue la falsedad .del documento en vir- 
tud. del cual se pronunció la sentencia, deberá acompañarse la prue- 
ba de esta falsedad consignada en documento auténtico y anterior 
& la sentencia, ó indicarse su existencia, ó la persona que debe en- 
tregarlo. También deberá acreditarse á lo menos con el juramentp 
del reclamante que no pudo hacer uso, ó no tuvo noticia de dicho 
documento durante el litigio. 

Art. 30 Cuando se alegue la retención en poder de la parte 
contraria de un documento necesario para probar la acción ó ex- 
cepción del reclamante, deberá expresarse, si no se presenta, el 
contenido de dicho documento, y la persona que debe entregarlo. 

Art. 49 Cuando se alegue falta de audiencia del reclamante, 
deberá jurar que no fuá citado, ni tuvo noticia de que se hubiese 
promovido el juicio, probando la falta de citación con las actas del 
expediente, ó de otro modo concluyente. 

Art. 59 Cuando se alegue pronunciamiento sobre, cosas no 
demandadas, ú omisión respecto de lo demandado, la prueba ha de 
existir en el mismo expediente del juicio, y deberá este hallarse 
concluido en la última instancia que pudo tener conforme á esle 
código. 

* ■ ■ -■ M-' ■■ ' ■■I *ji. ■■■ ■ —■■■.■,■ ^aiii^aii» — ■-■ ■■■■■■■■ ■ ■■! — ^.^i^ 

(a) No hay dada sobre que el juicio de invalidación, concurriendo las causas 
que para él designa este artículo, debe tener lugar aun en los asuntos en que 
DO hay sino una sola instancia, pues esta en ellos es la úitima. Acuerdo de la 
Corte Suprema de 10 de Junio de 1837. / ^ ^ * 4 ñ 
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Art 69 Cuando se alegue falta de comparecencia del repr«-« 
tentante del menor, demente, pródigo, del Estado, comunidades y: 
establecimientos públicos, deberá resultar también del expediente 
del juicio: y no será inconveniente para el reclamo el que haya si- 
do aquel citado y emplazado, con tal de que no sea el mismo re- 
presentante el que lo deduzca. 

Art. 79 No se admitirá ¿1 reclamo para la invalidación del 
juicio, hasta que el reclamante deposite en la administración res- 
pectiva de rentas municipales veinticinco pesos, si el juicio ha te- 
nido principio en el juzgado de arbitramento, y doscientos cuando 
haya principiado en el juzgado de primera instancia, (a) ó en los 
tribunales superiores. La suma depositada se aplicará á la parte . ' 
contraria en calidad de indemnización, siempre que se declare sub- 
sistente el juicio cuya invalidación se pretenda., y en caso con- 
trario se devolverá al reclamante. 

. Art 89 El reclamó (b) se sustanciará y sentenciará por los 
trámites del juicio ordinario; pero no tendrá mas que una sola ins- 
tancia. La sentencia se comunicará para su cumplimiento al juez 
que conoció de la primera instancia del juicio, si resultare este in- 
m validado. 

Art. 99 ^^ invalidación de un capítulo ó parte de la sénten- ' 
cia nO/ quita á esta su fuerza, respecto de otros capítulos ó partes 
que ella comprenda. Siempre que la sentencia contenga varias 
partes ó capítulos, el juez declarará expresamente lo que quedare 
comprendido en la invalidación, no solo respecto de lo principal, 
sino de todos sus accesorios. 

Art 10 El reclamo de invalidación no impide la ejecución de 
la sentencia, ni puede intentarse mas que una sola vez; y en nin- 
gún caso se intentará para anular la sentencia que en él se pro- 
nunciare. , 

Art 11. Tampoco podrá intentarse sino en el término de seis 
meses, que correrán desde que se descubrió la falsedad del docu- 
mento, ó se tuvo la prueba de la retención: ó desde el dia en que 
se libró la sentencia en los casos de pronunciamiento sobre cosas 
no demandadas, ú omisión respecto de lo demandado: ó desde que 

(a) Hoy se depositarán los víenticinco pesos cnando sean los Jueces de paz, en 
sus casos, ó de parroquia con el simple carácter d« tales, los que hayan decidi- 
do en primer lugar; y los doscientos cuando en los juzgados cantonales ó en los 
tribunales superiores haya principiado el negocio. 

(b) Cuando el tribunal desestima este recurso por reputarlo improdnoenté, 
la ciarte puede interponer el de hecho, á diferencia de que cuando se admite y 
se decide la invalidación, conforme K este articulo, no ha lugar. Apéndice al 
Cala, Ilust del Derecho de Espafia, lib. 3. <=* , t 8. <=^ , ^^ 2 y 3, al medio. 



¿^^^«frv^^ j^ rí-l . :/' 
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Uectf á noticia del reclamftnte el juicio en que no fué citado hi oidor 
6 áenáfé que salid el menor de la curaduría, ó las demás personas j 
^o^raeiones prírilegiadas tuvieren dtro representante que no h»* 
ya intenrenido en el juicio. 

Att 12. Declarada la invalidación, el juicio se repone al esta- 
do de demanda, y las partes podrán hacer uso de sus acciones en 
el tribttttal competente de primera innancia. 



TITULO ÜNDECMO. 

LEY ÚNICA. 

BI8P08ICIONES COMUNES, [a] 

Ari 1. Los jueces no podrán oir enjuicio ni despachar en lo^ 

negocios de su oficio sino en el lugar destinado para el tribunal; & 

minos que sea en aquellos actos acordados de oficio ó á solicitud 

• de parte; y que necesariamente deban practicarse fuera, o para 

contener algún desorden. 



(a) 1.^ iSstatido derogada una ley, no debe eonsiderane rigente en ninguna 
éB san puíhoB, aun en el caso de qne en la derogatoria se silencie una disposi- 
eloa que se encontraba en la derogada, y ocurriere un caso que debiera decidir^ 
■e, V al cttálftiese aplicable dicha disposición silenciada, porque careciese de 
rana en la ley posterior. Acuerdo de la Corte (Suprema de 4 de Abril de 1837. 

2. * Cuando ¿dste una ley especial, sus disposiciones no se entienden dero- 
eadás pénp taia lejr general, aunque sea posterior, si en esta no se hace mendon 
de ellas. Acuerdo de la Corte Suprema de 8 de Abril de 1842. 

S« * Bl principio de que ninguna ley es retroactiva, siendo en su esencia favo- 
rablO) no tiene lugar cuando la letroactividad tienda á favorecer, pues entonces 
ae obrarla contra el fin del mismo principio. Acuerdo de la Corte Suprema de 
2T de Oetubre de 1846. 

4. * Las leyes del procedimiento tienen efecto retroactivo; y así es que en 
B{ateria de prooedímiento debe siempre seguirse la ley actual,^aunque este sea 
diftrente del ppescriptopor la ley que regia cuando se cometió la acción juz- 
gada. Acuerdo citado, ifóro enef ónlen de las decisiones debe estarse á las le- 
yes mterioies. Beateneia de la Corte Suprema de 31 de Julio de 1838 en la 
demalida sagolda entre llstéban y José Manuel Escalona, y Pablo fiscaloaa 
«Ate ponrion de tierna. 

6.* No deben restringirse sino ampliarse los recursos, según losprindpios 
gemíales da la jurinmidencia, á menos que estén esplicltamente prohibidos 
por ks leyíB. Aoaerdo da la Corte Suprema de 8 de Octubre de 1889. 

<k* Las sentencias no peijudican al que no ha intervenido como parte en el 
juiclo,d qae ne ha podido hacer valer en él sus derechos. Acuerdo de la Corte* 
Baprena de 11 de Setiembre de 1844. L. 20. t. 22, P. 3. * 
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Art. d. Tampoco podrán despachar en días feriados, á menos 
t)Ue por causa urjente se acuerde su habilitación. 

Art 3. Será causa urjente para habilitar los dias feriados el 
riesgo manifiesto de quedar ilusoria una providencia, ó de rnalo^ 
grarse una diligéticia importante para acreditar el derecho de las 
partes en lo civil, 6 en lo criminal para la averiguación y compro- 
bación del hecho, ó para la defensa del acusado. 

Art. 4. En los términos ó lapsos judiciales no se contarán 
nunca los dias feriados si no se han habilitado, ni en ningún caso 
aquel en que empiezan á correr. Si el lapso fuere de horas, corre- 
rá desde k inmediata, expresándose por- diligencia cual sea esta, 
y excluyéudose siempre las que correspondan á dias feriados. 

Art 5. Los términos ó lapsos judiciales no podrán prorogar- 

7. ^ Cuando diven^od Jaeces conocen de una causa & prevención, no puede 
une pedir al otro informes relativos á ella, x>or stfr ambos de ig^ual Jurisdicciott, 
y tener un mismo superior en grado. Acuerdo de la Corte Suprema de 21 de 
Agosto de 1B46. 

8. <^ Los tribunales eclesiásticos deben conservar la oi|;anizaciOn que tenían 
cuando fueron publicadas las ntíevas leyes de procedin&nto, y arreglarse en 
el modo de proceder á los trámites p rescriptos por dicho código, ya porque Ú. 
se dio para todo lo Judicial, y ya porque la palabra ^'civil'' de que éX usa, no 
excluye el juicio eolesiástioo, que también es civil cuando no versa sobre el 
castigo délos delitos. Acuerdo de la Corte Suprema de 14 de Enero de 1837. 

9. ^ En las causas civiles en que se halle accidentalmente impedido el Co- 
mandante de armas por cualquiera motivo, le subrogará la persona que debie- 
ra sustituirle en el caa^ de una falta absoluta, según el art. B. ® , t. 2. ^ , Tra- 
tado 6. ^ de las Ordenanzas del Ejército. Acuerdo de la Corte Suprema de 10 
de Octubre de 1848. G. de Y. núm. 680. 

10. <^ No obstante la Real Instrucción de ¿6 de Agosto de 1786, inserta á con^ 
tinuacion de la ley 6. <* , t. 22, lib. 10 de la Nov. Becop., la sucesión intestada entro 
colaterales se estiende hasta el décimo grado conforme á la ley 6. '^ , 1. 18 P* 
6. ^ , y dicho gradó debe fijarse por la computación civil. Acuerdo de la Corto 
Suprema de 30 de Noviembre de 1844. < 

11.' Cuando los tutores nombrados por el juez no acepten, sin ebctisá legal, 
deben ser compelidos á ello con los apremios que tiene para hacer eficaces sus 
ordenes en la administración de justicia; y si los nombrados, sin negarse á acep- 
tar, no encontraren fiador con las cualidades requeridas,, entre tahto, }' por que 
no suñan peijuicio los intereses de los menores, se nombrará un simple Admi- 
nistrador sin fianza, auxiliado por el procurador municipal, según el articulo 
86 de la ley orgánioa de provincias. Acuerdo de la Corte Suprema de 24 do 
Octubre de 1844. 

12. * Leus causas de manumisión deben asistirse de oficio, como si los inte- 
resados fUesen pobres de solemnidad, en atención á que por su nátm-aleza y objeto 
deben reputarse del mayor interés y servicio público. Acuerdo de la Corte Su- 
prema de 5 de Agosto de 1839. G. de V. núm. 706. 

18. ' Los Jefes políticos no están inhábiles ni impedidos de ejercer la aboga« 
cía. Acuerdo de la Corte Suprema de 3 de Agosto de 1838. u. do Y. núm. 
706. 



> 
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«e Bi abrirse después de cumplidos, por via^de restitución ni otro ] 
motivo cualquiera, ni podrán tampoco suspenderse (n^ sino en los 
caso» preyenidos en este código, 6 por motivos no impotables k 
las partes, (b) ^ 

Art. 6. Las dilacionee judiciales no podr^i abreviarse -sino 
por renuBcia expresa de las dos partes ó de la parte &<quien ^favo- 
rezcan, haciéndose constar esta renuncia con la firma de laa pacten 
6 de un testigo que firme por 4a que no supiere liaeerlo, ante el 
• juez 7 secretario en los tribunaleii inferiores, y ante el prjssídout^ 
y secretario relator en los 'superiores. 

Art 7. Aunque el apoderado no exprésela aceptociondiri 
poder, i^e presume de derecho des'le que se presante coa éf «en 
•juicio. 

Art. 8. El apoderado está obligado á seguir el juicio en todas 
siis instancias, y podrá sustituir (c) el poder siempre que en 4l4io 
se le prohiba expresameoíte. Si la prohibición se le hiciere por ins- 
trucción ó doeumento privado, será responsable del perjuicio que 
cause á su representado la sustitución. « 

Art. 9. El apoderado dejará de representar á su poderdante 
por la revocación del poder producida en cualquier estado del J4ii* 
«ío, aun cuando no se presente la parte ni otro apoderado por ella. 

Art. 10. Deja también el apoderado de representar á*su po- 
derdahte, cuando este por sí ó por medio de otro apoderado consí 
tituido posteriormente al efecto, se separa de las acciones 6 de» 
^nsas deducidas en el pleito, (d) 

(a) En consonancia oou este srtícnlo está en poder de los tribtmales exdufr 
del término probatorio, en la causa que se yentila, los dias transcurridos ' desde 
la interposición de las apelaciones hasta que, falladas, ha vuelto el expediento 
al tribunal á quo, en atención á que durante este tiempo ha estado en sus- 
penso fiu jurisdiccton, é impedida la parte apelante de hacer toda gestión. 
Auto de la Corte del tercer distrito de 4 de Junio de 1849 en lá causa contra 
Ramón y Viviano Hidalgo por falsedad. 

(b) La parte que aspire a que se evacué una prueba, aun pasado el término 
probatorio, debe comprobar legítimamente por los mismos autos que no puede 
nnputátsele la causa d« no haberse evacuado. Auto de la Corte del segundo 
distrito del Centro de 29 de Abril de 1851 en él expediente de partición de las 
tierras de A^ua-blanca pertenecientes álos Santanas. 

(c) Según la opinión de varios autores el sustituto no puede sustijinir en otro 
el poder, siempre que el poderdante no haya concedido tal facultad; pues este 
articulo solo es referente. á la sustitución que haga el apoderado principal. 
Auto de la Corte del tercer distrito de 2 de Setiembre de 1889 en la causa entre 
Hemiqué Garciay Manuel Urbina sobre aguas. * 

(d) 1.* Cuando al apoderado variare deesttulo, 6 se hiciere de peor condi- 
ción que la que tenia cuando se le di6 el poder 6 mandato, es risto que el ejer- 
cicio dé tete ctíBAipsojure-j porque tácitamente se «itiende en el poder y man^ 
dato, durar solo mientras el procurador ó mandatario permaneciere en el mis- 
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AH. II. Ltt cesión 6 trasmisión á otra persona de los dere'* 
diois deducidos por el litigante, ó la caiucidad (a) de la peraonaH- 
dadieon^qué litigaba, anulan la representación de su apoderado; pe« 
ro el curso de la^cavsa no se suspenderá por este motivo en- el prí- 
mét caso, y en el fegundo se suspenderft solamente mientras se 
eitfet'lñtpersiona en quien haya recaído el derecho ó representación 
qüei ejercía el poderdante. 

Art. 12. En ningún caso se obligará á las ptfrtes & eonstiiuif 
apoderado 6 valerse de abogados é patrocinantes. 

Art 13. Las partes, sus abogados ó patrocinantes, sean 6 -mf 
Intradós, podrán examinar las actas del expediente de su pleito en 
la secretaría del tribunal, y sacarán las notas que les convengan. 

Art 14. £1 actor en toda especie de juicios ha de producif' 
con 9VL demanda las escrituras ó documentos originales que justifi- 
quen el derecho que deduce, y de los que no pueda presentar • pon 
no obrar en su poder, hará la debida meñiS;lon con la indiiiidualidad 
posible sobre lo que de ellos resulte, y del archivo, oficina publicar 
ú- otro lagar en donde m encuentren los originales; pero los docu'* 
mentos públicos ó auténticos qué el &ctor haya podido obtener des- 
pués de la demanda, como también los que sean de fecha posterior 
pueden prodúcifse antes de terminarse la relación de -la causa en 
cualquiera instancia. 

Art 15. En las Cortes de justicia y juzgados cantonales si al-* 
¿ñftó' de los jueces ó asociados se separare de la mayoría^ y quisie^ 
re que su voto se conserve escrito*, podrá estenderlo, & conliniia^ 

, — . .— 1 

mo estado que tenia cuando fué nombrado, según la ley 6. ' , al medio, 1 14, 
P'. 6. * . Curia, Comercio terrestre, lib. 2. ® , cap. 11, núm. 48. 

2. ^ El peder de la mujer soltera se acaba en casándose, aunque yale lo her 
cho despueshasta que el contrario lo sepa; y aunque lo sepa, si antes del ma- 
tHmonio se empezóla causa, seg^n Cimientes en la ley 65 de Toro, q. 24. Ca- 
ria, part. 1. <« , ^ 10, núm. 27 al fin. 

(a) Muriendo el Seftor del pleiteantes que el procurador lo haya contesta- 
do, acaba su poder; mas muriendo después de haberle contestado, no se acaba, 
y puede seguirse sin ser necesario citar á los herederos, ni haber nuevo poder 
suyo, salvo siendo procurador de Prelado, en cuyo caso por su muerte acaba su 
p<¿ter. Y de la misma manera, muriendo el pi'ocurador antes de contestarse por 
él el pleito, también se acaba el poder; mas muriendo después de contestádolo, 
nó 8ea4iatw, dejando sustituto, y se puede seguir con él sin mas poder, «omo lo 
dioe la ley 23, t. 6. ® , P. 8. * y Greg. Lóp. ^los. i4. * y 9. * á dicha ley. Curia, 
part; 1' ' * ]^ 1^) núm. 27 al principió. Pero si el sustituto es nombrado por fa- 
cultad del Señor dada en el poder, por este hecho dejó el mandatario de ser 
procurador, y se acabó su poder. Curia, Comercio terrestre, lib. 1. ^ , cap. 4. ^ 
n^aro 46; y asi aunque muera el procurador sin contestar el pleito, no se aca- 
ba* el poder del sustituto, sino es que muera el mandante. Y si el suatítoto ea 
nombrado por facultad de la ley, entóneos si se^ acaba por muerte del maadata* 
ríOf Curia, lug. qit. nüm. 41, 
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cion de la sf'ntencia, en el expediente respectivo en el mismo acto 
de la publicación de aquella, y después que esté firmada. Este voto 
particular será también firmado por los demás jueces ó miembros 
del tribunal o juzgado. i 

Art. 16. Toda sentencia ha de contener d^ision expresa, po- 
sitiva y precisa con arreglo á las acciones deducidas en el juicio, 
condenando ó absolviendo en todo ó en parte, nombrando la per- 
dona condenada ó absuelta, y la cosa sobre que recae la condena- 
, cion ó la absolución; sin que en ningún caso pueda abisolverse de 
la instancia. 

Art. 17. En los casos en que con arreglo & este código deban 
los tribunales pronunciar sentencia sin dilación, podrán diferirla. á 
su juicio por un término que no pasará de dos dias. 

Art. 18. £n los concursos de acreedores, juicios de cuentas y 
partición de bienes, los jueces podrán dividir aun para distintos ac- 
tos el examen, alegatos y Sentencia de los diversos puntos que se 
controviertan, ocupándose sucesivamente de alguno ó algunos de 
ellos. £n los demás casos, cuando 1^ causa /comprenda varios pun- 
tos, aunque tengan ronexión entre sí, se dividirá la sentencia en 
capítulos que contendrán las diversas decisiones sobre cada punto. 

Art. 19. Cuando la sentencia contenga algun> concepto oscu- 
ro, ó no comprenda todos los puntos controvertidos, podrán las par- 
tes en la audiencia siguiente pedir que se explique ó amplíe, (a) y 
el tribunal deberá explicarla ó ampliarla dentro de veinticuatra ho 
ras después de la solicitud. 

Art. 20. La justicia se administrará en nombre de la Repú- 
blica y por autoridad de la ley, y las sentencias,, ejecutorias y 
despachos de los tribunales se encabezarán también en su nom- 
bre, 

Art. 21. Los tribunales no usarán en ningún caso de autos 
oscuros ó ambiguos, [b] como los de venga en forma^ ocurra á 
quien corresponda, ú otros semejantes; siempre expresarán la ley 
o fundamento aplicable al caso, la formaU|)ad á que se ha faltado, 
6 el juez á quien deba ocurrirse. 

(a) De la explicación ó ampliación que se dé conforme a este artículo, hay 
apelacicm. Auto de la Corte del tercer distrito de 22 de Agosto de 184&.en el li- 
tis de Phelps y Evans contra Andrés Temes por cobro de pesos. Pero creemos 
que esto debe entenderse cuando de la sentencia explicada ó ampliada haya 
apelación ó tercera instancia, pues seria irregular que se concediera el recurso 
respecto de una explicación de la sentencia, cuando de esta estaba negado. 

(b) La Corte Suprema en sentencia de 22 de Noviembre de 1837, en la de- 
manda de Benito Gutiérrez contra Vicente Pérez por cobro de unos animales, 
tiene declarado, que en cumplimiento de este articulo los tribimales no pueden 
en sus sentencias reservar á las partes cualquier derecho que pueda asistirles, 
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Art. -22. Los tribunales de justicia en las condenaciones (a) 
que hayan hecho por lo que resulte del proceso, sin audieQcia de 
los qyie hayan sido condenados, oirán las reclamaciones de estos, 
bien se hagan á la voz ó por escrito, y decidirán en el mismo acto 
ó dentro de veinticuatro horas á lo mas. Cualquiera prueba ó do* 
cumento que favorezca al reclamante deberá presentarse en aquel 
mismo acto. Las reclamaciones de que habla este artículo no po- 
drán intentarse después de los sesenta dias de haberse instruido de 
la condenación el reclamante. 

Art. 23. Las consultas (b) que hagan los tribunales sobre la 
intelijencia de alguna ley, en ningún caso suspenderán el curso y 
determinación del asunto, debiendo en tal evento decidirse por 
fundamentos tomados del derecho natural ó de la razón. 

Art* 24. £n todo caso dudoso se sentenciará en favor del de- 
mandado si no hay oposición de partes, en favor del que solicita si. 
su solicitud no ataca ni perjudica manifiestamente los derechos de 
un tercero, (c) f 

Art. 25' La parte que solo se adhiere á la apelación no podrá 
continuar este recurso si la que ha apelado desiste de él, aun 
cuando su adhesión haya tenido por objeto un punto diferente de 
aquel sobre quq. verse la apelación. 

Art. 26. Los secretarios relatores de las Cortes, y secretarios 

pam que lo deduzcan, según les conyenga y contra quien haya lugar, sin de- 
terminación de persona; pues si lo reservan, deben determinar contra quien de- 
be hacerse valer, paraquitig: la oscuridad ó ambigüedad que ha querido prohi- 
bir la ley. 

(a) Aunque los tribunales pueden hacer condenaciones por solo lo que apa- 
rezca del proceso, es sabido que estas no son la materia principal del juicio, si- 
no que, al decidirse sobre ella, se hacen condenaciones accesorias, sin audiencia 
ni sustanciacion previa; y es sabido también, -que entonces tienen los condenados 
ante el mismo .tribunal el recurso de reclamación ó súplica, en que pueden 
aducir pruebas 6 documentos, recurso cuyo término es de sesenta dias desde 
que se instruye el penado de la condenación, sm perjuicio de la alzada respec- 
to de la determinación sobra la súplica ó reclamo. Auto de la Corte Suprema 
de 5 de Enero de 1844« G. de Y. núm. 696. Sentencia de la misma Corte de 
22 de Mayo de 1836 en el recurso de hecho y de queja introducido por Ramón 
Gomes' Sotillo por habétsele negado la súplica de una condenación de esta na- 
turaleza. ^ 

[h] 1. ^ Las consultas de los tribunales inferiores no deben ser sobre pleito 
pendiente; y cuando lo hay, deben hacerse después de decidido este. Acuerdo 
de la Corte Suprema de 4 de Marzo de 1839. Y de conformidad con lo acordado 
por el Tribunal Supremo, la Corte del tercer distrito decidió en 1. ® de Mayo 
de 1840 en demancUi propuesta por José de la Cruz Gómez por cobro de pesos, 
que los tribunales inferiores no deben consultar á los superiores las determi- 
naciones que han de librar en los negocios de que conocen. 

(c) L. 40, t. 16, P. 3. « 
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de \oé jii«C6« mferiofen permanecerán' en seereüirki tbdé^ elti^mpo 
que dore dbierto el* tribuna], excepta aquel en • qne deban aetttar- 
eoA'loe respectivos juecea; y loa mismos secretarioeestfttt«oMigtdóa( 
i^«vot»r el día y hora de la presentación de los «sci4tea etiandO' le • 
solicitan las partes. 

Árt 27. Después de concluida una cansa eii cttalquicMí' iifs^ 
tanttia, s&davá testimonio de ella á cualquiera que lo^pida'á^n<e<MK- 
taf-flin examinar si es 6 no parte^ exceptuando aquellas que sé 'i«^ 
serven por decencia pública, de las cuales no podtá dérse- tesli^- 
xBonio sino' él las partes. £1 que pidiere testimonio pagará el^escrí- 
blente y papel, pero no sufrirá otro costo. En cualquier, estado dé 
la causaysi se solicita copia certificada de algún doeumebte qile* 
exista en el expediente, se dará a) que lo pida siempre que' seá^d' 
hf^ sido parte en el juicio, (a) Si se pidiere la dev<ducioh' de do- 
cumentos originales p(»r la' misma parte que los prodnjo, selé- eli^ 
tfegsráih quedando en autos la correspondiente copiaf; peir<> eti el< 
documento devuelto se anotará lo conveniente para qi|e no- pkieda' 
obMtr efecto alguno entre las partes que hill3^att litigada en< aquel 
juicio, (b) 



[a] Estadispoflicionno admite otra interpretación sinovia dé qtte lá-lciyi^hi*' 
<ia«ndo establecer ana diferencia entte lo» que son y so sosni patteüen .eijaicio, 
siéndoles potestativo á los primeros pedir cei*tifícacion 6 testimonio de cuales- 
quiera actas ó documentos aun pendiente el juicio; todo lo cual está* problbtdo 
á: los ' últimos. Auto de la Corte del segnmlo distrito^del iOentro de d de OctufeteT 
de 1850 en la causa contra Gabriel Pérez por'vario» excesas. 

(b) No hay oposición alguna entre.este articulo y M 18'de la ley áe registros 
pues el 1* ^ se reduce claramente á los testimonios íntegros que se piden «loai 
tribunales de las cansas concluidas en cualquiera instaacia y ño archivadas ^- 
da?ia; y el 2. ^ se refiere á las causas archivadas en el registro, de la» coalas «r* 
pida testimonio de todo ó en parte. No determinándose en el 1^® deloaastli 
celos cómo deba prooederse cuando se pida á los tríbunal«^8 los tastímonioa^d»^ 
solo una parte de la causa concluida en algnna instancia, ó de- alga» doeaBienta>^ 
deella, enla practicase observa lo establecido para el mismo caso en el arti- 
culo 18 referido. Acuerdo de la Corte Suprema de 29 de Octubre dd'lMé.- 

£1 articulo 18 de la ley de registro vigente dice^afii: "Los tastimonios'ó tras^ 
lados que se pidan á los registradores por los ot(irgantes ú otro interesada- - qo»' 
aparezca en la misma escritura registrada, se darán por los registradores ea 
cualquier tiempo que lo soliciten sin necesidad del mandato del juez. Coaado * 
sean otros los que piden los testimonios ó traslados, deberán presentar la orden • 
del juez, y acreditar qne se ha citado á los otorgantes. L6 mismo sa praoticatá 
para dar testimonio ó traslado de algún documento archivado en la oficina de 
registe. Podrá darse libremente á cualquiera persona testimonio de autM 6 ' 
cQcpedientes archivados, pero no de parte de ellos ó da un. documenta que obie^ 
en el proceso, sino por orden del juez y con citación é» las pastes." Ve- 
' maaera que, habiendo concedido el articulo 27 de esta ley al que es parte en^ 
un expediente el poder solicitar copia certificada da algún docnaieato, aun es* 
tando pendiente et juicio, con mayor razón podrá hacerlo de uaa parte, de di- 



«T. XI. LEY ^ICA. IBT 

.Ait 9S. A-DQ^iieloS'li'ibiiiiáka eDla-^egundn y tercera íidi^n^ 
jm luMetím MM^ «n.«L<p«ocediwQniQ, no foaod^réQtf^poAier^ii) 
^ ipr^Q^c^o cuando las, paste» ao lo ¡pidan, á méAOs que ) la , parte ¿ 
i^M^^AipQl^qdieaik «ticbas ^faltas «búbiere .deja4o <de QOBCjBrrii^ lá Ja imr 
Jtmntí*mi q^e ^e n!»tcQ. 

Art S^. Ningún juez comisionado, podrá nunca dejar de.oiiin-' 
fAirJtii^xalni^aleaii ooiiH«ion,^siÍBo. por nuevo .decreto d^l jiiaa.de la 
imja«a,.4ii'QOín0u)(ar ¡letrado, ni oir^á. ninguna dola6p^«t^a|H>ri^acsii»f 
4p>iii|d9 pafaib«a-oa Iq q^ie aea.oqntrario.^ cumpUmiento de dicha 
comisión, sea cual fuere la razón que se aleigare.ó el .requrao ^-quíi 
86>4 ntcrpuBÍerc ,-fttera -de loa«€a80s expresamente exceptuados en-«s- 
te eódigo. -Oíando las partes debieren nombrar peritos, ó ejecutar 
otros actos ante un juez comisionado, y no comparecieren oportu- 
<IUimaAt«,'el juez lo hará todo de oficio. 

iAiYt. .90 Interpuesto eLrecurso de apelación, 6. el de taroeca 
kistonteia dentro-del término que permite este código, y denegado 
(|t>) por el tribunal ó juez que ha conocido de la causa, podrá la 

diO)«zpedie]ite eondaido en alg:aBa instandA, sin necesidad de citación de . la 
contra-parte, quedando en esto insubsistente el Acuerdo anterior; pero no ao- 
oédelo'mitmo, cuando uno, que no es parte en el juicio, pidiere parte del expe- 
diente ctincliiido en alguna instancia, pues entonces los tribunales deben orr»- 
glane«á didio Acuerda, en atención á que el citado artículo 27 no ha llenado eiy 
asta parta el vacio ^ue. quiso llenar el Tribuoal Supremo. 

(a) 1. <^ Reposición de una causa es declaración de nulidad hasta el estado á 
^e senrepope, y dewle este sigue nuevamente su ourso como si no hubiesen si- 
do poactioadas las actuaciones posteriores, lo cual es muy distinto de prorogar 6 
aibnr lapsos iodioiales después de concluidos. Auto de la Corte del tercer dis- 
tiito de ^ de Octubre de 1849 en ia causa contca Bebastían Morales por homi- 
cidio. 

%'* ^Habiendo nn juez del. ^ instanda repuesto la causa seguida entre el 
Pl^ro. Jtn6 A. fiacalante f Agustín Alvares sobre rescisión de la venta de unas 
InrEas, «d^gando^que ambas partes hablan manifestado á la v(u¡ que ignoraban 
Taiiss«0Ba8 que dicho juez consideraba esenciales para la decisión, la Corte del 
tevoer distrito* en 26 de Octubre de 1839 resolvió, que el expresado juez debió 
SiOtenciaTlacausafsegun lo resultivo de autos. Esto üende á probar queipa 
Jueces quedecidac en 1. « instancia, no pueden reponer los procesos, lo cual es- 
tá atribaldo'á los tribunales superiores. 

' <b) 1. * Ifaitaiendo Femando Oarcia ocurrido de hecho á la Cortie del tercer 
distrito por habénele negado la apelación que interpiuo de la determioadonea 
que se le condenó en pena pecuniaria á virtud de queja contra él, como Alcalde 
parroquialde los Guayos, aquella admitió en 24 de Noviembre de 1886 el re- 
onrsC'eB el /efecto devolutivo, teniendo presente el art 10, le^ 13, tit 7. ^ dé 
este ! Código. Bsto indica que, cuando elinferior ha depUdo oír libre apelación, 
^superior, al admitir el recurso de hecho, ordena se sui^nda el procedimien- 
to, y icaaMÍoaqnel deba eiiío, según la ley, en un solo efecto, la Superioridad 
lo lachnite de. esta manera, y pide que su -remitan los autos ¿espues que esté 
cumplida la detemünacion reclamada en el caso M. citado art. 10 - de la ley 13, 6 
tsilliaaoiodjslo Qoadiicenta en losdémas casoa 
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parté qtte lo interpuso, ocurrir de hecho al superior para que se le 
oiga dentro de cinco días (a) y el término de la distancia, con tes« 
timonio de la sentencia que se le franqueará á su costa: sin que 
por motilo alguno pueda negársele; y de las actas que se refieran 
á la interposición y denegación del recurso, ó sin él, si oportuna- 
mente no pudiere obtenerlo. 

Art. 31. El término de la distancia se calculará á razón de 
•eis kguas por dia, y para que no haya duda en este cálculo, cada 
tribunal tendrá un cuadro de las distancias formado por los res- 
pectivos Gobernadores. 

Es Terdad que, seguii la práctioa, Iqs tríbanales superiorea, al admitir uñ 
recono de hecho, piden al^ríbimal inferior los autos para decidir el de derecho 
siempre qnenosea soflciente la documentación presentada para resolverlo; 
pero creemos hoy que tal practica, que hasta ahora hemos seguido,* no es muy 
confbnne álos prindpioe legales en materia de jurisdicción, pues no pudiendo 
loa tribunales smieríores conocer de un negocio mientras el inferior no se ha- 
ya deq>rendido de la Jurisdicción, 6 les haya devuelto el conocimiento, es claro, 
que aquellos, al admitir un recudo de hecho, debieran mandar al inferior que 
admita la apelación, para entrar después á decidir el recurso de derecho. £d 
ecmfinnacion de esto, véase la nota siguiente, al medio, donde se inserta una doc« 
trma de EscríchcL que es la misma del Sala. 

2. ^ Admitido el recurso de apelación en un solo efecto, no ha lugar el de 
liecho. Auto de la Corte del tercer distrito de 24 de Noviembre de iS? en la 
causa seguida entre Francisco Meléndez y Francisco Riera sobre propiedad 
de unos terrenos. Auto de la misma de 28 de Noviembre de 1849 en la espera 
de Domingo Govela. 

No hay duda que esta es la práctica generalmente observada, y que tan^ 
bien hemos seguido antes de ahora; pero juzgamos hoy que ella no es justan! 
equitativa. Hay razón para cyer que la palabra "denegado," de que usa «ste 
articulo, expresa no solamente una negación absoluta del recurso de apelación, 
uhio también una negación limitada á concederlo en un solo efecto. La verda^ 
dera naturaleza del recurso de hecho es una queja al superior por el agravio 
que infiere el inferior, y puede inferirlo, ya negando absolutamente el recurso, ó 
ya negándolo en ambos efectos, cuando por las leyes debiera concederlo. En el 
sistema espafiol era doctrina corriente; que el recurso de hecho se extendía al 
caso en que solo se hubiera admitido la apelación en un solo efecto, como pue- 
de verse en Sala, Ilust. al Derecho de Espafia, lib. 8. ^ , 1. 11 , núm. 29 y £s- 
oriche, palabras "Juez superior", quien dice: "Cuando el juez inferior niega la 
apelación en el discurso de un litigio, ó solo la admite en el efecto devolutivo, 
correspondiendo admitirla también en el suspensivo, manda el superior, en vista 
del testimonio de denegación, expedir el correi^ondiente despacho para recojer 
los autos, en vista de los cuales y de lo alegado por la parte interesada, ó decla- 
ra que no ha lugar el recurso, ó manda que el juez inferior admita la apela- 
ción." Por consiguiente, no puede decirse racionalmente que el artículo áOha 
introducido una novedad respecte de la antigua doctrina, fundándose en la pa- 
labra "denegado", pues esta sin violencia es referente á ambos casos, y los 
recursos no deben restringirse sino ampliarse. Por otra parte, hay casos prác- 
ticos en los mismas tribunales superiores de haberse admitido el recurso de he- 
cho á pesar de haberse oido el de apelación en un solo efecto. 

(a) Los cinco dias (decia tres) corren desde el dia en que se entrega ai re- 



TIT. XI. LEY ÚNICA. 13» 

Art. 32. Cuando se reimtaii expedientes ó autos de uno a 
otro tiibunal, se pondrán en la oficina del correo alñertos^ y él 
^ministrador respectivo de este ramo dará en cada caso un re* 
cibo que se agregará & la copea de la sentencia que queda en la 
secretaría del tribunal que hace la i^emision. Dado el recibo, se 
cerrará el pliego que conten^ los au4os ó expfediente» en pre< 
sencia del propio administrador, quien á vueha del primer correo 
presentará en el tribunal que hizo la remisión el recibo del tribU'* 
nal á quien se dirigió, el cual en ningún caso podrá negarlo: Los 
recibos expresarán el conteilido del expediente con arreglo á su 
carátula, el juez ante quien se ha seguidb, y ei número de fólioa* 
Art 33. En los casos en que fuere necesario remitir los expe» 
dientes por medio de conductores particulares por no haber cor* 
reo para los lugares á dónde se dirijan, ó ppr no haberle oportuna- 
mente, fa parte ó partes á quienes interese, á juicio del juez, paga- 
rán el gasto que se cause, á reserva del derecho que lengan á la 
indemnización, sobre lo cual se resolverá en la sentencia defíni» 
tiva. 

Art. 34. Toda enmendatura, aunque sea de foliación, palabras 
testadas y cualquiera interlineacion, deberá salvarse por el juez 
en los tribunales inferiores, y por el secretario relator en los aupe- 
ríores bajo la multa de diez pesos 'por cada falta de esta naturaleza, 
aplicada al tesoro 'público. Los defectos de esta dase qué se Aoten 
en ios escritos ó documentos presentados por las partes impedirán' 
su admisión, si no están salvados por la parte en les esciftois y 
documentos privados 6 reconocidos por sus autores, y en los do- 
cumentos públicos por la autoridad ó funcionario correspondiente. 
Estos defectos 6n los documentos privados que no han sido forma- 
dos por la parte que los presenta, no' impedirán su admisión cuan- 
do la parte pida su reconocimiento por la persona á quien perju« 
diquen. 

Art 35. El recurso de queja de que habla la ley 13 del título 
• 7. ® de este código, puede interponerse en todo caso con testimo- 
nio, de lo conducente, sin suspender el curso de las causas^ ' y solo 
para hacer efectiva la responsabilidad. 

Art 36. En las demandas sobre despojo ó perturbación de pose- 
, síon, procederán los tribunales civiles á prevención, aunque e! ' 
/ despojo ó perturbación se intente contra eclesi^stiíco ó militar, (a) 
Art. 37. La causa cuyo curso estuviere suspenso (b) por motivo 



dtrrente el testimoiiio que hubiere pedido. Auto de la Corte Suprema de 9 de 
Julio de 1844. G. de V. núm. 696 
(a) Véase lanota 8. * , letra (a) del art. 6. ® , ley 2. * t. 7. ® 

Por Besoluciou Ejecutiva'de 10 de .Qipembre de 1847, publicada en la 



(a) 
(b) 
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imputable á las partes, permanecerá en el mismo estado, hasCa que 
cualquiera de los interesados en el pleito pida su continuación:. 
En este caso se citará en persona á la otra parte, sin correr nia^ 
gun término hasta que no conste haberse practicado esta dilijencia^ 

Art 38. Cuando por algún accidente fio haya Registrador (a) 
en algún cantón, los jueces de parroquia 6 jueces de paz de lo» 
respectivos lugares, desempefiarán las' funciones de tal, arregUn* 
dose & lo dispuesto en ta ley de registro. 

Art 39. Cuando por ocupación del tribunal, 6 por cualquier 
otro motivo no se pudiere principiar \ñ relación en el dia señalado» 
para la vista, ni* en el siguiente, y tenga que sufrir la causa una 
demora indefinida, se avisará á las partes ó sus defensorev coa do» 
dias. de anticipación aquel en que por £n'haya de verse. 



TÍTULO DÜODECMO. 

LEY ÚNICA. 

80BR£ EL ÓRDFlf EN LA OBSERVANCIA DV &AS LEITES; 

t 

Art. 19 El orden con que deben observárselas leyes en todos 
los tribunales y juzgados de ]a República, civiles^ eclesiáLstico» & 
militares, asítcn materias civiles como criminales, es el siguiente. 

■ II ^ ■ ■ ^—^-^ 

G. de V. núm. 892 se dispuso la suspensión de la práctica que se habla intro- 
doeídoen algunos tribunales de actuar en papel común en causas par% cuyo , 
curso no han suministrado las partes el sellado correspondiente, finiendo dicha 
práctica por origen un Acuerdo de la Corte Suprema de 21 de Octubre de 1842. 
G. de V. núm. 687. 

(a) 1.* Cuando falte, bien porque no se haya establecido, bien accidental- 
mente, el registro en la cabecera del caiíton, están autorizados para hac^r sus 
veces no solo el juez de parroquia (decía alcalde) de la cabecera del cantoq. 
donde falta el Registrador, sino también todos los jueces de parroquia- [deciar 
alcaldes) y Jueces de paz en su respectivo territorio. Acuerdo de la Corte Su» 
prema de 4 de Setiembre de 1844. 

S. * Dos actos 86 ejecutan en todo documento 6 escritura registrada: el t. ^, 
69 exdusiyo de los otorgantes, y los Registradores por el art. 86 de la ley de re* 
gistro tienen prohibición de mezclarse en los términos de las estipulaciones: 
el 2. ® , es exclusivo de los Registradores para testificar que el docun^nto 6 es^- 
entura ha sido .leída, y firmada por los otorgantes en su presencia y la de los'tes- 
tigos; y por eso deben dar fé de la identidad de las personas que firmen, 6^ 
i^^l obligación tienen los testigos que con él dan testinionio de haber preseii» 
ciado la lectura y firma de los documentos registrados, de conformidad oon 
las leyes 2. * , t 23, lib. 10 de la Nov. Recop. y 54, t, 18, P. 8 « . Acueriia de la 
Corte Suprema de 4 de Mayo de 1844. 
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19,La8 deeretadas ó que en lo sucesivo decretare el Poder 
LegiftlatíTO. 

29 Las decretadas por los Congresos de Colombia hasta 1827 
inclusive. 

39 ^^^ pragmáticas, cédulas, ordenes, decretos y ordenanzas 
del gobierno español sancionadas basta, el 18 de Marzo de 1808, 
i^ue estaban en observancia bajo el mismo gobierno español en el 
territorio que forma la Repúbhcat 

49 Las leyes de la recopilación de Indias. 

59 Las de la nueva recopiladion de- Castilla. 

6^ Las de las siete Partidas. 

Art 29 En corifeecuencm no tendrán vigor ni fuerza alguna 
en la República, las leyeb^ pi^^gmáticas, cédulas, órdenes y decretos 
del gobierno español posteriores al 18 de Marzo de 1808, ni las 
expresadas en «el artículo anterior en todo lo que directa 6 indirec- 
tamente se opongan á la Constitución, ó á las leyes^ y decretos que 
haya dado, ó diere el. Poder. Legislativo. 



mm.0 DECMO TERCERO. 

LEY ÚNICA. 

DEL PROCEIlIfflENTO CRIMIMAL (a) EN TANTO QUE SE ESTA- 
BLECE EL JUICIO POR JURADOS. 

Art. 19 ^^^ jueces de prbvincia, los jueces de parroquia y 



(a) 1. * JBn los indultos que se conceden á individuos de una facción, quedan 

^«om prendidos todos los delitos comunes cometidos durante ella, si no han sido 

expresamente exceptuados; pero sus autores pueden ser reconvenidos en juicio 

•^^1 por razón de indemnizaciones. Acuerdo de la Corte Suprema de 27 de 

Noviembre de 1887. 

- 2. ^ Bn el caso d« que se haya procedido judicialmente contra el que aspi» 
A^gozar de un indulto, ó en el de que se controvierta en juicio si deba ó no 
«micáTsele, la equidad y la razón persuaden que debe recibirse á prueba la 
dicha Controversia, aunque no lo digawel decreto de 1839 sobre formalidades 
en la aplicación de los indultos. Acuerdo de la Corte Suprema de 23 de Octu- 
bre de 1848. 

8.* No ea consultable de oficio el fallo que niegue e^ indulto, pues el de- 
creto legislativo de 1839, sobre la materia, limita dicha consulta al caso en que 
•setf fovorable al infere8a4o, quien tíene expedito el derecho de apelar al su- 
perior en caso des&voiaÚe; y en el concepto de que, aun cuando sea injusto 
el fallo, y el interesado no apele, el tribunal á quien deba consultarse la sen- 
toada definitiva sobre el asunto principal, hará la aplicación de aquella gm- 
>c¡a| si es que deba^gozarla el encausado. Acuerdo anterior. 
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lo8 jueces, de paz estarán en la obtigacion de abrir una inquisición 
sumaria, (a) cuando de algún modo supieren que se ha cometido 
•un delito en su jurisdicción. 

§ único. Cuando ocurriere duda sobre el juez á quien corres- 
ponda conocer de un delito, conocerá el del lugar donde este se 
cometió. ^ ^ 

Art 39 ^ ^^1 suinarío (b) resultare que se ha cometido- «m 

4.^ La autoridad militar es la que debe conocer de los delitos cometidos 
por un individuo que ha desertado de su actual serricío; pues, aunque la de- 
serción por si es un hecho por el eual el soldado abandona su servicio, no por 
eso se cree que aquel dtja de pertenecer á él, puesto que la falta de la obliga- 
ción que debe prestarse es la que se castiga, no por k autoridad civil, sino por 
la militar. Be aquí es que el desertor conserva su clase y carácter de soldado, 
y los crímenes que comete durante la deserción deben ser juzgados por la auto- 
ridad misma que conoce de ella, á menos que sean de los exceptuados. £s esto 
muy conforme á la orden de 8 de Mayo de 97, que es )a ley 6. *^ , 1 9. ® , lib. 12 
de ¡A Nov. Becop. , y ciertamente que asi k> exigen la disciplina y el buen or- 
den de la tropa, como juiciosamente lo observa el Colon en su obra de Juzga^ 
dos militares, tomo 1. ® > $^ 56, 215 y siguientes. Acuerdo de la Corte Bupre» 
ma de 29 de Octubre de 1088. G. de V. núm. 706. 

5. ^ La pena aplicada á los desertores de 1. ^ vez sin circunstancia agravanta 
es la establecida en la Real Orden de 11 de Junio de 1788, alejando toda duda 
el literal contesto de dicha disposición, tal cual se halla en las Ordenanzas del 
l^ército de 1768 reimpresas por 6rden del Gobierno de Venezuela. Acuerdo 
de la Corte Suprema de 12 de Enero de 1848, 

6.^ Los condenados á presidio pueden contraer matrimonio. R. E. de 15 
de Abril de 1887. Acuerdo de la Corte Suprema de 14 de Diciembre de 1888» 

7.* Aunque la ley sobre* vagos no sefiala pena á los que califica de talas 
por el núm. 6. ® , art 1. ® , debe sin embargo seguirse contra ellos el procedi- 
miento judicial; porque la declaratoria de vagancia por si sola produce la sq»« 
¡wnsion de los derechos políticos, según la dispone el articulo IQ de la Cons- 
titución. Acuerdo de la Corte Suprema, de 29 de Octubre de 1845. 

8. '* £n las causas de estupro no debe molestarse á los acusados con prisio- 
nes y arrestos, dando la fianza ó caución j«iatoria de que habla la ley ¿ <* , t. 
SS9, lib. 12 Nov. Reoop. Auto de la Corte del tercer dSrtrito en la cansa iMintia 
José Ramón Oohoapor estupro. 

9. ^ La ley 8. ** , t. 81, P. 7. ^ releva de pena á los menores de diez afios «r 
medio, y consiguientemente tampoco pueden ser sometidos ajuicia Auto» de 
la Corte del tercer distrito de 9 de Octubre de 1841 en la causa contra José 
María García y los jóvenes Narciso Matos y Leocadio Arteaga por hurto. 

(a) Por este articulo los jueces de provincia, jueces de parroquia y jueees de 
paz proceden con igual jm'ibdiccion preventiva en la instrucción del subüiuío, 
y f trímeras diligencias; y por consiguiente, el superior á quien correspondo 
decidir las apelaciones será la respectiva Corte del distrito. Auto de la del 
tercer distrito en ua.recorso de hecho introducido por José Manuel Tovar en 
la causa por hurto atribuido ú Juan Nepomuceno Oriquieta y otros. 

(b) 1.^ Hay diferencia entie la probanza que debe preceder al proaedi- 
miento contra alguno, y la que debe servir de base- á su cond^iadon. £11 el 
sumario se admite todo testigo aunque sea menos hábü, y aunque deponga 
tie creencia, de coi^eturas ó de extremos que solo puedan servir para corro* 
l)oi«r ó fortalecer las presunciones: en el plenario se atiende á su idoaeidad, 
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faiecho (a) que merezca pena corporal, y fuadados iiidieios de ha- 
berlo oomeúdo una persona, «e librará atito de prisión (b) con ar- 

jttkío y otras circunstancias para hacer prueba; resultando de aquí, que la 
probanza sumaría, para j>roceder inquiriendo, no necesita de aquel grado de 
pienitud y p^eccion, que precisamente debe tener la prueba para pronunciar 
en definitiva contra eU procesado. Sentada de la Corte Suprema de 22 de Di- 
cionbre de 1848. G. de Y. núm. 697* Yauíova, Mat. crim. Obs. 9, ^ 2, núm. 17. 
', 2.* Es practica inconcusa que todo sumario ó juido informativo para ave- 
riguar cualquier hecho criminal, debe evacuarse con toda reserva, estando 
prohibida su publicación hasta que los que resulten reos sean llamados ajui- 
cio, y se les háganlos cargos competentes. Sentencia de la Corte Suprema de 
7' de Agosto de 1840 ea la queja de José Aniceto Serrano contra un Juez de 1. ^ 
Instancia de Maracaibo. 

8. ^ Ninguno es parte en un Juicio criminal, sino cuando es citado, y se le han 
hecho cargos. Sentencia anterior. VUanová, Mat. crim. Obs. 9, ^ 2, núm. 4, ci- 
tando á otro. 

4.^ No puede franquearse testimonio de un sumario á cualquiera parte que 
lo pida, ó al que se supone reo en él, so pretesto de acusaciones contra jueces 
ú otros motivos, mientras no haya comenzado el plenario. Sentencia anteriores. 

6. ^ Puede ordenarse que se amplié el sumario contra un procesado, y según 
lo que resulte, podrán hacerse nuevos cargos, y después abrirse á prueba para 
qttb el reo promueva su defensa. Auto de la Corte del tercer distrito de o do 
Abril de 1847 en la causa contra Napoleón S. Arteaga por conspiración. 

(a) La existencia del delito es la base de todo procedimiento criminal, en ta- 
les ténminoB que aunque uno confesase haberlo cometido, seria nulo ó vano su 
aserto si no se comprobase legítimamente la existencia del mismo. Pero convie- 
ne saber qué se entiende por cuerpo de dditoj expresión muy usada cuando se 
trata de la avei^Miadon de este, aunque mal entendida por muchos. Cuerpo de 
delito no es, como algunos imaginan, el efecto que resulta del hecho criminal, 
ni el instrumento con que este se ejecutó, ni otras señales de su perpetración; 
asi que las heridas, el pufial, el hallazgo de la cosa hurtada en poder del que la 
robó, no deben Uamarse cuerpo de los delitos de homicidio y hurto. Estos son 
efectos, signos ó instrumentes por cuya inspeccioii se viene en conocimiento de 
haberse ejecutado un hecho prohibido por la ley, y esta ^cudon es propiamen- 
te el cuerpo del delito. Tapia, Tratado criminal, t 8. ® , cap. 1. ® , núm. 8. ® 

(fo) 1.^ Conforme «1 articulo constitudonal 199, para librarse auto de prí- 
síoB,debe estar probada sumariamente laexistenda ó cuerpo del delito, y haber 
fundados indidos contra la persona que se prenda ó arreste. Esto mismo sientan 
los praanáticos, entre ellos, Vilanova, Mat. crim. Obs. 9, ^ 4. ^ , núm. 16, y £U- 
eondo, Pract. univ. for : tomo 1. ^ , pág. 260, núm. 11. 

Peto sobre la calidad de esta prueba sumaria, véasela nota 1. * letra [b] 
al principio de esta ley, ari 2 <^ . 

2. "* Los fundados indidos de que habla el art. 199 de la Constitudon son nr 
lativos á la persona que se trate de asegurar como delincuente, y pu^to que 
las leyes no han determinado con expedflcacton los indidos ó pruebas de cri- 
minalidad que basten para decretar la prisión, es preciso ocurrir á los intérpre- 
tes, tales como Gutiérrez, Pract. crim. , tomo 1. ® , pág. 207: Vilanova, Mat. cri- 
mi. Ote. 9, ^4 ^ , núm. 16 al medio: Tapia, Tratado criminal, 1 8 ® , cap. 8 ^ , núm. 
2 y siguientes; y otros. 

8.^ Para ser legitimo el mandamiento de prisión debe estar arreglado al 
artículo 200 de la Constitución; y con la calidad de que en él se expresen los 
•ugetos que him de prenderse, pues será nulo aquel en que se mande prender 
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"regid al artículo 200 de la Constitución, y se le recibirá su declara» 
cion con cargo (a) y sin juramento acto continuo, si fuere posible» 

en generala, todos 'los culpados, sin citarlos nomlnadamente. Vilanova, Matw 
tirim. obs. 9. ^ 4. ^ núm. 38. cap. 3. Tapia, Trat. crim, t. 3. * , núm. 8. 

4. * No es práctica admitida en los tribunales de la República que el ex- 
horto para prender á alguno contenm por lo menos dos declaraciones del 
'sumario, según lo exige la ley 1. * , t. z9, P. 7. * Auto de la Corte del tercer 
distrito de 16 de Octubre de 1841 en la causa contra el Pro. Dr. Martin Villas- 
mU. Auto de la misma de 14 de Octubre de 1840 en la causa contra Santiago 
Fernández por heridas. 

6. ^ Se puede apelar en todo tiempo, aun después de pasado el término le*- 
gal de la apelación, de un arresto ó prisión injusta, por cuanto se funda en nil 
TÍcio 6 nulidad, cuya reclamación es de permanencia continua. Tapia, Trat.crím. > 
t. 8. ® , cap. 3. ® , núm. 80. Vilanova, Mat. crim. , Obs. 9, ^ 4. ® , núm. 33". 

(a) 1. ^ Los tribunales al acto de recibir al reo su declaración con cargos, 
deben interrogarle si son en su origen naturales ó extranjeros, y si se hallaa 
domiciliados en el país ó son transeúntes. Acuerdo de la Corte Suprema de 11 
de Mayo de 1844. G. de V. núm. 680. 

2. ^ Las primeras preguntas han de recaer sobre los hechos anteriores al 
delito, que refieren los testigos en el sumario: después acerca de los que, según 
'resulten del mismo proceso, hayan acompañado al crimen; y últimamente so^ 
'bre los hechos posteriores á la perpetawdon de este. Si el reo estuviere negativo, 
el juez le hará los cargos y reconvenciones que le aconseje su prudencia; pera 
lum de hacerse con la debida separación de puntos, ó particulares, sin mez- 
dar unos con otros, para que los preguntados no se confundan con muchos á 
un tiempo. Tapia, Trat. crim. , t. 8. "^ , cap. 4. ® , núm. 17. 

8. * £s oficiosidad vituperable en el juez el preguntar al reo, aunque sea in^ 
directamente, si ha sido procesado ó castigado por otro delito. Tapia, lug. cit , 
núm. 21. Vilanova, Mat. crim., Obs. 9. ^ 7, núm. 33 al ñn. Sin embar- 
go de esto, vemos en la práctica, que nuestros jueces no se cuidan mucho de 
evitar aquella oficiosidad, pues siempre es una de las primeras preguntas qutt 
hacen al procesado. 

4. * Vilanova opina, que para la calificación del cargo, y hacérsele al reo, ha 
de estar plenamente justificado el delito, no bastando por consiguiente la prue- 
ba semi-plena; pero es mas recibido en la práctica que pueden hacerse cargos, 
habiendo pi*ueba plena ó semi-ptena, con la diferencia indicada por PosadÜla, 
Práct. crim., tomo 1. pág. 381, esto es, que se hagan los cargos de lo que 
resulte de autos, y como reeulte; de modo que si de ellos consta semiplenamen- 
te probada la cosa, ó hecho sobre -que recae el cargo, no podrá decirse en él que 
resulta plenamente justificado. Tapia, Trat. crim. , t. 3 9 ; cap. 4. ^ , núm. 18 
lal fin. • 

6. ^ El procesado puede negar rotundamente los cargos confusos ó ambiguos, 
como también las reconvenciones que no se deduzcan de las preguntas confe- 
sadas; é- igualmente, si la pregiínta estriba en una suposición falsa, puede ne- 
gar licitamente el reo otra suposición verdadera fundada en la falsa, por cuanto 
en estos casos no es arreglada la conducta del juez. Tapia, lug. cit. núm. 23. 

6. * Deben leerse al reo las declaraciones y todo lo que se le acrimina, antes 
de responder. LL. 11, 1. 17, P. 3. * y 1. * , t. 34, lib. 12 de la Nov. Beoop. Ta- 
pia, Trat. crim. t. 3. <=> . cap. 4. <=> , núm. 29. 

7. * Si un reo, preguntado legítimamente sobre un delito, no quisiere respon- 
der, se le apremiará con cárcel mas estrecha, grillos, cadenas, &. ; porque la 
desobediencia á las órdenes del tribunal es un desacato digno de castigo; y si 
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éenti término de tres dias cuando mas. Al concluirse la deckra- 
racion, el juez prevendrá al acusado, 'aunque no haya cumplido, 
veintiún afios, que nombre un defensor, y recibirá en el acto mis- 

» ■ ■■ ' ' ■■-■,, 1, 

á pesar de estos apremios, se obstinare en no responder, se le tendrá por confeso, 
precediendo para ello proyidencia que asi lo declare. Esta es la doctrina de los 
intérpretes, y en la práctica se halla adoptada la confesión ficta en asuntos 
criminales, á pesar de que las leyes en que de ella se trata, son relativas sola- 
mente á los civiles, se^n dice con bastante fundamento Gutiérrez, Práct. crim. 
tomo 1.®, pág. 249, núm. 20, y puede verse también por las leyes S, 
1 18, P. 8. * , y 1 y 2, t. 9. lib. 11, Nov. Eecop. Tapia, lug: cit., núm. 81. 

8. * Sin embargo, debe advertirse, que esta confesión ficta ó suplida por dere- 
cho, nunca tiene la misma eficacia que la verdadera, pues el reo asi confeso no- 
es condenado en la pena ordinaria del delito, sino en otra extraordinaria. Dife- 
renciase ademas la confbsion ficta de la verdadera en que contra aquella se ad- 
miten pruebas directas capaces de destruirla enteramente; mas contra la ver- 
dadera solo tienen lugar las pruebas que se dlrijen únicamente á discul|>ar al 
reo, exponiendo las causas ó motivos que tuvo para delinquir, 5 laB* dírects» que- 
tiendan á desvirtuarla por algún defecto radici, según se dirá en la luyto si- 
guiente. También se diferencian en que la confesión ficta es nula recayendo 
en proceso nulo; pero la verdadera siempre e» válida, yunque se anule el pro- 
<^80, excepto si el vicio dimana deíklta ae jurisdicción, ó de fblsedad en parte 
tan sustancial, que con ella se destruya todo lo actuado. Paz in praxi tomo t. ^ , 
part, 1. * Tapia, Trat. crim. , t. 8. o. cap. 4. ^ , núm. 81. 

9. ^ Mas no obstante lo dicho acerca de la fherza que tiene la confesión para- 
condenar por ella al reo, se le admite prueba en el juicio plenario, para contra- 
decirla 6 impugnarla directamente cuando fué hecha sin las formalidades que 
prescribe el derecho, ó por efecto de temor, violencia, engallo, ignorancia m- 
vensible ú otro defecto esencial. Fuera de estos casos, de nada sirve la prueba 
que uno quiera hacer contra su propia confesión libre y espontánea, qegun 
se ve déla ley 6. ^ , 1. 18, P. 8. ^ , por la cual se conoce todavía con mayor 
claridad la fuerza qué tiene la confesión para condenar al reo. También se 
admiten, según la nota anterior, para excepcionar, algunas causales 6 circuns- 
tancias que disminuyen la criminalidad del hecho confesado; por ejemplo, en 
im homicidio, si dice el reo que lo ejecutó en defensa propia, en uso de su 
derecho, por ignorancia ó falta de juicio, 6 impelido de una provocación vio- 
lenta. Tapia, lug. cit, núm. 85. En virtud de la doctrina anterior faé que 
dijimos en la nota 3. * , letra (b) del art. 7. ® , ley 4. * , 11^ de este Código, 
aue en los negocios criminales admitía prueba en contrarío la confesión ver-' 
oadera, á diferencia de lo que sucede en los civiles. 

10. * Aunque el reo en la confesión haya negado el delito, si después, cuando ya 
68 parte en el proceso, viere que está convicto en él, puede alegar y probar 
que lo cometió en su defensa, y para no perjudicarse cuando confiesa el deli- 
to, y alega esta escusa, no ha de decir simplemente que lo hizo, pero que ñié en- 
defensa propia, pues entonces podrá el acusador aceptar su confesión en la 
primera parte, y desecharla en la segunda; asi es que deberá decir que «n el 
caso no confesado, como efectivamente se niega, de haber cometido el delito, 
lo haría en su propia defensa. Curía, part. 8. <^ , ^ 18, núm. 2. ^ 

11. * Deben tenerse*presentes estos dos principios: 1. ® , que la confesión he- 
cha en un Juicio no debe perjudicar al procesado en otro juicio diversoj y 2. ^ , 
que la confesión de un delito menor hecha para defenderse de la acusación de 
¿tro mas grave, no ha de toner ^nguna fuerza, si habiendo sido absuelto de 
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mo la cansa á prueba, obseryándose en la sustanciacioD del proeei- 
so las formalidades y preceptos establecidos ya en los juicios ciH* 
les que son comunes á los criminales. En estos juicios los meno^ 
res no tendrán curadores, sino defensores. 

$ tínico. El auto de recepción á prueba [a] se notíficar& al 



este el procesido, se le llamase ae^anda vez á Juicio por el delito oonfeaada. 
Tapia, Trat erim. , t8. ^ , cap. 4. ^ , núm. 86 al fin. 

12. * Goncliiida la oonfenon, ha de leerse toda al reo paca qne se asesore 
de si lo que se le lee es lo nüsmo qne ocmfesó ó negó, y para qne vea si tiene 
que enmendar 6 aHadir en ella; pnee entonces puede retractarse de lo que hn- 
bitre dicho por error 6 equivocación, 6 por haberse acordado mejor. Si se 
catiflca en 16 ocwfendo, firmará la confesión, si sabe. Tapia. lu§. dt, 
nún.88. 

18. ^ Si después de tomada la oonfósiob cometiere otro delito, como el de 
rompimiento de cárcel, intentado 6 consumado, se le toma otra confesión sobre 
este incidente, háyasede castigacal punto ó acumularse y reservarse para defi- 
nitiva. Tapia, Ine. cit, núm. 83. Vilanova, Mat crim., Obs. 9, (i.^, núm. 
61 á W. 

14^ SI jueies responsable de los perjurios que cometa el reo cuando 
no guarda en la ocMifesion el orden prescrito por derecho, 6 le hace cargos y 
preguntas impertínentes, 6 qne no tienen conexión con lo resultante de autos; 
y aunque esta^confesion no sea absolutamente nula, es por lo menos viciosa, y 
de aquéllas qne están destituidas del fundamento necesario para imponer id 
reo la pena ptopia del delita Qreg. Lóp. en la glos. 2. <^ á la ley 2, t 80, P. 
7.* Tapia, Trat. crim., t. 8. <=*, cap. 4.^, núm. 26 

(a^ 1. ^ £1 ténnino de prueba no puede correr sino después que se haya 
uotlácadiMd defensor el auto de recepción. Acuerdo de la Corte Suprema de 
12 de Abril de 1842. O. de Y. núm, '691. 

2. ^ £1 término probatorio debe comenzar á correr en las causas criminales 
desde él dia en qoe se haga la última notificación, bien al defensor, bien al fis- 
Gsl, con el objeto de qne' el referido término sea igual para ambos, como de- 
be swlo, siguiéndose k» principios comunes á los demás Juicios. Auto de la 
Corte del tercer distrito de 29 de Abril de 1842 en la causa contra Ensebio Sa- 
las por homicidio. 

8.^ En las cansas criminales toda dediaradon ha de ocmtener expresamente 
<d hecho sobre que se testifica con sus drcunstancias, y el motivo por que se 
tiene conocimiento de él, y no refiriéndose simplemente á lo que consta del 
denuncio. Sentencia de la Corte del tercer distrito de 10 de Mayo de 1850 en 
la caaaa contra Niodas Noria por heridas. Fué materia de una circular á los 
jneoes inferiores. VéaseUnota 1. ^ , letra (c), art 29,ley4.<', tl,^ de es- 
te Código. Curia, part 8.<<, ^ 16, núm. 13. 

4. ^ No es lidto á los jueces dejar de evacuar las pruebas promovidas y ad> 
laitidas, sustituyéndcdas, de propia autoridad, con otras semejantes; ni dejar 
de Inquirir aquellos puntos que pueden dar luz para una determinadon mas 
acertada. Auto de la Corte del tercer distrito de 29 de Hayo de 1850 en la can- 
sa contra Marcos Osorio por hurto. 

6. ^ £b causas de gravedad d reo no puede renunciar sus medios de defensa 
& prueba. Curia, part 8.^, ( 15, núm. 8.® Tapia, Trat. crim. , t 4. ^ , cap. 
2,núm. 41 al fin. Vflanof% Mat. crim. . Obs. 10, ( 4.<^, núm. 17 combatiendo á 
Pailadorio. 
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liCHisada é á,$tí defensor y á un fiscal que precisamente nopibrit^ 
xk el jaea en las causad ¿obre hechos ique merezcan pena corporal. 

Art 39 Ninguii ciudadano podrá excusarse de admitir los ofL" 
cios de fiscal (a), ó dérfensof, (b) sin comprobar un impedimento 

6. * Ss inegular que se practique careo entre un hijo y su madre -ú otro 
pariente oontra quienes no puede declararse. Sentencia de la Corte del tereei: 
distrito en la causa contra Socoito Pérez y su madre Manusla Péree por hjofUi* 

7.^ Los jaénes no tienen obligación de notificar á los proceis^dos las pro- 
videncias que libren, pues si sus defensores respectivos están ausentes, pued^ 
nombrar otros, ó constituir im ájente que los impon^ de ellas. Au^ de la 
Corte del tercer distrito de 6 de Octubre de 1846 en la causa contra Agapiio 
Medina y otros pt^f falsedad. 

3. *^ Está recibido en la práctica tomar declaración jurada al denunciante, 
«^un cuando sea i&teresado, quien puede ser repregimtado. Auto de la Corte 
del tercer distrito de 19 de Diciembre de 1842 en la causa contra Hipólito Sán- 
ches por hurto. 

• 9. ^ La Mía de defensa de un reo en cualquiem instancia per omisión del 
defensor es motito para reponer la causa al estado de i»rue^. Sentencia de 
1^ Corte ddi tercer distiito de 22 de Enero de 1847 en la causa contra Rafael 
Barrios jr otros por conspiración. 

10.^ No habiéndose atado al amo en la causa de su esclavo para qué^lo 
jdtofliMiAa 6 cedá> en noza, es nulo lo obrado desde el acto de la confesión. Au- 
to d€f la Corte del tercer distrito de 80 de Octubre de 1849 en la cansa con- 
tra el esclavo Manuel Párrag;a. 

11. * Alg;nnoB autores, entre ellos Vtlanova, Mal ["crim. , §bs. 10, ^ 4. ^ , 
núm. 26 y 26, dicen, que pasado el término probatorio, puede el juez de of^ 
, do admitir iH*nebas en favor ó eñ contra del reo. Tapia, Tsat; crim-V t.4u^ 
.cap 2. ^ , núm. 42 es de opinión contraria, y aflnna, que aqueUa dod^a do 
•e halla apoyada en ninguna ley, y que no parece regalar que se amplíen aeá 
ks ftoaltades délos jueces. Fero en lo que si están de acuerdo casi todos es en 
que en fivvor del reo há lugar á pruebas, aun despuesde sentenciada la causa, como 
ae dirá circunstanciadamente en la nota Tb) del articulo' 7.^ de esta ley. La 
<]lorte del tercer distrito en la causa seguioa á Bernabé Alvares por parncidio 
dio entrada á esta doctrina, pues admitid, ya pan sentenciar ea %* injErtaa- 
cia, un Justificativo presentado por la madre del reo, en que se pretendió pro^ 
bar que eran oíros los asesinos. 

12 ^ Aunque en las causas civiles es admisible el juramento, como medio de 
pmeba, en las criminales no lo es, aun en el caso de que falte otro medio. L. 
10,tll,P. 6« 

18. ^ La confesión eztraludicial que haca alguno de haber cometído un yer- 
ro, 6 hecho"nial á otro, no le perjudicará, si, siendo acusado, lo negase enjuicio, 
y no hubiese otra prueba de ello, cualquiera que sea la sospecha qxm pueda lu^ 
ber contra éL Tap», Trat. crim. t 3.® cap 4.^ núm. 87. 

(a) No está prohibido por ninguna ley que el fiscal de una cansa pueda sus- 
tituir el ejerdao de sus funciones en personas de su eonfiansa, ó coiwtituirpe-' 
deristss en los lugares ftiéra del en que se sigue el Juicio, y en que deban evaenar- a 
se pruebas testimoniales, para que siempre que no pueda asistir personalmente 

ante los jueces comisionados, haya quien presencie el examen de los testígos 
presentados, los repregunte, y practique cualquiera otra diligencia conducente 
al desempefio de su encargo, debiéndose insertar, en los despachos que se libren, 
la diligencia en que se haga aquella sustitución. Auto de la Corte del tercer^ dis- 
trito de 28 de Abril de 1842 en la cansa contra Ensebio Salas por homicidio. 

(b) 1. * La ley 6. * , t. 1- *=> , P. 7. * exige que la defensa sea personal, y no por 

R 
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físico ü otro justificado, y en caso de resistencia se !• compelerá 
con multas de diez hasta cincuenta pesos.. Antes de entrar á de^ 
«empeñar sus encargos el fiscal y el defensor prestarán el jurameii-' 
to de desempefíar fielmente sus deberes. 

§ 19 Quedan exceptuados de la disposición de este artículo los 
ordenados in sacris y los empleados que lo estáQ por la ley de 
servir cargas concejiles. 

§ 29 Si el acusado estuviere renuente & la designación d^l defen- 
sor en la primera vez, ó en otras posteriores, cuando precedan ex- 
cusas legítimas^ el juez lo elegirá de oficio. 

Art 49 Vencido el término de las pruebas en el cual se evacua- 
rán precisamente las citas conducentes del sumario, f se ratifica- 
rán los testigos, (a) si lo pidieren el acusado 6 su defensor, ó el 
fiscal ó acusador, se hará el correspondiente alegato escrito acerca 
del mérito de los autos: primero, por el promotor fiscal, si lo hubíe-' 
re, y después por el defensor del encausado, concediéndose á cada 
uno el término de seis dias; y laego se designará el de la vi^ta 
de la causa. 

§ único. No tendrá logar la vista y sentencia (b) de la eaus^t 

■ 
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procurador eñ. causa en que se espete pena corporal; pero la práctica y los ac- 
tores haMan eátableeido próvidamente lo contrario, según puede verse en Vila- 
nova, Mat. crim. , Obs. 10, ^ 1. ® , núm. 2, y en Antonio Qómee, Yarite Beaol*^ 
tomo 8. ^ , cap. 1. ® , núm. 14. Nuestn lej\bA establecido terminantemente el 
■ombramiento de defensor, que viene á ser nn procurador constituido apud acta» 
. 2. ^ Produce mochos embarazos é inconvenientes el que el reo nombre muchos 
defensores para que ejerzan cualquier acto que las leyes le permitan ante los 
jueces comisionados, en el caso de que el nombrado en primer lugar no pueda 
practícariodopor si faeradel lugar del juicio; cuando por oirá parte no es 
opuesto á la ley que el encausado nombre apoderado, ó que su defensor sustíto- 
ja su encargo en persona de su confianza por medio dp diligenda que se inser> 
tara siempre en los despachos que se Mbren. Auto de la Corte del tercer distri- 
to de 6 de Abril de 1842 en la causa contra Asunción Yépes por conatos de ho- 
micidio 

8. * Si el defensor de un reo se ausentare, de manera que no pueda interve- 
nir en algunas diligencias nuevas que hubiere mandado practicar la Corte, y en 
que le es p^mitido al reo promover pruebas en su &vor, este puede nombriir 
Buevo defensor, ó el tribunal de oficio, caso que aquel no lo hiciere, á fin de 
-que no se panüizen aquellas. Auto de la Corte del tercer distrito de 26 de Fe- 
brero de 1841 en la causa contra Concepción Heneva per la muerte de un esclavo. 

4: ^ £1 fiador en causa criminal puede legítimamente personar la defónsa del 
-reo. Vilanova, Mat. orim. , Obs. 9. ^ 4. núm. 128. 

(a) No hay necesidad de la ratificación de los testigos del stimario, si no lo 
pide el acusado ó su defensor, el fiscal ó acusador, quedando derogada la ley 
que decia, que no tienen fuerza las declaraciones del sumario, mientras no hie- 
ren ratificadas. Acuerdo de la Corte Suprema de 3 de Agosto de 1889. 

(b) 1. * Para condenar se necesita que laa pruebas sean ciertas y claras como la 
luz del dia, de manera que no pueda venir duda alguna. L. 26, t. 1. ^ , P. 7-^ 
Los jueces deben estar mas aparejados á quitar á los homes de pena, que m 
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mientras no se hay|in recibido las resultas de las pruebas pedidas 
«n tiempo hábil, á menos que se hayan renunciado. 

Art. 59 Si no se interpusiese apelación se ejecutará la senten- 
cia de primera instancia, á menos que se imponga en ella pena cor- 

condenarlos, en los pleitos que fueren dudosos, pues cosa mas santa es quitar la 
pena al que la mereciere que darla al que no la merece. L. 9. , t.^ 31, P. 7. * 
i.<at máxima, tantas veces repetida, "■ de que vale mas la absolución de cien cul- 
pados que la condenación de un inocente," es una proposición bella á primera 
vista, humana en la apariencia, lisoi^jera sin duda para los corazones sensibles; 
pero que, falsa por su exageración, y peligrosa por su espíritu, debe ser dese- 
chada de la ciencia, á la cual ciertamente no corresponde, como repelida de la 
práctica, la cual viciada y adulteraría sin ningún género de duda. Pacheco, Es« 
tudios de derecho penal, tomo 2. ® , lección 16. * 

2. * La ley que prohibe la condenación por sospechas, por señales 5 presun- 
ciones, habla solo de las presunciones, señales y sospechas que dejan lugar á 
.duda; pero si en lugar de meras sospechas ó presunciones concurren hechos 6 
circunstancias tan intimamente ligadas con el crimen, que llegan á formar un 
convencimiento irresistible de que el acusado lo ha cometido, estos indicios en- 
tonces serán verdaderas demostraciones, inferencias necesarias, pruebas tan 
claras como la luz; y aunque no haya confesión, ni escritos, ni testigos presen- 
ciales del hecho principal, podrán servir de base para imponer al reo la pena 
que por el delito la ley ha designado. Asi es que la ley 26, t. 19, lib. 4. ^ del 
Código coloca entre las pruebas completas' á la par de la de testigos idóneos, y 
de la dfi instrumentos auténticos, la de indicios que sean indudables. Mas cuan- 
4o los indicios dependen unos de otros, cuando la fuerza de todos consiste en 
la verdad de uno solo, cuando destruido uno quedan destruidos los demás, en- 
tonces merecen poca consideración, v su número no añade ni quita hada á la 
probabilidad del hecho, que para seirfuertes deben ser independientes uno do 
otro, y que pada.uno se pruebe aparte y con distinción. Escríche, Obra grand. 
pal. " Indicio" al fin. D. Mattheu de Re. criminali, cont. 2. Sentencia de la 
Corte del tercer distrito de 29 de Marzo de 1841 en la causa contra Concepdon 
Herrera por la muerte de un esclavo, en que lo condeQÓ al último suplicio x>o' 
indicios vehementes. 

3. ^ La responsabilidad del reo consiste únicamente en los cargos que se le 
hacen, y por ellos solo ha de ser |condenado, no por los demás onútidos, 
aunque de autos resulten plenamente justificados. L. 3, t. 10. lib. 4.® 
Becop. Vilanova, Mat. crim. Obs. 9, § 7, núm. í¿9. Pero la falta de no habér- 
sele hecho los cargos debidos, asi como otras faltas, pueden remediarse con ík 
reposición de que habla el mismo autor en el núm. 70 del lug. cit. 

4. ^ La fuga de la cárcel no es bastante para condenar, pues ella no surte hoy 
dia los efectos de una verdadera confesión, según testifican varios criminalistas, 
y lo confirma la práctica de los tribunales. Sentencia de la Corte del tercer dis- 
trito de 16 de. Noviembre de 1837 en la causa contra Ignacio Vivas y otros por 
hurto. 

6. * El juez inferior, al librar su fallo en causas de heridas, debe practicar xm 
nuevo reconocimiento de ellas, á menos que conste antes el estado de perfecta 
salud. Sentencia de la Corte del tercer distrito de 10 de Mayo de 1860 en la 
causa contra Miguel Espinosa por heridas. 

6. ^ Está admitida en Venezuela la práctica de imponer una pena extraordi- 
naria, cuando no pueda concebirse la inocencia del reo, y el juez llegare á que- 
dar intiman^ente convencido de la criminalidad, sin que para declararla de lie- 
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pora], en cuyo caso debe consaltarse siempre pqr el primer conreo 

no tengft otro obstáculo que aJeuna ligera sombra en esa luz de mediodía que 
para la condeDaciou exige la ley en las pruebas. Dicha práctica está con- 
sagrada por algunos jurisconsultos, y señaladamente por fiscriche, Obra grand, 
pal " Juicio criminal, " ^ 93 al fin, y Vilanova, Mat. crim. Obs. 10, ^ 4. ® nui». 
^1 al fin. La Corte Suprema y la Superior del tercer distrito han confirmado 
aquella doctrina, la 1. '^ en sentencia de 5 de Setiembre de 1848 en la cansa 
contra José de Jesús Qonzáles y otros por honúcidío, y la 2. ^ en la de 11 Me 
Julio del mismo afío en la propia causa. 

7.^ La designación del lugar del presidio corresponde al Superior. Senten- 
cias de la Corte del tercer distrito de 18 de Enero de 1849 en la« causa contra 
Julián Sánches por burto grave, y de 1*. ^ de Abril de 1860 en la seguida contra 
Santos Ríos por heridas. 

8. ^ £s práctica admitida no imponer recargo de tiempo al presidiario que 
se fuga, á menos que haya escalamiento, fractura, violencia ú otra circunstancia 
agravante. Sentencia de la Corte del tercer distrito de 24 de Febrero de 1841 
en la causa contra Juan Pifia por haberse fugado del presidio de Barqnisimetc. 

9. ^ Enfermándose con alguna gravedad un reo condenado á presidio, debe 
suspenderse la ejecución de la pena hasta que se halle restableciao de su salnd. 
Auto de la Corte del tercer distrito de 13 de Enero de 1888 en la causa contra 
Francisco Diaz por hurto menos grave. 

10. ^ La condena de Los reos debe correrles desde la fecha en que se pronun- 
cie la sentencia que cause ejecutoria, á mdnos que en ella se prevenga expresa- 
mente otra cosa. Auto de la Corte del tercer distrito de 6 de Octubre de 1848 
en la causa contra Ramón López porlheridas. R. E. de 7 de Abril de 1840. 
G. de y. núm. 482.— Pero respecto de los que hayan de sufVir la pena de 
presidio ó de prisión, y hayan estatfo detenidos por mas de tres me- 
ses, después de sentenciados en primara instancia, mientras se aprobase 
la sentencia por la Corte Superípr respectiva, se leS computará el tiempo tras- 
currido en dicho período en el de la condenación. Art. único del Decreto Le- 
^slativo de 7 de Febrero de 1849. 

Y aun sobre esto último debe observarse, que por el artículo 6 de la ley de O 
de Mayo de 1842, vigente cuando se dio el Decreto de 7 de Febrero citado, fae- 
ja de los casos en que se imponía pena capital, solo debían consultarse las sen- 
tencias de segunda instancia en que se había impuesto otra pena corporal ó in- 
famante, siempre que en la primera se hubiese absuelto al acusado, ose lehnbie- 
se impuesto una pena menor que en la segunda; al paso que por el art 6. ^ de 
la ley de 1. ^ de Junio de 1850, vigente hoy, todas las sentencias que impongan 
pena corporal, deberán precisamente consultarse con la Corte Suprema. De 
manera que no solo puede sufrir demora el despacho de una causa en las Cor- 
tas Superiores, sino también en la Suprema, y venir por consiguiente á estar 
trÍAscurrídos los tres meic-} para la sentencia de esta, aunque no lo hayan es- 
tado para la de la Superior. Siguiendo, pues, la letra de la ley, parece que 
solo debiera hacerse la computación cuando hubiesen trascurridos los tres me- 
ses al fallarse por la Corte Superior en segunda instancia; pero, siguiendo su 
espíritu y objeto, es indudable que boy debe hacerse la dicha computación, 
también cuando la sentencia de la Corte Suprema sea la dada trascurridos 
los dichos tres meses. 

11. ^ Cuando los reos no puedan sufrir las penas que se les hayan impuesto, 
los tribunales pueden conmutarlas en otras. Reales Cédulas contenidas en las 
notas 8. * y 15. ^ del t. 40 , iib. 12, Nov. Recop. La aplicación de esta doc- 
trina legal la hizo la Corte del tercer distrito en la causa contra Pedro SaK- 
ñas por varios hurtos. 
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«on la Corte Superior respectiva, (a) que despachará con ¡wefe- 
rencia las causas criminales. Ab) También consultarán la senten- 
cia aun ctiando absuelva (c) ó no imponga pena corporal, siempre 
que Jo pida alguno dentro del término de la apelación, (d) En cau- 
«ns promovidas por delitos de traición ó atentado se consultará 



12. < La ley 8. * , t. 31, P. 7. * ordfina que se disminuya la pena ordinaria al 
menor de diez y siete años. ' , 

(a) 1. < Según el artículo 16 de esta ley la prisión no es pena corporal; y 
proviniéndose por este articulo que solo se consulten con la Supenoriüad las 
«eatencias en que se imponga pena corporal; y las absolutorias, y las en que no 
86 imponga aquella pena, Siempre que alguno lo pida dentro del término do 
la apelación, es claro que el tribunal superior no debe ocuparse del fallo libra- 
do por el inferior en que se impuso la pena de prisión, pues no se pidio la 
consulta. Auto déla Corte del segundo distrito del Centro de 19 de Noviem- 
bre de 1850 en la causa contra Evaristo González por heridas. De manem, 
que queda derogada la ley 4. * , t 31, P. 7. * , que llama pena corporal a la 
prisión, y ha caducado el Acuerdo de la Corte Suprema de 10 de Mayo de 
1847 que ordenaba, que se consultasen las sentencias en que ae declarara com- 
purgada la falta con la prisión sufrida. Véase la n«ta .al artículo 16 do esta ley. 

2. « Habiendo sido absuelto un acusado de hurto, y condenado en la 1. « 
instancia el acusador en las costas y peijuidos causados, aunque este no ape- 
ló, consultada, según la ley, la sentencia con la Corte, esta la refoi-mo sin 
4»pecial condenación de costas ni peijuicios en ninguna do las instancias. De 
modo que la Superioridad estimó, que no quedaban ejecutoriadas las costas ni 
los peijuicios, sin embargo de no haberse apelado en cuanto a esto por la 
parte peijudicada, y que la consulta surtía los efectos de U apelación, ya no 
solamente respecto alo principal, que era la absolución ó condenación del «eha- 
cucote, sino también á lo accesorio, que eran las costas y perjuicios- *^s*P,JJ 
deduce de* la sentencia de la Corto del tercer distrito de 9 de Abnl de im) 
en la causa por hurto seguida á Francisco Antonio Mirabal por acusación de 
O&rloB González Noda; y es muy confoime á los principios de jurisprudencia, 
pues la consulta es una apelación forzosa, constituye una 2. * instancia, y ha- 
bría sido un absurdo en el caso presente, que, habiéndose revocado por el su- 
perior e! fkUo absohitorio del acusado, y condenádole á alguna pena, hubiese 
quedado yigente lia condenación de peijuicios hecha al acusador, cuando esta 
«ra una emanación de aquel íúlo revocado. 

(b) Véase la note (b) del art. 4. « de la ley única, t. 4. « de este Código. 

(c) Cuando hay absolución, y por cualquier motivo tenga que conocer ei 
SupCTiór, debe ponerse en libertad al procesado bajo la fianza conientarieft- 
se, según dijimos en la nota 15, letra (a) del art. 4. ® de la ley jinica, t. 3. « 
de esto Código. SI el Superior revoca el fallo absolutorio, habiendo alguna 
«ondenacion de pena c(M-ix)ral, el reo, para oírsele cualquier recurso que le asis- 
ta, deberá ser reducido primel-amente á prisión, pues el exigirse la fianza co- 
mentariense, es con el objeto de que, llegado este caso ú otro semejante, sea 
presentado aquel, y la presentación dará por resultado el que se le reduzca a 
prisión; y después se le oirán los recursos que le competan contra el fallo con- 
denatorio. Este proceder es arreglado á derecho, y lo ha observado la Corto 
del segundo distrito del Centre. Véase el artículo 16 de este ley. 

(d) Aunque este artículo dice, que las sentencias absolutonas, y las que 
ro Impongan pena corporal, deberán consultarse, siempre que algimo lo pida 
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siempre con el tribunal superior la sentencia, auto ó providencia 
que termine la causa con el expediente original, (a) 

Art. 69 Las sentencias que impingan pena corporal deberán 
precisamente antes de ejecutarse, consultarse por su orden gradual 
eon la Co^te Suprema de justicia; y en la determinación de estas 
cónsul taF, no se podrá aumentar la pena, (b) pero sí disminuirla (c) 

dentro del término que fija, es innegable que, apelándose, queda sujeta la 
sentencia á las alteraciones que se hagan por el tribunal superior, lo mismo 
que si se hubiera pedido la consulta. Sentencias de la Corte Suprema de 5 de 
Setiembre de 1848, y de la del Iprcer distrito de . 11 de Julio del mismo aflo, 
ambas en ]a causa contiti José de Jesús González por homicidia 

(a) I.** Es práctica general y constante en la Corte del tercer distrito (hoy 
segundo del Centro) iñandar practicar algunas diligencias de oficio, cuando 
observa el tribunal que son necesarias para resolver acertadamente; pero aque- 
llas son siempre referentes á las omisiones que se echan de ver en la prose^ 
cucion del proceso. Es también práctica ordenar que se admitan las pruebas 
que promoviere el reo para desvirtuar la^nuevas diligencias, mientras se es- 
tén evacuando estas. 

2. ^ Es práctica también en la referííla Corte pronunciar sentencia sobre un 
correo, y mandar evacuar algunas diligencias respecto de los otros, por no apa- 
recer bien esclarecidos los hechos. Sentencia de la Corte del tercer distrito de 

9 de Octubre de 1841 en la causa contra José María García y los jóvenes Nar- 
ciso Matos y Leocadio Arteaga porliurto. 

(b) La prohibición que establece este articulo de no poderse aumentar la 
pena, es solo referente á la Suprema Corte, que no podrá aumentar la pen» 
mayor impuesta en la 2. ^ instancia, ó la impuesta en la 1. '^ confirmada en 1« 
2. ^ ; pero las Cortes Superiores si podrán agravar la designada por los tribu- 
nales inferiores. £1 Tribunal Supremo ha conocido de varias causas en que la 
Copte del segundo distrito del Centro ha aumentado la pena, sin hacer ninguna 
observación en contrarío, lo que persuade su aprobación. Sentencias de la 
Corte Suprema de 11 de Setiembre de 1850 en la causa seguida contra K(Mmto 
Dias por heridas, de la misma fecha en la seguida contra Jaan Bautista Gon^ 
zález por heridas, y de 25 do Octubre de 1850 en la contra Santos Gonzálea 
por el mismo delito. 

(c) £1 articulo 5. ^ de la ley derogada decia: " También se consultarán con 
la' Suprema Corte las sentencias *de 2. ^ instancia en que se imponga otra 
pena corporal ó infamante, siempre que en la 1.^ instancia se haya ab* 
suelto al procesado, ó se le haya impuesto utui pena menor que en la segv/tida." 
£n vista de esto último, el Tribunal Supremo en sentencia de 20 de Mayo de 
1845 en la causa contra Lorenzo Aguilar y otros por conspiración asentó: 
"Cuando en la 2.^ instancia se agrava la pena impuesta en la 1.^, 
la consulta á este Tribunal se limita nó á aumentar la impuesta en la 2. ^ 
instancia, sino á juzgar del aumento hecho en ella respecto de la 1. ^ ins- 
tancia." Ahora bien, siguiendo los mismos principios de la Corte Suprema, 
creemos, que cuando este articulo dice que sí podrá disminuir la pena, no sé 
limita á que puede kacerlo solo respecto del aumento que haya tenido la pe- 
na en la 2.^ instancia, y no de la misma Impuesta en hk 1.^, pues cuan- 
do en la 2.** se confirma la de 1.*^, hay sin embargo 3.* instancia, 
y en ella pueden alterárselas libradas en primera ó segunda, á diferencia de 

10 que sucedía poí la ley anterior en que dos sentencias conformes causaban 
ejecutoria; y cuando no hay conformidad en las dos primeras instancias, en la 
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ti el . tribunal l6 considerare de justicia ó equidad, (a) 

Art. 7? En las causas criminales, la Corte Suprema no pro« 
nimciará sentencia sin la concurrencia de sus cuatro ministros jue-' 
ees; y en las mismas causas cuando las Cortes Superiores conoK- 
can por apelación- o consulta, llamarán, para pronunciar sentencia 
de muerte, fi de presidio de ocho á diez años, ó de extrañamientoy 
aJ Secretario relator quien votará como juez: de suerte que en es* 
tos casos no pueda haber condenación sino por tres votos confor-' 
mes de toda conformidad; y si pronunciada la última sentencia apli- 
cando las referidas penas, ocurriere alguna prueba capaz (b) de aUe« 
rar la sentencia pronunciada, bien se haya ejecutado ó esté por eje- 
cutarse, el sentenciado será oido nuevamente, y se pronunciará 
nueva sentencia con arreglo a] mérito que resulte. 

Art. 89 Los jueces de paz remitirán el sumario al juez de par- 
roquia de quien dependan, y remitirán también- el reo inmediata- 
mente qué le aprehendan, á £n de que éKcho juez de parroquia le 
reciba su confesión. 

W'iliii .' iiiii m r III. » 

8. ^ , bien puede alterarsre cualquiera de ellas, 6 ambas, adoptándose uji fallo 
diverso enteramente, pues ninguna permanece inalterable para la Suprema. 

(a) Con' referencia al artículo 6. ® de la ley derogada, el Tribunal Supremo, 
en sentencia de S de Octubre de 1845 en la causa contra el soldado de linea 
Juan Bautista Obálles por segunda deserción, dijo: "Es clara la disposición 
de este art. (6. ® de la ley derogada) que ordena la consulta á la Corte Suprema, 
cuando las Superiores agravan la pena impuesta en la 1.^ instancia; pero 
los artículos 13 y 14 de la ley sobre tribunales militares no concede expresa- 
mente aquella garantid' qué existe en las causas civiles. Sin embargo, aten- 
diendo á las mayores garstntias que da la ley civil á los reos, y que puede 
negar casb en que se imponga penado muerte en juzgados militares, cuando 
la ley civil determina, hablando en general, que no se ejecute, sin previa 
Consulta al Tribunal Supremo, este ha conocido y determinado causas en que 
debe hacerse, segtm el citado art. 5. ® , la consulta, por haberse agravado la 
pena por la Corte Superior respectiva en calidad de marcial." Por consiguiente, 
hoy que la ley establece rigorosamente la consulta de lats sentencias en que 
se imponga pena corporal, siguiendo el mismo principio, deberá decirse que 
fU las causas militares en que se imponga, ha lugar á consulta con la Corto 
Suprema, de la manera y forma establecida por la ley civil. 

(b) Sin duda que la ley derogada no tenia esta disposición, pero tampoco 
' hay duda que tal doctrina no era desconocida en la antigua jurisprudencia. 

A la verdad, hallamos envarios^ autores, que "aun después de la sentencia 
y hasta la real ejecución de eUa se han de admitir testigos y prueba de de- 
fensa del reo y su inocencia, pildiendo constar de ella por evidencia del hech<^ 
y constando, el mismo juez que dio Id sentencia, la puede revocar y darle 
pot libre, sin corisultatrlo con el Principe." /Curia, part. 3. «* , ^ 15, núm. 9 al fin. 
Antonio Gómez, Vari». Resol. , tomo S. ^ , cap. 13, núm. 33, Qtuirto poterÜ 
&. * Paz in Praxi, topiol. ® , part 5. * , cap. 3. <=^ , $ 1. *^ , núm. 6 y 7. Qreg. 
Lop., glas. 7.* álaíey 4.*,t. 30, P. 7.* 

También Vilanova, Mat. crim. , Obs. 10, $ 4. ® , núm. 25 y 26, citando á 
varios, dice: "Para descenderá este legal' cuanto tremendo proveído, hado 
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Art. 99 Los joeces de parroquia remitirán al juez de provitH' 
eia el sumario y reos, luego que haya recibido á estos su confesión^ 
tanto en las causas que ellos hayan abierto, como en las que iai^ 
cien los jueces de paz. 

Art 10. Los jueces de parroquia y jueces de p^z cumplí-* 
rftn las órdenes que les comuniquen los jueces de provincia de sus 
respectivos circuitos para la formación del sumario, aprehendo» 
y remisión de los culpables, y pondrán á su disposición el sumario 
y los reos« en cualquier caso en que ellos lo pidan para continuar 

la aTeríguacion. 

Art. 11. E^ cualquier estado de la causa [a] en que aparezca 
inocente el arrestado 6 preso se le pondrá inmediatamente en li- 

«Miecer pafanar y notoria la decantada inocencia; y si por snerte. ni se dnda, 
ñi pnede dudarse de su realidad, este es lance, en qne sin consnita del Prin- 
cipe, pnode dispensarse, revocándose la sentencia dada. Esto no obstante, en 
medio de esta exposición mas pVobable, no se resnelva el Jues en este pnnto, 
por sn riesgo y gravedad, sin capacitarse de las doctrinas délos dásioos an* 
tores; y advierta asi mismo, qne el término extraordinario qne en sa laaoB 
dispense, no admite próroga, ni apelación de su brevedad, á no ser aue lea 
tan corto, que no pueda desempefiarse la prueba, que se intente." 0. Matth, 
cont. 25, núm. 77 «t. seq. 

(a) 1.^ Por el articulo 199 de la Constitución la persona que estuviera 
presa deberá ser puesta en libertad bajo fianza en cualquier estado de la causa 
en que se conosca que no puede imponerse pena corporal, y el Juez que asi no 
lo hiciere, es reo de ñierza y está obligado á la indemnización delosdafiosy 
perjuicios, y á la multa de 125 pesos, conforme á la ley de 1880 sobre deten- 
(ores arbitrarios. 

2. ^ Por delitos que no sean dignos de pena corporal* 6 aflictiva no debe re- 
cnrrirse á la prisión, mempre que el reo dé fiador lego, llano y abonado que 
se obligue á presentar el reo, estar ajuicio, y á pagar lo que se detennina- 
re en la sentencia: por lo que, con mayor razón, si quien se halla preso por al- 
e;uno de dichos delitos, ofrece igual fianza, ha de ponérsele toconfinenti en li- 
bertad. Es muy conforme ala razón y á la mente de nnestros legisladores quo 
se dejé su casa por cárcel al reo que por al^^una grave enfermedad no puede 
conducirse á la pública, 6 curarse en ella sm riesgo de la vida, dando fianzas 
de {««sentarle en aquella, recobrada que sea su salud. Gutiérrez, Práctcrim.. 
tomol.^, cap, 6.®', num.2. 

3. ^ Si si reo le es imposible hallar fiador en el pueblo donde se signe la cansa,. 
es conforme al espíritu de nuestras leyes que se le suelte dando caución jurato*. 
na. Gutiérrez, lug. cit. al fla. Acuerdo de la Corte Suprema de 28 de Piciembre 
de 1844. 

4 ^ Pasa lograr la soltura del reo, suele introducirse artículo después de re- 
dbida la confesión á los reos, 6 cuando alegan, y de él ha de instruirse ú aco- 
sador 6 promotor fiscal para que Qjmonga lo que le parezca; y sustanciado, de- 
terminará el juez lo que c<mceptúe justo, atendiendo mas bien á la calidad del 
delito que á la culpabilidad del procesado-, de tal suerte, que si aquel es de loa 
que merecen pena corporal, no ha ofi accederse al art. de soltura, aun cuaima 
Bo esté plenamente comprobada la arerignacion del delincuente. Proemip del- 
tit 29. P. 7. * Tapia, Trat. qám. tií. 4. ^ , cap. 1. ® , núm. 12. 
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)»eriad sit) costas algunas, y se sobreseerá (a) desde luego respecto 
a él, declarando que el procedimiento no le trae ningún perjuicio 
ea su reputación, y si terminado el sumario^ viere el juez de pro« 
▼incia que ao hay mérito para pasar mas adelante, ó que el proce- 
sadoAo es. acreedor sino á pena leve que no pase de un apercibi- 
miento, multa que no pase de cien pesos, ó arresto quo no exceda 
de quince dias, cortará la causa en providencia aplicando dicha 'pe- 
na. En ambos casos se Üará cuenta al tribunal superior con remi- 
sión del expediente^ siempre que alguno lo pida dentro de cinco 

5. ^ Retardando el preso hasta el tiempo de irse á pronunciar la sentencia de- 
finitiva el pedir la poitnra bajo fianza, no debe admitirse, puesto que miéhtraa 
se trata deteste articulo, puede decidirse ó haberse decidido lo principal. Ga- 
tiérrez, Práct. crim. tonió 1. *=» , cap. 6. ® nota al núm. 2. ^ 

6. ^ El auto de negación de soltura no causa instancia; de modo que pedida 
tina vez y denegada, puede instarse otra ó mas veces, sin que obste la denega- 
ción. Por el contrario, la providencia con que se accede á la soltura, es eje- 
cutiva, causa instancia y püedé apelarse por la parte agraviada. Tapia, lug. cit., 
húm. 13. Vilanova, Mat. crim. , Obs. 9, ú 4. <=> , núm. 115. 

(a) 1, * .Hay casos en que concluido el sumario con la confesión, se cortaii 
las causas siü pasar á ulteriores procedimientos, y son: 1. ^ , cuando se haya 
aplicado algún indulto Conforme al artículo 2. ^ del decreto legislativo de 1889 
Sobre solemnidades en la aplicación de los indultos: 2. ® , cuando la parte ofen* 
dida perdona la ofensa, siendo en las causas en que es admisible dicho per- 
don: 3. ^., cuando no resulta la preexistencia del delito, pues faltando la cmn- 
probacion del hecho criminal, falta el fundamento del proceso: 4. ^ , Cuando 
estandp comprobado el delito, no aparece quien sea el delincuente: 6. ^^ 
cuando se desvanecen los indicios que habia contra el procesado; y 6. ® , cuando 
terminado el sumario, viere el juez que el reo no es acreedor sino á una pe- 
ha leve; y esto es lo que se llama cortar en providencia la causa. 

En el tercer caso deben apurarse todos los medios de averígüacibn, y si 
resulta con evidencia que el delito no se ha perpetrado, como cuando se pre- 
senta viva la persona que se decía asesinada, entonces, se sobresee y cierra el 
juicio de ün nlodtíabsoluto; pero si, apurados los medios de averiguación, no 
resulta cljaramente la pe^tracion, 6 no perpetración, como cuando, encoB- 
trándose tin hombre ihUerto, no se sabe si él mismo se dio la muerte, ó si la 
recibió de nlano extraña, entonces se sobresee en el sumario con la calidad de 
pifr ahora y sin, perjuicio. 

En el 4. ^ caso deben también agotarse los medios de indagación, sus- 
pendiéndose con la misma cláusula de por ahora y ñn perjmcw^ para continuarlo 
cuando se presente algUn dato que descubra al que lo cometió. 

En el 6. ^ debe ha^rse lo que indio», este articulo 11 en cuanto á costas, 
y k que no le pare el procedimiento ningún perjuicio en su reputación. 

Y en el 6. ® se aplica al procesado Id pena ó multa, y se le cargan las cos- 
tas. Para todo el contenido de esta nota, véase á Bscriche, Obra grand, pal. 
"Juicio criminal, ^ 75." 

2. * El auto do sobreseimiento ó de corte en providencia tiene la fuerza de 
isentencia definitiva, y debe librarse precisamente por el juez á quien esté atri- 
buido el conocimiento de la causa enl.^ instancia. Portante, los jueces de 
aparroquia (decía alcaldes) cuando cono:!can del sumario, no .puedcQ sobreseer 
ni cortar en providencia las causas criminales, pues esto es privativo á los jue- 
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días; mas si no se hiciere tal petición, se dará cuenta á la Corte coff 
solo la remisión de la copia (a) legal del auto ó providencia. 

Art. 12. Respecto de las sentencias que no deban consultarse 
así como respecto del sobreseimiento ó corte de una causa en pra-* 
videncia, la Corte Suprema y Superiores respectivamente, dentro 
del término de cuatro meses, podrán abrir el juicio [b] correspon- 
diente para imponer la responsabilidad á los ministros v jueces" 
que hayan obrado contra las leyes; pero no podrán mandar conti- 
nuar las mismas causas á que se refiere este artículo. 

Art. 13. Cuando el juicio criminal principie por acusación [c) 
se observarán los mismos trámites ya establecidos. 

ees de provincia (decia jueces de 1.^ instancia.) Dado caso que, iniciado un 
sumario y preso el reo, deba ser puesto en libertad, para no constituirse el juez 
de parroquia (deda alcalde) en detentor arbitrario, por no prestar mérXUy 
lo actuado para seguir el procedimiento, debe . limitarse al auto de excarcela- 
ción, remitíendo todo lo obrado al juez de parroquia (decia juez de 1. * im- 
tancia) á fin de que resuelva lo conveniente. Acuerdo de la Corte Suprema d& 
29 de Agosto de 1844. 

(a^ Según han quedado este articulo y el signiente, parece que do las sen- 
tencias que no deban consultarse, no está obligado el juez iitferíor á remitir 
copia á la Superioridad como lo estaJiya expresamente por el artiealo 10 á9 
}& ley derogada. 

(h) Véase la nota (a) del artículo 2. <^ de la ley 13 t. 7. ^ de este Código. 
' (c^ 1. * £1 acusador propone el delito ante el juez para tomar venganza de* 
él, pidiendo se condene al autor en las penas legales, estando en la obliga- 
ción de probar, á diferencia del denunciador, qae tan solo manifiesta el hedió- 
criminoso, sin pedir el castigo, y sin obligacicm de probarlo, porque si pide 
la imposición de la pena, y se compromete á pTobarj es reputado como acu- 
sador. Curia, part 3. * , ^ 8. ® , núm. 1. ® 

Las leyes recopiladas, especialmente las 2 y 3, t. 38, lib. 12, parece han con- 
ftindido al denunciador ó delator con el acusador ^ gravando al primero con la 
■obligación de probar el hecho denunciado, y sajfetándole k. sufrir la pena de 
la calumnia si no la furueba, salvo si tuviere jasta caasa por que de dere- 
cho deba ser excusado. Pero como este denuruiador^ de que hablan las leyes 
recopiladas, es vanyesásAerQ acusador^ al menos en cuanto a los principalea 
efectos, no hay razón para que, según dicen algunos autores, se considere de- 
rog^o por dichas leyes el derecho de las Partidas, relativamente 4 loque, 
propia y rigorosamente hablando, son y se llaman simples denuñdadom^ k 
mo ser que se pretenda que debamos optar precisamente entre la acusacio» 
con todas sus consecuencias, y el sufrimiento silenciaso de todos los crímenes 
que se cometan contra nosotros, ó contra la sociedad. Justo es sin duda que* 
aun el simple denunciador responda de su defiancia, cuando resaltare haber- 
la hecho de mala fe y calumniosamente; justo es que se le castigue entonces 
por falso delator, sin ninguna dispensación ni modexacioa, como dice, y na 
dice otra cosa, la ley 6.^, t. €.^, lib. 12, Nov. Recop; pero ligarle desde e( 
principio contra su voluntad á Jos trámites y peligros del prooe&uicnto, 6 im- 
ponerle la carga de justificar, es injusto é inconveniente. 

Chinamos, pues, que con arrezo á. la ley 27, 1. 1. ^ , P. ^7. ^ , que cree*- 
ttos vigente y no derogada por las leyes recopiladas citadas, puede cualquie- 
f a, sin constituirse acusador, acnunciar un delito; y que ao tendrá respoasabilíi- 
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Aft 14 Si el acusado fuere reducido á prisión, no se le per- 
«nitirá al acusador separarse de la instancia, á menos que convei^ga 
«n ello el mismo acusado, y en este caso el juez continuará ^e ofi- 
cio en el procedimiento si el delito acusado mereciere pena 
corporal. 

dad alg^ana por solo el hecho de no prolkirse el delito, aunque si incurrirá en 
la pena de calumnia en caso de que resulte haber procedido con malicia. £a- 
críche, Obra grand, pal. "Juicio criminal." ^17, núra. 4. ® al medio. 

2. ^ Es de rigoroso precepto legal que el libelo de acuvsacion contenga lo si- 
.guíente: el nombre, oficio y vecindad del acusador: el dia, mes y año, y lugar, 
en que se cometió el delito: el nombre del juez y su jurisdicción: la acción que 
■se insta: el delito acusado: la identidad del ofenson el fin á que se endereza la 
instancia: el ofrecer prueba de su comisión: la petición de costas, dafios y per- 
juicios; y el juramento de calumnia. Vilanova, Obs. 6. ** , ^ 1.*^ núm. 62. La 
leyl4,t, 1.^ P. 7.*, y la 4.* t. 2. lib. 4. ® de la Recop. ordenan que debe 
despreciarse la acusación que no esté arreglada á los términos indicadon; pero 
«Igunos autores, entre ellos, Vilanova, lug. cit. núm. 63 dan algunas interpreta- 
ciones que enervan la fuerza de dichas leyes, de cuyas interpretaciones se la- 
metan Gutiérrez, Pract. crim. tomo 1.'® cap. 2, núm. 11, y Tapia, Trat. crim. 
t. 2. o cap. 1. ^ núm. 8. 

3. ^ No pueden acusar ( como acusadores extrafios ó de hecho ajeno) las per- 
sonas siguientes. 1. ® Los menores de catorce afios; y aun el que ios haya cum- 
plido, si es menor de veinticinco, necesita hacerlo con intervención de su cura- 
dor, por la misma razón de inexperiencia para tan graves negodos: 2. ^ Los per- 
juros é infames, porque no merecen crédito. 3. ® £1 pobre deaolemnidad. 4. ^ 
£1 cómplice en el mismo delito, ni el herma&o al hermano, ni el hijo al padre ú 
otro ascendiente, ñi el criado, sirviente ó familiar. 5. ® Aquel á quien se probare 
que reóibió dinero ya para acusar, yapara desamparar la acusación que hu- 
biere hecho 6. ^ El que tiene pendiente contra si alguna acusación no puede 
acusar sino un delito mayor á aquel de que él es acusado. 7. ^ Xos magistrados 
y jueces por el poder é influjo que pudieran ejercer en contra del acusada. 
8. ^ Las mujeres. Tapia, lug. cit. núm. 6. 

4. ^ Los dichos no tienen prohibición cuando acusan y siguen la propia injuria 
<> de los suyos; y asi pueden acusar la suya ó de sus parientes consanguíneos 
hasta el cuarto grado, ó de suegro, suegra, yerno, nuera, entenado ó padrastro. 
Curia, part. 3. * ^ 8. ^ núra. 4 '^ . Y la miyer puede acusar la muerte del marido, 
y este la de la mujer, Curia, lug. cit.; y asi mismo aquella puede acusar una 
iajuria hecha al marido, y en que ella resulte también injuriada. Pérez, Instit 
imper., lib. 4. © t. 4. ® ^ 6. <^ 

5. ^ La razón de la ley para prohibir en ciertos casos la acusación por apode- 
rado, no es otra que la responsabilidad que contrae el acusador, y de aquí se 
«deduce que, formalizada, por el que te^ga derecho á intentarla, pueda.despues 
intervenir apoderado en la causa, principalmente si es mujer la parte acusado- 
ra, por no ser decoroso que frecuente los tribunales. La práctica confirma en 
cierto modo este juicio, puesto que en los tribunales superiores so admiten 
.^^estiones de procuradores en causas criminales, y se han admitido también en 
los de 1. * instancia. Autos de la Corte del tercer distrito de 2 de Octubre de 
1841 en la causa contra José de Jesús Castillo y otros por heridas, de 28 de No- 
viembre de 1846 en la causa contra Francisco Meléndez por homicidio, y de 2 
de Noviembre de 1849 en la causa de hurto contra Francisco Antonio Mirabal. 

6. ^ fin las causas criminales no puede haber mas de un acusador, y el acusa*- 
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Art. 15' Es pena corporal, para inteligencia del anterior artí« 
culo^ del 199 de la Constitución, la de muerte, la de presidio y 
la de extrañamiento, (a) 



do DO está obligado á responder á la acusación en qne haya mas de uno. L. ISt 
i. 1. ® P. 7. * Auto de la Corte del tcfcer distrito de 16 de Junio de 1848 en 
la cansa contra José A. Camejo por conspiración. 

7. *^ En las causas criminales en que haya acusador particular, el acusado 
puede usar de pai)el común; pero el acusador debe hacer uso de papel dej sello 
correspondiente, a menos que sea pobre de solemnidad. Acuerdo de la Corte 
Suprema de 11 de Junio de 1840. G. de V. núm. 705. 

á. * Para precarer los dafios y fatales consecuencias que se originan de las 
acusaciones calumniosas, se estila, en el foro, que desde ei principio de la causa 
se obliga ül acusador á afianzar de calumnia, á lo cual nadie puede resistirse, 
pues todos están obligados á prestar esta fianza, excepto los que acusan su in- 
juria propia, ó el delito cometido contra los suyos, por la razón qne da la ley 
26. 1. 1. ® P. 7. * Tapia Trat. crim. t. 2. ® cap. 1. « núm. 9. Vilanora. Mat. crim. Obs. 
6.<« ^l.<=^ núm. 89. 

9. ^ Esta fianza de calumnia se reduce á obligarse el fiador á qne la acusación 
será probada: que esta no se hace por odio, venganza ni interés, ni con el fin de 
veiar al acusado; y que resultando lo contrarío, ¡lagará las penas de la falsa que- 
rella, costas, daños j perjuicios, y las demás dispuestas por derecho. Tapia, lug. 
cit. Vilano va, lug. cit. núm. 90. 

10. La calumnia puede ser manificafa ópresunta: es manifiesta cuando se prue- 
ba que la acusación ó imputación ha sido maliciosa; presunta,, cuando el acusador 
no ha probado la malicia ó el dolo de aquel. En la calumnia maitifiesla, todo 
acusador, de cualquiera clase y especie que sea, incuiTirá en la pena señalada 
por la ley; pero en la calumnia presunta ^ están exentos de pena los acusadores de 
necho propio ó de los suyos. Escriche, Obra grand. jíal. " Calumnia." 

11. ^ La pena del Tal ion establecida por la ley de las Partidas ha tenido la 
misma suerte que entre los romanos, y le han sucedido penas arbitrarias qu^ en 
cada caso deben imponer los jueces, atendiendo á la calidad de la imputación, 
y á las circunstancias del calumniador, y calumniado. Escriche, Obra grand. 
pal Calumnia. Gutiérrez, Pract. crim. tomo 1. ®pag. 112, núm. 17 al fin. Vila- 
nova, Mat. crim. Obs. 6, § 1. ® núm. 77 al fin, citando á otros. 

12. * El que acusa injuria propia, ó de los suyos, en caso de no probar, no 
debe sufrir la pena del Talion, ni otra alguna corporal; pero deberá sí, padeceír 
la pecuniaria y arbitraria, Si la falsedad y calumnia es tan visible que desvanez- 
ca la presunción que tiene en su favor. Vilanova. lug. cit. núm. 82. 

13. * Según Escriche Obni grand. pal: " Juicio criminal," § 17, núm. 2. ® casi 
al fin, cuanrfo el acusador de injuria propia ó de los suyos no prueba la acusa- 
ción, sin incurrir en la calumnia manifiesta ó evidcrito; deberá pagar al acusado 
las costas y daños que por razón de ella se le hubieren seguido; pero creemos no 
mui segura esta opinión, atendiendo á lo dispuesto en la ley 6.** 1. 13, lib. 2. ^ 
Kecop, que dice: " Si alginio no probare la delación que hizo, le condenen en 
todas aquellas penas que el derecho dispone, y cti las costas, salvo si tuviere jus- 
ta caiisa por que de derecho deba ser escusa^ o." 

14. Para eximirse de la pena el acusador no solo debe probar el delito en 
lo principal, sino también en los extremos sustanciales que abraze la acusa- 
ción. Vilanova, Mat. crim. Obs. 6, ^1.®, núm. 80. 

(a) Con el acatamiento debido á nuestros legisladores, no podemos silenciar lo 
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Art. 16. Terminado el sumario, si hubiere mérito pars^ la pri- 
sión, y no fuere aprehendido el delincuente, se librarán requisito- 



inftindado, y contrario que és á todos los principios el no tenerse, segnn este 
artículo, por pena corporal, para los efectos del artículo anterior, y para los del 
199 de la Constitución, la pena de prisión, que siempre, y con sobra de razón, 
s&ha considerado y tenido como pena corporal. En efecto, laley4. **,t. 31, 
P. f. * así lo establece, pues aunque es cierto que ella habla de prisión per- 
petua, como en Venezuela nunca ha existido tal perpetuidad en las penas, se 
ba enteadido solo de una prisión temporal; y es tan así, que la Corte Suprema 
en Acuerdo de 10 de Mayo de 1847, apoyada en dicha ley, declaró que la pena 
de prisión era corporal, y que por tanto debian consultarse (con arreglo á la 
ley anterior^ las sentencias en que se daba por compurgada la falta con la prisión su 
frida; y al oerogarla virtualmente por este artículo, no se descubre qué razón 
haya tenido el legislador. Por otra parte, pena corporal es aquella que aflige 
al cuerpo; y ¿quién puede dudar que la prisión produce este efecto'^ Aparte 
de los sufrimientos morales ¡cuántos no son los sufrimientos físicos que oca- 
siona ! las enfermedades que causa ! ya por la humedad, y natural desasco de 
las cárceles, ya por la estrechez de eUas, muy expecialmente de las nuestras, y 
apifiamiento de los encarcelados, -ó por la falta de un libre ejercicio; en fin, 
por una multitud de causas aue fuera largo exponer aquí. 

T es tanto mas repugnante la disposición que impugnamos, cuanto, que el 
mismo articulo establece como pena corporal el extrañamiento, cuando, si es 
▼eidad que siempre se ha considerado tal, y realmente lo es en algunos ca- 
sos, y para algunas personas, en otros, y para otras, lejos de ser una pena, pue- 
de Uegar á ser hasta un beneficio. "El destierro, dice con mucho acierto Es* 
criche, es una pena muy desigual si se aplica sin discernimiento, pues depende 
de las condiciones y de los caudales. Hay quien ninguDa razón tiene para ad- 
herirse á su país; hay quien se desesperaría obligándole á dejar su propiedad 
y su domicilio: uno tiene familia, otro es independiente: este perdería todos 
sus recursos, y aquel se libertaría de sus acreedores- El destierro á una isla 
es para unos la esclavitud, y para otros una partida de placer. Los mas indus- 
. tríosos se establecen allí; y los que no saben mas que robar, no pudiendo ejer- 
cer su arte en una región que no conocen, vuelven á buscarla muerte á su 
país. £s preciso pues atender á las circunstancias de los individuos para im- 
poner esta pena con acierto." 

Pero, para aquellos para quienes el destierro es una verdadera pena ¿por qué lo 
«si ¿No es porque les priva de su natural libertad, de las comodidadáPS y goces de 
la familia, 6 de la satisfacción de otros afectos del corazón I Sin duda que sí. 
? Y qué otros efectos produce la prisión ? Consecuente es, pues, que penas 
que producen efectos idénticos, sean consideradas como de idéntica naturaleza. 
Ademas ¿ por qué la mayor garantía que el artículo 6. ^ de esta misma 
ley, y varias otras disposiciones dan á los reos encausado» por delitos que me- 
rezcan pena corporal, respecto de aquellos que no la merecen 1 Sin duda por 
los graves perjuicios, siempre irreparables, que puede ocasionar una pena cor- 
poral injusta; y para mas contener la arbitrariedad de los jueces. ¡Y de qué 
tamaflo, de qué difícil reparación no pueden ser los perjuicios causados por 
una prisión mas ó menos larga ! ¡ Con cuánta facilidad no pueden cebarse 
en uu reo el encono y arbitrariedad de un juez, condenándole á una larga 
prisión, no teniendo ya, como no tiene, el deber de consultar su sentencia, 
por no ser considerada la prisión como pena corporali Y no se diga que «1 
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rías circulares á todos los jueces donde se presuma que exista aquel 
)>ara su captura y remisión» sin practicarse ninguna diligencia (a) 
y lo mismo se hmrá cuando se fugare de la cárcel, suspendiéndose 
«1 procedimiento en el estado en que se encuentre hasta la efectiva 
aprehensión- del delincuente, & menos que se hayan instruido prue- 
bas, y se estén evacuando al tiempo de la fuga, en cuyo evento se 
evacuarán estas, sin proseguir la causa después, sino respecto de 
los presentes. SÍ terminada la causa respecto de los presentes fue- 
ren aprehendidos los ausentes, continuará para con estos, y 31 se 
les capturare &ntes de fenecer aquella, se sacará testimonio de lo 
conducente para que obre en nuevo proceso. 



condenado tiene expedito el recareo déla apelación; porqne también )o tie- 
ne en los casos de pena corporal; y sinembaí^, la ley previene de oficióla 
oonsnlta en todas lastradas de la escala judicial t ^ por qné 1 Porque el legis- 
lador supnso, 7 con razón, que, no obstante las precauciones que estableció en 
el articulo á: ^ para evitarlo, podía un juez indiano de su ministerio, y á cuya 
disposición bay siempre medios para hacer el mal, Juzgar, como por sorpresa, 
4Ü reo, valiéndose de cualquier ausencia ó descuido del defensor, ó que es- 
te miq^o defensor neglijente en el desempefio 'de sa encargo, como hay ma- 
chos, podia dejar correr los términos de la apelación sin interponerla. Y si 
el legislador previo todo esto .respecto de los condenados á muerte, presidio 
y extraflamiento t poi* Qué no también respecto de los condenados á prisión 
•cuyos efectos son como hemos demostrado, tan deplorables, tan idénticos á 
los del extrafiamiento 1 

Pero aun hay una razón de otro género que combate, y rechaaa la ezcln- 
^on de la prisión de entre las penas corporales. La prisión, como la califi- 
ca Filangieri, es una pena príTativa de la libertad personal; y la libertad per- 
aonal es una de las primeras y mas preciosas garantías de nuestro pacto íun- 
4lamental. Al sancionarse este, la ley de Partida citada reconocía como pena 
«orporal la de prisión; y por consiguiente, cuando en su articulo 109 habló de la 
pena corporal, no pudo ser sino reconociendo por base las que las leyes entonces 
tenianjx>r tales. Por consiguiente, la que hoy excluyéndolas penas corporales la de 
firísion, socava dicha base; hace menos preciosa y eficaz esta garantía, abre 
ima brecha al articulo constitucional, y pone en pugna con ella misma mochas 
leyes de la República que tienen establecida la pena de prisión en el concepto 
de que era una pena corporal. 

Basta lo expuesto para persuadir que debe reformarse este articulo 15 
incluyendo en las penas corporales la de prisión. Ademas de las razones alega- 
das, lo exige así la hmnadidad; y al empeñamos en promover su reforma, ya 
obedecemos á un impulso de nuestro corazón, y ya tenemos en mira no des- 
perdiciar la oportunidad de tomar la iniciativa en esta grave cuestión, cuya 
solución esperamos sea tarde ó temprano en consonancia con nuestros princi- 
pios para bien de nuestros conciudadanos. 

(a) No es de ningnn valor la sentencia pronunciada en 2. ^ 6 3.^ instancia, 
durante la fuga del procesado, aunque de ella no haya tenido noticia el tribunal 
que pronuncia, y en tal caso, al hacerse efectiva la aprehensión, debe recor- 
rer el prooesD los trámites que tuvieron lugar durante la ausencia, pues, según 
este artículo, no debe practicarse ninguna diligencia, cuando no es aprehen- 



TIT. XIII. LEY. ÚNICA. I6f 

Art ÍK. Las detnandas por injurias (a) áe palabra, «sd'itas, 6 
de hecho' en que no haya efusión de sangre causada con amia 6 
contusión gravé, se oirán y decidirán en juicio verbal, conforme á 
ia ley única, til 99 del procedimiento judicial, por los jueces de 
provincia y juzgado cantonal del domicilio del demandado, á pre* 
vención, y el que resulte injuriante será condenado en las cosfa^,* 
eii la indemnización dé los daños sufridos, y en una multa de cin- 
cuenta á doscientos pesos, y si no- la pagare en el términío perenfo* 
rio que fl juez designe, á sufrir de quince á treinta días -de pri« 
siOtt. (b) Si las partes se avinieren ¿wtes de pronunciarse la «eli- 



dida la persona contra quien se decreta arresto en cansas criminales, Cenan- 
do reducida á prisión se fuga de ella, á menos que estén evacuándose prue- 
bas al tiempo de la fuga, en cuyo evento se evacuarásn estas á pesar de la au- 
sencia. Acuerdo de la Corte Suprema de 27 de Marzo de 1844. CF. de V. 
aúm. 687. 

(a) 1. ^«Segun la ley I. ^ , t. 9, P. 7. ^ injuríaquáere tantodeclr como deshonra 
que es hecha ó dicha á otro á tuerto 6 á despreciami^nto de él. 

2. ^ En las demandas de injurias puede haber reconvención. Senteimia.8 de 
la Corte del tercer distrito de 31 de Julio de 1841 en la catisa de Joaefk Her- 
rera con José de la Cniz Rangel por injurias, y de 11 de JBnero de 1642 ea 
la de Andrés Vidal contra varias mujeres por injurias de hecho á su consorte* 
Véase á Goyena, Código criminal, lib. 3^. ^ , sección 4. * , núm. 1406. 

3.^ En íu causas d» injurias fio pueden pedirse posiciones al reo sóbrelo» 
actos injuriosos, pues según la ley son de naituraleza penal, y el artículo 197 
de la Constitución lo resiste. Acuerdo de la Corte Siipi^ma de 10 de Octubre 
de 1843. G. de V. núm. 680. 

(b) l.*La Corte Suprema en Acuerdo de 22 de Diciembre de 1840, G. de V. 
núm. 698, dijo : . '' Si siendo insolvente el injuriante ha habido necesidad de con- 
denario al trabajo de obras públicas, se debe consultar la sentencia, siempre quer 
no sea apelada, por haberse impuesto pena corporal; " y en Acuerdo de 4 de 
Agosto de 1S38 habia dicho, " que mientras no fuera confirmada la pena de tra- 
bajo á obras públicas, no debia procederse a la prisión." Pero en el estado ac- 
tual de la legislación la doctrina del Tribunal Supremo ha caducado, pues ella 
se fonda en que siendo corporal la pena de servicio ¿ obnus públicas, la senten- 
cia que ia impusiera debia consultarse de conformidad con el art. 4. *^ de la ley 
derc^;ada; mas disponiéndose por este ai-f. 17 que en lugar de la pena pecunia* 
ria piieda imponerse subsidiariamente la de prisión, y no siendo esta pena cor- 
poral, según el art. I5. (sobre que hemos discurrido,) es claro, que según el art. 
5. ^ de esta ley, no ha lugar hoy a consulta de oficio, sino que solo la habr& 
cuando alguno lo pida dentro del término de la apelación. 

2. ^ Las mujeres que injurian, como todos los demás injuriuites, deben ser 
condenadas, según este art. á la pena de prisión (decia al servicio de obras pú- 
blicas con arreglo á la ley anterior.) Acaerdo de la Corte Superior de 29 de Oc- 
tubre de 1846. 

S, ^ En los causas de incurias, decian los autos de la Corte Suprema de 19 de 
Bnero de 1839, y de 9 de Julio de 1844. G. de V. núm. 696, no es admisible el 
recurso de 3. < instancia, pues siendo Üe naturaleza puramente penal, sus trá- 
mites especiales se hallan determinados por la ley que prescribe el procedimien- 
to eriminal. En esta no solan^nte se sUencia el recurso de 3. ^ instancia, sitto 
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tencift de primera instancia que declare injuriante al demandadcTf 
cesará el procedimiento. Cuando conozca el juzgado cantonal, lo# 
asociados se reunirán no solo para dar la senterxcia, sino también 
para la conciliación y contestación. En cualquier estado en que 
termine el negocio, el tribunal resolverá sobre la reparación del 
dafio inferido. 

Art 18. Bien sea la injuria de palabra ó escrita, el injuriante 
debe dar al injuriado una satisfacción en el tribunal bajo la pena 
de «cho dias de arresto por cada yez que se negare á ello^ De la» 
determinaciones libradas en estos juicios se podrá apelar para ante 
la Corte Superior, y se remitirá original el proceso verbal que de- 
ba formarse, dejándose archivada una copia legal de lá sentencia. 

DISPOSICIONES COMUNES. 

Art. 19. En la sustanciacion de los juicios criminales y de-' 
mandas por injurias, se observará el código de procedimiento judi- 
cial: y no podrá ser testigo en estos juicios el que no tenga la 
edad de diez y ocho años cumplidos, sin que esto impida el que se 
reciba su declaración para facultar la averiguación del hecho. 

. I . .. .1 . I I I I , I— ■ I ., .. I I ■ . . ■ , a 

que el art. 5. ^ [ley derogada] ordena espresamente que* aun en las causas orí- 
mínales comunes de ipayor gravedad no comprendidas en los casos exctptuadoflf 
desig^adamente en él, se ejecute la sentencia librada en 2. " instancia por lad 
Cortes Superiores, sin que haya lugar á la consulta en 3. ^ instancia, y sm mas 
recurso que el de queja. Mas hoy no puede sostenerse la doctrina del Tribxmal 
Suprebio, pues los fundamentos sacados de la ley anterior hi^n desaparecido en 
la acttiál. En efecto, no solo se previene por el art 6. ® de la presente ley, que 
se consulten con la Corte Suprema todas las sentencias que impongan pena cor- 
poral, sino que por la atribución 6. * art. 2. ® ley 1. * del Código orgánico 
d3 tribunales corresponde á dicho tribunal. " Conocer en apelación de las causas 
criminales de que las Cortes Superiores conocen en segunda; y ademas por con- 
sulta siempre que en la sentencia se hubiese impuesto pena corporal;," cuyo úl- 
tima inciso deja bien claro conocer que el primero se refiere á los casoS en que 
la pena impuesta no sea corporal. 

Luego, reconocidas como están las demandas de injurias como de naturales 
penal, y no siendo corporal la pena que en ellas se impone, es evidente que tie- 
ne lugar el recurso de 8. ^ instancia cuando la sentencia de 2. ^ no sea confir- 
matoria de la de 1.* , puesto que solo en este caso es que puede conocer Irf 
Corte Suprema de las sentencias de que conocen en 2. ^ las Cortes Superiores, 
cuando la pena no es corporal. 

4. ^ Aunque generalmente se dice que la querella de injurias ha de intentar- 
se dentro de un año á contar desde el día en que se hizo la injuria, esto ha def 
entenderse, teniéndose desde luego conocimiento; de otro modo, no correrá el 
afio sino desde que se supo; y ademas, no correrá el año contri^ el que no pudo 
deducirla, porque el tiempo no corre contra el ignorante 6 impedido. Goyena. 
Cod. crim. lib, 3.'=>, t. 4.'=> sec. á.« núm, 1408. 
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Art. 20. Ninguno podrá ser juez en ias caulSas criminales ó 
por injurias, que se sigan contra sus ascendientes, descendientes^ 
parientes hasta el cuarto grado civil de consanguinidad, segundo 
de afinidad y cónyuges, no obstante el allanamiento que haga la 
parte contra quien obra el impedimento; según se permite en las 
causas civiles. 

Art. 21. En las causas criminales no habrá embargo de bienes, 
sino cuando el delito lleve en sí indemnización pecuniaria, y en la 
cantidad á que prudentemente alcance esta indemnización, ó para 
asegurar el montamiento de las costas. 

Art. 22. Bn las causas criminales la sentencia será clara y 
precisa condenando ó absolviendo al encausado; sin que en ningún 
caso pueda absolverse solo de la instancia. 

, Art. 23. Las causas que á la publicación de la presente ley 
«stén suspensas por efecto de la absolución de la instancia, queda- 
rán concluidas de todo punto sin nuevo perjuicio ni gravamen pa- 
ra los encausados, y por tanto se pasarán á las oficinas de registro 
correspondientes. 



.! 
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DB LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 

Art 19 La Su]irema Corte de Justicia establecida por la Cons- 
titución en el título 20, residirá en la capital de la República, y 
tendrá para su despacho un secretario relator que debe ser abo- 
gado. 

Art. 29 Tendrá esta Corte, ademas de sus atribuciones con- 
tenidas en el artículo 147 de la Constitución, las siguierites; (a) 

1^ Conocer en segunda instancia de las caubas de que las 
cortes superiores conocen en primera. 

2^ Conocer de los recursos de nulidad (b) que se interpongan 
de las sentencias definitivas de las cortes superiores por infracción 
de ley en el procedimiento, para reponer el proceso á costa del 



(a) Por la atribución 2. * de la ley orgánica reformada, la Corte Supre- 
ma conocia de las causas criminales que se promoviesen contra sus propios mi- 
nistros, y de las quejas contra los mismos por ii\jurias, y esta facultad está su- 
primida en la vigente, á la vez que por el art 148 de la Constitución solo tserán 
juzgados por el Senado por traición y por cohecho. Por la ley anterior la Corte 
Suprema conocia de las causas por delitos comunes cometidos por los Ministros 
de las Cortes Superiores, lo que también está suprimido en )a vigente. Y como el si- 
lencio de la ley sobre estas materias pudiera dar lugar á malas interpretadones, y 
absurdos que ocasionarían grandes conflictos y embarazos, juzgamos que debie- 
ran restablecerse expresamente las disposiciones de la ley anterior, á que aludi- . 
mos. 

(b) La Corte Suprema declaró en 8 de Setiembre de 1850, que causando eje- 
cutoria, en lo ei vil, dos sentencia s conformes, según el sistema judicial de Ve- 
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tribunal superior $il estado en que se coroeiió la infracción; y por 
quebrantamiento de ley espresa en la sentencia definitiva, abrién- 
dose pi^cisamente en ambos casos e] juicio correspondiente para 
hacer efectiva esta responsabilidad, (a) 

^ único. Declarada la nulidad por quebrantamiento de ley en 
la sentencia, se pasarán los autos á la Corte Superior primera del 
centro para que pronuncie sentencia, si, la «declarada nula, viene 
de alguna de las otras cortes; pero si la sentencia declarada nula 
fuere pronunciada por la primera Corte del centro, entonces los 
autos se pasarán á tres aJbogudos con las cualidades de represen- 
tante, sacados en la Corte Suprema por suerte entre todos los abo- 
gados que á la misma Corte conste hallarse en la capital de la 
Kepública. 



nezuela, síd admitirse ninguu recurso, excepto el de queja, segun el art. 10, ley 
única, t. 4. ® del procedimieoto judicial, no «e da en este caso el recurso de nu- / 
lidad que establece el Código orgánico de tribuuales.'-Guardando al Supremo 
Tribunal el respeto que nos merece, debemos decir que profesamos una opinión 
distinta. £s verdad que hasta cierto punto existe una coüsion apai*ente entre lo 
que se dispone por el art. 10, ley úníea t. 4. ® del cód. de^iroced. civ. y lo que s^es- 
tablece en esta atríbncion 2. * ; mas tal colisión desaparece al considerar la di- 
versa naturaleza de los recursos, y los distintos pbjetos para que se dan, el de 
nulidad segun el código orgánico, y el de . tercera instancia ó de nulidad, 
quo también asi se jlamó, segun el articulo 11 de la ley citada del 
código de procedimiento civil. Cuando este concede el recurso de tercera 
instancia de sentencias libraidas por las Cortes Superiores en 2. ^ instancia, qué 
no sean confirmatorias de las dadas en 1. ^ , es con el objeto de que la Suprema 
conozca de lo principal, haciendo las alteraciones que juzgue de justicia; pero 
el de nulidad, segun el orgánico, no es para quo decida ' la Suprema sobre lo 
principal; sino para alcanzar que declare la reposición del proceso cuando ha 
habido.infraccion de ley en el procedimiento, ó paia que decida otra Corte Su- 
perior, cuando ha habido quebrantamiento de ley en la sentencia definitiva, de 
la manera dispuesta en el () unicorde esta atribución 2. ^ -Por consiguiente, los 
r^ursos que prohibe el art. 10 de la ley única t 4. ^ son los que tiendan á dar 
ala Suprema Corte jüiisdiccion para conocer del negocio' en 3.^ instancia, 
cuando ha habido dos sentencias conformes, pues ya son perpetuamente inalte- 
rables en ese sentido; pero tal prohibición no es excluyeme del nuevo recurso 
de nulidad, que no da de ninguna manera jurisdicción al Tribunal Supiremo pa- 
ra al|erar en 8. ^ instancia el fallo conforme en las dos instancias, sino sola- 
mente para juzgar si deba ó no reponerse el proceso, ó si deba sentenciar otro 
tribunal accidental, por haberse quebrantado alguna ley en la sentencialibrada por 
una corte superior. En una palabra el recurso que prohibe el art. JO ley única t. 
4*® del procedimiento, es un recurso ordinario, y el que concede esta atribución 
2. * es extraordinario; y es bien sabido que los recursos extraordinarios son 
precisamente para cuando no puedan tener lugar los ordinarios. 

(a) No dice la ley la manera de abrirse este juicio de responsabilidad; pero 
creemos que, al declarar la Corte Suprema la nulidad, debe limitarse á decir que 
son suficientes los fundamentos para someter á juicio á los Miilistros, siguién- 
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«9^ Conocer de las causas que le atribuye la ley sobre patro- 
nato eclesiástico. 

4^ Conocer en grado de apelación de los recursos de fuer:to 
en conocer y proceder, (a) cuando la respectiva Corte Superior de* 
clara no hacer fuerza el eclesiástico. 

6^ Conocer de las controversias que resulten de actos legisla- 
tivos que contengan contratos celebrados con particulares 6 corpo- 
raciones, representando en este caso á la nación el Poder Ejecu- 
tivo. 

6^ Conocer por apelación de las causas criminales de que las 
cortessuperiores hayan conocido en segunda instancia ; (b) y ade- 
mas por consulta siempre que en la sentencia se hubiese impuesto 
pena corporal. 

7^ Conocer por apelación (c) de las causas civiles cuando las 
leyes no nieguen este recurso en las sentencias queíiayan pronun- 
ciado las cortes superiores. 



dase en adelante los trámites establecidos en la ley IS t. 7. ® del cédigode pro- 
cedimieAto civil, según la nota (a) al art. 2. ^de dicha ley 13. * 

(a) Por el art 8. ® ley 12, t. 7. ® del c6d. de proced. civ. se niega la apelación con- 
tra las determinaciones de las cortes superiores en los recursos de fuerza, á la 
vez que por esta atribución 4. ^ seda á la Suprema ei couocimiento en grado 
de apelación de los recursos de fuerza en conocer y proceder cuando la respvo- 
tiva Corte Superior declara no hacer fuerza el eclesiástico. £s verdad que la ex* 
presada atribución limita la apelación solamente á la primera de las tres espe- 
cies de fuerza que dejamos explicadas en la nota 1. ^ , bajo la letra (b) al art. 
1. ® de la ley citada del código de procedimiento, y aun en este caso la restrin- 
ge al preciso de declararse que no se hace Aierza; pero también es cierto .que 
siempre subsiste un verdadero conflicto en las dos disposiciones, que embara- 
zará indefectiblemente á los tribunales encargados de cumplirlas. Siendo el ci- 
tado art 8. ^ relativo al procedkniento, prohibitivo, no les es dado.á las Cortes 
Superiores otorgar apelación de Sus determinaciones en el caso dicho, aunque 
el código orgánico atribuya al Tribunal Supremo el conocimiento en grado de 
apelación; pues no habiendo establecido la ley de procedimiento los trámites, 
según los cuales pudiera ejercer aquella atribución, equivale á no tenerla, en 
razón á que no puede la Suprema conocer por apelación del negocio sin que la 
Superior se desprenda de su jurisdicción, ó le devuelva el conocimiento, lo que 
esta no puede hacer según el referido art 8. ^ de la ley 12, t. 7. ® , cita- 
dos. 

(b^ £1 recurso de que trata esta atribución propiamente es de 8. ^ instancia, 
y debe darse ú otorgarse, cuando la sentencia en segunda instancia no sea con- 
tirmatoria de la de primera; pues en el procedimiento judicial de Venezuela dos 
sentencias conformes causan ejecutoria, excepto solamente en las causas crimi- 
nales en que recaiga pena corporal, pues en ellas siempre hay la consulta en 
tercera instancia, de conformidad con el articulo 6. ® , ley única, t. 13 del pro- 
cedimiento criminal. 

(c) Lá Corte Suprema conoce en grado de apelación de las causas civiles en 
que las Supeí iores conocen y deciden en primera injítaiicia; y por apelación en 
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8^ Conocer en iegunda instaneia de loi iuicioi de euentin de 
la Hacienda pública en loa términos que establezca la lej, y' de 
las causas que se formen á loa miembros del Tribunal de Cuentas 
por mal desempefio en el ejercicio de sus funciones.' 

9^ Conocer en apelación (a) de las providencias interlocuto* 
rías que con fuerza definitiva dieren las cortes superiores cuando 
conocen de causas en primera instancia. 

10^ Conocer en las causas de responsabilidad que por inírac* 
cion de las inmunidades de que gozan los ministros diplomáticos 
extranjeros, se sigan contra los tribunales, juzgados j demás auto- 
ridades de la República, ^b) 

11& Exigir de las cortes superiores, ^ cada período de cuatro 
meses, listas de las causas pendientes, civiles y criminales para pro- 
mover eficazmente la mas pronta y activa administración de justi- 
cia; y con viila de los datos que á las mismas cortes pida, formar 
con intervención del ministerio fiscal la estadística judicial que al fin 
de cada afio deber6 pasarse al Poder Ejecutivo para la publicación 
en la Gaceta de Gobierno. 

12^ Conocer en los reclamos sobre invalidación [c] de los 
juicios én los casos determinados en el código de procedimiento 
judicial. » 

13^ Pedir á las cortea superiores, entre cada cuatro meses, las 
copias de aquellas sentencias en causas criminales que no deben ir 
& la Suprema, y hacer efectiva la responsabilidad, (d) cuando se 
vea que hay li^;ar á ello; pero si por la copia no puede la Corte 
Suprema formar juicio exacto, pedirá los autos á quien correspon- 
da, para en su vista determinar, devolviéndolos cuando todo esté 
cumpfido. 

tercera instancia de las sentencias libradas por las Superiores que no sean con- 
firmatorias de las dadas en primera, según los artículos 11 y 12, ley única, t 
4. ^ del código de procedimiento civIL 

[a] Las providencias íñteriocutorías que. pueden tener lugar en las causas de 
que conocen en primcm instancia las Cortes Superiores, son libradas en primera 
instancia por el presidente, como Juez sustanciador, y de ellas hay apelación á 
la Sala plena en segunda instancia: y el recurso que puede Haber á la Suprema 
es el de tercera instancia, cuando la proyidencia librada por la Sala plena con 
ftierza definitiva no sea confirmatoria de la dada por el presidente en prime- 
ra instancia, según lo que dijimos, casi al fin, en la nota (a) del articulo 1. ® , 
ley única, t. 6. ^ del código de procedimiento. 

(b) Véase la ley de 19 de Mayo de 1841 que declara las inmunidades que de- 
ben gozar los Ministros públicos. 

fe) Véase la ley única, t. 10 del Cod. de procedimiento civil, 
(d) Véase el art 12, ley única, t. 13 del procedimiento criminal, qua es con- 
cordante con esta atribución. 
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t4ft Óir lái consultas que haga e] Poder Ejecutivo aobre la 
inteligencia de alguna ley en lo judicial, y por conducto del mistno' 
Ejecutiro promover ante el Congreso la conveniente aclaratoría^ 
si las dudas fueren fundadas, (a) 

16^ Dirimir las competencias [b] entre las cortes suppriores, 
y entre estas y los jueces de sus respectivos distritos. 

16^ Llevar diario de todos los trabajos del tribunal, formada^ 
por el secretario, y firmado por este y el que presida la sala; de- 
biendo remitír el di a óltimo de cada mes ft la Secretaría del Inte-^ 
rior y Justicia copia certificada del diario, para los efectos del nü-* 
mero 20 del artículo 117 de la Constitución. • 

17^ Hacer á las cortes superiores las debidas obsenraciooe» 
por lo que resulte de los diarios de ellas; debieildo igualmente re-^ 
mitir estas observaciones á la Secretaría del Interior y Justicia pa-^ 
ra los mismos efectos de los citados números y artículos constitu- 
cionales. 

Art. 39 La Corte Suprema pasará anualmente al Congreso, 
en los primeros dias de sus sesiones, el informe de que habla el 
número 11, artículo 147 de la Constitución. 

LEY II. 

DE LAS CORTES SUPERIORES. 

Art 19 Las*cortes superiores se compondrán de tres minis- 
tros jueces y de un ministro fiscal. Presidirá el tribunal el ministro 
que anualmente nombre la misma Corte entre los tres primeros, y 
tendrá para su despacho un secretario relator, que debe ser abo- 
gado. 

Art 29 Quedan establecidos cuatro distritos judiciales: uno 
en el Oriente, dos en el centro y uno en el Occidente. El distrito 
de Oriente«comprende las provincias de Cumaná, Barcelona, Gua- 
yana y Margarita: el primero del centro, las provincias de Cara- 
cas, Aragua, Guárico y Apure: el segindo del centro, las provin- 
cias de Carabobo, Barquisimeto y Harinas; y el deOccideate, las de 
JMaracaibo, Coro, Tmjillo y Mérida. 

^ único. Las cortes superiores residirán, la de] distrito del 
Oriente eii Cumaná: la del primero del centro en Caracas: la del 
segundo del centro ^n Valencia; y la del Occidente en Mara- 
caibo. 

(a) Véase el articulo 21, ley 11 de este. Código. 

(d) Véase la iM)ta[b] del art. 1. <=> ,ley 8. « 1 2 del Código de procedimiento cítíI; 
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Art 39 El Poder Ejeoiitivo, por causa grave ajuicio suyo jr 
del Consejo de Gobierno, podrá acordar la' traslación de una Corte 
Superiot del lugar de su residencia á otro del mismo distrito. 

'Art 49 Son atribuciones de las cortes superiores; (a) 

1^ Conocer en primera instancia de las causas contra losi 
gobernadores (b) por responsabilidad en el ejercicio de sus fun- 
cione». ' 

2^ CoBOcer en primera instancia de las causas de responsa-* 
bllidad que por mal desempeño en el ejercicio de sus funciones ser 
formen á los jueces de los respectivos distritorl, (c) y al relator (d) 
y oñciales de la secretaría; y los jueces quedarán suspensos cuan- 
do sean presos en fragante delito, ó en fuerza del mérito de un su^ 
mario formado poi delito común, avisándose á quien corresponda 
para el reemplazo con un interino. 

3^ .Conocer en primera instancia de las causas que se formetf 
á los miembros del Tribunal de Cuentas (e) por mal desempeño 
de sus funciones. 

(a) Por la atribución 4. <* , aTt.a ^ de la ley orgánica derogada, la Corte Superior 
respectiva conocia de las quejas sobre injurias inferidas por los miembros del mis- 
mo tribunal; pero en la actual no existe tal facultad. Véase la nota (a) art 2. ^ 
ley 1. * de este código orgánico. 

(b) Por la atribución 2. ^ , art 3. ^ de la ley anterior las Cortes Superiores 
conocían de las causas por deUtos comunes cometidos por los Gobernadores; 
pero la actual solo les atribuye las de responsabilidad. Parece, pues, qtte han 
quedado sometidos, en cuanto á dichos deUtos,á los jueces de provincia, de con- 
formidad con la atribución 1. «* , art. 4. ® , ley 6. * de este Código orgánico. Pe- 
ro, dada esta inteligencia, ¿será regular, ni conTeniente, prestará suficientes ga- 
rantías de un fallo justo el que sea juzgado un Gobernador por un ñmciinario de 
su lección, ó que puede esperar de él su reelepcion? ¿por un funcionario de 
la provincia de que el Gobernador es Jefe superior político, y en que ejerce la 
inmiencia que le es natural? Está fuera de .toda duda que no, y por consiguiente 
la ley debe ser reformada en este punto, llenándose dicbo silencio con arreglo' 
á la ley anterior. 

• (c) Be entiende, los de pr<yvineia, y no los de parroquia, ni de paz, pueade 
las causas de responsabilidad contra estos conoce el req)ectÍYO juez de provin- 
cia, conforme á la atribución 3. *- art. 4* ® , ley 6. * de este Código orgánico. 
Pero respeto de estos últimos debe entenderse salvo en los casos en que unos 
y otros conocen á prevención, y basta donde conocen con tal jurisdicción pre- 
ventiva, como en t(KLo lo relativo á la formación del sumario bosta el punto en 
que empieza á conocer el juez de provincia, bien por estar ya concluido el su- 
mario, bien por haberlo pedido para continuarlo, conforme al art. 10 de Ik ley 
única 1. 18 del procedimiento criminal, pues en estos casos debe conocer M 
Corte Superior. ÍT todo esto de acuerdo con lo que dejamos expuesto en la 
nota, 6, * letra (a) al art.l. ^ ley 13, t. 7. ® del código de procedimiento. 

(d) No determina la ley quien deba conocer de las causas de responsabilidad 
contra el Relator y oficiales de la Secretaría de la Corte Suprema; mas por ana- 
logia debe decirse que es el mismo Tribunal Supremo. 

' (e) Teniendo su asiento el Tribunal de Cuentas en la capital de la República^ 
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4^ Conocer en primera instancia de las demás causas que la 
ley les atribuya. 

5^ Conocer en segunda instancia (a) de las causas civiles y 
criminales de que conocen en primera los jueces inferiores. 

6^ Conocer de los recursos de nulidad (b) de las sentenciad 
definitivas pronunciadas por los mismos jueces, ora pcñr haberse 
faltado al orden de proceder, ora por haberse pronunciado la sen- 
tencia contra ley expresa. 

7^ Conocer en los reclamos sobre invalidación (c) de los jui* 
cios en los casos, determinados en el código de procedimiento ju- 
dicial. 

89^ En el primer caso, [d] repuesto el proceao á costa del juez, 
al estado en que se faltó al procedi^niento, se le devolverán los au- 



en donde mismo lo tiene la Corte Superior del primer distrito del Centro, és indu- 
dtible que es á ella á quien únicamente corresponde iconocer dé estas causas, aun- 
que la atribución se refiera á todas las Cortes Superiores, pues nadie puede ser 
distraido de sus jaeces naturales. 

(a) Las apelaciones que se interpongan de las pro^dencias interlocutorias li- 
bradas por los jueces de parroquia, como sustanciadores de I&s causas en qüd 
conocen los juzgados cantonales en 1.* instancia, deben iet* para ante la Cor- 
te Superior respectiva, que conoce en 2. ^ instancia, á diferencia de que, 
cuando el referido juez de parroquia conoce con el simple carácter de tal en 
f..^ instancia, las apelaciones deben ir al juzgado cantonal respectivo, confor- 
me á la atribución 3. * , art. 3, ley 7. * de este Código orgánico. 

2. * Aunque no se encuentra entre las atribuciones de las Cortes Superiores 
la de conocer en 3. ^ instancia de las causas en que hayan conocido los jueces 
de paz ó jueces de parroquia por si solos, en los casos en que haya apelación 
de sus sentencias, no es dudoso que aquellas tienen tal facultad cuando no haya 
dos sentencias conformed, atendiendo á lo favorable de la apelación, y á que no 
está terminantemente prohibida por la ley. Sentencia de la Corte del segundo 
distrito del Centro de 2 de Mayo de 1851 en la causa seguida por Carmen Isa- 
guirre contra Antonio José Villanueva sobre entrega de unas bestias. • 

(b) El recurso de nulidad solo tiene lugar de las sentencias definitivas y pasa- 
das en autoridad de cosa juzgada; pero no mientras haya el recurso ordinario 
de apelación. Auto de la Corte del segundo distrito del Centro en el interdicto 
sobre las aguas de la quebrada Matá-rica seguido entre el General Trinidad 
Portocarrero y Severo Burgos. Véase sobre esto lo que dejamos expuesto ea 
la nota [b] del art. 2. ® , alrib. 2. * , ley 1. * de este Código orginico. En apoyo 
de todo lo dicho debe tenerse igualmente en consideración: 1. ® , que la Corto 
Superior del primer distrito del Centro ha opinado también en est» materia lo 
misino que la del segundo, en la providencia á que se contrajo la Suprema, 
revocándola por ia suya de 8 de Setiembre de 1850, que dejamos analizada en 
dicha nota (b) lo cual puede decirse es ya un argumento de auto- 
ridad. 

'c) Véase la ley única, 1. 10 del Código de procedimiento civil. 

,d) Sin duda que se ha sufrido un error al colocar esta atribución bajo la de- 
nominación de 8. * , pues siendo referente á la 6. * , debiera habérsele colocado 
iMjo la de 7. ^ para que fuera clara y concordante. 
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« 

tos para su continuación: en el segundo caso «eran remitidos los. 
autos al juez mas inmediato para que pronuncie la sentencia; y 
en ambos casos debe la Corte hacer efectiva la responsabilidad 
precisamente, (a) 

99- Conocer de los recursos de fuerza, [b] amparo y protec- 
ción, [c] contra las providencias ú órdenes, escritas 6 verbales, da- 
das por las, autoridades de los respectivos distritos; délas compe- 
tencias entre las autoridades eclesiásticas, civiles, políticas y mili- 
tares de los mismos distritos; de las quejas sobre agravios que los 
prelados eclesiásticos, ó los visitadores nombrados por ellos, 6 en 
sede vacante hicieren á los eclesiásticos, ó á los legos en las visi- 
tas; y de las demás causas especificadas en la ley r de patronato 
eclesiástico; interviniendo el ministro fiscal en todos los casos de 
este número. 

lOa Dirimir las competencias de los jueces entre sí, y de es- 
tos con los que ejerzan algún ramo jurisdiccional de cualquier na- 
turaleza que sea. 

11^ Dirimir las competencias entre jueces de diferentes distri- 
tos judiciales, tocando la decisión á la Corte Superior del distrito & 
que pertenezca el juez que hubiese provocado la competencia; y 
en caso de inhibirse un juez porque crea no ser competente, y el 
otro & quien se le remitió el negocio cree pertenecer al que se 
inhibió, la Corte Superior á cuyo distrito pertenezca este, decidirá 
la cuestión. 

1^ Oir las dudas de los jueces inferiores [d] sobre la inteli- 
gencia de alguna ley, dirigiéndolas á la Corte Suprema con infor- 
mes razonados, en que se inserte el del fiscal. 

13a Promover eficazmente la mas pronta y activa adminis^ 
tracion de justicia en los juzgados del distrito, y en períodos de» 
terminados exigirles una razón de las causas civiles y criminales 
pendientes. 

14^ Hacer el recibimiento de abogados. 

15a. Hacer anualmente la visita jeneral de cárcel en la víspe- 
ra de semana santa, y la de pascua de navidad, y en cada semana, 
la particular por el ministro semanero, sin perjuicio de que si un 



(a) Aquí tiene lugar la misma observación que dejamos hecha en la nota (a) á la 
atrib. 2. * , art. 2. ® de la ley anterior. 

(b) Véase la ley 12. * , t. 7. ^ del Código de procedimiento civil. 

(c) Véase las itotas del art. 10, ley 11. ^ de este Código orgánico. 

(d) No solamente deben oir las dudas que les dirijan los jueces, sino tam- 
bién las que les propongan otros funcionarios públicos, referentes á materias de 
justicia, 6 del orden judicial. Acuerdo de la Corte Suprema de 12 de Piciembre 
del 837. G. de V. núm. 708. 
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preso pide audiencia entre semana, vaya el semanero á la cárcel 
á oírle, aunque no sea- hora de tribunal, y dé resolución, á menos 
que considere necesario darse en sala. 

16^ Visitar por medio de cualquiera de sus ministros una vez 
al afto, cuando menos, las oficinas de registro del lugar en que re- 
sida la Corte, para ver si el archivo se conserva íntegro y en or- 
den, resolviendo el visitador lo que crea necesariq para corregir 
sin forma de juicio cualquiera falta leve; pero excitando en fas 
graves á un juez en, el lugar para el debido proce.dimiento. 

17^ Declarar las emancipaciones judiciales de los que se ha- 
llan bajo la patria potestad, y autorizar para la administración de 
sus bienes á los que tengan veintiún años cumplidos, siendo sol- 
teros,ó diez y ocho siendo casados; previo en ambos casos conoci- 
miento de causa. 

18^ Llevar diario de todos los trabajos del tribunal, forma- 
do por el secretario y firmado por este y el que presida la sala; 
debiendo remitir el dia último de cada mes á la Corte Suprema 
copia certificada del diario. 

10^ Hacer á los jueces las debidas observaciones por lo que 
resulte de los diarios de ellos. 

LEY IIL 

DE LOS PRESIDENTES DE LAS CORTES. 

Art. 19 Los presidentes de las Cortes Suprema y Superiores 
sustanciarán por ante el oficial mayor las causas que se deban sen- 
tenciar en primera instancia por la sala: y de las determinaciones 
que dieren en artículos ó incidencias se puede apelar . é ella dentro 
de veinticuatro horas cuando por las leyes tiene lugar el recurso 
de apelación. 

Art. 29 A los presidentes de las Cortes Suprema y Superio- 
res, toca: 

19 El Gobierno y policía interior del tribunal, con facultadide 
imponer multas hasta de veinticinco pesos, para sostener el orden' 
y hacer que los ministros y subalternos cumplan sus respectivas 
obligaciones. Esta misma pena correccional la podrán imponer á 
los que desobedezcan sus disposiciones gubernativas, ó falten al de- 
bido respeto al tribunal, sin perjuicio de otro mayor castigo á que 
fueren acreedores por mayor exceso, con conocimiento de causa. 

29 Convocar al tribunal extraordinariamente, y anticipar y 
prorogar las horas destinadas para el despacho, si ocurre algún ne- 
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godo urgente y de gravedad, ó si hay atraso en el despacho de af* 
gunas causas. 

39 Dirigir á nombre del tribunal las comunicaciones que se 
ofrecieren con cualquiera autoridad ó funcionario público. 

49 Distribuir entre los ministros, incluso el mismo presidente, 
la esplanacion de los puntos que se deben tocar en la sentencia 
para fundarla, redactándola en borrador el secretario relator, á ñn 
de que la sala corrija, suprima ó añada, y en seguidas se ponga en 
limpio, archivándose en secretaría dicho borrador. 6 minuta rubri- 
cada por todos los ministros, y ademas refrendada con la media fir- 
ma del secretario relator. 

50 Recibir las escusas de los ministros y de los subalternos 
sobre inasistencia, para darlas por legítimas, ó ilegítimas, y conceder 
álos mismos por causa urgente, licencia para ausentarse del tribu- 
nal hasta por cuatro días, (a) 

69 Decidir verbalmente las quejas de los secretarios contra 
las partes sobre satisfacción de derechos, y de las partes contra; 
ellos por el mismo respecto, y por entorpecimiento de sus negocios 
ó demora en formar las relaciones, extractos ó apuntamientos (b) 
de sus respectivo^ autos ó asuntos. 

79 Asistir diariamente al tribunal, no estando enfermos; y por 
causa urgente pueden ausentarse hasta por cuatro días, dando avi- 
so al tribunal en ambos casos. 

LEY IV. 

D£ LOS FISCALES. 

Arl. 19 £n todo lo que sea de hacienda pública, y en los re- 
cursos de fuerza, amparo y protección, los fiscales deberán concur- 
rir al tribunal; y en las causas en que sean parte podrán también 
concurrir á la vista de ellas, pero no á la conferencia. 

* Art 29 Tendrán voto en las causas en que no sean parte, 
cuando no haya suficiente número de jueces para determinarlas; ó 
para dirimir las discordias que ocurran en el tribunal, si no hubie- 
ren sido parte en lo que verse la discordia. 

Art. 39 ^ todas las causas criminales será oido el fiscal aun- 
que haya parte acusadora; pero siendo el fiscal una parte de bue- 
na fe, no puede absolutamente concluir pidiendo sino aquello que 



W 
[b] 



Véase el art 3. ^ ley 11. * de este Código orgánico. 
Véase el art. 4. ® ley 5. * de este Código orgáDÍco. 
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eoncederia como jaez, qpedando sujeto á la responsabilidad que á 
Ibs jueces afecta. En los asuntos civiles será oido en cuanto sea 
de interés de hacienda pública; en todo lo jurisdiccional; en loa 
recursos defuerza, amparo y protección; y en las causas de respon- 
sabilidad de que la Corte conozca. 

^ único. En todos estos casos los interesados pueden ver las 
respuestas fiscales. 

Art. 49 Los fiscales pueden pedir á cualquiera autoridad ó 
funcionario público copias certificadas de documentos que necesi- 
ten en algún negocio para desempeñar su oficio, y solo se les po- 
drán negar los reservados que existan en el despacho del Poder 
Ejecutivo, mientras sea necesaria, la reserva, á juicio de este. 

LEY V 

DE LOS SECRETARIOS RELATORES. 

• 

Art. 19 Los secretarios relatores de* las Cortes Suprema (a) 
y Superiores serán nombrados en los mismos términos que los mi- 
nistros áh las Cortes Superiores. 

Art, 29 Los secretarios relatores dirigirán bajo su responsa- 
bilidad la secretaría del^ tribunal, nombrarán y destituirán los em- 
pleados en dicha secretaría con excepción del oficial mayor que 
debe ser nombrado y destituido por el tribunal, autorizarán los 
testimonios y certificaciones, sellarán ^áo^ los despachos, guar- 
dando el sello el Presidente, que no puede confiarlo sino al se- 
cretario para, en presencia de aquel, sellar á una hora determina- 
da; y recibirán los libelos, anotando precisamente la fecha y la 
hora de la presentación, la cual puede hacerse á toda hora aunque 
se haya cerrado el tribunal; y en el caso de no encontrar la. parte 
al secretario^ cualquiera de los ministros anotará la fecha y hora. 

Art 39 El oficial mayor, ademas de servir de secretario al 
Presidente, cuando este no actúe en sala, sino separado de ella en 
el mismo local sobre asunto en que debe conocer, servirá tam- 
bién por el secretario (b) como tal y como relator, cuando dicho 

[a] Según este articulo los Secretarios Relatores deb^n ser nombrados en los 
mismos términos que )os Ministros de las cortes superiores, es decir, por una 
cuaterna para cada plaza que deben presentar las Diputaciones proyinciales 
del distrito; pero como la Corte Suprema no tiene distrito determinado por la 
ley, sino que bu jurisdicción se entiende á toda la Bepública, el P. £. en resolu- 
ción de 3 de Noviembre de 1850 declaró que todas las Diputaciones debian 
concurrir al nombramiento del Secretario Relator del Supremo Tribunal 

(b) Cuando el oficial mayor de una Corte Superior desempefia la plaza d» 
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secretario tenga impedimento legal, ó novedad en la saluda debieu' 
do el tribunal poner secretario interino si la novedad pasa de ocho^- 
dias, j 

Art 4, £1 secretario como relator hará el estracto de la cau/ 
sa que debe determinarse, formándolo en los términos que diga 
la ley de procedimiento; y mientras la hubiere sobre este punto, 
Ieer& en sala lo importante, absteniéndose de leer corridamente 
del principio al fin, y compaginando cada punto de por sí para 
que se dé cuenta de cada uno sin mezcla de otro. £1 extracto será 
manifestado á las partes para que hagan sus observaciones en plie- 
go separado, fírm&ndolas por sí 6 por sus defensores^ 

Art 59 El secretario relator durará cuatro a&os, pudiendo ser 
reelegido, y tendrá de sueldo tres mil pesos anuales y Jos derechos 
que le correspondan por arancel; advirtiéndose que de la suma 
del sueldo deberán sacarse los gastos de escritorio y la asignación 
para el oficial mayor y escribiente. 

§ único. Las faltas accidentales del secretario relator serán 
«uplidas por interinos que nombrará el tribunal respeetivo mientras 
dure el impedimento. 

LEY VI. 

D£ LOS JUECES BB PROVINCIA. * 

Art. 19 En cada capital de provincia ^abrá un juez de pro* 
vincia, (a) con excepción de la de Caracas donde habrá dos, si á 
juicio del Poder Ejecutivo fueren necesarios paia el despacho de 
las causas. Estos jueces serán nombrados por el 6oberna4or entre 

Secretario Relator por algano de los motivos que indica este artículo, epeomos 
que no debe reemplazarlo también precisamente en el -caso del art. 7« ® ley úni- 
ea, 1. 13 del procedimiento criminal, pu4iendo la Corte nombrar co;ija<^9, pnesfo 
qne el art. 1. ® de la ley 2, ^ de este mismo Código exige que dicho Secretaria 
Relator sea abogado, en cuyo concepto es, ni pudiera ser en otro, que le llama á 
decidir como juez con los Ministros del tribunal, y puede muy bien no serlo el 
referido oficial mayor. De acuerdo con estas ideas ha pedido al Congreso el 
Ministro del Interior en su Memoria de este año la aclaración de este artí- 
culo. 

[a] 1. ^ Las licencias por 15 6 veinte dias que-pidan estos empleados, las con- 
cederán los Gobernadores deconfoi-midad con el art. 23 de la ley orgánica de 
provincias, y en lasque excedan de veinte dios, dirigirán aquellos sus solicitu- 
des por conducto de dichos Gobernadores, quienes con su informe sobre la ne- 
cesidad y conveniencia de conoederla ó negarla, las elevarán al P. E. por medio 
de la Secretaría del Interior y Justicia. Las que no vayan por este ocmducto, na 
serán consideradas. R. £. de 20 de Noviembre de 1860. G. Y. núm. 1002. 
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las personas que indique la Diputación respectiva, con áil que 
tengan la edad y renta que se requiere para ser Representante, y hi 
capacidad (a) necesaria á juicio de la misma Diputación; y dura- 
rán en sus fundones por cuatro años. 

Árt. 2^ Los cuatro años de duración serán deñti'6 del perío- 
do constitucional de] Presidente de la República, dé ihodo que el 
juez sea' reemplazado en su destino en la época en que cesa el 
Presidente de la República por nueva elección; y solo podrá ser 
reelegido cuando en el período que termina haya servido ménos' de 
dos años. 

Art 39 La Diputación de cada provincia formará y remitirá 
anualmente al Gobernador una lista de seis ciudadanos que reú- 
nan las cualidades requeridas por el artículo 1^9 por cada juzgado 
de los que hayan de proveerscí para que entre los inscritos elijtt' al 
juez de provincia. 

Art. 49 Son atribuciones de los jueces de provincia.* 

l^* Conocer en primei'a instancia de todas las causas críihina- 
les en la forma y términos que lo disponga la ley sobre juicio cri- ' 



2i * OoDcedida la licencia, el empleado debe hacer nso de ella por el tieúij^o 
sefiálado. En el caso de que el destino no esté servido por soetituto nombrado 
por dicho tíempo, y hubiesen cesado los motivos de la Koencia, podrá el em- 
pleado volver á él antes del ténnino concedido, cuando lo permita elP. £. ea 
vista de la soUcitud que al efecto debe dirigirle. B. E. anterior. 

(a) Toca exclusivamente á las Diputaciones provinciales la calidcacibn 
de la capacidad necesaria' que se requiere en los individuos que presente en 
lista para el nombramiento de jueces de provincik cotno se ve de los térmi- 
nos del articulo 1. ® de la ley oe 15 de Mayo do ^^e afio, 6. ^ del código or- 
gánico judicial; mas no asi la de la edad y renta qué se exige en dicho articulo^ 

Si uno 6 mas in<]Uviduos de los déla lista presentada por la Diputación 
no tuvieren la edad y renta que se requieren para ser representante,- comprobado 
que sea legalmente, él Gobernador la devolverá á didio cuerpo para que sus- 
tituya en lugar de dichos individuos otros que las tengan. 

Si no fuere posible la reforma de la lista por haber las Diputaciones 
cerrado sus sesiones, el Qobemador esfa obligado á nombrar juez 4e pnyvinda 
entre las personas hábUes que aquella contenga; pues la inhabilidad de ai^sotm, 
asi como el caso de muerte, renuncia, impedimento 6 ausen<)ia de la República 
de otras, no anulan la lista en su totalidad; lo cual es conforme con la disposi- 
ción del articulo 5. ^ de la citada ley, que obliga al Gobernador á nombrar de 
la lista hasta que se haya agotado, en cuyo único caso es qaé puede notíibrár 
fViera de ella. 

Si uno ó mas individuos de la lista no tienen la edad y renta que se requie- 
re para ser representante al tiempo de incluirlos en ella ia Diputación, si las 
han adquirido después, pueden ser nombrados jueces , de provincia; pues es al 
actodehaeer el nombramiento que se exigen aquellas cireun8tandas,.QQmo se 
ve de los términos del articulo 1. ^ de la ley 6. ^ precitada. B. S. de 7 de DK 
dembre de 1860. G. de V. núm. 1001 
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tninaly y ser juez de sustanciacion cuando de ellas conozca el ju^ 
rado criminal, (a) 

2^ Conocer en primera instancia de todas las causas de ha- 
ciendapública (b) y de todas las que se promueven de oficio, (c) 
sin perjuicio ael conocimiento á prevención que tienen otros 
jaeces en lo criminal para los sumarios. 

3^ Conocer en primera instancia, en la forma que determine 
la leyl de todas las causas de responsabilidad que se formen á los 
jefes políticos, jueces de parroquia, jueces de paz, y á los demás 
funcionarios que no tengan especialmente designada otra autoridad 
para ser juzgados. 

4^ Conocer en los reclamos sobre invalidación (d) de los jui- 
cios en los casos determinados en el código de procedimiento ju- 
dicial: y 

5^ Hacer las visitas de las cárceles en los lugares donde no 
haya Corte Superior, y concurrir con esta donde exista. 

Art 59 Cuando ocurra alguna vacante, el Gobernador nom- 
brará el juez de provincia por el tiempo que faltaba al reemplazado, 
entre los individuos que se hallen en la lista formada por la Dipu- 
tación; y agotada aquella, el Gobernador podrá nombrar libre- 
mente un interino, cuyo nombramiento deberá siempre recaer en 
persona que reúna las cualidades que se indican en el artículo I9 
de esta ley, y en este caso la interinaria durará hasta que se pre- 
sente nueva lista para que tenga lugar inmediatamente el nombra- 
miento ó reemplazo en la forma prevenida. 

^ único. £n las faltas accidentales, si también se agotare la 
lista, se observará lo dispuesto en este artículo. 

LEY VII. 

DE LOS JUZGADOS CANTONALES. 

Art 19 Los juzgados cantonales serán desempe&ados por los 
jueces de parroquia y por dos asociados que nombrarán las partes 
en cada causa. * 

Art ^ Los asociados deben tener las mismas cualidades que 
se requieren para ser juez de parroquia; y para componer el tribu- 
nal serán nombrados en esta forma: cada parte propondrá (e) tres an- 



al La ley no ha establecido aun el jnrado en materia criminal . 
y] Véaae la ley 11. ^ t 7. ^ del Código de procedimiendo ciril. 
ct En esta atribución han qnedado comprendidas las cansas de comiso, 
di Véase la ley única, 1. 10 del Código de procedimiento civiL 
e] Véanse los artículos 15 al 22 de la ley 2. <^ , t. 1. ^ del Cod. de procedí* 
mieiáo ciril. 
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te el juez de parroquia, y elegirá uno de los propuestos por la parte 
contraria. Cuando hubiere mas de dos interesados en el pleito, los 
que tengan derechos semejaixtes, designarán por mayoría relativa 
el que de ellos deba proponer y hacer la elección; y si no tuvieren 
derechos semejantes, se sacará por suerte el asociado de cada uno 
entre los que cada uno proponga. También designará la suerte el 
que haya de proponer y elegir cuando estos no sean mas de dos. 
Los asociados se reunirán para la sentencia, para todo auto que 
tenga fuerza de definitivo y para el decisivo de los artículos pre- 
judiciales. 

Art. 39 Son atribuciones del juzgado cantonal: 

1^ Conocer en primera instancia de todas las demandas civi- 
les cuyo interés en su acción principal exceda de cien pesos. 

23- Conocer en juicio verbal de todas las demandas por inju- 
rias (a) de palabras, escritas o de hecho en que no haya efusión de 
sangre causada con armas, ó grave contusión. 

3^ Conocer en segunda instancia de los negocios que, no pa- 
sando de cien pesos, hayan sido sentenciados por el juez de la par- 
roquia en primera instancia, (b) En este caso el tribunal será pre< 
sidido por uno de los jueces suplentes de la parroquia. 

4^ Conocer en los reclamos sobre invalidación de los jui- 
cios (c) en los casos determinados en el código de procedimiento 
judicial. 

Art 49 El tribunal cantonal puede pedir el dictamen de un 
abogabo cuando lo juzgue conveniente para que le informe sobre 
el derecho. Cuando el letrado resida en el mismo lugar, podrá con- 
currir al tribunal á la vista y decisión de la causa, dando su infor- 
me de palabra, ó estampándolo por escrito si el tribunal lo exige; 
pero cuando resida fuera del lugar, ó tuviere impedimento para 
concurrir, se le pasarán los autos para que exprese su áieiámen 
por escrito. 

Art. 59 Los autos que se remitan en consulta serán dirigidos 
al abogado por conducto de una autoridad del lugar en que este 
resida, á fin de que pueda compelerle á despachar dentro del tér- 
mino que le haya señalado el juez remitente. 

Art. 69 El abogado es el único responsable, cuando el tribu- 
nal se conforme con su dictamen. 



(a) Véanse los artioulos 17 y 18 de la ley única, t. 13 del procedimiento cri- ' 
mina!. 

(b) Pero esto se cmtiende cuando la cuantía de la demanda exceda de cincuenta 
pesos conformo al articulo 2. ® , ley única, t. 9. ® del Cód. de pro<:<ídimiento civil. 

(c) Véase la ley única, t. 10. <kl Cód. de procedimiento civil. 

V 
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DS LOS JUECES DE PARROQUIA. 

Art. 19 En cada parroquia cabecera de cantón (a) habrá un 
juez de parroquia; {b] y también en aquellas (c^ en donde lo haga 
necesario la multiplicidad de los negocios judiciales á juicio del 
Poder Ejecutivo [d] con informe del respectivo Concejo municipal. 
Estos jueces serán nombrados anualmente por la asamblea muni- 
cipal, que nombrará también dos suplentes en cada parroquia 'pa- 
ra los casos de impedimento por cualquiera causa. £n los casos 
que ocurran en el curso del alio, llenará la falta ó vacante el Con- 
cejo municipal, (e) 

Art. 29 El juez de parroquia tendrá las cualidades que se re- 
quieren para ser elector, y debe ser nombrado entre los vecinos de 
la parroquia, 6 entre aquellos que tengan allí establecimientos de 
agricultura ó de cria propios ó arrendados, aunque no sean vecinos; 
pero solo estará obligado á servir en el lugar de su domicilio. 

Art. 39 Son atribuciones del juez de parroquia: 

1* Conocer en primera instancia, y decidir por sí solo de to- 
das las causas que no excedan de cien pesos, con apelación (f ) pa- 
ra ante el juzgado cantonal. 

2^ Sustanciar todas las causas cuyo conocimiento correspon- 
de al juzgado cantonal. 

3^ Proceder en los negocios criminales á la formación del su- 
mario, y hasta la prisión del procesado en los casos en que ella 



(a) lia parroquia cabecera de cantón se entiende la matriz cuando en alguna 
cabecera haya mas de una parroquia. R. ]^. de 16 de Setiembre de 1850. G. de 
V. núm. 998. 

(b) 1. ** Los jueces de parroquia creados por esta ley no son sustitutos de 
los anteriores alcaldes, y su jurisdicción no solo comprende la que á estos esta^ 
ba atribuida, sino también la de los jueces de primera instancia en lo civil. Poi 
tanto no reasumen ellos las atribuciones de los jueces de paz, que tenian dichos 
alcaldes en el sistema cesante de organización judicial. R. £. de 21 de Noviem- 
bre de 1850. G. de V. número 1003, y la de 17 de Febrero de 1851. G. de V 
núm. 1008. 

2. ^ No es al Gobierno sino al Concejo Municipal á quien corresponde decla- 
ra* la nulidad de los jueces de parroquia. R. £. de 24 de Febrero de 1851. G. 
de V. núm. 1008. 

(c) En las parroquias, para las cuales se nombre un juez parroquial, habrá 
un juzgado cantonal. R. £. de 16 de Setiembre de 1850. G. de Y. núm. 998. 

(d) Cuando el P. E. mande establecer en alguna parroquia juez parroquial, 
conforme á este articulo, los Gobernadores de provincia dei^igDarán los limites 
territoriales en que deberá ejercer la jurisdicción. R. E. anterior. 

(e) Aqui tiene también lugar lo dicho sobre licencias en las notas 1. * y 2. * 
letra (a) del artículo 1. ® , ley 6. * de este Cód. orgánico. 

(f ) Véase el artículo 2, ley única, t. 9. ® del Cód. de»proc€dimicnto eÍTÍl. 
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pueda acordarse conforme á la Constitución; en cuyo estado, ó án« 
les, sí el juez de provincia pidiere la causa, se la remitirá. 

4^ Evacuar las diligencias que le cometan los demás tribuna- 
les y juzgados para la mas espedita administración (^ justicia. 

5a Proveer en las diligencias ó actuaciones que se promovie- 
ren sin oposición de parte; pero cuando pueda perjudicarse el de- 
recho de un tercero, no podrán dar aprobación ni resolución sin la 
consulta de un abogado, (a) 

6^ Conocer en los reclamos sobre invalidación de los jui- 
cios [b] en los casos determinados en el código de procedimiento 
judicial. 

Art 49 En la recusación de un juez de parroquia conocerá el 
suplente nombrado; y lo mismo sucederá en los casos de falta 6 
impedimento. 

LEY* IX. 

DB LOS JUECES DE FAZ. 

Art. 19 En donde no haya juez de parroquia, ejercerá el juez 
de paz (c) las siguientes funciones: 

1^ Formar el sumario en las causas criminales, y remitirlo al 
juez de parroquia competente. 

2^ Conocer en las causas civiles curo interés en su acción 
principal no exceda de cien pesos, (d) 



(a) 1. * Es evidente que los interdictos están comprendidos en esta atribu- 
ción. Auto de la Corte del 2. ® distrito del centro de 5 de Abril de 1861 en los 
antos segnidos entre Justo Hurtado y Nicolás Guedes sobre despojo. 

2. ^ Lo mismo debe decirse de las solicitudes de jactancia y retardo peijndi- 
cial de que trata la ley 14 t. 7. .® del Cód. do procedimiento civiL 

ib) Véase la ley única, t. 10 del Cód. de procedimiento civil. 

(c) 1. « Véase la nota (a) del art. 1. ® , ley única, t. 9. ® del Código de pro- 
cedimiento civil. 

2.* Cuando el juez de paz (por no haber juez de parroquia) tenga que in- 
tervenir en diligencias ó actuaciones sin oposición do parte, deberá hacer la 
consulta á un abogado, como lo previene la atribución 5. ^ , art. 8. ® , ley 8. • 
de este Código, pues si la ley exige ese requisito respecto de jueces de mas ca- 
tegoría, no hay duda que debe hacerse extensivo á los de una menor. 

3. ^ No estando suprimidos en ninguna parroquia estos funcionarios de po- 
licía, importantes al orden pú]>lico, las asambleas parroquiales deben nombrar los 
que correspondan á cada uno de los cantones, en cumplimiento del art. 55 de la 
ley orgánica de provincias, no obstante que en ellos e^^istan uno ó mas jueces 
de parroquia. R. E. de 21 de Noviembre de 1850. G. de V. púm. 1003. 

(d) Véase el art. 1. ® y sus % le la ley única, t. 9. ® del Código de procedi- 
miento civil. 
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3^ Evacuar las diligencias que le cometan los demás triba* 
nales para la mas expedita administración de justicia. 

Art. 29 Los jueces de paz desempeñarán las funciones judi- 
ciales alternanio por períodos que solo podrán ser de uno, dos ó 
roas meses, hasta seis, según convinieren entre sí; j continuará 
ante el uno lo que ante el otro se principie, sin per|uicio de su- 
plirse mutuamente en los casos de impedimenta ó enfermedad. 

LEY X. 

DE LOS SECRETARIOS. 

Art. 19 Los jueces de provincia, jueces de parroquia y jueces 
de paz tendrán un secretario de su elección, que debe gozar de 
los derechos que le acuerde el «ranee!; y los se<;retaríos de los 
jueces de provincia, y los de parroquia tendrán el sueldo que les 
designe la ley. 

Art 29 Los secretarios deben ser ciudadados en ejercicio de 
sus derechos, tener 25 años de edad cumplidos, buena conducta» 
y no ser panente del juez entre el cuarto grado canónico de consa- 
guin^dad y segundo de afinidad. 

LEY XI. 

DISPOSICIONES JENERALES. 

Art. 19 En las faltas de un ministro de la Corte Suprema ó 
Superior por muerte, renuncia, destitución, suspensión, enferme- 
dad 6 licencia que pase de quince dias, ó por ocupación en otro 
servicio público incompatible, el Poder Ejecutiv.o nombrará un in- 
terino que servirá hasta que tome posesión el propietario, que de- 
berá nombrarse, en los trcb primeros casos, con las formalidades 
establecidas por la Constitución, y en los demás hasta que vuelva 
el impedido á ocupar su plaza. 

^ único. Cuando los ministros obtengan licencia para separar- 
se de sus puestos, no gozarán de sueldo alguno. 

Art. 29 Mientras que el Poder Ejecutivo nombra el interino y 
entra este en ejercicio, como también en cualquiera otra falta ó im- 
pedimento accidental, se nombrará conjuez para cada causa 6 ne- 
gocio por los ministros ó ministro espeditos, debiendo recaer el 
nombramioñto entre los vecinos que tengan las cualidades de Se- 
nador para la Coj^te Suprema, y las de Representante para las Cor- 
tes Superiores. 
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§ Único. El ministro ó ministros espeditos podrán compeler á 
los ciudadanos que resulten nombrados conjueces según el articu- 
lo anteriar con multas de diez á veintÉLnco pesos, siempre que 
no justifiquen algún impedimento físico u otro grave, á juicio de 
los mismos ministros, para no concurrir. 

Art 39 Ningún ministro dejará de asistir al despacho sin pre- 
via licencia, (a) que podrán exclusivamente concederle por motivo 
fundado, el tribunal hasta por ocho dias, y el Poder Ejecutivo 
hasta por dos meses. 

Art. 49 Las diputaciones provinciales, ademas de los aboga- 
dos que deben presentar con arreglo á la atribución tercera del 
artículo 161 de la Constitución, presentarán tres mas por cada una 
de las plazas que deban proveerse. 

Art. 59 Cuando en el juicio de responsabilidad de cualquier 
funcionario público (b) se declare con lugar la acusación, ó forma- 
ción de causa, se participará a] funcionario á quien corresponda 
llenar la vacante, para que nombre el interino. 

Art. 69 Cada Corte Superior tendrá una matrícula de los abo- 
gados vecinos y residentes eii su distrito con designación del lugar 
en que viven, y de esta matrícula se remitirá un tanto á la Secre- 
taría del Despacho del Interior y Justicia, para su publicación en la 



(a) 1.* Cuando la licencia sea pormas de ocho dias, los Ministros ocurri- 
rán directamente al P. E. , quien la concederá en vista de los motivos funda- 
dos que requiere este artículo. R. E. de 20 de Noviembre de 1850. G. deV. 
núm. 1002. * 

2.* Véasela nota 2.*, letra [a] al art. l.<=, IcyC* de este Código or- 
gánico. 

(b) Es innegable que cuando se sigue contra un juez un juicio de responsa- 
bilidad por los trámites del juicio civil, según la ley 13, t. 7. ® del Có- 
digo de procedimiento, la declaratoria de sometimiento á juicio no produce 
la suspencion de dicho juez, la que solo tendrá lugar cu el caso de seguirse el pro- 
cedimiento criminal por merecer la falta ó exeeso que su le atribuye pena corporal, 
conforme á la ley citada. Es un principio, que una ley especial no se entiende de- 
rogada por una general, aunque sea posterior, si en esta no se hace mención 
de las disposiciones qne contenga aquella; y no puede retocarse á duda que 
la 13, t. 7. ® del Código de procedimiento civil es especial para la res- 
ponsabilidad de los jueces, al paso que este art. 5.^ comprende en su gene- 
ralidad á todos los luncionarios imblicos en el orden político y administnitivo. 
Por otra parte se observa, que la atribución 2. «* de las Cortes Superiores, 
ley 2. ^ de este Código orgánico, al hablar de la responsabilidad de los jueces del dia 
trito dice: ''y los juccoa q\iGáa.riia suspensos cuando sean presos en fragante 
delito, ó en fuerza del mérito de un sumario formado por un delito común," y 
el ^ 14, art. 2. ® , ley 2. * , t 2. ® del Código de procedimiento civil establece como 
causa de recusación el haberse intentado queja contra el juez, y haberse* decla- 
rado con lugar; lo que indica que continúa actuando. 
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. • 

Gaceta, y ocre á la Corte Suprema. Todo abogado tiene obligación 
de presentar su título para esta matrícula en la Corte Superior 
del distrito. M 

Art. 79 En el diario fre los trabajos de las Cortes Suprema y 
Superiores se pondrá por principio^la hora en que se abre el tri- 
bunal, y el nombre de los ministros con quienes se abrió; y se ha- 
rá constar en el cuerpo del diario la hora en que haya entrado al- 
gún ministro que no hubiese concurrido k la apertura del' tribunal. 

Art. 89 Cuando falte el presidente de la Corte Suprema, pre- 
sidirá la sala uno de los otros tres ministros jueces, por orden de 
antigüedad: si esta fuere igual, tendrá la presidencia el más anti- 
guo en la abogacía; y si esta antigüedad fuere igual, presidirá el 
de mas edad. £n las Cortes superiores la falta del presidente la 
suplirán los otros ministros jueces por el orden y en los términos 
especificados para la Corte Suprema. 

Art. 99 £n todos los tribunales y juzgados de la República,^ 
si ocurriere empate (a) en las causas civiles, se irán llamando ma» 
jueces hasta que haya sentencia; pero en lo criminal, los casos de 
empate se decidirán por lo favorable al encausado, tanto en lo 
principal como en sus incidencias, cualesquiera que fuesen. 

Art. 10. Cuando cualquier funcionario público estuviere for- 
mando actuación criminal contra cualquiera persona, ó hubiere 
dictado decreto de prisión, el interesado, y cualquiera á.su nombre, 
pueden ocurrir á la Corte Superior respectiva por via de amparo y 
protección, (b) y esta, mandando suspender el procedimiento, pe- 
dirá la actuación, y en su vista, si lo encuentra de justicia, podrá 
levantar la providencia opresiva. 

Art. 11. Losmagistradosy jueces que hayan cumplido el tér- 
mino de su duración, continuarán actuando hasta que lleguen los 



(a) Este artículo no se hace cargo del caso en que cada juez tenga diverso 
Sjeutir, y creyéndose sin duda derogadas las leyes 97 y 98, t. 15, lib. 2. ® Be- 
cop. de Indias, y 42, t. 1. ® , lib. 6. ® de la Novísima que lo preven y determi- 
nan, no se ha obrado con sujeción á ellas, sino que se han llamado mas jue- 
ces hasta que haya sentencia. 

(b) 1. * Este recurso nos parece que estaba establecido en el anterior sis- 
tema español, aunque bajo diferente forma, como puede verse en Yilanova, 
Mat crim., Obs. 9. «* , ^ 4. ® , niím. 66. 

2. ^ Solo puede hacerse uso del recurso do amparo durante el estado suma- 
rio de la causa, pues la ley ha querido favorecer al que, sin ser parte aun, 
j)uede ser reducido a prisión sin los requisitos de la Constitución y ley; mas 
no tiene lugar cuando el individuo haya nombrado su defensor, pues ya tie- 
ne expedito el recurso ordinario de apelación. Auto de la Corte del segundo 
distrito del Centro de 16 de Noviembre de 1850 en el amparo pedido por Gas- 
tón' Vcnot. , 
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que han de subrogarles; y los contraventores de este artículo in- 
currirán en la multa desde ciento hasta doscientos pesos. 

Art. 12. El que fuere nombrado juez de parroquia pof las 
asambleas municipales, no puede excusarse, ni renunciar después 
sino por impedimento físico comprobado legalmente, ó por estar 
en otro servicio público incompatible^El que sin excusa legal 
justificada ante el Gobernador no tomare posesión dentro de ocho 
dias de haber sido instruido de su nombramiento, pagará la multa 
de veinticinco á cincuenta pesos, que impondrá el Gobernador, sin 
perjuicio de tomar la posesión bajo la pena de igual multa, y si 
todavía rehusíire desempeñar el destino, se le impondrá una nue- 
va multa que no baje de doscientos ni exceda de trescientos pesof , 
cesando con el pago dé esta multa los apercibimientos. 

Art. 13. Si el nombrado juez interino tampoco tomare pose- 
sión dentro de ocho dias sin excusa legal, será tratado con arreglo 
al artículo anterior. 

Art. 14. Lol secretarios de los jueces tendrán fe pública en 
todos los actos judiciales en que intervengan conforme á la ley. 

Art. 15. Todo juez está autorizado para imponer multas has- 
ta por diez pesos á los que falten al decoro y compostura que 
deben guardar en el tribunal; pero siempre - debe preceder el 
apercibimiento. Cuando la falta fuere grave de modo que merez- 
ca mas seria corrección, el juez puede hacer retirar del local & 
la persona que le falte, y levantando una diligencia sumaria, pasar- 
la á otro juez del lugar, para que lo corrija, en el supuesto de 
que esta corrección puede extenderse hasta una multa de 50 pe- 
sos, ó tres dias de arresto. 

Art. 16. En los tribunales y juzgados durará el despacho cin- 
co horas por lo menos en todos los dias ,de\ año, que no sean dé 
ñesta entera, ó de la semana mayor, ó de la vacante de Navidad 
desde 25 de Diciembre hasta I9 de Enero ambos inclusive, y los 
dias de fíesta nacional. Los tribunales y juzgados señalarán las ho- 
ras del despacho, y fijarán el señalamiento en el lugar mas público 
de las casas en que despachan. 

Art. 17. La sala del despacho de los tribunales no tendrá otro 
uso, y se dividirá con una barandilla el lugar que en ella deben 
ocupar los jueces, secretarios, las partes y sus defensores, aboga- 
dos ó patrocinantes, colocándose fuera de la barandilla las demás 
personas que concurran á la vista de la causa. 

Art. 18. Nadie podrá entrar en la sala del tribunal sino con 
permiso del presidente, á menos que se vea, para determinación, 
alguna causa; ni en la sala de los juzgados sino con permiso del 
juez, á menos que se estén evacuando pruebas en causa civil ó 
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criminal, en cuyo caso es libre la entrada. Tampoco entrará na^ 
die en los archivos de los tribunales y juzgados, ni en las secre- 
tarías sino con permiso de los secretarios; y los que tengan que 
instruirse de sus asuntos 6 expedientes, lo harán en el tiempo ■ 
que designará el secretario en un aviso fijado en la puerta de la ^ 
oficina, uo pudiendo bajar de dos horas diarias. 

Art. 19. Los oficiales o dependientes de las secretarías y los 
porteros y alguaciles de los tribunales y juzgados concurrirán dia- 
riamente al desempeño de sus funciones sin distraerse en ninguna 
otra cosa, bajo las penas que los tribunales y juzgados impusie- 
ren en sus reglamentos para la policía interior, y economía del 
trabajo. 

Art. 20. Nadie puede concurrir á los tribunales y juzgados 
con armas de ninguna especie; se guardará moderación y com- 
postura; y se prohibe toda manifestación de aplausos, reprobación 
o disgusto: solamente los magistrados, jueces y secretarios pueden 
hablar en aquel lugar, y también las partes o mis defensores so- 
bre sus causas, y por el orden prescrito. 

\rt. 21. Cuando la Corte Suprema de justicia estime infunda- 
das las dudas que sobre Ja inteligencia de las leyes se le consulten, 
deberá solamente declararlo así; pero manifestando los fundamen- 
tos de su opinión; y si la autoridad que consultó no queda con- 
vencida por ellos, elevará al Congreso por conducto del Poder 
Ejecutivo la consulta que hizo á la Corte Suprema, la opinión de 
esta, y las demás observaciones que crea convenientes. 

Artk 22. Los ministros de las Cortes Suprema y Superiores 
asistirán al despacho con traje negro, y los jueces inferiores con 
el que no desdiga del decoro debido á la dignidad del puesto que 
ocupan, y funciones que desempeñan. 

Art. 23. Publicada que sea esta ley, cesarán los que se lla- 
maban jueces de primera instancia; pero mientras las Diputaciones 
provinciales forman las nuevas listas, los Gobernadores nombrarán 
interinamente los jueces de provincia entre los ciudadanos inscri- 
tos en las listas formadas páralos jueces de primera instancia, y 
los actuales alcaldes continuarán como jueces de parroquia, y su- 
pliéndose recíprocamente hasta que las asambleas municipales los 
nombren con arreglo al presente código. Caso de haberse elegido 
ya para juez de provincia á alguna persona no inscrita en la lista 
de las Diputaciones respectivas, se hará nuevo nombramiento en A 
conformidad con lo dispuesto en este artículo. Los demás emplea- ^ 
dos en el orden judicial continuarán en el ejercicio de sus funcio- 
nes por el tiempo constitucional. 

Art. 24. Las causas criminales pendientes y paralizadas que 
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5 la publicación de la presente ley existaii en los juzgados dé 
primera instancia que se suprimen, se trasladarán al tribunal de 
provincia respectivo: quedando por consiguiente los encausados á 
disposición del juez que haya de aprehender el conocimiento asi 
juicio. 

Art. 25. Los negocios civiles pendientes y paralizados, sean 

6 no coníenciosos, se pasar&n al juzgado cantonal correspondiente. 
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LEY de 19 de Matóó de 1850. 

SOBRE PAPEL 8«LLADd. 

JEl Senado y Cámara de Representantes de la República de Ve' 

nezuela reunidos en Congreso 

decretan: 

caWtuloi. 

Del sello, clases^ valor y uso del papel sellado. 

Art. 1. ^ El sello será de forma circnlar y de doce lineas de diámetro: en 
él centro estarán las armas de la Kepública y en la orla esta inscripción: * 'Re- 
pública de Venezuela: (sello primero, segundo 6 el que fuere): Tale (tanto^: 
áfio (el económico que fuere^^' á continuación del sello se expresará el nu- 
mero de este, su valor y el afio económico para el cual ha de servir el papel. 

Art. 2. ^ Las clases del papel sellado derán siete, que pertenecerán á otroff 
tantos sellos denominados !.«>, 2.®, 3.®, 4.*, 6.©, Q,o y 7,0 

Art. 8. ^ £1 valor de los sellos será el iSiguiente: 

El primero, veinticinco pesos. 

£1 segundo, doce pesos. 

£1 tercero, seis pesos. 

£1 cuarto, diez reales. 

El quinto, dos reales. 

£1 sexto, un real. 

fil séptimo, medio real. 

Art 4. ^ £1 sello primero servirá para los títulos, nombramientos ó des* 
]>acli08 de toda c^^ de empleados, asi civiles como militares, de hacienda y ede* 
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Másticos, cuya dotación, renta ó comisión sea, ó exceda de tres mil pesos, Inchl* 
808 los de piesentacion de arzobispos, obispos y dignidades de catedrales; 
para los de privilegios exclusivos; para la primera foja de los libros jornales de 
los comerciantes por mayor, cambistas y corredores, y para extender patentes 
de corso: 

Art. 6. ® El sello segundo servirá para los títulos ó despachos de las mis- 
mas clases de empleados de que üabla el artículo anterior, cuya dotación^ 
renta ó comisión exceda de mil quinientos pesos y no alcance á tres mil; 
para las presentaciones de canónigos racioneros y medios racioneros y curas* 
para los lllulos de doctores, de abogados, médicos, cirujanos y boticarios: pa- 
ra los títulos de minas de cualquiera clase; y para las patentes de navegación 
mercantil. 

Art. 6. ® El sello tercero servirá para los títulos 6 despachos de las mis- 
mas clases de empleados, cuya dotación, renta ó comisión exceda de quinien- 
tos pesos y no pase de mil quinientos; y para los de los registradores principa-' 
les y agrimensores. 

Art. 7 ® El sello cuarto servirá para los títulos, nombramientos ó des- 
pachos de la misma clase de empleados mencionados en el artículo 4 * , cu- 
ya renta, dotación ó comisión exceda de trescientos pesos y no pase de qui- 
nientos, y para todos los de renta eventual: para la prin^era foja de toda es- 
critura que se lleve á registrar: para la ptimera dé toda especie de testamen- 
tos; y también para la primera de aquellos testimonios en pleitos civiles, ú 
otros instrumentos públicos que no tengan seiialado por la presente ley el pa* 
peí en que deban extenderse. 

Art. S,^ El seBo quinto servirá para los títulos, nombramientos ©des- 
pachos de la misma clase de empleados ya mencionados, cuya renta, dotación 
ó comisión se» desde ciento hasta trescientos pesos inclusive: para la primera 
foja de toda especie de poderes y de sus testimonios: paM los protocolos 
y registros de instrumento público: para todos los negfocioT civiles y para 
los criminales: para las representaciones ó memoriales que se presenten 
á los tribunales ó funcionarios públicos, bien sefp en asuntos de gra- 
cia, ó de justicia: para toda certificación de que deba hacerse uso judicialmen- 
te, comprendidas las partidas de bautismo, casamientos, entierros y anotación 
de hipotecas: para cualesquiera obligaciones, recibos y cartas de pago, cuyo 
valor pase de cien pesos; y para los manifiestos que deben presentarse por e! 
comercio en las aduanas para importar ó exportar. « 

Art. 9. ® El sello sexto servirá para los poderes y demás documentos cu- 
yo valor determinado sea de cincuenta y no exceda de cien pesos; y para todo 
contrato, obligación y recibp cuyo valor sea de cincuenta y no exceda de cien 
pesos. 

Art 10. El^ sello séptimo servirá para los protocolos 6 registros donde se 
aaienl^n los juicios verbales: para los libros de actas de los concejos mimici- 
pales y cabildos eclesiásticos: para la primera foja de los pederéis y demás do» 
cumentos de los pobres de solemnidad declarados tales; y para sus representa- 
ciones, memoriales y demás diligencias que hubiesen de practicarse en sus 
negocios, así civiles como criminales. 

Art. 11. Los despachos de los jefes y oficiales de la milicia nacional se 
expedirán en papel común. , 

Art. 12. Los registradores principales y subalternos no autorizarán docu- 
mento alguno que se les lleve á registrar, si no estuviere extendido en papel del 
sello correspondiente, bajo la multa de diez pesos, que les impondrá el primer 
juez ante quien se produzca el documeQto. 
^ ^ !.<=> Cuando por algún accidente falte el papel sellado correspondiente 
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^n el lugar en que haya de registrarse el documento, acreditada que sea esta 
circunstancia bajo la firma del expendedor en la cabeza de un pliego de papel 
común, podrá extenderse en este el documento, y ser autorizado por el registra- 
dor, pero el interesado queda en la obligación de agregar á aquel el sello 6 
sellos correspondientes con la nota de "inutilizado," puesta en el mismo año por 
cualquier expendedor de papel sellado: sin este requisito se tendrá el docu- 
mentó como privado. 

^ 2. ® Si el documento extendido en papel común hubiere sido otorgado 
en el último trimestre del año económico, podrá hacerse la agregación en el 
afio siguiente en papel del mismo afio. « 

Art. 18. Las copias de sentencias, autos ó providencias, que deben quedar 
en las secretanas de los tribunales, se extenderán en papel del sello quinto* 

Art. 14. En las actuaciones ó juicios de los tribunales eclesiásticos no se 
usará otro papel que el del sello quinto. 

Art. .15* Los militares en campafla podrán hacer uso para todos sus docu- 
mentos y juicios del panel común. 

. CAPÍTULO II. 

% 

Disposiciones jenerales. 

Art. 16. Los ftíbunales no admitirán escritos ni representaciones en papel' 
común 6 sello incompetente, bajo la . multa de diez pesos por cada falta, que 
les impondrá de oficio el superior que las note. 

^ único. Cuando por algún accidente falte el papel sellado correspondiente 
en el lugar donde reside el tribunal, acreditada que sea esta circunstancia 
bajo la firma del expendedor en la cabeza de un pliego de papel común, y i)or 
defecto de dicho empleado, del juez respectivo, se admitirán los escritos ex- 
tendidos en este, y continuará la actuación en el mismo; pero la parte queda- 
rá oblieada á presentar dentro del término que le señale el juez, bajo una 
multa dupla del valor de los sellos que hayan debido emplearse, uno ó va- 
rios pliegos de papel sellado, cuyos valores equivalgan al del número de sellos 
que se hubieren empleado en el escrito y actuaciones. Los pliegos sellados 
que se presenten en este caso, se inutilizarán poniendo en cada uno de ellos 
la nota de "inutilizado," con letra muy notable, que suscribirá el juez, y agre- 
gará al expediente. El juez que no cumpliere haciendo esta agregación, in- 
currirá en la misma pena que establece este artículo^ la cual se hará efectiva 
por el superior que note la falta. 

Art. 17. En las causas criminales que se sigan de oficio, se usará del 
papel común; pero la parte que resulte condenada será obligada á presentar, 
dentro del término que señale el juez ejecutor de la sentencia, uno ó varios 
pliegos de papel sellado, cuyo valor equivalga á tantos sellos quintos cuan- 
tos sean los folios de papel común invertido en las actuaciones del proceso. 

^ único. Quedan exentas de esta obligación las personas cuya insolvencia 
sea notoria. 

Art. 18. Los pobres de solemnidad admitidos como tales en los tribunales, 
no están obligados á usar de papel sellado. 

Ll.^® Para acreditar la pobreza solemne, es necesario una justificación 
1 instruida con citación del expendedor del papel sellado del lugar y de 
la parte contraria, cuando sea para hacer uso en negocios contenciosos, debien- 
^do aquel, y pudiendo esta acusar bienes, si supieren que los tiene el que ins- 
truye la justificación de pobre solemne; hacer comparecer y aun repreguntar 
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i, los que certifiquen en abono de él, para que manifiesten y afirmen pública y 
Judicialmente la verdad de ana a8erciones. 

^ 2. ® di de la oposición hecha por el expendedor del papel sellado y 
por la otra parte contendiente, resultare, que el que pretende ser. admitido co^ 
mo pobre solemne, tiene con que hacer el gasto del papel, corf^pondiente, no 
solo «se le obligará á usar de él, sino que se le impondrá una multa de diez á 
veinticinco pesos en favor del expendedor. 

^ 8. ^ Cuando en un Juicio una de las dos partes haya justificado pobreza 
solemne, la otra podrá usar del sello séptimo, á reserva de pagar en caso de no fa- 
vorecerla la justicia, lo qae en el curso del proceso haya dejado de abonar en virtud 
delasustituci<m del selTo de que habla este articulo. Cuando la parte insolvente 
fuere condenada como temerario litigante en las costas, su deuaa pasará á las 
de los deudores insolventes al fisco, y como tal, él quedará suspenso de los 
derechos de ciudadano, y en todo tiempo sujeto al pago. 

Art. 19. lios contadores del Tribunal de Cuentas son los encargados de 
sellar el papel: asistirán personalmente á este acto; y lo distribuirán para su 
expendio, dando aviso a la Tesorería general para que haga los cargos cor- 
respondientes álos expendedores. £1 Secretario de UaciencUi podrá también 
presenciar este acto. 

'Alt 20. Los sellos con que ha de sellarse el papel se guardarán en una 
caja de tres llaves que existirá en el Tribunal de Cuentas, y de aquellas ten- 
drá una el Secretario de Hacienda, otra el Presidente del Tribunal, y laotn^ 
• el Tesorero Jeneral. 

^ j i^ Art 21. £1 papel que se selle será torete de la mejor calidad, y siempre 
de una misma fábrica. 

Art. 22. Los contadores cuidarán de que no falte papel sellado en ningún can-r 
ton ni parroquia, y al efecto proveerán á los expendedores principales de la can|^i- 
dad necesaria, y exigirán que comprueben tener ajentes en las parroquias, y 
que les avisen oportunamente cuando deban hacer las remisiones de papel, 

Art. 23. £1 expendio del papel sellado correrá á cargo de los empleadoi^ 
que designe la ley. 

Art. 24. Los expendedores de papel sellado están eq la obligadon de ha- 
cer su venta en cualquiera hora del dia y de la noche. 

Árt. 25. So prohibe la habilitación de sellos. £1 f^cionario público que 
la hiciere, 6 que admitiere oficialmente papel habilitado, sufrirá una multi^ 
de cincuenta a cien pesos que le impondrá el inmediato si^períor. 

Art. 26. Los expendedores de papel sellado rupondrán el que se dafiare 
con otro limpio de sello igual al que se les lleve; x)erp para que tenga lugar la repo- 
sición deberá entregái-seles el pliego ó medjo pliego entero con la expresión "er- 
róse" firmada por la parte interesada ó autor del escríto dañado, y consignárseles 
medio real por el cambio decida sello; n^ en ningún casóse repondiá aquel 
papel que se lleve á cambiar en escrituras, represoutacioues, pagarés ú otn^ 
cualquiera especie de documentos aunque lleven la nota de "erróse" y la fir- 
ma del interesado, dei^púes de haberse hecho de él un uso claro y manifestó, 

Art. 27 Los sellos primero, segundo, tercero y cuai-to se pondrán á la 
cabeza de cada pliego de papel, yios restantes ala cabeza de cada medio pliego. 

^ único. Pai-a.las libranzas y letras de cambio se sellará papel fínoá 
propósito al afecto, poniendo el sello en cada sesta parte de un pliego, y ade- 
mas esta expreaion: '*pai*a libranzas." 

Art. 28. £1 papel sellado que en cada año resultare sobrante, podrá 
aplicarse á los usos que lo destine el Poder £jecutivo, borrándose ó anulán- 
dose previamente los sellos. 

Art. 29. Be deroga la ley de 30 de Abril de 1847 sobre papel sellado. 
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DadA en CaráeAS á 11 de Marzo de 1860, aflo21 de la ley y 40 de la ind^ 
pendencia.— El Presidente del Senado, P. Cebaüos, — El Presidente de la Ca- 
riara de Representantes, Lmcio Pulido, — El Secretario del Senado, José Ángel 
Preire. — El Secretario de la Cámara de Representantes, J. PadiUa, 

Caracas Marzo 19 de 1850, aSo 12 de la ley y 40 de la inde- 
pendencia.>-!^ecútese.— Jo5¿ Tad^o Monagos,— ¥ot S. E. el Presidente de la 
JS^pública.-'El Secretario de Estado en el Desjpacho de Hacienda, Fem<^n~ 
jdo CHavarría, 

^ Es copia. — Olavarría, 



LEY de 30 de Marzo de 1850 

SOBRE ARANCEL JUDICIAL. 

El senado y Cámara de Representantes de la República de 

Venezuela reunidos en Congreso^ 

decretan: 

CAPÍTULO I. 

Reglas jenertdes. 

esta ley, no podrán eligir otros derechos que los que ella misma les designa. La 
infracción de esta disposición será castigada eon el triple de la cantidad exigida 
de mas, ó por quien no tenga derecho, a favor del contribuyente. 

Art. 2. ^ Ño se exigirán derechos algunos á los pobres de solemnidad, ad- 
mitidos como tales en los tribunales y justados. 

Art. 3' ^ Los derechos de que habla esta ley se saj;isfarán por la persqaa 
que promueva, ó á qnien interese la diligencia que haya de practicarse, a reser- 
va de ser reintegrada por la parte que ftiese condenada en costas. 

Art. 4. ® Asi mismo cuando haya de evacuarse alguna dil^ncia fuera de 
la población en que resida el tribunal, la parte que la promoviere, 6 á quien 
interese, proporcionará al juez ó personas que hayan de practicarla, la caballe- 
ría ó buque y demás necesario para su traslación, á reserva de ser indemnizada 
si por sentencia definitiva no debiere satisfacer ^as costas y demás gastos. Los 
de caballería &>. no se imputarán al juez y demás personas que devengan dere- 
chos en los que les correspondan. 

Art. 6.*^ Siempre se anotará en los expedientes lo que. las partes paguen 
por si ó una por otra, para que á su tiempo puedan ser satisfechas ó rqjntegra- 
das. La ^arté admitida como pobre no será compelida á pagar la prorata que 
le corresponda. 

Art. 6. ® Cada plana de las fojas de que se habla en este arancel, debe 
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eoDStar por lo menos de yeinticinco renglones, y cada renglón de ocho pala^^ras 
con mi flok> máijeu de pulgada y media. 

Art. 7. ^ I^ tasaciones de costas se harán por el secretario del respectivo 
tribunal: y á fiíltade este por un inteligente que nombrará el juez. 

Art 8. ^ El secretario ó inteligente de que habla el articulo anterior, po- 
drá reformar las tasaciones que haga cuando advierta error ó equivocadon, án-. 
tes que se pague su montamiento; también dispondrá el juez la reforma de las 
tasaciones cuando las partes lo reclamen dentro de tres dias contados desde 
aquel en que se les haya intimado el paga, después no podrá hacerse alteración 
alguna. 

Art. 9. ^ Para el pago de los derechos de que trata la presente ley se con- 
cederá el plazo de tres dias, y pasado este, se procederá al embargo y remate de 
bienes suncientes para el pago de la deuda. 

Art. 10. En las rep^nlaciones de honorarios, ó su retasa, no podrá exceder 
lo que se calcule por vista de autos, de un real por cada folio. Los reguladores 
ó retasadores expresarán con la debida especificación y claridad lo que calculen 
por este respecto, por honorarios de los escritos, ú otrosí'documentos en su caso, 
•por asistencia á loa tribunales y oficinas, por los informes verbales en estra- 
dos, &«., pues nunca se permitirá designar en globo el montamiento de los ho- 
norarios que se regulen ó el de su retasa. 

CAPÍTULO II. 

Derechos de los jueces de parroquia y jueces de paz, 

Art 11. Los jueces de p*arroquia y jueces de paz llevarán: 

1. "^ Por cada hora de ocupación en una demanda, cuatro reales. 

^ ^ Por cada hora de ocupación en cualquiera diligencia que evacúen den- 
tro del tribunal, cuatro reales» y fuera de é^ ocho reales. 

8. ^ Por cada legua de ida y vuelta, cuando la diligencia sea fuera del lu- 
gar de la residencia del tribunal, cuatro reales. ^ 

^ 1. ® Llevarán siempre los cuatro ú ocho reales que designan los números 
l.o y 2.® aunque no inviertan una hora; pero nada exigirán por el tiempo em- 
pleado en dictar autos de sustanciacion de los negocios, en firmar poderes, li- 
brar boletas de citación, y en oir las peticiones de las partes para hacer cursar 
los mismos negocios. 

^ 2. ® En las demandas en que debe conocer el juzgado cantonal con art^- 
glD á la ley de la materia, se tasarán á cada uno de ios asociados los mismos de- 
rechos designados para los jueces de parroquia en el número 1. <5 de este art. 

^ 3. ® Xos hombres buenos, en aquellas demandas en que tengan que aso- 
ciarse á los jueces de paz, gozarán de por mitad de los mismos derechos asigna- 
dos á estos, 
f 

CAPÍTULO III. 

Derechos de la Curia 6 Tribunales eclesiásticos. 

Aii. 12. Los Provisores llevarán: 

1. © Por cada hora de ocupación en demandas verbales, cuatro reales; si no 
pasare de una hora llevarán siempre los mismos derechos. 



193 

%^ Pbr toda sentencia en que se decida un articulo, doce tecles. 

3. *^ Por toda sentencia definitiva, veinticuatro reales. 

4. ^ Por el auto y el mandamiento de ejecución, doce reales. 

6. ^ Por la declaración de cada testigo, cuatro reales por cada hora que tt9 
invierta en tomarla; pero si no alcanzare á una hora, se llevarán siempre loi 
cuatreréales. 

6. ^ Por toda certificación que corresponda expedir al Juez, no pasando de 
«n folio, ocho reales, y si pasare, dos reales por cada plana de mas. 

7. ® Por la vista de autos, un real por cada foja. 

^ único. P<Hr' las providencias de sustanciacion, nada llevaráji. 

CAPÍTULO ly. 

Z>e 2p« Mscales de la. Curia eclesiástica. 

Art. 10. Los l^iscales lleyaráQ: . 

1. ^ Por. vista.de los autos, un real l>or cada foja. L& vista de cada folio se 
pagará una sola vez á UQ-mismo fiscal. 

2. ^ Por las representaciones fiscales en que ii^ormen sobre algún artículo 
6 auto interlocutorio, doce reales ademas de la vista, y treinta y dos reales cuan- 
do emitan su opinión sobre lo sustancial del pleitp. 

3. ® Por la asistencia á los tribunales civiles en que deban intervenir se- 
gún su oficio, ocho reales por cada diligencia; y por el informe que hubieren d0 
dar, lo que llevaría un abogado con sujeción á retasa 

CAPÍTULO V. 

Derechos de los. Vicarios foráneos 6 de. partido» 

'\ 
Art. 14 Los vicarios foráneosr o de partido llevarán: 
1.^ Por cada hora de ocupación en demandas veiWes, cuatro ízales, y 
siempre llevarán lo mismo aunque úo^egue á una hora. 

2:^ Por toda sentencia cq que se decida un articulo, ocho reales. . 

3. ^. Por toda sentencia definitiva, Aíez y seis reales. 

4. ^ Üpr la declaración de cada testigo^ escrita, cuando se les comisione pa- 
ra ello, ó leKporresponda recibirlas, cuatao reales, ái no se invirtiere miis de una 
hora, pero si ^cediere, dos reales por cada hora mas. 

5. ® Por cada diligencia que se les cometa y hayan de evacuar en el lugar 
de su residencia, cuatro reales, si no pasare de una hora, y si excediere, dos rea- 
les por cada hora dé mas. Si la diligencia hubiere de evacuarse fuera del lugar, 
llevarán respectivamente el duplo. 

6. * Por toda certificación cuando le corresponda expedirla, ocho reales» no 
pasando de un folio; pero si excediere, dos reales por cada plana de mas. 

Art. 15. Los curas devengarán ocho reales por cada certificado en que sd 
incluya alguna partida de las contenidas en los libros pai:roquiales, y por lo que 
contenga el resultado de proclamas matrimoniales; nada se llevará por dichos 
certificatos á los pobres de solenu^dad. 4 

CAPÍTULO VI. 

Derechos de los Notarios eclesi^icos y Secretarios de iodos los 

/ TijiñinuleSj 

Art. 16. Loa líoterlos eclesiásticas y Secretarios d^ Io« Tribunales) 
llevaran: 
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I. ^ Por todo aató en que se decida nná articulación, cuatro reales, 
2,^ Por la sentetíciadeflDitiya, ocho reales. 

8. ^ Por el auto de mandamiento de ejecución, cuatro reales. 

4. ^ Por los despachos y exhortes requisitorios, ocho reales por la primen^ 
foja; y dos reales por las restantes. 

6. ^ Por la declaración de cada testigo, dos reales no alcanzando á uni^ 
plana, iOr pasando, á dos reales por cada plana mas. 

6. ^ Por las certíficaciones que elidan de mandato del juez, de oficio 6 á 
pedimento de parte, s} no pasaren de un folio, ocho reales, y pasando, dos rea- 
les por cada p&na de mas. 

• 7. ^ Por compulsa 5 testimonio de autos ú otros documentos de los archi- 
vos de su cargo, á cuatro reales las dos primeras fojas, y las restantes á dos 
reales. 

8. ^ Por cualquiera diligenda que extiendan en el expediente á petición de 
parte, interponiendo algún recurso 6 reclamando cualquiera cosa, llevarán dos 
reales si no pasare de una plana; y si pasare, dos reales por cada plana de mas. 

0.^ Por hacer relación de autos, cifando lo mandare el tribunal, para dic- 
tar sentencia definitiva, llevarán por cada foja medio real 

10. Por cada nota en autos de delatóse, dos reales. 

II. Por la busca de cualquier exp^iente 6 documento que exista en la no^ 
taria, ó secretaria, y manifestarlo á la parte, no llevarán derecho lüguno si dichos 
papeles fueren de su tiempo; pero si lo faeren de sus antecesores y el interesa- 
do llevare razón del afio, llevarán cuatro reales; y si no llevare dicha razón, ade- 
mas de los cuatro reales de busca cobrarán un real por cada afío. 

12. Cuando hagan las funciones de tasadores, llevarán los derechos que se 
asignan á estos. 

1%. Por lo6 autos y providencias que se dicten de pura sustanciacion, no lié- 
varán derecho alguno; x>ero por su actuación en las demandas ó juicios verbales 
cobrarán por cada hora al mismo respecto que los jueces. 

Art. 17. ¿os Secretarios Relatores en las Cortes Superiores cobraran ade- 
mas por cada titulo de abogado que expidan, cuarenta reales. ' 

CAPÍtüLO VII. 

De loé Asesores. 

Art. 18. iios abogados que fueren consultados como asesores, llevarán: 

1. ^ Por vista de los autos, un real por cada foja, y. se pagará la vista de ca- 
da fina por una sola vez á un mismo abogado. 

2. ® Por la consulta en un auto intenocutorio, doce reales; y en la senten- 
cia treinta y dos reales. 

CAPÍTULO VIII. 

Derechos de los alguaciles y de los que los acompañan. 

• Art. 19. Los alguaciles de los tribunales llevarán: 

1. ^ Por cada citación que hagan dentro del lugar de la reádenda del tri-^ 
bunal, desde qite ajuicio del juez conste que se ha practicado, dos reales, y por 
- la que hagan fuera, llevarán ademas dos reales por cada legua de ida y vuelta 
fuem de los gasios de caballeria ó embarcación, cuando sean neoesatíos. 
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2. ^ Por aprehender á cualquier persona, siendo de día cuatro reales; y 
ocho reales siendo de noche. 

Art 20. Los que acompañen á los alguaciles de los tribunales, cuando 
fuere necesario llevarán: 

1.® Por acompaftar en clase de testigo á una citación ú otro acto, den- 
tro del lugar de la residencia del tribunal, dos reales, y ademas dos reales 
por cada legua de ida y vuelta, cuando acompafien á practicar íUera estas 
diligencias. 

2. ^ Por acompañar á aprehender á cualquiera persona, cuatro reales sieip" 
do de dia, y ocho siendo de noche. 

CAPÍTULO IX. 

Derechos de los defensores, fiscales, peritos y prácticos. 

Art 21. Los honorarids é indenmizacion de) trabajo de los defensores y 
fiscales en causas de oñcio, por sus escritos é informes verbales, v por su asis* 
tencia al tribunal y demás actos relativos al ejercicio de sus funciones, cuando 
no hayan sido previamente estipulados, serán regalados por dos inteligentes 
hombrados uno por cada parte, y en caso de discordia de estos, por un tercero 
que nombrará el Juez; y si al hacerse la tasación de costas no estuviere pre- 
sente alguna de las parteas, 6 quien la represente, 6 bien si alguna de ellas no 
quisiere nombrar el inteligente que le corresponde, hará también el juez et 
nombramiento en este caso. 

Art. 22. Los peritos contadores 6 partidores Uevarán: 

\,o Por la vista y examen de autos, inventarios, valtios y de cualesquiera 
otros documentos 6 papeles necesaríol para el desempeño de su encargo, me« 
dio real por foja. 

2.® Por la formación de una cuenta ó liquidadon, división y a^fudicsh 
cion de bienes, incluso el plan y los borradores, treinta* y dos reales por 
cada pliego en limpio. 

Art 28. Los peritos valuadores y demás expertos llevarán: 

1.^ Por cualquier acto para el que se les llame judiciahnente y en que 
ejerzan sus ñmciones, cuatro reales por cada hom; pero si en la difigfe&cia no 
se invirtiere una hora, llevarán siempre lo mismo. 

2. ^ Cuando el acto se haya de practicar ñiera, llevarán ademas eoatra 
reales por cada legua de ida y vuelta. 

Art. 24. Los prácticos Ueyarán ocho reales por cada dia 6 menos que in- 
viertan prestando sus servicios. Cuando la diligencia en que se les emplee ha*- 
ya de practicarse fuera, llevarán ademas dos reales por cada legua de ida y 
vuelta. 

Art. 25. Cuando los secretarios y notarios de las tribunales estén impedí* 
dos, los inteligentes que en su defecto hagan las tasaciones, llevarán el uno por 
eiento del importe de estas. Lo mismo llevarán^por la regulación de honorarios 
ó su retasa. 

CAPÍTULO X. 

DerechoB de los depositarios. 

Alt. 26. Los depositarios judiclalefl 6 secuestrarios llevarán: 
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1. ^ Por el depósito de dinero y alhajas de oro 6 plata y otras equivalen-* 
tes y de los demás muebles que no necesiten de administración, uno por ciea^ 
to de su importe* 

2. ^ Por el deposito de toda especie de ganados y animales, dos por cienta 
de su valor; y ademas el valor de los pastos y alimentos que se acostumbre 
pagar en el pais. 

3. ^ Por el depósito de casas, seis por ciento de sus alquileres. 

4. ® Por el depósito de haciendas de cacao, café, caña, afiU ú otros plan- 
tíos semejantes, el seis por ciento de lo que producirían en arrendamiento, 
á juicio de expertos, en el tiempo del depósito, aparte de la indemnización de 
expensas que haya hecho el depositario. 

CAPÍTULO XI. 

Derechos de los intérpretes. - 

Art. 27. Los intérpretes llevarán; 

1. ® Por cada plana de traducción de cualquier documento, ocho reales. 

2. ^ Por Ja interpretación ó traducción de declaraciones, confesiones éu:. , 
ocho reales por cada plana. 

3. ^ Por cualesquiera otras diligencias en que se ocupen de intérpretes, 
ocho reales por la primera hora, y cuatro reales por cada una de las siguien- 
tes. Llevarán siempre ocho reales, aunque su ocupación no haya alcanzado a 
una hora. 

4. ^ Por la vista de cada buque extranjero, diez y seis reales; y si asistie- 
ren al capitán en su presentación á la primera autoridad civil, ocho reales mas. 

CAPÍTULO XIL 

Derechos de los médicos y cirujanos. 

Art 28. Los médicos y cirujanos devengarán: 

1. ^ Por cada certificación ó declaración que, para hacer prueba, debe siem- 
pre ser ordenada por un tribunal, ú otra autoridad bien sea de oficio, ó bien á 
pedimento de parte, diez y seis reales. 

2. ® Por el reconocimiento de un cadáver, y la certificación ó declaración 
correspondiente, siendo el reconocimiento de día, veinticuatro reales, y siendo 
de nodie treinta y dos reales. 

8. ® Por el reconocimiento y declaración sobre heridas ó enfermedad causa- 
das violentamente, siendo de dia, veinticuatro reales y siendo de noche treinta 
y dos reales. 

4.^ Cuando para practicar algún reconocimiento sea necesario hacer la 
autopsia del cadáver, se pagarán cuarenta y ocho reales á cada facultativo. 

6. ^ Guando el reconocimiento se haga en cadáver exhumado, se pagarán 
ochenta reales á cada facultativo. 

6. ^ Cuando haya necesidad de análisis químico respecto de alguna sus- 
tancia, los profesores jurarán el valor de los reactivos que se empleen, y de su 
trab^o; pero este podrá ser retasado por peritos. 

^1.^ Cuando haya condenación de costas se tasarán las visitas de médi- 
cos y cirtganos á cuatro reales una. 

^2.*^ Cuando dichos £u2ultativos hayan de salir fuera del lugar de su re- 
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sidencia á practicar un reconocimiento judicial porque así lo exija alguna cir- 
cunstancia, se les abonarán cuatro reales por cada legua de ida y vuelta. 

^ 8. ^ Cuando por falta de facultativos en medicina y cirujia, ó de roman- 
cistas titulados, en las causas criminales haya de ocuparse á los empíricos 6i cu- 
riosos, cada uno de estos devengará la mitad de los derechos asignados á 
aquellos. 

Art. 29. Losmédicos y cirujanos en el ejercicio de su profesión devengarán: 
• 1.® Por las visitas ordinarias siendo de dia, y de noche hasta las diez, 
ocho reales; y de las diez en adelante, diez y seis reales. 

2. ^ Por cada legua de ida fuera de poblado para dichas visitas, ocho rea- 
les, y ocho de vuelta si se les proporciona caballería, carruaje ó embarcación, 
y doce de ida y doce de vuelta, si no se les proporcionan. 

3. ® Lo que por estipulacií)n previa coMvengan con los enfermos por su 
asistencia ú operaciones quirújicas; quedando aun entonces, y en caso de re* 
clamos por excesivas, sujetos á la retasa por dos peritos nombrados^ uno por el 
facultativo y otro por la otra parte; y si hubiere disenso, por un tercero que 
nombrará el juez. 

^ único. Toda cuenta de honorarios so hará circunstaiiciadamente, desig- 
nando los de visita, operaciones, viages, tiempo de asistencia y otras' indemni- 
zaciones. 

Art. 80. En las causas de oficio los médicos ó cirujanos ó rayiancistas titu- 
lados, tan luego como sean requeridos por un juez para practicar algún recono- 
cimiento, deberán practicarlo, á reserva de ser indemnizados de sus derechos 
por la parte que resultare condenada en costas. No excusa á ningún profesor la 
manifestación de que no está ejerciendo su profesión, siempre que no haya otro 
en el lugar. ^ , 

CAPÍTULO XIII. 

Derecho» de los agrimensores y peritos que hagan sus veces. 

Art. 81. Los agrimensores llevarán: • 

1.^ Por toda diligencia que no pase de una hora, diez y seis reales, y 
cuando inviertan mas de una, ocho reales por cada una de las horas siguentes. 

2. ^ Pop la mensura de terrenos quebrados y cultivados, diez y seis reales 
]y>r cada fanegada. 

8. ^ Por la mensura de terrenos quebrados y cultivables, ocho reales por 
cada fanegada, 

4. ® Por la mensura de terrenos llanos y cultivados, doce i%ales por cada 
fknegada. 

5. ® Por la mensura de terrenos llanos y cultivables, seis reales p<^ cada 
fanegada. 

6. ^ Por la mensura de terrenos dedicados ó dedicables á la industria pe- 
cuaria, noventa y seis reales por la primera media legua, y cuarenta reales por 
cada una de las medias leguas restantes. Llevarán siempre noventa y seis rea- 
les aunque la mensura en este caso no llegue á media legua. 

CAPÍTULO XIV. 

Derechos de los testigos actuarios. 

Art. 32. Los testigos actuarios que en defecto de Secretario ó notario, le- 
galicen actos judiciales, llevarán de por mitad. 
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1. o Por la primera hora de ocnpacion ó menos, cuatro reales; y dos rea- 
les por cada ana de las horas restantes. 

2. ^ Por cada legua de ida y vuelta, cuando hayan de autorizar cualesquie- 
ra ftilieendas fuera del lugar de la residencia del juez, con quien actúan, cua- 
tro reues, faera de los gastos de caballería y embarcación cuando sean necesarios. 

Art. 33. Se deroga la ley de 8 de Junio de 1846. 

Dada en Caracas á 25 de Marzo de 1860, afio 21 de la ley y 40 de la indepen- 
dencia.— El Presidente del Senado, P. Ce¿á¿¿05.—£1 Presidente de la Cámara 
de Representantes, Lucio PvMdo. — £1 Secretario del Senado, José Ángel Preir 
re, — El Secretario déla Cámara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas Marzo 30 de 1860, año 21 de la ley y 40 de la independencia.— Se- 
cútese.— Jbjé Tadeo Monagos.— Fpr S. £.— El Secretario de Estado en los 
Despachos del Interior y Justicia, P. Parejo, 
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Oe qstas, las leyes la, ga, 3a, 4a, 7a, ga, 9a y lOa, son de 21 de 
Febrero de 1^0, y la 5a. éa y 1 lá de 21,15 y 25 de Mayo del misino 
afio, respectivamente, las mismas que respectivamente también 
reforman las de iguales números de 21 de Febrero del propio aüd 
de 1850 que fueron sancionadas con las demás, cuyas tres últimas 
leyes se encuentran, la 5a en la p. 9 del cuaderno de 1850, y T71 , 
nüm. 727 del cuerpo de'l851, la 6a en la p. 10 del cuader- 
no de leyes de 1850, y 771 nüm. 728 del cuerpo de 1851; y la 
lia en la p. 14 del cuaderno de 1851, y en 773, nüm. 773 del 
cuerpo de leyes de 1851. — Todas estas leyes reformaron la de 
23 de Marzo de 1841, p. 93 del cuaderno de 1841, y 459s núm. 425 
del cuerpo de 1851 — que reformó la de 2 de Mayo de 1838, p. 1 12 
del cuaderno de 1838, y 344, nüm. 338 del cuerpo de 1851— la 
cual reformó la de 18 de Mayo de 1836, p. 209 del cuerpo de 1836, 
y 230, nüm. 235 del cuerpo de 1851 — que analmente habia derogado 
la de 26 de Abril de 1^^ estableciendo tres distritos judiciales, 
página 160 de los cuerpos de leyes publicados en 1832 
y 106, n&m. 124 del de 1851; el Decrefo de 14 de Octubre de 
1830, que declaró en observancia las leyes y Decretos de Colom- 
bia sobre organización de tribunales y juzgados, página 112 
de los cuerpos de leyes publicados en 18^, y 75, núm. 55 del 
de 1851; y las expresadas leyes de Colombia de 17 de Mayo de 
1826, p. 534 del cuerpo de l^res de Colombia— que reformó en par- 
te la de 19 de Mayo de 182S, p. 369 del dicho cuerpo — que dero- 
gó finalmente la de 12 de Octubre de 1821, p. 110 del mi^mo 
cuerpo. 

LEYES SUELTAS. 

LEY de 19 de .Marzo de 1850 sobre Papel sellado ,.187 # 

LEY de 30 de id. id. sobre Arancel judicial 191 
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